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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, doña Ana María Correa López; y los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 44ª y 45ª, ordinarias, en 28 y 29 de agosto del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional (boletín  N° 4.742-13).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que prestó su aprobación al proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (boletín  N° 4.742-13). (Véase en los Anexos, documento......1..)


--Pasa a las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por el que da respuesta a un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Letelier, Longueira, Pizarro, Ruiz- Esquide, Sabag y Vásquez, mediante el cual se solicita incorporar el Hospital Militar a la red pública de salud.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a modificación de extensión de predio asignado a dicha Institución en la Duodécima Región.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, relativo a una denuncia formulada ante eventuales irregularidades cometidas por un jefe de dicho organismo.



Del señor Alcalde de Concón, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a la extracción de áridos en el lecho del río Aconcagua, entre el puente Santa Rosa de Colmo y su desembocadura en la comuna de Concón. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín  N° 5.251-08). (Véase en los Anexos, documento......2..)


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Orpis, Bianchi, Gómez y Vásquez, que modifica el decreto ley N° 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial, con el fin de permitir a las aeronaves extranjeras efectuar cabotaje en el espacio aéreo nacional (boletín  N° 5.178-03). (Véase en los Anexos, documento......3..)


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Letelier, Escalona y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que suprime el concepto de “empresa” establecido en el artículo 3° del Código del Trabajo (boletín  N° 5.312-13). (Véase en los Anexos, documento......4..)


De los Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo a fin de establecer una multa para el caso de contravención de la jornada laboral legal o pactada. (Boletín N° 5.313-13). (Véase en los Anexos, documento......5)


--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señores Sabag, Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en lo relativo al requisito de educación que se exige para postular al cargo de alcalde (boletín  N° 5.314-06). (Véase en los Anexos, documento......6)


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero con la que inician un proyecto que modifica el Código Laboral para incrementar las remuneraciones de los trabajadores que laboren en días domingos o festivos.


Moción de los Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo en lo concerniente a fijación de remuneraciones y determinación de bases para su cálculo.



--Se declaran inadmisibles por regular materias que corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución. 



Moción de los Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo a fin de aplicar las normas de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales a los estudiantes que realizan funciones de empaquetadores en supermercados y establecimientos afines.



--Se declaran inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65 por ciento del impuesto al valor agregado y determine que los recursos recaudados por dicho concepto se destinen a conceder un subsidio a deudores habitacionales (boletín  N° S 1.011-12). (Véase en los Anexos, documento......7)


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Comunicación



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mediante la cual propone el archivo del proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que establece el 22 de agosto como Día Nacional del Folclor Chileno (boletín  Nº 4.495-04), debido a que Su Excelencia la Presidenta de la República decretó, según da cuenta el Diario Oficial del sábado 4 de agosto, instituir el 22 de agosto como día Nacional del Folclor.


--Se accede al archivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente a la Sala que se encuentra en las tribunas una delegación del Grupo Parlamentario Británico-Chileno, conformada por su Presidente, el señor Bob Blizzard (del Partido Laborista), representante de la Cámara de los Comunes; por la Baronesa Gibson of Market Rasen (del Partido Laborista), de la Cámara de los Lores, y por el señor Nick Hurd (del Partido Conservador), de la Cámara de los Comunes, a quienes acompaña el Embajador de Su Majestad Británica en Chile, señor Howard Drake.



Les damos una cordial bienvenida.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)---------(

El señor GARCÍA.- Pido la palabra sobre la Cuenta. 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, se acaba de declarar inadmisibles tres mociones que presentamos con los Senadores señores Allamand, Espina, Prokurica y Romero a los efectos de modificar el Código del Trabajo en los siguientes aspectos: para incrementar las remuneraciones de los trabajadores que laboren en días domingos o festivos; fijar  remuneraciones y determinar las bases para su cálculo, y aplicar las normas de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales a los estudiantes que realizan funciones de empaquetadores en supermercados y establecimientos afines.



En nombre del Comité Renovación Nacional e Independiente, solicito que se oficie a Su Excelencia la Presidenta de la República a fin de que les otorgue su patrocinio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



--Así se acuerda.

)--------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Naranjo.

El señor NARANJO.-  Señor Presidente, se dio cuenta de que la Comisión de Educación propuso el archivo de un proyecto de ley, iniciado en moción suya y de quien habla, relacionado con el establecimiento del Día Nacional del Folclore.



Es cierto que la Presidenta de la República fijó el 4 de agosto. Empero, las organizaciones de folcloristas, que me llamaron por teléfono, son partidarias de mantener el 22 de ese mes.



Entonces, solicito que no se archive esa iniciativa

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Señor Senador, la Secretaría me indica que el 4  de agosto se publicó en el Diario Oficial el decreto respectivo y que la Presidenta de la República mantuvo el 22 de agosto como Día Nacional del Folclore.

)----------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, voy a formular dos solicitudes.



En primer término, debo informar a la Sala que la Comisión de Hacienda aprobó hoy  en general y en particular, en primer informe, acorde a la autorización que concedió el Senado, el proyecto que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria.



Al respecto, se pide dejar sin efecto un acuerdo anterior en el sentido de que la Comisión de Constitución también analizara dicha iniciativa en primer informe y determinar su conocimiento en segundo informe, de manera sucesiva, por esa Comisión y la de Hacienda, con lo cual se agilizaría enormemente la tramitación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA.- La segunda solicitud dice relación a la tabla.



El Fiscal Nacional, don Guillermo Piedrabuena, nos pidió que el proyecto que figura en el último lugar del Orden del Día de esta sesión, mediante el cual se establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, fuera tratado, por la importancia que reviste para tales personas, como si fuese de Fácil Despacho, pero no en aquella ubicación, para alcanzar a aprobarlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, le daremos tal tratamiento, buscando un lugar preferente.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA.- Gracias, señor Presidente.

V. FÁCIL DESPACHO

CREACIÓN DE CONSEJO DE AUDITORÍA INTERNA DE GOBIERNO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, juntas calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3937-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005 (pasa a Comisión de Constitución).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, antes de efectuar la relación, debo recordar que por acuerdo de Comités, ratificado en la Sala el 14 del mes pasado, este proyecto quedó para tabla en atención a que fue eximido del trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Ahora bien, los objetivos de la iniciativa son:



1.- Crear el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, encargado de asesorar al Presidente de la República y al Ministerio de Hacienda en el funcionamiento de los sistemas de control interno de la Administración, excluyéndose solo a la Contraloría General de la República, al Banco Central y a las municipalidades.



2.- Actualizar y adecuar normas del Estatuto Administrativo y de la ley sobre bases de los contratos administrativos, de suministro y prestaciones de servicios, y facultar al Contralor General de la República para flexibilizar el presupuesto de la Contraloría y proponer sanciones en los casos que se indican.



La Comisión de Gobierno discutió esta iniciativa únicamente en general y aprobó la idea de legislar por dos votos a favor (Honorables señores Larraín y Naranjo) y una abstención (Senador señor Cantero). 



El texto pertinente se consigna en el primer informe.



Los artículos 1º a 11, 13, 15, 19 a 24, 27 y 32 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.



Cabe recordar que en sesión de 2 de noviembre de 2005, ante objeciones efectuadas por los Senadores señores Parra, Prokurica, Ríos y Silva Cimma, la Sala acordó enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, trámite que, como dije, fue revertido en la sesión del 14 de agosto último.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me alegra mucho que el Senado discuta materias de este tipo, porque a nuestro país le hace falta bastante más transparencia que la existente hoy.



Pero quiero hacerme algunas preguntas y, además, mostrar ejemplos de lo que, a mi juicio, no expresa la voluntad de transparentar la Administración del Estado y las empresas estatales.



Hace dos semanas, una empresa del Estado ganó en un tribunal de justicia uno de los juicios que se siguen sobre las denominadas "demandas de mera certeza".



¿Qué es eso? Se trata de juicios donde las empresas estatales, de las que los chilenos somos dueños y en las que hemos puesto administradores, contratan abogados, con recursos de todos nosotros, para no informar al Parlamento, para no contestar a la Cámara de Diputados.



Entonces, francamente, me parece que esta es una discusión poco seria. Porque lo que estamos haciendo aquí, de acuerdo con lo que dice esta iniciativa de ley, es profundizar y fortalecer la transparencia como principio de gestión del sector público.



¡Pero si nuestros funcionarios, los que están administrando las empresas de todos los chilenos, se oponen en los tribunales y pagan abogados para no contestar a la Cámara de Diputados!



¿Qué sacamos con dictar más leyes si las existentes no se cumplen? ¿Para qué seguimos creando un organismo tras otro si no se respetan las normas legales vigentes?



De muestra, un botón.



En los directorios de las empresas que no contestan al Congreso (en particular, a la Cámara de Diputados, que es el órgano fiscalizador por excelencia, de acuerdo con la Constitución) están estos señores que son los Ministros de Estado.



El señor Ministro del Trabajo, aquí presente, me dice que no. Pero no me refiero a él, sino al de Hacienda, a la Ministra de Minería.



¡Esos son los caballeros que integran dichos directorios! ¡Ellos son los que aprueban el pago a abogados para no contestar a la Cámara de Diputados ni a la Contraloría!



Entonces, señor Presidente, yo me pregunto: ¿Es esta una discusión en serio? ¿O estamos haciéndola un poco para reflexionar?



Y voy a dar un ejemplo.



La cifra de oficios contestados al Senado no supera la mitad de la de los enviados. O sea, de los oficios que remitimos, menos de la mitad son respondidos.



Otras autoridades hacen una cosa increíble; más bien, circense: contestan sin contestar.



Esta es la respuesta, fechada el 22 de agosto, que me llegó hoy del Ministro de Hacienda a propósito de un oficio que el Senado le remitió el 3 de julio con relación a un proyecto de acuerdo sobre impuesto específico para taxistas y colectiveros: ¡este es un tema de peajes…!



¿Estamos hablando en serio, señor Presidente, o seguimos despachando leyes para posar como un poco más transparentes?



Por supuesto, estoy disponible para que legislemos sobre estas materias. Sin embargo, creo que el Congreso Nacional debe hacerse respetar.



Sé que algunos Parlamentarios han optado por no permitir que entren a la Sala los Subsecretarios. Me parece que están en su justo derecho cuando no reciben respuesta a los oficios que piden enviar.



Hagamos las cosas en serio. ¡Para qué seguimos dictando leyes y creando organismos si no se respeta a unas ni a otros!



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, hay ciertos asuntos que se prestan para ejercicios demagógicos. Uno de ellos es el que acaba de analizar el Honorable señor Prokurica.



Aparentemente, lo que Su Señoría dice y cuestiona tiene que ver con la transparencia del ámbito público. Pero la cuestión no es tan simple como él la expone.



Ocurre que hay empresas del Estado que se rigen por normas del Derecho Privado, compiten en ese campo y, por ende, están obligadas, precisamente desde el punto de vista del interés público, a tener resultados exitosos en un medio donde actúan empresas particulares que no se hallan sujetas a ninguna clase de regulación.



Aún más: el sector político que representa ese señor Senador se encarga de que tales actores del mercado desarrollen su actividad sin contrapesos de ninguna índole.



Cuando, por ejemplo, se intenta dotar a los trabajadores de una interlocución mínima para la defensa de sus derechos, van a defender a los empresarios al Tribunal Constitucional. Por lo tanto, con esas actitudes, el primer desalojo que hacen es el de los principios democráticos y del bien común.

El señor PROKURICA.- ¡La transparencia es el primer principio democrático!

El señor ÁVILA.- Entonces, algunos, con el pretexto de la transparencia, quieren someter a las empresas públicas a una condición de minusvalía respecto de empresas privadas, porque les impiden competir en igualdad de condiciones. Pretenden que les informen de todo lo que les viene en gana.



¡No, señor! ¡No es tan simple!



Definámonos: queremos empresas del Estado exitosas, o bien, entes que tengan que estar en condición de inferioridad con relación a los competidores. Si hemos asumido que las empresas se deben desenvolver con normas del derecho privado, pues bien, es preciso plantearles las exigencias existentes en ese ámbito, y no mezclar las cosas, como pretende aquí el Senador señor Prokurica.



Por lo demás, Su Señoría entró en una completa confusión conceptual, porque el proyecto invocado por la Presidencia no tiene nada que ver con la transparencia hacia la ciudadanía. Es simplemente un instrumento del cual se dota el Gobierno para, tal vez, administrar un poco mejor los recursos públicos.



Pero, en particular, tengo observaciones sobre el fondo de la iniciativa, porque, de alguna manera, está entrando en colisión con la Contraloría General de la República, que, constitucionalmente, es el órgano encargado de llevar a cabo la fiscalización, transparentar las cuentas públicas y vigilar que los recursos se inviertan de la manera más adecuada.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde votar.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solicité intervenir para entregar un antecedente: el proyecto fue discutido por la Comisión de Gobierno a fines del período legislativo anterior. Y lo digo porque algunos de los presentes la integrábamos. Me tocó presidirla en ese minuto e informar a la Sala sobre la discusión.



¿Qué ocurrió? La iniciativa venía informada favorablemente por la unanimidad del órgano técnico y en el Hemiciclo dio lugar a un debate muy extenso. Recuerdo, por ejemplo, la participación muy especial del entonces Senador señor Silva, quien manifestó muchas aprensiones en cuanto a que el Consejo de Auditoría Interna generara algunos roces, en su funcionamiento, con la propia Contraloría.



El señor Contralor, en su planteamiento en la Comisión, se manifestó de acuerdo con la existencia del Consejo. Y todos compartimos que ello era necesario, pero había dudas en cuanto a la dependencia, la naturaleza jurídica y algunas de las atribuciones de la entidad.



Y la mayoría de la Sala, muy particularmente por la intervención del Senador señor Silva, pidió reestudiar el proyecto y devolverlo a la Comisión.



Pero, hasta donde entiendo, el texto no se ha reestudiado. No ha sido revisado ni por la actual Comisión de Gobierno ni por ningún otro órgano técnico del Senado.



La Primera Mandataria lo incorporó dentro de su Agenda de Transparencia y Probidad, pero ya venía contemplado antes entre las materias consideradas al respecto por el Presidente Lagos, sobre la base de un Consejo que creó internamente usted, señor Presidente, durante su Gobierno, y que funcionó, de hecho, por allá por 1997.



En consecuencia, antes de que la Sala se pronuncie nuevamente, me parece razonable, por la experiencia que tuvimos, que la Comisión emita un nuevo informe y que puedan participar el Contralor y las autoridades actuales. Conviene hacer una revisión, a mi juicio, porque, si no ha habido ningún estudio desde entonces a la fecha y si en ese momento se generó un debate de mucha división, lo más prudente es pedir un nuevo primer informe, para que no demos saltos en el aire. Y la Contraloría, con su nuevo titular, y el Gobierno, que no se ha pronunciado formalmente sobre el articulado, podrán tener una oportunidad de intervenir antes de que lo votemos.



Como nos encontramos en el primer trámite constitucional, sugiero que hagamos las cosas bien, pues se trata de un proyecto de mucha importancia.



Por mi parte, creo que se debe aprobar. Si debemos votar, lo haré a favor. Pero me parece que debemos proceder en buena forma, por lo que sugiero ese camino.



He dicho.

El señor ÁVILA.- Es razonable, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para que el proyecto volviera a la Comisión de Gobierno?

El señor ÁVILA.- Conforme.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solo quiero contestar a un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, porque parece no haber leído el proyecto de ley, y ni siquiera su título.



Además, me gustaría que se impusiera de la opinión del actual Contralor General de la República -ya que Su Señoría tenía alguna vinculación con la Contraloría- con relación al proyecto.



Por último, para que el señor Senador centre un poco la exposición que hizo un momento atrás, deseo precisar que los oficios que mencioné, relativos a Televisión Nacional, se incluyen en un proceso en el Decimoctavo Juzgado Civil de Santiago. Esos documentos se refieren a la solicitud de parlamentarios para saber cuánto ganaban los directores de tal entidad -¡es un secreto terrible!- o para que el BancoEstado informara lo que había gastado en propaganda contratada en distintos medios. “No se puede contestar, porque está protegido por el secreto bancario”, se señala.



La verdad es que con confusiones como las planteadas por el Honorable señor Ávila es justamente como se generan problemas como los de Ferrocarriles, lo que se traduce en que desaparecen miles de millones de dólares y nadie sabe nada, porque el desorden es tremendo.



La poca transparencia ayuda a no contestar al Senado, a la Cámara, y a ir a juicios de mera certeza, que lo único que hacen es sumir más en la profundidad la administración de los recursos del Estado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en los términos que expuse con anterioridad.



--El proyecto vuelve a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo informe.


NUEVO PLAZO PARA REGULARIZACIÓN DE


INSCRIPCIÓN DE ARMAS DE FUEGO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo plazo para la regularización de la inscripción de armas de fuego, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio de la ley Nº 20.014, con informe de la Comisión de Defensa Nacional.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4025-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.


Informe de Comisión:


Defensa, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2006.


Discusión:



Sesión 47ª, en 30 de agosto de 2006 (se acuerda enviar texto a Comisión de Constitución y solicitar patrocinio a Ejecutivo).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto quedó para tabla en virtud de un acuerdo de Comités ratificado por la Sala el 14 de agosto recién pasado, habiendo sido eximido del trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Su objetivo principal es otorgar un nuevo plazo a quienes estén en posesión de armas de fuego no inscritas, o bien, inscritas de modo irregular, con el fin de que puedan regularizar su inscripción acogiéndose al beneficio de exención en el pago de los derechos de inscripción y de transferencia.



La Comisión estudió la iniciativa en general y en particular y le dio su aprobación por tres votos a favor (Senadores señores Arancibia, Coloma y Prokurica) y dos en contra (Honorables señores Gazmuri y Zaldívar).



El texto se consigna en el informe.



El artículo único reviste el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hace ya varios años sostuvimos un debate con respecto a la Ley sobre Control de Armas y la inscripción, plazos y procedimientos en la materia, entre otras cosas porque se había determinado, según cifras oficiales, que existían más de 600 mil armas de fuego sin inscribir. Y se estimaba que un número similar era objeto de una posesión irregular.



Como se fijó un procedimiento sobre el particular, con plazos bastante amplios, me llama la atención que cada vez que estos se cumplen debemos abrir otros nuevos.



Es evidente que en el Parlamento tenemos aproximaciones muy distintas en cuanto a si deben existir armas de fuego en manos de civiles.



En el país existe consenso en el sentido de que el monopolio del uso de ellas debe corresponder a las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones.



Para algunos de nosotros, no existe una mayor seguridad ciudadana porque los civiles estén en posesión de armas, de mantenerse la situación de que no las inscriban. Y es inexplicable que sigamos dando más y más plazos.



Quiero dejar constancia de ello y anunciar que votaré en contra del proyecto.



Entiendo que otros señores Senadores puedan sostener juicios distintos respecto al asunto, pero soy de aquellos que creen que no existe razón alguna para que los civiles posean armas de fuego, lo que no contribuye a la seguridad. Los delincuentes normalmente las roban en viviendas particulares y terminan siendo usadas para atentar contra otros ciudadanos.



Me parece que algunos Honorables colegas creen que la norma en análisis es necesaria. Por mi parte, pienso que deberíamos considerar que media el cumplimiento de un plazo, en particular en materias como la que nos ocupa, pues una prórroga, aunque no sea la intención, no ayuda a avanzar en el combate por fortalecer la seguridad ciudadana.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Reitero que estamos en Fácil Despacho, por lo que corresponden cinco minutos para sostener la posición favorable al proyecto e igual lapso para impugnarlo, luego de lo cual se debe votar.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, si bien para algunos la materia es menor, estimo preocupante para el orden público, la seguridad y la tranquilidad el hecho de que se puedan poseer armas. Por tanto, es muy importante un control por parte de la autoridad.



Un proyecto como el que nos ocupa, que tiende a regularizar una situación -por cierto, ello es muy loable- y a fijar un plazo para tal efecto, debe contar con la opinión fundada del Ejecutivo, a mi juicio, claramente basada en el parecer de aquellos a los que asiste la exclusividad de la tenencia de armas, lo que permite sustentar un Estado de Derecho.



En ese entendido, quiero reiterar lo que sostuvimos en la Comisión con el Senador señor Gazmuri.



Aquí no hubo un informe del Ministerio de Defensa que estuviera fundado en el parecer de las Fuerzas Armadas o, si se quiere considerar la cuestión de la tranquilidad y la seguridad ciudadanas, de Carabineros de Chile.



De otro lado, se procede sobre la base de liberar del pago de un derecho establecido en la ley, lo cual me parece de la competencia exclusiva del Ejecutivo. 



Lo anterior lo hice presente en la Comisión y lo reitero ahora, señor Presidente.



A mi juicio, no deberíamos aprobar la iniciativa. 

El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Saquemos el proyecto de la tabla de Fácil Despacho y que vuelva a la Comisión, entonces.

El señor GAZMURI.- No. Que se incorpore al Orden del Día, señor Presidente, porque viene con votación dividida y median argumentos constitucionales y de otro tipo.

El señor COLOMA.- Que se ponga en la tabla normal.

El señor GAZMURI.- No tiene por qué volver al órgano técnico, porque ahí ya lo votamos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esa forma.



--El proyecto es incorporado al Orden del Día.

REFORMA CONSTITUCIONAL PARA ESTABLECIMIENTO, POR LEY, DE CONDICIONES Y REQUISITOS


DE CONTRATOS ESPECIALES DE OPERACIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción del Honorable señor Orpis, en primer trámite, que modifica el inciso décimo del Nº 24º del artículo 19 de la Carta, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley. El asunto ha sido informado por la Comisión de Minería y Energía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4965-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción del señor Orpis).


En primer trámite, sesión 9ª, en 10 de abril de 2007.


Informe de Comisión:


Minería, sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es otorgar mayor certeza jurídica a los contratos especiales de operación, denominados CEOPs, objetivizando el procedimiento mediante parámetros establecidos en la ley.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular y le dio su aprobación por tres votos a favor (Honorables señores Orpis, Prokurica y Zaldívar) y la abstención del Honorable señor Núñez.



El texto se consigna en el informe.



Cabe destacar que esta reforma constitucional requiere para su aprobación el voto conforme de 24 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estamos en medio de una crisis energética en la cual inciden fuertemente dos elementos: el precio internacional de los combustibles y la cuestión del gas.



Según consta en el informe que todos los señores Senadores tienen a la vista, la señora Subsecretaria de Minería afirmó, textualmente -ello me llamó mucho la atención-, que Chile "no es atractivo en términos de recursos petroleros y gasíferos.".



Me hago una pregunta, señor Presidente: ¿hemos hecho todos los esfuerzos que debíamos para aumentar la exploración y explotación de hidrocarburos líquidos o gaseosos?



Mi respuesta es categórica: no.



Creo que la principal debilidad en la materia, el porqué no se ha invertido en exploración y explotación, radica en que en proyectos que implican riesgos media un elemento central, cual es la certeza jurídica. En la medida en que ella exista, se hacen las inversiones necesarias. Y, desde ese punto de vista, lo que ocurre en la minería, en particular, es que la certeza jurídica evidentemente dice relación a aquellos minerales objeto de concesión, sobre la cual se tiene un derecho de propiedad.



Sin embargo, señor Presidente, la realidad de los hidrocarburos es distinta. En efecto, de acuerdo con el artículo 19, número 24º, inciso décimo, de la Constitución, "La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso".



¿Qué ha ocurrido? Que respecto de esos contratos se registra una total discrecionalidad. No existe un procedimiento objetivo, ni plazos, sino que en cada caso, mediante decreto supremo, el Presidente de la República va fijando las condiciones. 



Me gustaría subrayar, señor Presidente, para ilustrar a la Sala, algo que ha sido muy determinante y que se encuentra consignado en el informe, ya que los abogados de dos empresas que han gestionado contratos de exploración y explotación petroleras: Geopark y March, concurrieron a la Comisión. Y quiero recordar la opinión de uno de ellos, el señor Pedro Aylwin, quien manifestó lo siguiente:



"La tramitación depende de si usted va con Enap o si va solo. Si usted quiere tramitar un CEOP y va con Enap, las puertas se abren de un modo distinto. Esta no es una crítica, lo único que quiero es ser objetivo. Tampoco es una crítica a la Ministra, además yo me siento partícipe de una serie de políticas que tiene el Gobierno, simplemente, es un hecho objetivo que podemos ayudar al país, abriendo una serie de espacios.". 



Y luego agrega:



"En la tramitación hay una falta de procedimientos de tramitación. No hay plazos perentorios, no hay claridad en la documentación requerida, se inicia una solicitud sin siquiera un formulario conocido, y quedó entregado a la discrecionalidad administrativa en los plazos y en la documentación.



"Segundo, hay inexistencia de un registro. Lo que hay es lo que se ha recibido, que viene desde hace mucho tiempo. Podría haber superposiciones, tampoco hay una solución para eso.



"Tercero. Es un sistema de total discrecionalidad” -lo recalco, señor Presidente-  “en el otorgamiento de los CEOP. Aquí no estamos hablando de la discrecionalidad administrativa solamente sino de total discrecionalidad, lo cual es bastante complejo, porque en la tramitación se hace una inversión, se contratan abogados, se contratan servicios, se determina algún área donde se quiere invertir, y se encuentra, finalmente, con una discrecionalidad total en el otorgamiento de los CEOPs.



El Senador señor Prokurica le preguntó: “¿Eso es así? O sea, usted puede estar tramitando, a punto de obtener algo, ¿y se lo pueden dar a otra empresa?



Y el señor Aylwin respondió: “o podrían no dárselo, a eso me refiero, que es totalmente discrecional, o se lo podrían dar a otro, también. Pero a lo que me refiero es que no existe un procedimiento reglado, y por ende, es imposible evitar la discrecionalidad.”.



Señor Presidente, este proyecto de reforma constitucional es un camino intermedio entre la total discrecionalidad que existe hoy día respecto de la tramitación de los contratos de exploración y explotación petrolera y el régimen de concesiones. Este último lo debatiremos a fondo en un proyecto de reforma constitucional que presentó el Senador señor Prokurica, quien me invitó a ser parte de él.  



Lo único que pretende la iniciativa que nos ocupa es que, a la larga, manteniendo las facultades del Presidente de la República, se establezca un procedimiento más objetivo para que quienes deseen negociar un contrato de exploración y explotación tengan mayor certeza jurídica y, por lo tanto, contemos con mayores niveles de inversión.



Ese es el propósito del proyecto. Y lo único que establece es que en materia de contratos especiales de operación el procedimiento respectivo debe fijarse por ley. 



Creo que es un avance con relación a lo que existe en la actualidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor SABAG.- ¿Me permite, Honorable colega?



Deseo plantear una moción de orden.

El señor NÚÑEZ.- Por supuesto, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Seré breve.



Señor Presidente, esta iniciativa es de mucha importancia y de lata discusión, no de 5 minutos para apoyarla y 5 para impugnarla. Por ello, no debe tratarse en Fácil Despacho.



Pido segunda discusión y, además, que el proyecto se incluya en el Orden del Día de la sesión que corresponda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así se hará, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor NÚÑEZ.- Perdón, señor Presidente.



En una oportunidad anterior se me dijo que cuando se solicitaba segunda discusión, esta se hacía efectiva una vez agotada la primera.



En consecuencia, exijo que se me otorgue el uso de la palabra para referirme a la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, según entiendo, lo que pidió el Honorable señor Sabag fue sacar el proyecto de Fácil Despacho y ponerlo en el Orden del Día. Y el señor Presidente accedió a eso. 

El señor NÚÑEZ.- Bueno, pero no es responsabilidad del Senador que habla que se haya puesto en Fácil Despacho. Y se trata de un tema bastante sustantivo como para que quede, sin más, para una nueva discusión.



Por lo tanto, en mi calidad de miembro y Presidente de la Comisión de Minería y Energía, exijo que se me conceda el derecho a intervenir. Me abstuve en ese organismo y ahora quiero anunciar que me pronunciaré categóricamente en contra del proyecto. 



Reitero: exijo que se me otorgue la palabra a continuación -si el señor Presidente quiere hacerlo en otra oportunidad, por cierto que respetaré su decisión-, para los efectos de exponer mi argumentación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Yo le concedí la palabra, señor Senador, pero usted se la cedió al Honorable señor Sabag. 

El señor NÚÑEZ.- Gracias, señor Presidente. Me estaba refiriendo a la parte formal.



Yendo al tema de fondo, efectivamente, tal cual acabo de señalar, si bien en la Comisión me abstuve, ahora estoy claramente en contra de esta reforma. Ello, no solo porque en los hechos, en la filosofía más intrínseca de la iniciativa -al igual que en el proyecto iniciado por el Senador señor Prokurica-, lo que se pretende es privatizar la Empresa Nacional del Petróleo, sino también porque a la fecha en que aquella se presentó el Ejecutivo no había hecho efectivo lo que establece el artículo 19, Nº 24º, de la Carta Fundamental; vale decir, la posibilidad de autorizar la exploración y explotación de recursos hídricos que no son concesibles según la Constitución.



Sin embargo, ello comenzó a ocurrir hace poco más de 45 días. La Ministra de Minería visitó la Región de Magallanes y empezó a aplicar los CEOP, sobre la base de las mismas normas actualmente establecidas, no solo en la Carta Fundamental, sino también en la ley Nº 18.097, Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras; en el decreto supremo Nº 302, del Ministerio de Hacienda, de 1960, y en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Minería, de 1987. 



Esos son los cuerpos legales conforme a los cuales se está otorgando en la actualidad la posibilidad de explorar y explotar los hidrocarburos de nuestro país.



Por consiguiente, el proyecto de ley en estudio se justificaba hace tres meses, no hoy.



Por eso, me parece sumamente necesario discutir de nuevo la iniciativa, pues, en mi opinión -y tal como expresaron, en su minuto, la Subsecretaria y demás representantes del Ministerio de Minería- existe un marco constitucional y legal sólido que posibilita que los contratos especiales de operación tengan certeza jurídica. Y los procedimientos para llevar adelante los CEOP también se encuentran establecidos.



Entonces, señor Presidente, si se ha resuelto tratar el proyecto en otra oportunidad, estoy de acuerdo; pero desde ya quiero anunciar mi voto en contra, a fin de que en el Gobierno o al menos en nuestra Comisión de Minería se tenga claridad acerca de mi posición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido el tiempo del Fácil Despacho.



El resto de los asuntos contenidos en él quedan para la próxima sesión ordinaria.



Pasamos al Orden del Día.

VI. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE MARCO LEGAL VIGENTE EN CUANTO A SEGURIDAD Y CONTINUIDAD DE SUMINISTRO ELÉCTRICO 

Y A SUFICIENCIA DE SISTEMAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico para clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5251-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 40ª, en 7 de agosto de 2007.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Minería y Energía (segundo), sesión 49ª, en 5 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en la sesión ordinaria de ayer.



En su segundo informe, la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 1, 2, 3 y 4 (en sus artículos 146 bis y 146 quáter) del artículo único, y los artículos 1º, 4º, 5º y 6º transitorios. 



Estas disposiciones conservan el mismo texto con que fueron acogidas en general, por lo que, conforme al Reglamento, deben darse por aprobadas.



--Quedan aprobadas reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión efectuó tres modificaciones al proyecto aprobado en el primer informe, todas las cuales fueron acordadas por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Cabe recordar que las enmiendas acogidas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutir alguna de ellas o que se hayan renovado indicaciones.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas que consignan, la primera, los artículos pertinentes de la Ley General de Servicios Eléctricos; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, las enmiendas introducidas por la Comisión en el segundo informe, y la cuarta, el texto que resultaría si se aprobaran dichas modificaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el señor Secretario no mencionó una quinta indicación, que se rechazó o se retiró -no lo sé- y que, según entiendo, fue presentada por la Senadora señora Alvear para reducir de 18 a 12 meses el período que una empresa generadora deberá continuar suministrando energía.



El señor NÚÑEZ.- Fue rechazada.

El señor PROKURICA.- Conforme. Pero no fue citada. Sólo se mencionaron las que fueron aprobadas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente. Las rechazadas nunca se mencionan.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, se presentó una indicación, de la cual retiró su firma el Senador señor Vásquez. Se votó ayer en la Comisión y fue rechazada por unanimidad. Y, tal como dijo el Honorable señor Prokurica, tenía por objeto reducir de 18 a 12 meses el período en cuestión.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, creo que las indicaciones fueron cuatro, porque el Ejecutivo retiró una. 

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Fueron cuatro  -o tres, como me señalan ahora-, pero no cinco. 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay indicaciones renovadas.



Por lo tanto, solo corresponde votar a favor o en contra...

El señor PROKURICA.- El informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- … las proposiciones contenidas en el segundo informe de la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sin debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en la discusión general del proyecto varios Senadores nos abstuvimos e hicimos reserva de constitucionalidad. Entiendo que el haberlo hecho en esa oportunidad nos evita tener que solicitar lo mismo ahora respecto de cada artículo.



Me voy a abstener en las votaciones que se realizarán a continuación, pero doy por sentado que la reserva de constitucionalidad ya está hecha.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Solo hay que votar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Exactamente, porque todas las enmiendas fueron acogidas por unanimidad en la Comisión. 



Como no hay indicaciones renovadas, se daría por aprobado en particular el proyecto, con la abstención del Senador señor Novoa.

La señora MATTHEI.- Y la mía, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.



Creo que es mejor votar, para que quede consignado el quórum. 

El señor VÁSQUEZ.- ¿Cómo se vota, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A favor o en contra del segundo informe de la Comisión de Minería.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones efectuadas por la Comisión de Minería en su segundo informe (24 votos a favor y 4 abstenciones), y el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Espina, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores García, Larraín, Matthei y Novoa.

Creación de Instituto Nacional de Derechos Humanos

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, con segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3878-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.


Informes de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 15ª, en 8 de mayo de 2007.


Derechos Humanos (segundo), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Hacienda, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Discusión:



Sesiones 18ª, en 9 de mayo de 2007 (se aprueba en general); 44ª, en 28 de agosto de 2007 (queda para segunda discusión).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en la sesión del día martes 28 de agosto se efectuó la primera discusión de este proyecto.



La Comisión de Hacienda introdujo modificaciones al texto aprobado en general por el Senado, tres de las cuales fueron acordadas por mayoría. Asimismo, aprobó el artículo 1º del proyecto por 3 votos a favor y 2 en contra.



El Senador señor Chadwick solicitó discusión y votación separada para todos los artículos permanentes y los artículos 1º a 4º transitorios. 



Además, cabe señalar que el Comité Renovación Nacional e Independiente solicitó segunda discusión para esta iniciativa en la sesión que mencioné anteriormente.



En estos momentos ha llegado a la Mesa una indicación del Ejecutivo -se repartirá de inmediato a Sus Señorías- que propone sustituir íntegramente el texto del proyecto aprobado por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la segunda discusión particular, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, luego del debate habido en la sesión anterior, donde hice presente que este proyecto había sido aprobado por la unanimidad de los Diputados, se abrió una instancia de conversación entre el Gobierno y la Oposición, a través de los Senadores señores Espina y Chadwick, con quienes llegamos a un acuerdo -consultado con los respectivos partidos de la Concertación- que permitió consensuar mejor y plasmar como correspondía una iniciativa que en su minuto fue tanto del Gobierno como de la Oposición. 



Felizmente, se ha llegado a una redacción consensuada, que hoy se somete a la consideración del Senado.



Quiero resaltar algunos de los aspectos más relevantes.



En primer lugar, se crea el organismo "Instituto Nacional de Derechos Humanos" como una corporación autónoma, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia, pero manteniendo su carácter autónomo.



En segundo término, se precisa mejor el mandato del Instituto, el cual tendrá competencia en todo lo relativo a los derechos humanos, en la misma forma en que lo prevé nuestra Constitución. Me parece muy importante resaltar esto, porque la jurisprudencia de los tribunales ha ido desarrollando los principios consagrados en la Carta. Y creo que el Instituto se enmarca perfectamente dentro de esa línea.



En tercer lugar, dicho organismo tendrá como una de sus principales atribuciones la de hacer presente a la sociedad chilena las dificultades y problemas observados en relación con los derechos humanos e instar a su solución. Sin embargo, no podrá ejercer acciones judiciales en defensa de cualquier situación particular, lo cual estará a cargo -cuando el Parlamento lo apruebe, según esperamos- del Defensor de las Personas, llamado también "Ombudsman". Por tanto -reitero-, el Instituto no tendrá funciones judiciales.



En cuarto lugar, se perfecciona su dirección para garantizar una adecuada representación del Gobierno, del Parlamento, de las universidades y de la sociedad civil.



En seguida, también resulta relevante indicar que se fija un número determinado de empleados -no podrá ser superior a 30-, los cuales estarán regidos por el Código del Trabajo. 



En todo caso, el organismo queda sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, tal como lo planteó el señor Contralor, aunque no respecto de este proyecto, sino del que crea una institución análoga: el Consejo para la Transparencia. Creo que algunas de las cosas que aprobemos a propósito del Instituto de Derechos Humanos servirán después para el análisis de dicho Consejo.



En cuanto al personal, se sigue el modelo del Banco Central. Es decir, se regirá por el Código del Trabajo, sin perjuicio de que el Instituto dicte un reglamento que regule el acceso a los cargos, los ascensos, las calificaciones, los nombramientos.



Finalmente -y esto es algo muy sentido por las agrupaciones de derechos humanos-, se establece una Comisión, integrada por los mismos miembros que conformaron la llamada “Comisión Valech”, para que, dentro de un plazo de hasta seis meses, abra un proceso de calificación de los antecedentes que las personas presenten con el fin de acceder a los beneficios otorgados tanto por la "Comisión Rettig" como por la "Comisión Valech".



Se especifican cuáles son los beneficios y, al mismo tiempo, se dispone que será la Ley de Presupuestos del año 2009 -como corresponde- la que fijará el monto global asignado a tal objetivo.



Quiero señalar que el Gobierno se ha contactado con Monseñor Valech y con los integrantes de la Comisión. La mayor parte está dispuesto a cumplir la nueva función que se les encomienda, aunque no sin sacrificio, por las circunstancias en que algunos de ellos se encuentran. Ahora, si una persona no pudiere asumir, los demás miembros de la Comisión deberán designar a un suplente o reemplazante que tenga la misma óptica y la misma forma de ver las cosas del sustituido y que pueda actuar con idéntica seriedad.



Así que, señor Presidente -y con esto termino-, si el acuerdo alcanzado es ratificado esta tarde por el Honorable Senado, habremos legado al país una institucionalidad adecuada para la preservación y vigencia de los derechos humanos de aquí al futuro.



Me parece que eso, junto a otras instituciones cuya creación se está discutiendo, será, sin duda, un paso de vital importancia para Chile. Ello dependerá de cómo funcione el nuevo organismo, de la calidad de los consejeros que se nombren, de la sabiduría con que estos ejerzan sus cargos, del prestigio y la relevancia que alcance la institución. Nosotros esperamos que sea la máxima, para beneficio de los ciudadanos.



Termino mis palabras para que los señores Senadores que han intervenido en esta materia se refieran a algunos cambios menores que se quiere introducir a la indicación y que -entiendo- cuentan con el asentimiento de todos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en la sesión del martes de la semana recién pasada valoramos la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos y señalamos nuestro compromiso y nuestra voluntad política en ese sentido. Y así también lo expresamos cuando se aprobó la idea de legislar.



Sin embargo, hicimos presente que algunas de las disposiciones del proyecto tenían rango orgánico constitucional en cuanto modificaban o alteraban la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. Dijimos que buscábamos la creación de un Instituto Nacional de Derechos Humanos que fuera compatible con nuestro ordenamiento jurídico, especialmente con la Carta Fundamental y aquella normativa.



A raíz del planteamiento de que algunas disposiciones del proyecto tenían rango orgánico constitucional, se abrió la posibilidad de intercambiar nuestros puntos de vista con el Gobierno. Con ese propósito -como recién señaló el Ministro señor Viera-Gallo-, trabajamos junto con el Senador señor Espina. Y se llegó a una indicación sustitutiva, que ha sido presentada formalmente por el Ejecutivo, donde concordamos de manera íntegra la iniciativa que crea este Instituto y que ahora se encuentra sometida a la consideración de la Sala.



¿Cuáles son los principales aspectos que se plantean? Estos ya fueron destacados por el Ministro señor Viera-Gallo. Precisaré algunos y agregaré otros.



En cuanto a la naturaleza jurídica del Instituto, se mantiene la característica de que sea una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Pero hacemos que sea coherente con la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado al establecer que dicho organismo, sin afectar su autonomía, deberá relacionarse con el Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia.



En un principio habíamos concordado en que quedara bajo la supervigilancia del Primer Mandatario por intermedio de esa Secretaría de Estado. Sin embargo, en conjunto con diversos Senadores de distintas bancadas, presentamos una indicación para precisar aún más la relación entre este Instituto y la Administración del Estado, que refleje la forma como se ha establecido tal vínculo con el Presidente de la República en el caso de otros organismos autónomos, como el Consejo Nacional de Televisión y otras entidades.



En consecuencia, mantuvimos en el texto que se trata de una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y agregamos que debe relacionarse con el Primer Mandatario a través del Ministerio de Justicia. Así se acordó mediante una indicación sustitutiva, que ya está en poder de la Mesa.



De este modo, la iniciativa resulta armónica con nuestro ordenamiento jurídico.



También se propone que el Instituto quede sujeto a la fiscalización de la Contraloría General de la República en todo lo concerniente a sus actos administrativos. Ello, porque, en virtud de la Constitución, ningún organismo que sea parte de la organización del Estado puede estar ajeno a dicho control.



Con relación a la competencia del Instituto, se consagra la promoción y protección de los derechos esenciales. Así decía también en el proyecto original. Pero en la indicación se enmarca esa competencia -como lo expresó el Ministro señor Viera-Gallo- entre los derechos humanos reconocidos por nuestra Carta Fundamental y la legislación vigente. 



Ello implica un punto importante: al fijarse la competencia en la forma indicada, se entienden como actos violatorios de derechos humanos no solo los que provienen de agentes del Estado, sino también -así lo dice la Constitución- los cometidos por particulares con fines políticos, como son precisamente las acciones de carácter terrorista.



En lo relativo a las atribuciones del Instituto, lo que hicimos, principalmente, fue eliminar aquello que, a nuestro juicio, afectaba la independencia del Poder Judicial, ya sea en cuanto a solicitar antecedentes, entregar opiniones o pronunciarse sobre fallos o doctrinas jurídicas emitidas por los tribunales de justicia. Estos no solo tienen la independencia que les brinda la Carta, sino que, además, son los organismos más relevantes de nuestro ordenamiento jurídico, precisamente para proteger a los ciudadanos y evitar que sean violados en sus garantías constitucionales o en sus derechos fundamentales.



Por lo tanto, suprimimos todas las facultades que podían perjudicar la independencia del Poder Judicial. 



Asimismo, eliminamos aquello que podía afectar la atribución constitucional exclusiva que tiene el Ministerio Público para ejercer la acción penal y desarrollar la investigación en las causas que correspondan.



En lo referente a la integración del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, se introdujo una modificación tendiente a mejorar la representatividad a fin de que sea lo más amplia posible, permanente en el tiempo y con independencia. Para ello, se propone que el Senado designe a dos personas y la Cámara de Diputados, a otras dos. Tales nombramientos deberán aprobarse con el quórum de cuatro séptimos.



Del mismo modo, se incorpora una norma que establece un procedimiento de remoción de los consejeros cuando vulneren la Constitución, excedan sus atribuciones legales o ejerzan en forma indebida su competencia, lo cual queda en manos de la Corte Suprema. Se trata de un aspecto que el proyecto anterior no contemplaba.



Respecto del personal del Instituto, se señala que su dotación tendrá un límite máximo de 30 funcionarios y que ellos se regirán por el Código del Trabajo, por las normas del derecho privado. Esto nos pareció lógico y coherente por tratarse de un organismo autónomo. Celebro que se haya incorporado esa disposición. Era necesario fijar un límite a esa dotación.



En lo concerniente al sistema reglamentario de esos empleados, replicamos lo establecido para el Banco Central: el Consejo deberá dictar un reglamento del personal, que incluya todos los elementos relacionados con la carrera funcionaria.



El último asunto al que me referiré, que pudo haber sido bastante complejo, se resolvió, a mi juicio, en forma muy positiva. Se trata del artículo 2º transitorio -era 3º transitorio en el proyecto original-, que crea una Comisión especial para estudiar las situaciones de víctimas de violaciones de derechos humanos que en su momento no alcanzaron a entregar todos sus antecedentes a la Comisión Rettig o a la Comisión Valech, a objeto de impetrar los beneficios correspondientes.



En el fondo, se ha planteado una suerte de continuidad de la Comisión Valech, o un nuevo plazo para su funcionamiento, con el objeto de incorporar antecedentes que no fueron presentados en su oportunidad: nuevos casos, nuevas situaciones. 



Tal medida beneficia no solo a las víctimas de violaciones de derechos humanos generadas por agentes del Estado, sino también, y esto es muy importante, porque, a nuestro juicio, estaba pendiente -con ello saldamos una deuda-, a las víctimas de violencia política cometida por particulares bajo pretextos políticos. Es decir, favorece a las personas que sufrieron la acción de organizaciones terroristas, que generaron situaciones de violencia política entre 1973 y 1990.



Hubo un punto que nos pareció relevante cambiar respecto de la creación de esta Comisión especial. El proyecto original contemplaba el paso automático entre las situaciones calificadas y el otorgamiento del beneficio. Nosotros hemos solicitado -y así ha sido acogido- que el monto máximo de los recursos que se destinen al efecto se establezca en la Ley de Presupuestos, una vez que la Comisión haya concluido su trabajo y se conozcan los casos calificados, el número de ellos y la forma como esta realizó su cometido.



Así, para el año 2009, después de que se cumplan los plazos otorgados a esa Comisión, evaluaremos, en el debate del proyecto de la Ley de Presupuestos para ese año, los recursos máximos que se destinarán al pago del beneficio. Pienso que eso es lo que corresponde.



Señor Presidente, me parece que hemos logrado perfeccionar la iniciativa que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 



Ratificamos nuestra voluntad de que exista un organismo que se preocupe de una tarea tan importante como es la promoción y defensa de los derechos fundamentales de la persona humana. Además, se propone un texto que enmarca a dicho organismo dentro de nuestro ordenamiento jurídico, con una visión puesta esencialmente en el futuro, lo que puede dar más permanencia y trascendencia al Instituto que estamos construyendo el día de hoy.



En razón de lo anterior, respaldaremos íntegramente el proyecto con nuestros votos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente que las indicaciones requieren el asentimiento unánime de la Sala para incorporarlas a la discusión en particular.

El señor LETELIER.- Se trata de tres indicaciones, señor Presidente: dos fueron concordadas por todas las bancadas y la otra es la del Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es, señor Senador.



--Se acuerda.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, a mi juicio, es importante que hoy día se legisle sobre la creación del Instituto Nacional  de Derechos Humanos. Y, ojalá, el texto sea aprobado por todas las fuerzas políticas presentes aquí.



Sin embargo, francamente, nos hubiera gustado tener una mayor participación en este acuerdo, como Gobierno y como parlamentarios de la Concertación. Me parece bien que el Ejecutivo haya llegado a un consenso con las bancadas de la Oposición, pero habría preferido -sinceramente, señor Ministro- desempeñar un rol mucho más activo.



En verdad, uno siente que se dejan fuera cuestiones que no causan ningún daño a las facultades del Instituto; por ejemplo, hacer presente todo acto de discriminación arbitraria en el país. Una preocupación de esa envergadura no es perjudicial. 



Lo mismo sucede con todo lo relativo a promover la aprobación, suscripción y ratificación de nuevos convenios en materias de derechos humanos impulsados por las Naciones Unidas u otro organismo del foro internacional. Eso tampoco afecta o daña mayormente el quehacer propio del nuevo organismo.



Aquí, el interés superior es crear el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En aras de ello, algunos dirán que hubo un perfeccionamiento de la norma legislativa; en cambio, otros sostendremos que se restringieron las facultades de dicha institución. Cada quien podrá ponerle el nombre que desee: para unos es perfeccionamiento, y para otros, limitación de atribuciones.



Aun así, señor Presidente, el paso más importante -insisto- es que se constituya la entidad para cumplir una labor de difusión, promoción y defensa de los derechos humanos, a fin de garantizar que nunca más en Chile se repetirán los hechos que todos conocimos y que hasta el día de hoy lamentamos, y lamentaremos siempre.



Ese objetivo superior de alguna manera aminora el impacto negativo que a uno le genera el hecho de que no figuren cuestiones fundamentales que debieran ser el fondo de este organismo.



A pesar de todas las restricciones que se le impusieron, que, en mi opinión, limitan su campo de acción; a pesar de que no me deja del todo satisfecho lo que aprobaremos hoy día, me pronunciaré favorablemente, porque la causa de los derechos humanos reviste un interés superior. Un vacío legal al respecto representa el peor escenario que podría existir en el país, ya que no habría norma ni institución que los promocionara y defendiera. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Senador señor Chadwick hizo una completa exposición respecto de las materias que contiene el proyecto de ley, las que fueron perfeccionadas en las conversaciones que sostuvimos con el Gobierno.



En primer lugar, quiero recordar que en la sesión pasada formulé dos aprensiones respecto de las normas que estábamos discutiendo. 



Por una parte, manifesté que había artículos que me parecían inconstitucionales, porque podía interpretarse que se le otorgan al organismo que se crea atribuciones propias del Ministerio Público.



Por la otra, sostuve que había disposiciones que, a mi juicio, no dejaban claro cuál es la finalidad que se persigue con este Instituto.



En esa ocasión, señor Presidente, no se argumentó en contra de mis observaciones, sino que algunos señores Senadores nos descalificaron diciendo que queríamos dilatar, entorpecer e impedir que existiera el organismo. Ante ello, indiqué que íbamos a demostrar que eso era falso y que nos reuniríamos, si se daba la oportunidad, con los representantes del Ejecutivo y con los parlamentarios de la Concertación -imagino que en esta materia tendrán coincidencia con lo que hace el Gobierno, pues son “parlamentarios de Gobierno”-, porque estábamos dispuestos a perfeccionar el proyecto para hacer una buena ley.

El señor NARANJO.- Por eso votamos a favor.

El señor GAZMURI.- Somos partidarios…

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido que se me permita hablar.



Nunca lo he interrumpido a usted, Senador Gazmuri. Cuando interviene, siempre lo escucho atentamente.

El señor GAZMURI.- Yo también, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, lo que estoy señalando no es con el ánimo de “poner pelos en la sopa”. Simplemente, dado que para la historia fidedigna de la ley queda constancia de los debates en la Versión Oficial, estoy diciendo que  se nos imputó el querer dilatar, obstruir, obstaculizar la creación de un organismo de esta naturaleza. Nosotros sostuvimos que eso no era verdad, y los hechos han demostrado que teníamos la razón.



Por eso, hemos concordado un muy buen proyecto para el país, texto que garantiza la autonomía del Instituto; que le asigna la función que realmente le compete; que permite a las víctimas de violaciones de derechos humanos que no pudieron probar su situación, en su momento, hacerlo dentro de un plazo razonable de seis meses. 



Y, por ser de justicia, también incluimos a los miembros de las Fuerzas Armadas y a civiles que sufrieron violaciones de sus derechos esenciales cometidas por grupos terroristas que operaban en el territorio nacional. Esas personas también tienen derechos humanos, aunque a algunos se les olvide. Por tanto, igualmente podrán recurrir al Instituto para que se repare el enorme perjuicio que se les causó en tanto familiares de víctimas de asesinato o víctimas de secuestro. Por lo demás, esta atribución, como señalé en la sesión anterior, la tuvo antes la Comisión Rettig, que cumplió un papel que hoy día nadie discute.



Hago estas aclaraciones porque cada uno debe hacerse responsable de sus dichos en esta materia.



Quiero destacar brevemente algunos alcances de las normas del proyecto.



En primer lugar, la composición plural del organismo que se crea es fundamental, porque los quórums exigidos en la Cámara de Diputados y en el Senado para las designaciones correspondientes son altos, de manera que ello nos obliga a ponernos de acuerdo. Y estoy seguro de que elegiremos a personas del más elevado nivel en este ámbito y que actúan con objetividad.



En segundo término, me parece muy importante que en Chile haya un Instituto que informe al Presidente de la República, al Parlamento y al Poder Judicial, anualmente, acerca de los casos en que se vean afectados los derechos humanos. Considero trascendente esa función.



En tercer lugar, estimo relevante que dicho organismo, sin perjudicar su autonomía, se relacione con el Primer Mandatario, algo que resulta obvio, pues este es quien conduce el país. 



También cabe destacar que la Contraloría General de la República se encargará de fiscalizar el patrimonio del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para que sus recursos se gasten bien.



Asimismo, es preciso establecer con toda claridad que la entidad que se crea no podrá tener más de 30 funcionarios, a fin de evitar que se transforme en un organismo burocrático. Se trata de lograr que sea eficiente y de que los dineros que se le asignen se ocupen en lo que corresponde: describir objetivamente cuál es la situación de los derechos humanos en Chile.



Además, me parece esencial que todos los órganos del Estado colaboren con el Instituto y que se despeje definitivamente la duda respecto de sus capacidades investigadoras, porque tal tarea no le corresponde. Nosotros mismos, en este Parlamento, creamos el Ministerio Público y fijamos sus atribuciones, que son investigar e indagar hechos constitutivos de delito. Sin perjuicio de ello, al Instituto se le entregan facultades para recoger información que permita aclarar el destino de los detenidos desaparecidos. 
Siempre hemos sostenido que esta es una materia que la sociedad chilena debe agotar –ojalá ello se logre algún día, a pesar de que muchos son escépticos- en la forma más completa posible.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Permítame treinta segundos, señor Presidente.



También quiero hacer mención al mecanismo de remoción de los integrantes del Consejo de este organismo y que se establece para garantizar su autonomía e independencia. Respecto de esto, se nos criticó diciendo que no queríamos aprobarlo. Pues bien, concordamos un sistema mucho más eficiente que el propuesto en el proyecto original. La norma determina que los consejeros “podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia”. Ello garantiza, al igual que en el caso del Fiscal Nacional, plena autonomía en el ejercicio de las funciones.



Por último, señor Presidente, a petición de la Oposición, se eliminó una disposición que los representantes de la Concertación habían dejado y que le restaba mucha autonomía al Instituto, cual es que debía rendir cuenta de sus gastos al Parlamento y que, dependiendo de esa evaluación, podía seguir actuando. Nosotros, en cambio, pensábamos que tal obligación no correspondía y que debía depender de la Contraloría General de la República, como finalmente quedó establecido.



Señor Presidente, a mi juicio, tenemos un buen proyecto de ley. Creo que se da la oportunidad de trabajar en el tema de los derechos humanos con una visión de Estado. Y me parece que la aprobación de la iniciativa en análisis contribuye a que materias tan sensibles como la protección de los derechos de las personas, garantizados en el artículo 19 de la Constitución y en los tratados internacionales, se respeten en Chile, para no repetir las experiencias vividas en el pasado.



Por las razones expuestas, anuncio mi voto favorable al proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, se ha construido un acuerdo en torno a la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el cual en verdad debería haberse instaurado hace muchos años. Sin embargo, por falta de capacidad o de acuerdo políticos, o por lo prolongado de nuestra transición, tareas que tendríamos que haber asumido antes recién se logran impulsar ahora.



Cuando escucho a los colegas de la Oposición, debo reconocer que Chile y la forma como se debaten estos temas han cambiado.



Que en la actualidad se pueda generar un consenso más amplio es tremendamente importante, por cuanto hoy vamos a aprobar la creación de una institucionalidad donde el país en su conjunto reconoce que debe existir un organismo autónomo, que se va a relacionar con la Presidencia a través del Ministerio de Justicia -es la indicación que hemos presentado para perfeccionar la redacción-, lo que está conteste con lo planteado por Naciones Unidas en esta materia. Ello nos permite contar con una entidad que no solo va a elaborar un informe anual, que se presentará a todos los órganos de representación popular, que no solo va a difundir y promover, sino que va a cooperar en velar por el respeto irrestricto de los derechos humanos.



Esto se da en un contexto donde en nuestro país se sigue conociendo cada vez más la verdad; en que el Ejecutivo impulsa iniciativas como un Museo de la Memoria y la instauración de una fecha dolorosa, como el reconocimiento del Día del Detenido Desaparecido. Es decir, el proyecto se inserta en un esfuerzo, que por cierto algunos de nosotros hubiésemos deseado que ocurriese antes. Pero no podemos dejar de valorar lo importante que resulta que hoy demos este paso.



Hemos formulado dos indicaciones.



No quiero repetir muchas de las cosas planteadas acerca del carácter del organismo que estamos creando. Hubo un debate respecto de cómo debe entenderse el grado de autonomía y la dependencia de dicha institución. El Senador señor Espina tiene una opinión distinta a la mía, y la respeto. Pero hemos alcanzado un acuerdo. Eso es lo valioso. Algunos consideramos que constituye un bien para la democracia que órganos como el que se crea le den cuenta al Parlamento, es decir, a los representantes de la soberanía popular. Hay quienes valoramos eso. Entiendo que otros prefieren un procedimiento diferente.

El señor ESPINA.- ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor LETELIER.- Señor Presidente, voy a terminar mis palabras. El Senador señor Espina hizo uso de su tiempo, así que me gustaría poder continuar.



En esta materia poseemos visiones, a mi juicio, con matices distintos. Pero hemos construido un acuerdo. Y lo importante es que habrá una institucionalidad.



Sobre el punto anterior el Senador señor Espina tiene su visión. Algunos poseemos otra. Pero no es el momento de convencernos, pues existe un texto concordado.



En cuanto a la segunda indicación, que hemos presentado de común acuerdo, ella dice relación al patrimonio del Instituto. La redacción del artículo 15 -siempre es mejor perfeccionar, de manera de garantizar la autonomía de este tipo de órganos- señalaba que el patrimonio estaría formado por “los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación pudiere contemplar”. Y el matiz distinto se encuentra en que, por consenso, hemos cambiado ese concepto por “debiere contemplar”. Así, existe por ley el mandato de garantizar que haya presupuesto para que esta institución funcione y que no sea algo que dependa del Gobierno, del Ministerio de Hacienda o de la Dirección de Presupuestos de turno.



Adicionalmente, quiero referirme a los artículos transitorios.



No puedo dejar de valorar que se establezca un plazo nuevo para recibir antecedentes de quienes sufrieron la prisión y la tortura, que fue el trabajo que efectuó la Comisión Valech. También resulta relevante que sea posible recoger nuevos antecedentes acerca de personas que sufrieron el secuestro. Creo que todo ello es muy importante.



Aunque quizás no se enmarca en el proyecto en análisis, me hubiese gustado que se perfeccionara lo concerniente a los beneficios. Encuentro -y lamento que no haya representantes del Ministerio de Hacienda- que los beneficios a los que dio origen el Informe Valech son absolutamente inadecuados e insuficientes.



--(Aplausos en tribunas).



Es inexplicable que haya dos vacíos significativos, que se deben corregir.



En primer término, resulta inexplicable que las viudas de quienes fueron torturados -muchos murieron en forma anticipada producto de lo mismo, de que fueron encarcelados- no tengan derecho a heredar la pensión. En segundo lugar, la idea de que se pudiese estudiar es positiva, sin duda, pero es incomprensible que no sea posible transmitir este beneficio, este derecho a los hijos o a los nietos. Ello se conversó en el Parlamento cuando se aprobó la norma, y se asumió el compromiso de presentar una enmienda a objeto de corregir dicha distorsión.



Señor Presidente, estamos muy contentos con la aprobación que se producirá, con el acuerdo que se ha alcanzado. Vemos el fenómeno de los derechos humanos desde diferentes ópticas, a raíz de las experiencias distintas que hemos vivido. Pero creemos que resulta muy valioso que se haya logrado este acuerdo.



Hemos formulado las dos indicaciones mencionadas para garantizar de mejor forma la autonomía de esta institucionalidad.



Reconocemos el acuerdo en cuanto a un plazo adicional en torno a las Comisiones Valech y Rettig. Algunos de nosotros no sabemos por qué la extensión es solo por seis meses. Hubiese sido más adecuado ampliar el plazo por más tiempo. Pero entendemos las aprensiones en orden a que no suceda lo que ocurrió con otros beneficios, donde se produjeron distorsiones.



Finalmente, reitero que nos gustaría que se revisara el tipo de beneficios originados en el Informe Valech, donde existen tareas pendientes.



He dicho.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, un asunto de Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, dado que es factible que haya una sola votación, solicito que esta se pudiera abrir, a fin de garantizar que se alcanzarán los quórums necesarios y que el proyecto quede despachado hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.
El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en primer término, felicito a quienes estuvieron encargados de buscar y encontrar este acuerdo, porque no parecía tarea fácil.



Concuerdo con el Senador señor Naranjo en cuanto a que es muy difícil que el resultado final nos deje contentos a todos. Sin embargo, constituye una buena aproximación a la creación de este Instituto. Y creo que a estas alturas nadie discute la necesidad de su existencia en nuestro país.



Más aún, cuando uno se remonta en el tiempo y ve que el tema de los derechos humanos, de los derechos fundamentales de las personas, ha estado presente siempre, desde los comienzos de la historia, resulta lamentable que en el registro de la propia historia no hayan sido resguardados convenientemente. Recién después de la Segunda Guerra Mundial, en 1948, las Naciones Unidas dan a conocer la Declaración Universal de los Derechos Humanos.



Sin embargo, a partir de ese entonces tampoco ha sido respetado lo establecido en la Carta de dicho organismo internacional. 



Por ello, me lleva a reflexionar y a expresar mi satisfacción personal el hecho de ver que en esta materia estamos llegando a un nivel de madurez en nuestro país, toda vez que somos capaces de crear un instituto de estas características, que va a cumplir con los objetivos y desafíos que se plantean en la propia estructura que se le ha otorgado.



Y así como algunos no quedaron plenamente satisfechos con el proyecto, yo hubiera deseado también que existiera una referencia más precisa, aun cuando entiendo que está incorporada en el tema de los derechos humanos mismos, sobre el rechazo explícito al accionar terrorista    -actos que hoy en día nadie discute que violan o pueden llegar a violar tales derechos en forma dramática- y, por cierto, a los hechos derivados de la violencia política. 



De algún modo aquellas situaciones han sido recogidas en algunas partes de la iniciativa.



Creo importante, a efectos de la normativa en debate, que cuando se haga mención acerca de los esfuerzos que desarrollará el instituto para la preservación de la memoria histórica en todas aquellas materias que guardan relación con los derechos humanos, también exista preocupación especial y específica -que quede registrado en la discusión de este proyecto de ley- por que se considere en esa memoria histórica a quienes cayeron víctimas del terrorismo o de la violencia política en un período lamentable de nuestra historia en que se llegó a límites más allá de lo razonable.



Se habla de monumentos en un sentido, de recordatorios en un sentido, de museos en un sentido. Yo buscaría una suerte de equilibrio para que hubiera además, con la misma intensidad, un reconocimiento a aquellas personas del lado contrario que sufrieron los mismos efectos.



Estoy muy satisfecho de que se haya contemplado a las víctimas de la violencia política en los beneficios que se estudiarán o que se van a poder estructurar con la reinstalación de la mencionada Comisión durante los próximos seis meses. Me parece de toda justicia que los servidores del Estado que sufrieron y fueron víctimas del terrorismo, de la violencia política, así como también sus familias, sus hijos, reciban los mismos beneficios de aquellos que cayeron por el otro lado.



Por último, debo expresar que me alegra la celeridad con que trabajó la Comisión de Constitución. Porque, cuando aquí se planteó que se estaban buscando estrategias dilatorias para que la normativa que nos ocupa no se aprobara, escuché con mucho gusto al Presidente de la Comisión decir: “Y les garantizo que esto se va a hacer en 24 horas”. En realidad me impresionó, porque tengo un proyecto en dicho órgano técnico que lleva dos años. Y es una iniciativa, de toda justicia, que recordaré a Sus Señorías.



Con motivo de la aprobación de la normativa que les dio libertad a los terroristas que delinquieron durante el período democrático y que habían cumplido 10 años de condena, se planteó en la Sala la posibilidad de otorgar también ese beneficio a quienes eran servidores del Estado en ese tiempo y se hallaban detenidos en cárceles, en las mismas condiciones y situación que aquellos. Hubo una suerte de consenso al respecto.



Recuerdo que el presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la época, el entonces Senador Silva Cimma, se hizo carne de aquello. Por cierto, era una persona con otras condiciones, con una visión de país muy especial. Y sacamos la iniciativa adelante.



Sin embargo, ese proyecto reposa desde hace dos años en la Comisión que preside el Senador señor Gómez, a quien le he hecho presente tal situación para ver alguna posibilidad de que esa gente tenga…

El señor PROKURICA.- ¡Y eso que pertenece al mismo partido de Silva Cimma…!

El señor ARANCIBIA.- Sí, del mismo partido, pero no he logrado que asuma igual actitud.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, Su Señoría.

El señor ARANCIBIA.- Termino invocando -casi rogándole- a la Comisión de Constitución que analice el proyecto, a fin de que quienes están  presos bajo las mismas condiciones en que se encontraban aquellos que esta Sala dejó en libertad reciban igual beneficio.



Lo considero de justicia.



En consecuencia, me alegro de la celeridad que le dieron a la iniciativa que nos ocupa; e invoco al Honorable señor Gómez -con nombre y apellido- y a su Comisión que vean la posibilidad de estudiar dicha materia, porque al parecer la capacidad la tienen, y espero que tengan la voluntad.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ante todo, valoro el hecho de que aprobemos esta tarde la creación de este instituto.



No cabe la menor duda de que en nuestro país, después de haber vivido momentos tan duros, tan dolorosos, tener un instituto de derechos humanos que propicie en forma permanente el respeto a estos constituye un paso muy importante que espero demos por unanimidad esta tarde en el Senado.



Asimismo, valoro el hecho de que el Ejecutivo haya recogido en esta iniciativa legal un proyecto de acuerdo que esta Corporación aprobó y que se envió a la Presidenta de la República, junto con oficios que presentamos en la misma dirección, a fin de que se abriera un nuevo plazo a la Comisión Valech. 



Y lo hicimos porque –en lo personal he recibido muchos testimonios de personas sobre el particular-, por diferentes y muy comprensibles razones (por vergüenza, por no querer afectar a su familia, por tener guardado un secreto de por vida que no querían compartir y, en algunos casos, porque no supieron), hubo gente que no entregó su testimonio ante dicha Comisión.



Además, las organizaciones de derechos humanos han planteado esa inquietud con mucha fuerza en las reuniones que hemos sostenido. Y estoy segura de que valoran la existencia de esta nueva posibilidad.



Por la misma razón, y dado que me llamó mucho la atención que varias personas me dijeran que no habían recurrido a la Comisión Valech por ignorar su cometido, quiero solicitar especialmente al Ejecutivo -se encuentra en la Sala el Ministro José Antonio Viera-Gallo- que se haga una adecuada difusión del momento en que la Comisión empezará a recibir los testimonios. Ello porque, como se le ha puesto un plazo para tales efectos, resulta indispensable una correcta información, desde Arica a Punta Arenas, sobre la apertura del plazo y el nuevo funcionamiento de la Comisión, a fin de que ninguna persona, por razones de desconocimiento, deje en esta ocasión de dar su testimonio.



Señor Presidente, debemos ayudar a que quienes no entregaron su testimonio lo hagan.



Cuando aprobemos hoy la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, estaremos dando un paso más en la dirección de ese “nunca más” que deseamos que exista en Chile.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a ocupar un minuto para contestar al Honorable señor Arancibia. 



Sin perjuicio de que soy un defensor de los derechos humanos, hago diferencias en algunas circunstancias, no sobre los proyectos de ley, sino en el sentido de que aquí estamos hablando de personas que han sido afectadas en sus derechos humanos por agentes del Estado, en las que se utilizó todo el aparataje de este para torturar y hacerlas desaparecer.



Las personas a las que Su Señoría se refiere fueron agentes del Estado que actuaron de esa forma.



Por lo tanto, en términos personales y anímicos, quiero señalar que en la defensa de los derechos humanos siempre tendré la disposición de sacar adelante esos proyectos.



En cuanto a la materia en particular, entiendo que en la redistribución que hicimos enviamos la iniciativa en comento a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. Y si no fue así, la remitiremos allá porque nos parece que es el órgano técnico donde debiera discutirse el tema.



En lo atinente al proyecto que nos ocupa, señor Presidente, estimo que es muy oportuno. Se trata de un acuerdo político, por tanto, uno tiene que aceptarlo como está.



Sin perjuicio de ello, deseo dejar en claro algunas cosas.



Considero que el artículo 3º, que habla de “los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”, debería hacer referencia a los tratados o convenciones internacionales que vinculen a Chile, y no solo a los instrumentos de tal índole ratificados.



A ese respecto, solo quiero hacer presente mi opinión, pues aquello es mucho más amplio que lo estipulado en el acuerdo.



En el ámbito de la Comisión Valech, debo puntualizar con claridad lo siguiente.



El artículo 2º transitorio, letra b), inciso segundo, señala: “Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales.”.



Siendo yo miembro de la Comisión Valech, esa situación se discutió en su momento. Y le dijimos al Ejecutivo que la dieta no nos parecía necesaria, pues considerábamos que la actividad por realizar no debía ser objeto de ningún tipo de remuneración.



Por eso, pido al Senado que, si existiera acuerdo, dejáramos afuera la norma leída, pues ninguno de los integrantes de la mencionada Comisión va a recibir pago alguno, tanto más cuanto que todos estimamos que se trata de un servicio por el cual no corresponde percibir una remuneración o dieta.



No sé si es posible hacerlo, señor Presidente. Si no, habría que consignar el punto de manera clara y precisa en mi intervención.



Por otro lado, en el artículo 2º transitorio, letra a), se habla de la Comisión Valech. Y quiero dejar de manifiesto en la historia de la ley que este precepto -y así me lo señalaba el Ministro Viera-Gallo- es calcado del siguiente, que se contiene en el decreto supremo Nº 1.040: “Créase, como un órgano asesor del Presidente de la República, una Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, en adelante La Comisión, que tendrá por objeto exclusivo determinar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten, quiénes son las personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas,” -y aquí quiero recalcar- “por actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.”.



¿Por qué hago mención de eso, señor Presidente? Porque, así como los Senadores señores Arancibia y Espina se refirieron a la existencia de un proyecto de ley distinto respecto de las personas indicadas por ellos como víctimas de violación a los derechos humanos, yo quiero dejar claramente establecido en la historia de la ley que en el caso de la Comisión Valech se trata de actos realizados por agentes del Estado. Aquí no se pueden confundir los derechos humanos, ni la reparación, ni la calificación que se va a hacer en la materia respecto de quienes con anterioridad a esa Comisión fueron objeto de violaciones a los derechos humanos por agentes del Estado, que es lo que a mi entender consigna el acuerdo.



Finalmente, solo quiero puntualizar que todas las funciones que se asignaban al Instituto Nacional de Derechos Humanos eran relevantes y que el hecho de sacar algunas no significa que no puedan ser desempeñadas por ese organismo. Sin embargo, habría sido interesante mantenerlas.



En definitiva, mediando un acuerdo, voy a dar mi voto favorable, pues creo que dicho Instituto será un instrumento que va a permitir hacer todo lo necesario para educar no solo a la ciudadanía, sino también, como se dice en el articulado, a los institutos armados, para que exista claridad en el sentido de que siempre debemos tener la defensa de los derechos humanos como una bandera de todos los chilenos y para que nunca vuelva a pasar lo que aconteció en nuestro país el año 73.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, y solo haré breves reflexiones 



Desde el punto de vista de muchos contenidos de detalle que fueron modificados, debo puntualizar que, a mi criterio, el proyecto despachado por la Comisión de Derechos Humanos estaba muy bien.



Entiendo que ese texto fue objeto de revisión y que se enmendaron algunas de sus disposiciones. Y sobre el segundo informe debemos hoy día dar respuesta con nuestro voto. 



En primer término, quiero manifestar que emitiré mi pronunciamiento con bastante convicción, porque, sin perjuicio de que se ha procedido a algunas alteraciones que yo no habría hecho, asigno mucho valor a la circunstancia de que la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos sea aprobada en el Senado con tan amplia mayoría. 



Lo anterior, no solo por el aspecto formal de que tal resolución nos evita un debate, que habría sido muy enojoso, sobre los quórums constitucionales para la aprobación de diversas normas, sino además por un elemento más bien cultural, ético e histórico, cual es que la afirmación del Instituto por prácticamente la unanimidad de los sectores aquí representados significa que la causa de los derechos humanos en los últimos 17 años en nuestro país ha avanzado en una medida imposible de imaginar hace 10 años.



Ese es, por lo menos a mi juicio, el hecho fundamental.



Ahora, no puedo dejar de recordar que en esta misma Sala, cuando apareció el Informe Rettig, una cantidad muy importante de legisladores le negaron toda credibilidad. Aquí, en este mismo Hemiciclo, se dijo -y lo recuerdo bien- que era un documento completamente parcial, que distorsionaba la verdad histórica, que no constituía verdad histórica, que no daba confianza. Y ello no solo ocurrió en esta Sala. Importantes instituciones del país, los Comandantes en Jefe de todas las ramas de la Defensa Nacional y el General Director de Carabineros expresaron lo mismo.



Digo lo anterior, no para abrir controversias artificiales, sino para señalar que todos hemos recorrido un camino largo y hoy día podemos afirmar que la cuestión de los derechos humanos, el respeto a ellos, la vigilancia en torno de su vulneración constituyen un patrimonio, con distintas razones, de toda la nación. 



Creo que ese es un valor cultural y ético muy grande. 



En tal sentido, la aprobación tan mayoritaria del proyecto, por lo menos a mi juicio, tiene cierto carácter histórico, que puede pasar desapercibido en medio de las polémicas sobre asuntos de detalle, pero al que yo le asigno aquel valor.



Junto con lo ya manifestado, quiero también dejar expreso una vez más mi testimonio de gratitud, como ciudadano de este país, al movimiento de los derechos humanos, a las agrupaciones de derechos humanos, a los familiares de las víctimas, quienes han sostenido durante más de 30 años una lucha que, en los tiempos más duros de la dictadura, parecía no tener ninguna luz clara al final. Porque si tal persistencia no hubiera existido, no estaríamos hoy día haciendo de los derechos humanos un pilar de nuestra convivencia civil.



Así que voto favorablemente este proyecto -sin perjuicio de que fue motivo de algunas alteraciones que yo no habría hecho- en función de ese tremendo valor histórico y porque no dudo de que la existencia del Instituto Nacional de Derechos Humanos nos hará muy bien.



Por otro lado, me sumo a lo señalado por el Senador señor Letelier -esto no tiene que ver con la iniciativa en debate- y expreso que estamos muy satisfechos por la ampliación de los plazos para revisar los casos estudiados por las Comisiones Valech y Rettig, pues, efectivamente, muchas víctimas de violaciones a los derechos humanos, por distintas razones, expuestas aquí, no fueron consideradas.



Además, aprovechando la presencia de un Ministro en representación del Ejecutivo, me sumo al clamor por que podamos ampliar las reparaciones, sobre todo las emanadas del Informe de la Comisión Valech, en los puntos que precisó el Senador señor Letelier. 



La verdad es que en ese aspecto -muchas veces lo digo con dolor- hemos actuado con extrema mezquindad al momento de las reparaciones materiales. Y creo que las víctimas requieren que vayamos mejorando esa dimensión de nuestro trabajo legislativo. 



Por todo ello, voto que sí. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, durante la discusión de este proyecto, que comenzó en una sesión anterior, hubo un momento áspero. Y el informe que tenemos en nuestras manos confirma las razones por las cuales se produjo tal situación.



Me alegra que ella se haya superado. Pero, en realidad, era necesario dilatar la aprobación de la iniciativa para poder llegar a un acuerdo político. Y eso no me escandaliza. Porque, efectivamente, el Ejecutivo accedió a solicitudes que formuló la Alianza, lo cual se refleja claramente, por ejemplo, en la última parte del artículo 3º, en que la redacción queda hasta donde dice “tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. Y el resto, que la Alianza no compartía, se eliminó: “así como los emanados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Humanitario Internacional.”.



Lo mismo ocurrió con el antiguo artículo atinente a las atribuciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que también fue motivo de una diferencia importante, y posiblemente la más significativa.



Por lo tanto, es valorable que la Alianza concurra a la aprobación de la iniciativa, pues eso permite una unanimidad que tiene un sentido simbólico relevante.



Sin embargo, creo que el problema no era de perfeccionamiento de la redacción desde el ángulo legislativo.



A lo que hemos asistido aquí -como en todos los procesos de esta índole- es a la concurrencia de una voluntad política para configurar el Instituto Nacional de Derechos Humanos, a cuya aprobación concurren -no quiero mortificar ni nada que se parezca, pero la situación es así- personas como el Senador Ricardo Núñez, quien fue preso político en el Estadio Nacional en los días posteriores al golpe de Estado, en los momentos en que se entronizaba la dictadura, y también, el actual Senador Arancibia, quien fue Edecán del entonces General Pinochet.



Entonces, estamos asistiendo en el Senado de la República a la constatación del surgimiento -¡y cómo no lo vamos a valorar!; nosotros somos los primeros en justipreciarlo y en acoger las solicitudes que formuló la Oposición desde el punto de vista de la generación de los mecanismos que hicieran posible que concurriera con su votación a la creación en nuestro país del Instituto Nacional de Derechos Humanos- de una nueva realidad política, y no solo política, sino también cultural, valórica, ética.



Si se hubiesen planteado las cosas así, por cierto que habríamos accedido desde el primer momento.



Tratándose de configurar una nueva realidad ética y política en el país con relación al valor de los derechos humanos, una semana más o una menos no tiene ninguna importancia.



Desde tal perspectiva, bienvenida esa semana para construir este acuerdo, que permite establecer simbólicamente que la unanimidad del Senado concurre al “Nunca más” que cruza nuestra sociedad, a que nunca más se violen los derechos humanos en Chile.



Y permítaseme insistir en que el problema no era de perfeccionamiento legislativo. Lo digo con todo respeto y con mucha delicadeza.



Por eso tal vez la valoración que quiero hacer sea bastante más significativa en el sentido de que entiendo que poco a poco, paso a paso, quizás sin siquiera darnos cuenta ni percibirlo, se va configurando en el Congreso Nacional, y particularmente en el Senado, una nueva relación, una nueva mirada, un nuevo valor, un nuevo sentido acerca de los derechos humanos.



Concluyendo -porque se acabó mi tiempo-, debo puntualizar que hubo un actor esencial para que aquello ocurriera: las organizaciones de derechos humanos, cuyos representantes, en las más difíciles circunstancias, mantuvieron en alto la bandera de los derechos humanos y, muchas veces incomprendidos y otras con graves sufrimientos, e incluso con abandono de carreras profesionales y de sus propias condiciones de vida, se entregaron en cuerpo y alma a esta causa. Se trata de personas que dejaron de lado el patrimonio y la estabilidad familiares y que con mucha dignidad sobrellevan una situación de pobreza desde el punto de vista material, porque prefirieron darse por completo a este proceso.



A esas personas debemos colocarlas en el sitio que merecen y que les corresponde, porque sin su esfuerzo no habríamos llegado al punto en que nos encontramos hoy, cuando el Senado aprueba unánimemente este proyecto de ley, que reconoce el valor irrenunciable que el Congreso Nacional atribuye a los derechos humanos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, comparto plenamente la reciente afirmación del Senador Escalona en cuanto a que estamos en presencia de un hecho de importancia histórica.



No creo que el acto político legislativo que estamos realizando  hoy signifique la reconciliación en el sentido más amplio del concepto. Tengo la impresión de que vamos a mantener una visión histórica distinta respecto a por qué se violaron los derechos humanos en Chile. No abrigo ninguna esperanza en que ello cambie a corto plazo. Seguramente, al igual que con respecto a la Guerra Civil de 1891, van a pasar muchos años antes de que haya una visión relativamente concordada. Ni siquiera después de un siglo tenemos la misma lectura acerca de ese hecho tan doloroso para la historia de Chile.

El señor LARRAÍN.- Y tampoco de Carrera.

El señor NÚÑEZ.- De Carrera, de O´Higgins y, recientemente, del papel de Portales, en fin. Todavía siguen constituyendo un factor de división, lo cual habla de la riqueza intelectual, política, y por cierto, de la manera apasionada como miramos nuestra historia.



Por lo tanto, creo que el Instituto Nacional de Derechos Humanos no va a resolver ese problema. Y no tengo ninguna esperanza de que ello suceda.



Espero, sí, que ese organismo, más allá de la manera como se fue configurando la posibilidad de alcanzar un acuerdo entre la Concertación y la Alianza, entre el Gobierno y la Oposición, no opaque algo que ha sido esencial durante los últimos veinte años: la existencia de una cantidad significativa de entidades surgidas al calor de la lucha por los derechos humanos. A  mi entender,  eso enriquece nuestra  visión sobre tales derechos.



No me parecería bien que aquellas entidades fueran de alguna manera amordazadas por el Instituto, pues los derechos humanos no deben quedar supeditados a lo que haga un Ministerio, una entidad burocrática, sino al actuar de un ente extraordinariamente vivo.



Señor Presidente, si hay en el mundo una institución en permanente evolución en el mundo desde los puntos de vista jurídico y del Derecho Internacional, es la de los derechos humanos.



Tan en evolución está que mi segunda preocupación, estimado Ministro, amigo y ex Senador Viera-Gallo, es evitar -pues ello no me gustaría- que en algún instante, a propósito del avance que está experimentando la concepción de los derechos humanos, que cada vez es más rica, Chile se quedara atrás. Vale decir, que una entidad internacional de derechos humanos, en el momento en que estamos pidiendo, como Gobierno -y entiendo que como país-, volver a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, diga que nuestra legislación se quedó atrás, en función del desarrollo experimentado en la materia en distintos escenarios mundiales.



Me parece bien lo que hemos hecho ahora, pero pienso que, como toda institución, la que creamos hoy necesariamente deberá ser perfeccionada más adelante. Y ojalá que ello podamos realizarlo en la misma forma como hemos actuado en esta oportunidad: mirando al futuro, no hacia el pasado. Porque, a lo mejor, respecto de este vamos a tener siempre interpretaciones muy distintas.



Pero, hacia el futuro, mi preocupación -repito- es que alguna entidad mundial, en algún instante, nos diga: “Miren, ustedes tienen una legislación que no es la más apropiada”. Por lo tanto, el Instituto tendrá la obligación de ir adecuando de manera permanente la legislación respectiva.



Señor Presidente, creo que efectivamente estamos frente a un hecho histórico. Ojalá que estas entidades surgidas al calor de la lucha por los derechos humanos sigan formando parte del escenario de nuestro país y que tengamos la disposición de ir perfeccionando permanentemente las normas que rigen la materia, en función de la existencia del Instituto, que velará porque se cumplan más adecuadamente en nuestra realidad social e histórica.



Por eso, voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto (33 votos afirmativos). 



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en nombre del Gobierno, agradezco el acuerdo que se ha logrado en el Senado, y espero que también se pueda materializar en la Cámara de Diputados. 



Permítaseme solo una reflexión. Acabo de leer en el diario “La Segunda” de hoy una importante admonición que ha hecho Joaquín Lavín, quien, a mi juicio, tiene todos los títulos para formularla. Pienso que lo ocurrido esta tarde en el Senado le da la razón: la Oposición debiera colaborar más con el Gobierno y el Gobierno debiera escuchar más a la Oposición. Creo que si ambas cosas las hacemos bien el país ganará.



Muchas gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Excúseme, señor Presidente. La Secretaría entiende que lo que se aprobó recién fue la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo más las dos indicaciones formuladas por los señores Senadores. 


DESTINACIÓN DE RECURSOS PARA FONDEMA Y


MODIFICACIÓN DE DIVERSOS CUERPOS LEGALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena (FONDEMA), y modifica otros cuerpos legales que indica, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”. Su discusión particular se encuentra pendiente. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (4879-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.


Hacienda (segundo), sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.


Discusión:



Sesiones 25ª, en 13 de junio de 2007 (se aprueba en general); 45ª, en 29 de agosto de 2007 (queda pendiente su discusión particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

 El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Hacienda, en su segundo informe, no efectuó ninguna enmienda a la iniciativa despachada en general y propone a la Sala la aprobación de dicho texto, esto es, el mismo que remitió la Honorable Cámara de Diputados.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, creo interpretar también la preocupación de otros señores Senadores al plantear que se separe la votación en lo que dice relación a EMAZA.



La tramitación del proyecto lleva ya largo tiempo. Se están celebrando algunos acuerdos de empresas, a través de los CEOPS, en la Región de Magallanes y la normativa urge. Pero también entiendo el interés de los Honorables señores Horvath, Gómez, Prokurica y Núñez, entre otros, en la petición que formulo.



Entonces, si es posible, pido separar la parte que se refiere a EMAZA del resto de esta iniciativa miscelánea.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, creo que a esta altura de la tramitación del proyecto es imposible realizar lo que se expone.



Entiendo el criterio de señores Senadores que representan algunas zonas extremas, quienes pidieron votación separada para suprimir una norma que viene aprobada por la Comisión, pero quiero observar que, de concretarse ese rechazo, la situación para los funcionarios de EMAZA será mucho peor.

El señor BIANCHI.- Pido la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, lo que pasa es que vamos a volver, una vez más, al tema puntual de EMAZA y, por desgracia, el proyecto relativo al FONDEMA nuevamente quedará sin ser votado, a pesar de la urgencia que reviste.



Si no es posible pronunciarse separadamente, votemos. simplemente. Pero ojalá se pudiera hacer lo que pido. 

El señor LETELIER.- ¡Votemos!

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? Entiendo que la iniciativa está entera aprobada. Lo único que ocurre es que se formuló la petición de votar separadamente una norma que permite que los trabajadores de EMAZA sean traspasados, en la misma calidad jurídica, al Ministerio de Economía. Se trata de la letra b) del artículo 6º.



Pero si se rechaza esa disposición debe aplicarse todo el resto del artículo, el cual dispone que a partir de la vigencia de la ley en proyecto los empleados de EMAZA se regirán “exclusivamente por las disposiciones del Código del Trabajo”. O sea, pueden ser despedidos y aplicarse las limitaciones de la indemnización, en circunstancias de que se les están dando dos opciones: desvincularse de la empresa o pasar al Ministerio.



Entonces, me parece que la petición, hecha con muy buena intención por algunos señores Senadores, de votar separadamente la letra b), para rechazarla…

El señor BIANCHI.- Perjudica.

El señor NOVOA.- Así es.



Por tanto, señor Presidente, propongo que aprobemos el proyecto tal como viene y así se despacha el FONDEMA de una vez por todas.

La señora MATTHEI.- ¡Muy bien! 

El señor LETELIER.- ¡Si le parece, señor Presidente…!

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.  

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.  

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quienes representamos zonas extremas tenemos una gran preocupación: la posibilidad de que desaparezca esta empresa.



Aquí está la señora Subsecretaria y quiero decirle que en el mismo minuto en que estos funcionarios pasen al Ministerio de Economía va a ocurrir lo que ya ha estado pasando con EMAZA. En efecto, en todas las zonas extremas se le está diciendo a la señora Juanita, que era funcionaria de la entidad: “Mire, hágase cargo usted: le damos un crédito.”. Al cabo de unos meses, desaparece. Y la gente que vive en sectores aislados se ve obligada a comprarle al supermercado a precios al doble, al triple, al cuádruple.



Entonces, digamos las cosas como son.



Ahora, si la señora Subsecretaria nos hace el favor de separar la disposición o se compromete a que el cambio no va a significar el cierre de la institución, de manera que pueda regular los precios, nosotros no tenemos inconveniente.



Pero aquí los Senadores señores Horvath, Núñez, Bianchi, Gómez, Muñoz Aburto,… 

El señor ÁVILA.- ¡Ávila también…!

El señor PROKURICA.-… y Ávila, entre otros, han planteado el problema, que es real: EMAZA es una institución muy importante para las zonas extremas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, al igual que el Senador señor Novoa, solicito que se apruebe el proyecto tal como viene de la Comisión. Porque aquí hay dos asuntos: uno es el FONDEMA, que interesa mucho a Magallanes, pero también está EMAZA, que preocupa mucho, por ejemplo, a la provincia Antártica Chilena, a Puerto Williams.



Por mi parte, he conversado con la señora Subsecretaria de Economía. Es efectivo que se produjo un desmantelamiento de EMAZA. Se traspasaron los consumos básicos al sector privado y sus precios han subido de una manera ya inalcanzable para los bolsillos de la gente de la comuna de Cabo de Hornos. Pero la señora Subsecretaria ha asumido el compromiso de que, en aquellas zonas donde sea necesario que funcione, EMAZA lo hará.



Estimo que ese compromiso dependerá mucho de lo que podamos hacer, como Senadores, para pedirle al Ministerio de Economía que una organización como la que nos ocupa funcione en esos lugares con miras a regular los precios. Por ejemplo, en Puerto Williams existe un supermercado de la Armada que, si no les vende a los civiles -cosa que a veces no hace-, estos quedan al arbitrio de una serie de comerciantes que imponen precios muy altos. Entonces, EMAZA regulaba antiguamente ese tipo de situaciones.



Pienso que existen casos que podemos resolver a través del Ministerio de Economía o del Ministerio del Interior. Pero esos son asuntos que tendremos que conversar los Senadores que representamos a Regiones donde se hace necesario mantener en funcionamiento la entidad.



Sin embargo, para no demorar más la tramitación del proyecto, me parece conveniente aprobarlo hoy día.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, coincido en que no se debe demorar más la iniciativa y en pedirle al Ejecutivo que se pronuncie respecto a lo de EMAZA, pues esa ha sido la causa del entrabamiento.



Confío en que no se vuelva a cometer el error de enviar una iniciativa miscelánea, que encierra tantos aspectos distintos entre sí.



Y Magallanes espera una determinación en cuanto al FONDEMA.



En consecuencia, cabe requerir al Ejecutivo una definición respecto a lo que hemos planteado.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Economía subrogante.

La señora CORREA (Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante).- Señor Presidente, en el espíritu del proyecto se halla claramente el propósito de mantener la vigencia legal de la Empresa, que continuará funcionando a fin de atender las necesidades de la población de zonas aisladas. La idea es contar con un instrumento más flexible, pero la entidad permanece.



Por lo tanto, puedo comprometerme a que así ocurrirá.

El señor ÁVILA.- ¡Ahora entiendo menos...!

El señor GAZMURI.- ¡Está un poco lento hoy día, Honorable colega!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a la Sala que queda poco tiempo en el Orden del Día.

El señor GÓMEZ.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pondré en votación el proyecto, para que se pueda fundamentar el voto.

El señor GÓMEZ.- Existe una cuestión reglamentaria, señor Presidente. Diez Senadores -entre ellos, mi Honorable colega Horvath- hemos renovado una indicación y es preciso votarla.

El señor PIZARRO.- Nosotros nos opusimos a ella.

El señor GÓMEZ.- Pero era posible renovarla y sobre su contenido debe resolver la Sala: se apunta a suprimir la letra b) del artículo 6º.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe pronunciarse sobre el texto de la iniciativa, con excepción de esa disposición, que se votará en forma separada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación el texto del proyecto.



¿Algún señor Senador desea fundamentar su voto?



--(Durante el fundamento de voto).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la intervención de la señora Ministra subrogante me dejó todavía más confundido. ¡Según desprendo de sus palabras, para mantener EMAZA, hay que suprimirla...!



En esta iniciativa miscelánea se infiltró un planteamiento de los privatizadores encubiertos existentes en el Gobierno, que, simplemente, pretenden eliminar una empresa que, históricamente, ha prestado un gran servicio a las poblaciones aisladas.



Ahora la señora Ministra subrogante aclara que, en realidad, EMAZA se mantiene.



Conclusión: para mantener la Empresa, hay que suprimirla.



No entiendo nada.



En medio de esta confusión horrenda, voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, formularé solo una breve explicación.



El artículo 6º establece que los funcionarios de EMAZA pasarán a regirse por el Código del Trabajo. Será una empresa que contratará gente y la llevará a los lugares donde sea necesario. Y se expresa que el personal actual que no quiera cambiar la naturaleza jurídica de su relación tiene dos opciones: desvincularse de la empresa o ser traspasado al Ministerio de Economía. Ese es un precepto especial para dichos trabajadores.



EMAZA seguirá vigente y, si es necesario, efectuará contrataciones. Y como no es posible cambiar el régimen jurídico de quienes exhiben hoy día la calidad de funcionario público, a cada uno de ellos se le presentan dos opciones: desvincularse, con una buena indemnización, o pasar al Ministerio de Economía y mantener dicha condición. Considero que la cuestión es muy simple.



Por lo tanto, me parece que votar separadamente y rechazar la letra b) del artículo 6º significa causar un daño a los actuales trabajadores.



Me pronuncio a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el texto del proyecto, con exclusión de la letra b) del artículo 6º (23 votos favorables).


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez. 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en la indicación renovada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Fue suscrita por los Senadores señores Bianchi, Horvath, Gómez, Sabag, Ruiz-Esquide, Alvear, Muñoz Barra, Allamand, Navarro y Naranjo y su objetivo es suprimir la letra b) del artículo 6º.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, desde nuestro punto de vista, el Estado tiene obligaciones que cumplir.



La argumentación del Senador señor Novoa me facilita lo que deseo expresar. Efectivamente, lo que se hace es terminar con EMAZA como una institución pública, la que se transformará en una empresa con personas contratadas conforme al régimen laboral común. La entidad operará en distintas Regiones y se aplicará el sistema de entregar a precios de mercado los bienes que los habitantes de zonas aisladas necesitan que resulten más baratos.



Finalmente, ¿qué hace el Gobierno? Y, por eso, lo estimo un tema de fondo: entrega a los privados una obligación que, a nuestro juicio, debe cumplir el Estado. Porque ninguna de las entidades que licitarán la posibilidad de entregar recursos en las zonas extremas atenderá, por ejemplo, a comunidades indígenas de cuatro o cinco familias, pues eso no es rentable. Por lo tanto, lo que ha hecho el Gobierno no corresponde.



Ahora, el Honorable señor Novoa tiene razón. Por eso, el Senador que habla quería intervenir antes de la votación anterior. No tengo nada en contra del FONDEMA: lo apruebo, y me alegro de que a la Región de Magallanes se le abra esa posibilidad. Pero es efectivo, como el Gobierno está privatizando, encubiertamente, EMAZA, que a los trabajadores se les presenta una opción: desvincularse de la empresa o ser traspasados, en la misma calidad jurídica, al Ministerio de Economía, para terminar siendo contratados a través del sistema laboral normal.



Por mi parte, alego una cuestión de principios: el Gobierno -al cual ayudé a elegir- no puede dejar de cumplir sus funciones. Y la que nos ocupa es una función del Estado. Lamento profundamente que la señora Ministra subrogante diga que EMAZA continuará operando en las mismas condiciones, cuando sabemos que no es así, como se desprende, por lo menos, del texto en análisis.



Por eso, el aprobar o no la supresión de la letra b) se relaciona con un riesgo para los trabajadores.



Pero, finalmente, lo que deseo exponer, en forma clara, es que no me parece propio que mi Gobierno presente este tipo de iniciativas legales, que únicamente se traducen, en definitiva, en entregar obligaciones del Estado a privados que no las cumplirán como corresponde.



Voto a favor.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, entiendo la buena intención con que han presentado la indicación varios señores Senadores.



Sin embargo, si votamos en contra de la letra b) del artículo 6º, los trabajadores que no deseen quedar regidos por las normas del Código del Trabajo no podrán ser traspasados a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción para mantener su calidad de empleados públicos.



Eliminar la letra b) significa quitar a los trabajadores de EMAZA una posibilidad que para muchos puede resultar altamente conveniente. En efecto, en lugar de acogerse a las normas del Código del Trabajo o de desvincularse de la empresa y recibir una indemnización, si acaso les queda poco tiempo para jubilar, les es más ventajoso ser traspasados en su misma calidad jurídica a la Subsecretaría de Economía.



Por eso, salvo que haya entendido mal la indicación presentada por algunos Honorables colegas -sé, repito, que están actuando de buena fe-, creo que a los trabajadores de EMAZA les estaríamos quitando una muy buena oportunidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Por qué no votamos la indicación?

El señor NÚÑEZ.- Tal vez la señora Ministra pueda sacarnos de dudas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora CORREA (Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante).- Señor Presidente, la idea es la siguiente. 



A los 31 trabajadores de EMAZA -un grupo está en Santiago; tres, en Puerto Montt, y uno o dos, en Isla de Pascua- se les da la opción de mantenerse en el sector público, incorporándose a la Subsecretaría de Economía, o retirarse y recibir una indemnización de conformidad con el Código del Trabajo, pero sin el límite máximo allí establecido, lo cual es mejor que si se procediera en otra forma.



Pero la empresa sigue vigente y continúa en funciones. Ahora, si necesitara mayor dotación, podría contratar trabajadores con arreglo a la normativa laboral común. Así estaría en condiciones de cubrir las necesidades de las zonas extremas.



Es una alternativa útil y eficiente. Y permite atender a las Regiones apartadas, a las que en ningún caso se les dejará de prestar el servicio. Es una real opción en apoyo de ellas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde votar la indicación renovada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, votar "sí" significa aprobar la indicación renovada y, por tanto, suprimir la letra b) del artículo 6º.


El señor GAZMURI.- ¿Qué se vota, señor Secretario: la indicación renovada o el artículo?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación renovada suscrita por el Honorable señor Bianchi y los demás señores Senadores que mencioné, la cual tiene por objeto suprimir la letra b) del artículo 6º del proyecto. 

La señora MATTHEI.- Perdón, señor Presidente. Quiero ver si comprendí bien lo que dijo la señora Ministra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Si no entendí mal, de los 31 trabajadores de EMAZA, 28 se encontrarían en Santiago. ¿Es así? Porque, si fuera efectivo, no se estaría liquidando una empresa que atienda a las Regiones extremas.

El señor ÁVILA.- ¡A lo mejor atiende a un sector extremo de Santiago…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora CORREA (Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante).- Señor Presidente, en la actualidad EMAZA tiene 31 trabajadores. Cinco prestan sus servicios fuera de la capital: uno en Aisén, uno en Puerto Montt y tres en Isla de Pascua. Los 26 restantes se hallan en Santiago.

La señora MATTHEI.- ¡Ah, no!

La señora CORREA (Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante).- Ahora bien, algunos de los trabajadores de la Capital desean desvincularse de la empresa y por ello recibirían una indemnización. Los que deseen mantenerse en ella pasan a depender de la Subsecretaría directamente.



Pero, como dije, EMAZA sigue vigente y atenderá a las zonas extremas en los momentos en que ello resulte necesario. Y en aquellas que lo requieran brindará una atención permanente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación la indicación renovada.



--(Durante la votación).


El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, después de escuchar el debate, quiero manifestar tres cosas.



En primer lugar, quienes firmamos la indicación renovada lo hicimos por considerar que en muchas partes -bastantes más de las cinco comunas de que se ha estado hablando- se necesita a EMAZA como una acción del Estado, no tercerizada, ni privatizada, ni entregada a personas que al final terminan efectuando allí la peor de las explotaciones, prácticamente con un traspaso de responsabilidades del Estado.



En segundo término, no queremos molestar a ningún grupo de trabajadores que desee recibir una buena indemnización cuando se retire. Sin embargo, no veo cómo los que se traspasen a la Subsecretaría de Economía van a poder continuar ahí regidos por el Código del Trabajo. Se producirá una situación muy extraña.



En tercer lugar, creo que ambos temas son importantes. Sin embargo, a la luz de los hechos, ya muchos señores Senadores han manifestado que no apoyarán la indicación. Pero hay una distorsión.



Por eso, señor Presidente, si fuera posible, quisiera proponer lo siguiente. 



Primero, como tenemos un compromiso con los Senadores de Regiones apartadas, sugiero aprobar de inmediato todas las normas de la iniciativa que no tengan que ver con EMAZA.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, el proyecto, con excepción de la letra b) del artículo 6º, ya fue aprobado en particular por 23 votos a favor. 



Ahora se está votando la indicación renovada. Y ya muchos Senadores han emitido su voto electrónicamente: hasta ahora, 14 lo han hecho por la negativa y 2 por la afirmativa. 



Por lo tanto, hay que terminar de votar.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Es que no está clara la situación, señor Presidente. 



Lo lógico habría sido dejar un par de días para analizar el otro tema.



En todo caso, voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo era uno de los que estaban pidiendo que EMAZA no terminara. Pero, lamentablemente, la información proporcionada por la señora Ministra deja en evidencia que estamos frente a una institución que se ha desnaturalizado. Resulta que el 80 por ciento de sus funcionarios se halla en Santiago. ¿Qué tipo de labor está realizando, entonces? ¡Y las zonas extremas están totalmente abandonadas!



Yo lamento que la desnaturalización de la empresa termine perjudicando a la gente. Las Regiones apartadas necesitan instituciones como EMAZA, ¡pero con funcionarios que estén allá, señor Presidente, no en La Moneda o en cualquier otro lugar de Santiago! ¡Si no, no se cumple el objetivo!



Voto que no.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NAVARRO.- Quiero fundamentar el voto, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, más que materializar una situación que ya estaba establecida desde hace muchos años -la reducción y desaparición de EMAZA-, lo concreto es que la fórmula que se plantee para dar continuidad a la atención de las zonas extremas debe ser real, efectiva y permanente.



Siento que en eso hay una responsabilidad. 



En Isla de Pascua y en las zonas extremas, saber que desaparecerá esta función del Estado, traspasada de la manera como se plantea -Código del Trabajo-, es una muy mala noticia. El Ministerio de Economía debe garantizar que la atención seguirá siendo prestada en forma permanente.



Firmé la indicación porque considero que, si los trabajadores no tuvieran la alternativa de ser traspasados -alternativa adecuada para la resolución de casos individuales-, ellos quedarían en peor situación.



Sin embargo, lo esencial es que la atención a los lugares apartados continúe de modo permanente.



Por eso, deseo preguntar a la señora Ministra cuáles son las garantías de que el servicio no desaparecerá; de que, en definitiva, la fórmula jurídica para mantenerlo en las zonas extremas -que es lo importante- asegura tal objetivo, en términos de que la atención sea incluso de mejor nivel, tanto en calidad cuanto en oportunidad, que la que ofrece EMAZA.



Me gustaría que la señora Ministra respondiera esa consulta, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos en votación, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Perdón.



Entonces, me abstengo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada (17 votos contra 4 y 7 abstenciones), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la negativa los señores Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Kuschel, Larraín, Letelier, Matthei, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Gómez, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Bianchi, Girardi, Naranjo, Navarro, Pizarro y Zaldívar.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, solicitándole SUBSIDIO ELÉCTRICO PARA VECINOS DE ESCASOS RECURSOS DE REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



Del señor FREI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole que informe acerca de la eventual concreción de PROYECTO “NUEVAS OFICINAS REGIONALES SISS 2008”; a la señora Ministra de Salud, en cuanto a ATENCIÓN EN HOSPITAL LEONARDO GUZMÁN, DE ANTOFAGASTA; y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, requiriéndole antecedentes sobre DESTINO DE PREDIO PARA EVENTUAL CONSTRUCCIÓN DE CAMINO PÚBLICO EN UNDÉCIMA REGIÓN.


Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro del Interior, solicitándole tomar RESGUARDOS CONTRA ROBO DE CABLES ELÉCTRICOS Y TRANSFORMADORES EN MAULE SUR (Séptima Región).

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:45.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 44ª, ORDINARIA, EN MARTES 28 DE AGOSTO DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos y de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima y cuadragésima primera, ambas ordinarias, de 7 y 8 de Agosto de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.



Las actas de las sesiones cuadragésima segunda, especial y cuadragésima tercera, ordinaria, ambas de 14 de Agosto de 2.007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA
Mensajes



Diez de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (Boletín N° 5.251-08).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación  y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los siete siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



3) Proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica (Boletín N° 4.879-05).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Administrador Provisional del plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago (Boletín N° 5.076-15).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (Boletín N° 5.080-11).



7) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.531, y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (Boletín N° 5.112-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el noveno, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, comunica que se ausentará del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala:



- El día 31 de agosto, volará hacia el continente asiático, al que arribará el día 2 de septiembre del presente año.



- Entre los días 2 y 5 de septiembre, efectuará una visita oficial de trabajo, en la ciudad de Tokio, Japón.



El día 5 de septiembre, volará hacia el continente oceánico, para participar entre los días 6 y 9 del referido mes, en la XVa Reunión Cumbre de Líderes de APEC, a realizarse en la ciudad de Sydney, Comunidad Australiana.



El día 9 de septiembre, volará de regreso al continente americano, arribando a territorio nacional a las 22: 00 Horas.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogada por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



-- Se toma conocimiento.



Con los dos siguientes, solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Sonia Araneda Briones y al señor Carlos Kunsemüller Loebenfelder, como Ministros de la Excelentísima Corte Suprema (Boletines números S 1.004-05 y S 1.005-05, respectivamente).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje (Boletín N°5.199-01).



--Pasa a la Comisión de Agricultura.



Cuatro de la Excelentísima Corte Suprema, mediante los cuales da su parecer respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



2) Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que determina la oportunidad en que el juez de familia puede decretar alimentos provisorios (Boletín N° 5.170-07).



3) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, que modifica el artículo 225 del Código Civil, en lo relativo al cuidado personal de los hijos (Boletín N° 5.197-07).



4) Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de determinar su ámbito de aplicación e incrementar las sanciones a quienes realicen dicha conducta (Boletín N° 5.212-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, remite copia de los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados, respectivamente, en contra de los artículos 1°, 3° y 4°, N° 2, de la ley N° 17.235, y el artículo 450, inciso primero, del Código Penal.



-- Se toma conocimiento y se remite los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos últimos, remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas respecto del artículo 96 del Código de Minería y de los artículos 1°, inciso segundo, y 292 del Código Penal.



--Se toma conocimiento.



Tres del señor Contralor General de la República:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo al IV Concurso de Creación de Centros Regionales de Investigación Científica y Tecnológica.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, en que solicitó que se instruyera una investigación para determinar las responsabilidades por la paralización de las obras del Puente Peuchén, en la provincia de Cautín.



Con el último, da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido al proceso de designación de la alcaldesa suplente de la Municipalidad de Los Vilos.



Dos del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense, están habilitados para desempeñarse en las Fiscalías del Ministerio Público.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al campo laboral de los alumnos egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense, así como a los requisitos que ellos deberían cumplir para desempeñar labores periciales, investigativas y criminalísticas, dentro del Ministerio Público.



Ocho del señor Ministro del Interior:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados por el Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a la fiscalización de pisciculturas en el Lago Llanquihue, y al listado de víctimas fatales o desaparecidas como consecuencia del sismo producido en el mes de abril del presente año, en el Fiordo de Aysén.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre planteamientos formulados por la Gobernación Provincial de Valdivia.



Con los cinco restantes, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, al proyecto de arquitectura de la Intendencia de la Región de Aysén; al costo del transporte marítimo desde y hacia la XI Región ; a la dotación de Carabineros en la comuna de Aysén; a la investigación de responsabilidades administrativas de ONEMI por su actuación a propósito del fenómeno sísmico ocurrido en dicha comuna, y a los problemas que afectan a los habitantes de la comuna de Las Guaitecas.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la demora en la habilitación de plantas faenadoras de carnes para su exportación al mercado mexicano.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, referido a la detención que sufren los ciudadanos chilenos, Rodrigo Lanza Huidobro y Alex Cisternas Améstica, en la ciudad de Barcelona, España.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas que pueden favorecer a los deudores de programas habitacionales de viviendas del Ejército.



Dos de la señora Ministra de Planificación:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, relativo al deber del Estado de garantizar la igualdad de acceso a la educación de los alumnos pertenecientes a algunos de los pueblos originarios de Chile.



Con el segundo, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Núñez, sobre la incorporación del criterio de eficiencia energética en la evaluación y ejecución de los proyectos que indican.



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la política de integración de tecnología al sistema escolar denominada “Ruta Digital de la Educación”.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, relativo a las demandas presentadas por los ex trabajadores de Enacar-Lota.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, al aumento del caudal ecológico en la Región de Aysén, y a los problemas que están sufriendo los Glaciares Toro 1 y 2 y Esperanza, en el sector del Proyecto Minero Pascua Lama.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, sobre proyectos de construcción de viviendas sociales dinámicas sin deudas, en la comuna de Los Ángeles.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre medidas que es necesario adoptar para atribuir a las áreas que indica, la calidad de zona de catástrofe.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativo al denominado Plan Chiloé.



De la señora Ministra de Minería, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca del derrame de petróleo ocurrido en la Bahía de San Vicente.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre labores de fiscalización que efectúa dicha Institución en la Región de Aysén.



Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la compatibilidad de los proyectos energéticos proyectados para el área de Mejillones y el desarrollo portuario del Complejo Portuario de la zona y su Plan Maestro Portuario (PMP).



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a proyectos de electrificación rural que se encuentran pendientes en la Región de Aysén.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la proposición formulada por la Federación de Asociaciones de Funcionarios Municipales Técnicos y Profesionales de Chile, en relación con la normativa que regulará el artículo 121 de la Constitución Política de Chile.



Tres de la señora Subsecretaria de Marina:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador Horvath, relativo a los trámites que se relacionan con las concesiones de acuicultura en favor de personas afectadas por el fenómeno sísmico ocurrido el presente año en la XI Región.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a proyectos energéticos en la Bahía de Mejillones. 



Con el último, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre fiscalización de actividades de pesca en la XI Región.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a modificación de los límites de predio asignado a Carabineros de Chile.



Del señor Subsecretario de Investigaciones, por medio del cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la instalación de una unidad policial permanente en la comuna de Quintero



Del señor Subsecretario de Pesca, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre fiscalización de actividades de pesca en la XI Región.



Dos de la señora Subsecretaria de Previsión Social:



Con el primero, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las condiciones del acuerdo entre el Gobierno y la ANEF.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los planteamientos formulados por la Agrupación de Profesoras Jubiladas de Quilpué.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a falta de vacunas que indica, en la Región de La Araucanía.



De la señora Subsecretaria de Minería, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referido a la situación en que se encuentran trabajadores contratistas de la División El Teniente.



Tres del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al pago adelantado del Bono ANEF a los funcionarios de la XI Región.



Con los dos siguientes, da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Frei, referidos, respectivamente, a las peticiones de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público y a los planteamientos formulados por la Agrupación de Profesoras Jubiladas de Quilpué.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las consecuencias del Acuerdo Marco de Colaboración, suscrito por el Gobierno de Chile con Microsoft Corporation y Microsoft Chile.



Del señor Director Nacional de CONADI, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre problema de destinación de motobombas en la Comunidad Indígena Casimiro Caniumir, de la comuna de Lautaro.



Dos del señor Director General de la Policía de Investigaciones:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los mecanismos de fiscalización del narcotráfico en el Control Fronterizo de Chacalluta.



Con el segundo, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido al allanamiento efectuado, previa orden judicial, a la casa del fallecido Coronel Germán Barriga Muñoz.



Tres del señor Secretario General de Carabineros:



Con el primero, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al interrogatorio al que habrían sido sometidos tres menores mapuches, por parte de funcionarios de Carabineros de Chile.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido al funcionamiento del Retén de Carabineros en la localidad de Huequén, en la comuna de Angol. 



Con el último, da respuesta a un oficio del Honorable Senador señor Espina, mediante el cual solicitó el aumento de la dotación de Carabineros en la localidad de Mininco y zonas aledañas. 



Del señor Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador Cantero, referido al allanamiento efectuado, previa orden judicial, a la casa del fallecido Coronel Germán Barriga Muñoz.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.879-05).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13).



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley N° 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica, y los servicios de certificación de dichas firmas (Boletín N° 3.797-19). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto del presente año.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al trabajo de los trabajadores dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades (Con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.976-13).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES (Boletín Nº 4.423-11).



Dos de la Comisión de Minería y Energía, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos (Boletín Nº 4.704-07). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto del presente año.



2) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica el inciso décimo del Nº 24° del artículo 19, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley (Boletín Nº 4.965-07). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto del presente año.



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones (Boletín N° 5.187-03).



--Quedan para Tabla

Mociones



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Naranjo, mediante la cual modifican la ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de establecer un sistema de cobro por minutos por el uso de estacionamientos privados de vehículos (Boletín N° 5.265-03).



Del Honorable Senador señor Longueira, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la Ley de Sociedades Anónimas, con el objeto de entregar a las juntas ordinarias de accionistas, la facultad de definir el régimen salarial anual de la sociedad (Boletín N° 5.272-03)



-- Pasan a la Comisión de Economía. 



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Naranjo, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal, con el fin de sancionar a quienes colaboren o proporcionen medios materiales a los condenados que indican (Boletín N° 5.266-07).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo a la oportunidad para interponer la demanda civil en el procedimiento penal (Boletín N°5.280-07)



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de Acuerdo



De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, García, Horvath, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora  Presidenta de la República que envíe un proyecto de ley que asegure atención psicológica y asesoría jurídica al personal de Gendarmería de Chile que sufra maltrato de obra o amenazas en actos de servicio (Boletín N° S 1.001-12).



De los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Espina Horvath, Kuschel, Prokurica y Romero, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que establezca un Ingreso Mínimo Ético Familiar Garantizado que se destine a las familias pobres del país, así como adoptar otras medidas complementarias (Boletín N° S 1.002-12). 



De los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Letelier y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, estudiar la posibilidad de aplicar en el Transantiago, una tarifa en favor de los Adultos Mayores que sea similar a la que cancelan los estudiantes (Boletín N° S 1006-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



De los Honorables Senadores señores Chadwick, García, Horvath, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica, mediante el cual proponen eliminar las semanas de receso legislativo adicional a las normales semanas regionales de los meses de mayo y septiembre de cada año (Boletín N° S 1.003-12).



-- Pasa a Comités.
- - -



Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (Con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.112-07).



-- Queda para tabla.

______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Rendir homenaje, en memoria de don Anacleto Angelini, a las 18:30 horas del día martes 4 de septiembre próximo.



2) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los siguientes proyectos de ley:



a) El que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11), hasta las 18 horas del día de hoy.



b) El que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04), hasta las 18 horas del día de mañana, miércoles 29 de agosto.



c) El que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03), hasta las 12 horas del día 3 de septiembre próximo.



3) Iniciar el Orden del Día de esta sesión con el tratamiento del proyecto signado con el número 2, referido a la creación del Administrador Provisional del plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago (Boletín Nº 5.076-15) (con urgencia calificada de “suma”).



4) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 29 de agosto, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al trabajo de los dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades (Boletín Nº 4.976-13) (con urgencia calificada de “simple”).



5) Colocar en la Tabla de la sesión ordinaria del próximo martes 4 de septiembre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07) (con urgencia calificada de “simple”).



6) Enviar a la Comisión de Obras Públicas, para un nuevo segundo informe, el proyecto signado con el número 3 del Orden del Día de esta sesión, referido a la modificación de la sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas y al cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas (Boletines números 4.838-09 y 4.840-09, refundidos), fijando un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 10 de septiembre próximo.



7) Enviar los proyectos de acuerdo sobre materias propias de Incidentes, que se presenten a contar del día de mañana, a la Comisión respectiva, previo examen de admisibilidad efectuado por la Mesa.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita que el proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría y de los Honorables Senadores señores Cantero, Flores y Gómez, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones, correspondiente al Boletín N° 5.187-03, respecto del cual se esta dando cuenta del primer informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sea devuelto a la misma para un nuevo primer informe, en atención a que existen antecedentes que no han sido consignados.



Así se acuerda.

- - -



En relación con el acuerdo adoptado por los Comités, que se ha transcrito precedentemente, sobre el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, en primer trámite constitucional, que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, correspondiente a los Boletines números 4.838-09 y 4.840-09, refundidos, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Naranjo, Kuschel y Muñoz Aburto.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifiesta no haber contado en la reunión de Comités con todos los antecedentes sobre la materia, de manera que retira su voto.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita que se abra un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios, correspondiente al Boletín Nº 3.968-12, hasta las 12 horas del miércoles 5 de Septiembre próximo.


Así se acuerda.

____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Administrador Provisional del plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago, con informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités en el día de hoy.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Administrador Provisional del plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago, correspondiente al Boletín Nº 5.076-15, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Agrega que la Comisión de Trasportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general, conforme lo establece el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Muñoz Barra y Novoa.

- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Cantero y Novoa y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



El señor Presidente propone a la Sala, a sugerencia del Honorable Senador señor Novoa, fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 3 de Septiembre próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Luego el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ávila.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 3º de la ley Nº 18.696:



a) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:



i) Elimínase la expresión “de transporte de pasajeros”.



ii) Incorpórase, inmediatamente a continuación del punto aparte, que pasará a ser punto seguido, lo siguiente:



“En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda aplicar la sanción de caducidad de la concesión, en virtud de haberse verificado alguna de las causales establecidas en ellas y con el objeto de mantener y asegurar la continuidad de los servicios de transportes o de los servicios complementarios, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional para las empresas concesionarias que han sido caducadas, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio. El administrador tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión y, especialmente, aquellas correspondientes al giro ordinario de la empresa cuya concesión haya sido caducada, que la ley y el estatuto señalan para el directorio o quien haga sus veces y al gerente. Responderá de culpa leve. Sin perjuicio de lo anterior, la persona a la cual se le ha caducado su concesión por las causales establecidas en las bases de licitación, quedará inhabilitada para presentarse nuevamente por sí o por interpósita persona, sea ésta natural o jurídica, en el proceso de licitación de la concesión caducada.”. 



b) Intercálanse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos:



“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que declara la caducidad. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses, contados desde la fecha en que la caducidad ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública o, por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá contratar directamente. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o por el sólo ministerio de la ley al asumir el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por la empresa caducada con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.



Son inoponibles al administrador provisional y al nuevo adjudicatario de una concesión caducada, los actos o contratos a título gratuito, que hayan sido celebrados o ejecutados por el concesionario caducado, en perjuicio de la continuidad del servicio, desde los ciento veinte días anteriores a la fecha de la dictación de la resolución que caduca la concesión. Asimismo, son inoponibles al administrador provisional y al adjudicatario de una concesión caducada, los actos o contratos a título oneroso, que hayan sido celebrados o ejecutados por el concesionario caducado en perjuicio de la continuidad de la prestación del servicio, desde los doce meses anteriores a la fecha de la dictación del decreto que caduca la concesión, estando de mala fe las partes contratantes. Se entiende que las partes están de mala fe, cuando ambas conocían el mal estado de las actividades propias de la concesión, las que derivaron en la caducidad de la misma. Las acciones concedidas en este artículo al administrador provisional y al nuevo adjudicatario, prescribirán, tratándose de actos o contratos a título gratuito, en el término de doce meses, y tratándose de actos o contratos a título oneroso, en el término de veinticuatro meses, contados desde la fecha de celebración del acto o contrato inoponible.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones.”.



c) Sustitúyese en el actual inciso noveno, que tras las modificaciones introducidas en la letra anterior pasa a ser  inciso décimo segundo, la frase “incisos primero y séptimo” por “incisos primero y décimo”.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, con segundos informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad 

y Ciudadanía y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia. 



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, correspondiente al Boletín Nº 3.878-17, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 10, 11 y 17.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.



4.-Indicaciones rechazadas: números  2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19,  20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71 y 72.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: la número 1.


El señor Secretario General agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, como se desprende de las constancias reglamentarias que se han reseñado, propone aprobar el proyecto de ley en los mismos términos en fue despachado en general.



Agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo señalado en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 10, 11 y 17.



2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 6 bis, 12 bis, 23 bis, 23 ter, 26 bis, 50 bis y 66 ter.



3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 35 bis.



4. Indicaciones rechazadas: números 2 bis, 7 bis, 22 bis, 34 bis y 66 bis.



5. Indicaciones declaradas inadmisibles: número 41 bis.



6. Indicaciones retiradas: no hay.


El señor Secretario General  señala que la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto de la Comisión de Derechos Humanos con las siguientes enmiendas:

Artículo 3°



Suprimir la expresión “o en sus estatutos”.

Artículo 4°

N° 3



Intercalar, a continuación de la palabra “discriminación”, el término “arbitraria”. 

N° 9



Suprimir la conjunción “y” que precede a la expresión “por”. 


Agregar, a continuación del guarismo “2003”, antecedida de una coma (,), la frase “y por la Comisión a que se refiere el artículo 3° de las normas transitorias de esta ley”.

N° 12



Agregarle, antes del punto y coma final (;), la siguiente frase: “informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores”. (Mayoría de votos, tres a favor, uno en contra y una abstención. Indicación N° 26 bis).

Artículo 6°


Suprimirlo. 

Artículos 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13 y 14



Pasan a ser los artículos 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12 y 13, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 15



Pasa a ser artículo 14, con la siguiente enmienda:



En su inciso primero reemplaza el guarismo “16” por “15”. 



Agregarle el siguiente inciso segundo nuevo:



“Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que la Contraloría General de la República tiene sobre el Instituto en cuanto integrante del Sector Público.”. 

Artículo 16



Pasa a ser artículo 15, sin enmienda.

Artículo 17



Pasa a ser artículo 16, reemplazando en su inciso tercero el guarismo “8°” por “7°”.

NORMAS TRANSITORIAS

Artículo 2° 



Reemplaza en su inciso primero el guarismo “8°” por “7°” y agrega al final de su inciso tercero antes del punto aparte (.), la siguiente frase: “y acreditar su personalidad jurídica vigente”. 
Artículo 3º



Reemplazarlo por los siguientes artículos 3° y 4° transitorios, nuevos:



“Artículo 3°- El Presidente de la República establecerá una Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, en adelante “la Comisión”, cuyo objeto exclusivo será calificar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten y para el solo efecto de esta ley, a las siguientes personas:  



a) Aquéllas que, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990,  hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas y que no se hubiesen presentado a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior. En ningún caso la Comisión podrá calificar la situación de personas privadas de libertad en manifestaciones públicas, que fueron puestas a disposición de los tribunales de policía local o de algún tribunal del crimen por delitos comunes y luego condenadas por estos delitos. 



b) Aquéllas que, en el periodo señalado precedentemente, hubieren sido víctimas de desaparición forzada o correspondieren a ejecutados políticos, cuando aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio, habiéndose determinado dicha situación por sentencia judicial ejecutoriada. Estas personas no deben haber sido individualizadas en el Volumen Segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada por el decreto supremo N° 355, de 1990, del Ministerio del Interior, ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, creada por la ley N° 19.123. 



La Comisión estará conformada por seis integrantes, designados por el Presidente de la República dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, quienes deberán ser personas de reconocido prestigio en el ámbito de los derechos humanos. Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales.



El proceso de calificación se regirá por las siguientes normas:



a) Los interesados dispondrán de un plazo máximo de seis meses, contado desde la conformación de  la Comisión, para presentar a ésta los antecedentes que acrediten su pretensión, pudiendo la Comisión realizar todas las actuaciones que estime pertinentes para cumplir su cometido. Todas las actuaciones que realice la Comisión, así como todos los antecedentes que reciba, tendrán el carácter de reservados, para todos los efectos legales.



b) La Comisión dispondrá del plazo de un año, contado desde el término del plazo a que se refiere la letra anterior, para calificar a quienes hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas, conforme a lo señalado en la letra a) del inciso primero.



c) En el mismo plazo, deberá calificar a quienes hubiesen sufrido desaparición forzada o correspondiesen a  ejecutados políticos, de acuerdo a lo señalado en la letra b) del inciso primero.


d) En lo no regulado por las normas precedentes,  la Comisión se regirá por un reglamento interno, el que deberá ser aprobado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior, el que deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.



Una vez completada la labor de calificación, la Comisión deberá elaborar una nómina con los nombres de las personas calificadas de acuerdo a las letras b) y c) del inciso anterior. Transcurrido el plazo indicado en la letra b) del inciso precedente, la Comisión se disolverá automáticamente.



La calificación que efectúe la Comisión otorgará los siguientes beneficios:



a) Las personas individualizadas en la nómina señalada en la letra b) del inciso tercero tendrán derecho a los beneficios otorgados por la ley N° 19.992, en lo que resulte pertinente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la referida ley.  



b) Los familiares de las víctimas individualizadas en la nómina a que se refiere la letra c) del inciso tercero tendrán derecho, en lo que resulte pertinente, a los beneficios establecidos por el Título II y siguientes de la ley N° 19.123, resultando aplicable, además, lo dispuesto en el artículo quinto de la ley N° 19.980.  



El Instituto Nacional de Derechos Humanos otorgará el apoyo técnico y administrativo que sea necesario para el desarrollo de las funciones de la Comisión.



Artículo 4°- Los beneficios señalados en el inciso quinto del artículo anterior se devengarán a partir del primer día del mes subsiguiente a la fecha en que los beneficiarios sean calificados.”. 

Artículo 4°



Pasa a ser artículo 5°, reemplazando el guarismo “9°” por “8°”. 
Artículo 5°



Pasa a ser artículo 6°, sustituyendo la expresión “2006” por “2007”, y reemplazando el guarismo “16” por “15”. 
- - - 


El señor Secretario General señala que ambas Comisiones dejan constancia que los artículos 10, que pasó a ser 9, 11, que pasó a ser 10 y 17, que pasó a ser 16, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, esto es, conservan el mismo texto que se aprobó en general, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlos a discusión y votación.



Añade que tres de las enmiendas efectuadas por la Comisión de Hacienda al proyecto despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, fueron acordadas por mayoría, de manera que serán puestas oportunamente en discusión y votación por el señor Presidente.



Finalmente, hace presente que las modificaciones aprobadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, de conformidad a lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.

- - -



El Señor Secretario General señala que los preceptos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado, deberían darse por aprobados, pero se ha solicitado discutir todos los artículos del proyecto, incluidas esas normas, por lo que corresponde requerir la unanimidad de la Sala para proceder a su discusión y votación.



Así se acuerda.



En discusión el artículo 1º del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Naranjo y Chadwick, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor García.



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Chadwick señala que, en su opinión, diversos preceptos de esta iniciativa tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales y requiere del señor Presidente un pronunciamiento de la Mesa sobre el particular.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor García, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



Continuando con la primera discusión, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Escalona, Letelier, Gazmuri y Navarro, señora Alvear y señores Ávila y Gómez, 



Al intervenir, el Honorable Senador señor Espina, de conformidad a lo dispuesto en el número 7º del artículo 131 del Reglamento del Senado, solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto sea remitido a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para su informe.



Queda terminada la primera discusión de este asunto.



El proyecto queda para segunda discusión.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick y Novoa y del ex Senador señor Stange, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y a la ley Nº 18.290, de Tránsito, con segundo informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y a la ley Nº 18.290, de Tránsito, correspondiente al Boletín Nº 2.776-15.


Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 8.


III.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2, 4, 5, 6 letras a) y b).



IV.- Indicaciones rechazadas: 3.



V.- Indicaciones retiradas: 6 letras c), d) y e) y 7. 



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General  agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el texto despachado en general con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1º



- Intercalar, como número 1, nuevo, el siguiente:



“1.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 3º, la siguiente frase final: “Los Inspectores Municipales no estarán facultados para efectuar denuncias empadronadas a vehículos en movimiento.”.”.

- - -

Nº 1



- Pasó a ser número 2, sustituyéndose el inciso tercero, nuevo, que se agrega al artículo 7º, por el siguiente:



“En su primera presentación, los abogados patrocinantes y los mandatarios judiciales, en su caso, deberán señalar un correo electrónico a fin  de que se practiquen las notificaciones de todas las resoluciones que se dicten durante el procedimiento, salvo la primera notificación, que deberá hacerse de acuerdo a lo señalado en el artículo 40 del Código de Procedimiento Civil, aquellas que ordenen la comparecencia personal de las partes, hagan imposible su continuación y la sentencia definitiva. De las notificaciones practicadas por esta vía se dejará constancia mediante un atestado en los respectivos autos suscrito por el Secretario y que dé cuenta del envío y recepción del correo electrónico, conforme la información que entregue el sistema computacional del Tribunal.”.

- - -



- Contemplar, como número 3, nuevo, el siguiente:



“3.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, su primera oración, por la siguiente:



“Artículo 18.- Las resoluciones se  notificarán por carta certificada o mediante correo electrónico, debiendo en ambos casos contener copia íntegra de la resolución. En caso de notificación mediante correo electrónico, el plazo será de 5 días, contado desde su envío.”.”

- - -

Nº 2



- Pasó a ser número 4, reemplazado por el siguiente:



“4.- Introdúcense, las siguientes modificaciones en el artículo 22:



a) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:



“Se entenderá que el denunciado las acepta, poniéndose término a la causa, por el solo hecho de que proceda a pagar la multa respectiva, dentro de quinto día de efectuada la denuncia o que ésta haya sido dejada en el vehículo o, en caso que la citación sólo se haya efectuado por carta certificada, en el plazo de hasta cinco días contado desde la recepción de la carta. En estos casos, tendrán derecho a que se le reduzca en un 25% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, la que se calculará sobre el valor mínimo de la multa que se aplique. El pago deberá hacerse en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se haya cometido la infracción, o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio esa Municipalidad, quienes harán llegar al Tribunal el comprobante de pago a la brevedad. Para estos efectos, el Juez de Policía Local remitirá al Tesorero Municipal la nómina de las infracciones con sus correspondientes multas y el valor que resulte de la deducción del 25% antes aludida. El Juzgado de Policía Local o la unidad de Carabineros en cuyo poder se encuentre la licencia de conducir, la devolverá al infractor contra entrega del comprobante de pago respectivo. Los infractores que hayan aceptado la multa cuyos vehículos hayan sido retenidos, podrán solicitar su devolución, siempre y cuando estos últimos no registren multas impagas en el Registro de Multas del Tránsito No Pagadas y obligándose a cumplir con las exigencias que motivaron la retención del vehículo dentro del plazo que establezca el Juez, bajo el apercibimiento del artículo 41 de la presente ley.”.



b) Agréganse, como incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser séptimo, octavo y noveno, respectivamente, los siguientes:



“Las municipalidades podrán, además, establecer un sistema de pago de multas vía Internet o por medios electrónicos, respecto de las multas que regula este artículo y de toda multa que se aplique por sentencia ejecutoriada que dicten los juzgados de policía local.  



Quien efectúe un pago por esta vía, deberá recibir, por la misma, el correspondiente certificado de pago, el que contendrá, en el caso del pago anticipado, la individualización completa del denunciado, el número de la denuncia y la fecha de la citación y, en el caso de una sentencia ejecutoriada, la individualización completa del condenado y el número de rol del proceso. Asimismo, deberá remitirse, por la misma vía, el certificado de pago al Juzgado de Policía Local competente para conocer del pago anticipado o de la sentencia respectiva.”.

- - -



- Contemplar como número 5, nuevo, el siguiente:



“5.- Introdúcense, las siguientes modificaciones en el artículo 24:



a) En su inciso primero, sustitúyese la oración final, por la siguiente: “La anotación caducará por el solo ministerio de la ley, en el plazo de tres años, contado desde la fecha de su anotación en el Registro.”.



b) En su inciso tercero, reemplázase la frase “Para ello, en el mes de diciembre de cada año,”, por la siguiente: “Para ello, a lo menos, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, salvo que se encuentre en línea, “.”.

- - -

Nº 3



- Pasó a ser número 6, sin enmiendas.

- - -

ARTÍCULO 2º



- Sustitúyese su encabezamiento, por el siguiente:



“Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.290, de Tránsito:”.



- Contemplar como número 1, nuevo, el siguiente:



“1.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 4º, la siguiente frase final:



“Con todo, los Inspectores Municipales no estarán facultados para cursar partes empadronados a vehículos en movimiento.”.”.



- Su número 1, pasó a ser número 2, sin enmiendas.

- - -



El señor Secretario General  añade que las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general fueron aprobadas por unanimidad, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.



A continuación, el señor Presidente somete a votación las modificaciones efectuadas al proyecto acordado en general, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.287, de Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:



1.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 3º, la siguiente frase final: “Los Inspectores Municipales no estarán facultados para efectuar denuncias empadronadas a vehículos en movimiento.”.



2.- Agrégase, en el artículo 7º, como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



“En su primera presentación, los abogados patrocinantes y los mandatarios judiciales, en su caso, deberán señalar un correo electrónico a fin  de que se practiquen las notificaciones de todas las resoluciones que se dicten durante el procedimiento, salvo la primera notificación, que deberá hacerse de acuerdo a lo señalado en el artículo 40 del Código de Procedimiento Civil, aquellas que ordenen la comparecencia personal de las partes, hagan imposible su continuación y la sentencia definitiva. De las notificaciones practicadas por esta vía se dejará constancia mediante un atestado en los respectivos autos suscrito por el Secretario y que dé cuenta del envío y recepción del correo electrónico, conforme la información que entregue el sistema computacional del Tribunal.”.



3.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, su primera oración, por la siguiente:



“Artículo 18.- Las resoluciones se  notificarán por carta certificada o mediante correo electrónico, debiendo en ambos casos contener copia íntegra de la resolución. En caso de notificación mediante correo electrónico, el plazo será de 5 días, contado desde su envío.”. 



4.- Introdúcense, las siguientes modificaciones en el artículo 22:



a) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:



“Se entenderá que el denunciado las acepta, poniéndose término a la causa, por el solo hecho de que proceda a pagar la multa respectiva, dentro de quinto día de efectuada la denuncia o que ésta haya sido dejada en el vehículo o, en caso que la citación sólo se haya efectuado por carta certificada, en el plazo de hasta cinco días contado desde la recepción de la carta. En estos casos, tendrán derecho a que se le reduzca en un 25% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, la que se calculará sobre el valor mínimo de la multa que se aplique. El pago deberá hacerse en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se haya cometido la infracción, o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio esa Municipalidad, quienes harán llegar al Tribunal el comprobante de pago a la brevedad. Para estos efectos, el Juez de Policía Local remitirá al Tesorero Municipal la nómina de las infracciones con sus correspondientes multas y el valor que resulte de la deducción del 25% antes aludida. El Juzgado de Policía Local o la unidad de Carabineros en cuyo poder se encuentre la licencia de conducir, la devolverá al infractor contra entrega del comprobante de pago respectivo. Los infractores que hayan aceptado la multa cuyos vehículos hayan sido retenidos, podrán solicitar su devolución, siempre y cuando estos últimos no registren multas impagas en el Registro de Multas del Tránsito No Pagadas y obligándose a cumplir con las exigencias que motivaron la retención del vehículo dentro del plazo que establezca el Juez, bajo el apercibimiento del artículo 41 de la presente ley.”.



b) Agréganse, como incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser séptimo, octavo y noveno, respectivamente, los siguientes:



“Las municipalidades podrán, además, establecer un sistema de pago de multas vía Internet o por medios electrónicos, respecto de las multas que regula este artículo y de toda multa que se aplique por sentencia ejecutoriada que dicten los juzgados de policía local.  



Quien efectúe un pago por esta vía, deberá recibir, por la misma, el correspondiente certificado de pago, el que contendrá, en el caso del pago anticipado, la individualización completa del denunciado, el número de la denuncia y la fecha de la citación y, en el caso de una sentencia ejecutoriada, la individualización completa del condenado y el número de rol del proceso. Asimismo, deberá remitirse, por la misma vía, el certificado de pago al Juzgado de Policía Local competente para conocer del pago anticipado o de la sentencia respectiva.”.



5.- Introdúcense, las siguientes modificaciones en el artículo 24:



a) En su inciso primero, sustitúyese la oración final, por la siguiente: “La anotación caducará por el solo ministerio de la ley, en el plazo de tres años, contado desde la fecha de su anotación en el Registro.”.



b) En su inciso tercero, reemplázase la frase “Para ello, en el mes de diciembre de cada año,”, por la siguiente: “Para ello, a lo menos, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, salvo que se encuentre en línea,”.



6.- Agrégase, en el artículo 32, el siguiente inciso cuarto, pasando su inciso cuarto a ser quinto:



“Sin perjuicio de lo anterior, las apelaciones de sentencias que sólo impongan multa y suspensión de licencia por infracciones a la Ley de Tránsito, o que no imponiendo suspensión  se pronuncien sobre litigios en que la cuantía de lo disputado no supere las 30 unidades tributarias mensuales, serán vistas en cuenta por la Corte de Apelaciones respectiva.”.



Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.290, de Tránsito:



1.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 4º, la siguiente frase final:



“Con todo, los Inspectores Municipales no estarán facultados para cursar partes empadronados a vehículos en movimiento.”.



2.- Agrégase, en el artículo 50, el siguiente inciso final:



“Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, podrá ordenarse la restitución de un vehículo retenido a su propietario, previo depósito de una caución que el Juez fijará, la que se devolverá o cancelará una vez que el infractor haya cumplido con las exigencias cuya omisión fue denunciada.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, para brindar mayor protección a los Fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus funciones, con nuevo primer informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, para brindar mayor protección a los Fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus funciones, correspondiente al Boletín Nº 5.103-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento elaboró un nuevo primer informe, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 30ª, ordinaria, de 4 de Julio recién pasado, dejando constancia del análisis que se efectuó respecto de la Moción presentada por los Honorables Senadores señores Novoa y Orpis, sobre nuevos tipos penales para enfrentar el crimen organizado sancionando la tentativa como delito consumado y aumentando la penalidad de la conspiración y la amenaza, correspondiente al Boletín Nº 4.851-07.



El señor Secretario General añade que la Comisión concluyó que esta Moción no es posible de fusionar con el proyecto que se está discutiendo, por no coincidir sus ideas matrices y por ser distintos sus objetivos específicos.



En consecuencia, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acordó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto proponer a la Sala la aprobación del primer informe, en los mismos términos en que fue emitido el 25 de Junio de 2.007, sugiriendo al señor Presidente que sea tratado en general y en particular a la vez, por ser una iniciativa de artículo único, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.



Finalmente, el señor Secretario General  señala que la Comisión, en su primer informe, aprobó esta iniciativa con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Ávila.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Intercálase en el  Título VI del Libro Segundo del Código Penal, a continuación del artículo 269 ter, el siguiente párrafo 2 ter:



“2 ter. Atentados y amenazas contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales públicos



Artículo 269 quáter.- El que mate a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.



Artículo 269 quinquies.- El que hiera, golpee o maltrate de obra a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado: 



1º. Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones queda el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones producen al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causa lesiones menos graves.



4º. Con reclusión menor en su grado mínimo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, o sólo esta última, si le ocasiona lesiones leves o no se produce daño alguno.



Artículo 269 sexties.- El que amenace en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.
______________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que 

establece normas en beneficio del circo chileno.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, recaído en el proyecto de ley que establece normas en beneficio del circo chileno, correspondiente al Boletín Nº 2.579-06.


Añade que la controversia entre ambas Cámaras se originó en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, a todas las enmiendas realizadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Agrega que el informe de la Comisión Mixta formula, como forma y modo de resolver la discrepancias entre ambas Cámara, la siguiente proposición:

Artículo 2º



Sustituir este artículo por el que aprobó el Honorable Senado en el segundo trámite constitucional, con la sola enmienda de reemplazar las expresiones con que consagra la segunda oración del inciso primero “Asimismo, se entenderá” por “Se entenderá”.
Artículo 3º



Incorporar en el inciso primero de este artículo de la Honorable Cámara, entre los vocablos “deberán” y “adoptar” la frase “otorgar las facultades necesarias y suficientes y”, propuesta por el Honorable Senado en el segundo trámite constitucional.

Artículo 5º



Reemplazar el texto aprobado por la Honorable Cámara para este artículo por el siguiente:



“Artículo 5º.- Los circos de procedencia extranjera deberán actuar en el territorio nacional sujetándose en todo a la legislación vigente, particularmente en los aspectos sociales, laborales y de inmigración. En todo caso, dichos circos no podrán gozar de privilegios tributarios, arancelarios o de otra especie, salvo que, bajo condición de reciprocidad, en su país de origen se reconozcan estos mismos privilegios a los circos chilenos.”.
- - -



Intercalar, a continuación, el siguiente artículo 6º:



“Artículo 6º.- Los números y pases circenses cuya realización se haya fijado por escrito o en otra forma, estarán protegidos por el derecho de autor y, consecuentemente, por el derecho de propiedad intelectual.”.

- - -

Artículo 6º



Pasa a ser artículo 7º.



Sustituir en el texto de la Honorable Cámara las expresiones “El reglamento señalará” por “Un reglamento dictado por intermedio del Ministerio del Interior señalará”.



El señor Secretario General indica, finalmente, que esta proposición fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Duarte, Egaña, Errázuriz y Farías, la que fue aprobada por  la Cámara de Diputados en sesión celebrada el día 13 de agosto recién pasado.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



Artículo 1º.- El objeto de la presente ley es definir las políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional en cuanto manifestación de la cultura chilena.



Artículo 2º.- Para los efectos de la presente ley, se entiende por circo aquellos establecimientos preferentemente habilitados en carpas que, debidamente autorizados, están destinados a la celebración de espectáculos circenses y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Se entenderá por espectáculo circense la ejecución o representación en público de ejercicios físicos de acrobacia o habilidad, de actuación de payasos, malabaristas, prestidigitadores e ilusionistas, músicos, animales amaestrados y otras similares.



En tal virtud, esta actividad podrá acceder, a través de los mecanismos legales pertinentes, a los recursos que contempla la legislación vigente en materia de fomento de expresiones artísticas y culturales. 



No tienen el carácter de circos los espectáculos de contenido frívolo o de revista, orientados al público adulto, aun cuando ellos sean presentados en carpas.



Artículo 3º.- Las autoridades nacionales, regionales y comunales deberán otorgar las facultades necesarias y suficientes y adoptar todas las medidas que correspondieren para promover las actividades del Circo Chileno en su calidad de instrumento de entretención, recreación y formación cultural básica. En todo caso, la relación de los circos se establecerá preferentemente con las autoridades de gobierno interior y con los alcaldes de las comunas en que se presenten sus espectáculos.



Los circos deberán respetar y adecuar su funcionamiento a las regulaciones que, en conformidad a la ley, dispongan las instituciones policiales, la Superintendencia de Servicios Eléctricos y Combustibles, el Servicio Agrícola y Ganadero, los Servicios de Salud, los Planes de Higiene Ambiental, las ordenanzas municipales y, en general, las disposiciones establecidas para esta clase de eventos.



Artículo 4°.- El funcionamiento y los derechos que cobren los municipios a los circos que operen en la respectiva comuna serán regulados mediante una ordenanza, la que podrá eximir parcialmente de dicho pago a los circos nacionales en virtud de su contribución al desarrollo de la cultura popular criolla. 



La ordenanza establecerá también las normas básicas de los convenios que cada circo eventualmente celebre con la respectiva municipalidad, tendientes a ofrecer funciones gratuitas a los sectores de escasos recursos. 



Asimismo, ella podrá determinar la afectación de un sitio de dominio o tenencia municipal, dotado de los servicios indispensables para el funcionamiento de circos y otros espectáculos similares. En todo caso, para adoptar la correspondiente resolución el municipio deberá solicitar la opinión a las organizaciones regionales, o nacionales en su defecto, de artistas circenses. 



Artículo 5°.- Los circos de procedencia extranjera deberán actuar en el territorio nacional sujetándose en todo a la legislación vigente, particularmente en los aspectos sociales, laborales y de inmigración. En todo caso, dichos circos no podrán gozar de privilegios tributarios, arancelarios o de otra especie, salvo que, bajo condición de reciprocidad, en su país de origen se reconozcan estos mismos privilegios a los circos chilenos.



Artículo 6º.- Los números y pases circenses cuya realización se haya fijado por escrito o en otra forma, estarán protegidos por el derecho de autor y, consecuentemente, por el derecho de propiedad intelectual.



Artículo 7°.- Un reglamento dictado por intermedio del Ministerio del Interior señalará la forma de acreditar el funcionamiento de los circos nacionales y extranjeros, en relación con la normativa fijada por esta ley.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión y propone a la Sala que, en virtud de no haber quórum suficiente para adoptar acuerdos, los proyectos incluidos en el Tiempo de Votaciones sean votados en la sesión del día de mañana. 



Así se acuerda.
_____________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando información respecto de los programas de atención a víctimas de delitos desarrollado por esa Cartera de Estado o algunas de sus reparticiones durante el año 2.006.



2) Al señor Ministro de Justicia, solicitando información acerca del funcionamiento del Servicio Nacional de Menores, de las Unidades de Atención de Víctimas de Delitos Violentos, de los Centros de Atención a Víctimas de Delitos Violentos, del Centro Regional por los Derechos del Niño, en relación con las víctimas de los delitos durante el año 2.006.



3) A la señora Ministra de Salud, solicitando información sobre el funcionamiento de los Centros Comunitarios de Salud Mental Familiar, en relación con las víctimas de los delitos durante el año 2.006.


3) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Purén, requiriendo información acerca de los puentes, rutas y caminos públicos interprovinciales, intercomunales, interurbanos o vecinales que se encuentran en mal estado, indicando los sectores en donde están ubicados y el número de personas afectadas.



4) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Purén y, por su intermedio, a la señora Directora del Hospital de esa comuna, solicitando diversos antecedentes acerca del funcionamiento de dicho centro asistencial.



- Del Honorable Senador señor Frei: 



1) Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, requiriendo su opinión acerca los planteamientos formulados por el Colegio de Abogados de Osorno en cuanto a la creación de la Corte de Apelaciones en dicha ciudad.



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando que considere los planteamientos efectuados por la Junta de Vecinos Nº 55-B, Villa Peñuelas Nº 2, de la comuna de Hualpén, VIII Región, acerca de la posibilidad de disponer la condonación de los dividendos habitacionales pendientes.



3) A los señores Ministro de Obras Públicas, Director Nacional de Vialidad y Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la X Región, solicitando que considere la presentación efectuada por el Concejo Municipal de Osorno, en relación con el camino del sector Los Melíes, con el objeto de dar una solución final sobre esta materia.



4) A los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y  de Agricultura, Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento y Director Ejecutivo de INNOVA CHILE, a fin de hacerles llegar el resumen de los proyectos de innovación, presentados a esa Corporación por la Corporación de la Carne de Osorno durante este año, pidiéndoles su pronunciamiento en relación con este tema.



5) A los señores Ministro de Agricultura e Intendente de la X Región y señora Presidenta del Directorio de CONICYT, con el objeto de hacerles llegar el proyecto “Mejoramiento y Equipamiento Laboratorio Biotecnología, Calidad Agroalimentaria y Medio Ambiente del Centro Regional de Investigaciones Remehue”, presentado por el Instituto de Investigaciones Agropecuarias de Osorno, solicitándoles su pronunciamiento sobre el particular.



6) A los señores Ministro de Agricultura y Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria, FIA, con el objeto de hacerles llegar el programa estratégico de desarrollo e integración como factores de competitividad para la carne bovina nacional y la “Propuesta de Desarrollo Equitativo de la Masa Ganadera del Territorio de Chile”, documento actualizado por la Comisión Territorial de la Corporación de la Carne de Chile, requiriéndoles su pronunciamiento acerca de esta materia.



- Del Honorable Senador señor Horvath.



1) Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación, solicitando que se consideren los planteamientos formulados en los oficios del Senado enviados en los meses de junio y julio, en relación con las fórmulas de solución que se estudiarán para los deudores habitacionales SERVIU, SERVIU-Banca y Pet de las zonas afectadas por el sismo que ocurrió en la XI Región.



2) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director de Aguas, requiriendo el establecimiento de un sistema que agilice los procedimientos y mecanismos de regularización de las solicitudes de derechos de aguas para las pisciculturas de la XI Región. 



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando disponer las medidas necesarias para solucionar los problemas que afectan al sistema de agua potable rural instalado en la localidad de Bahía Jara, comuna de Chile Chico, XI Región.


4) Al señor Director de Aguas, solicitando información acerca del resultado de las investigaciones ejecutadas en el marco del “Proyecto para el Mejoramiento de la Red Hidrometeorológica de Chile” y si esa Red se mantiene como patrimonio del Estado luego de la privatización de Endesa.



- De la Honorable Senadora señora Matthei al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coquimbo, requiriendo que se remita copia de los informes y estudios presentados al Concejo Municipal de esa Comuna en relación con la venta del mercado municipal y la necesidad o utilidad manifiesta exigida por la ley para ello y de los antecedentes remitidos por el oferente, en especial, los relativos a la capacitación económica, constitución de la persona jurídica y copia de la boleta de garantía.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

___________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la construcción del embalse Diguillín, en la VIII Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe acerca del estado en que se encuentra la ejecución de este proyecto, si es factible su puesta en operación en un breve lapso, la inversión considerada y cuál es la rentabilidad tanto social y económica que el Ministerio ve en esta obra.


A continuación, el señor Senador se refirió a los problemas presupuestarios existentes en la atención primaria de salud en la comuna de San Ignacio, VIII Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, con el objeto de que disponga las medidas necesarias para mejorar el financiamiento de la salud en esa Comuna y en la demás comunas del país.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que informe sobre todas las concesiones radiales de AM, FM y de radios vecinales que se han entregado en los últimos diez años en la X Región, indicando las sociedades o personas y la fecha en que se han otorgado estas concesiones en cada una de las comunas de esa Región.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la necesidad de compatibilizar las medidas para el manejo de bosques entre la Corporación Nacional Forestal y el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario en la XI Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Agricultura, para que disponga las medidas conducentes para lograr ese objetivo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los señalados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, quien efectúa diversos planteamientos en resguardo del buen nombre del señor  Lautaro Videla, a raíz de ciertas imputaciones efectuadas acerca de su persona en algunos medios de comunicación social.



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las existencia de irregularidades en el sistema de cárceles concesionadas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de reiterar anteriores oficios en que solicita información acerca de esta materia y, en particular, para que informe de los pagos en que ha incurrido el Ministerio con la empresa BESALCO, del mecanismo de defensa jurídica que ha desarrollado para defenderse de las demandas de VINCI y el cronograma de inversión y de construcción por administración que dicha Cartera de Estado va a desarrollar en el caso del Grupo III, que incluye la cárcel El Manzano, de Concepción.



En relación con la misma materia, el Honorable señor Senador solicita que se informe respecto de los mecanismos a través de los cuales se va a coadyuvar a las empresas que han realizado trabajos al interior de los centros penitenciarios para recibir los pagos correspondientes.



Siguiendo con el análisis del sistema de cárceles concesionadas, el señor Senador Navarro solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia y, por su intermedio, al señor Director de Gendarmería de Chile, para que informe acerca del costo por reo en el sistema antiguo y del costo fiscal en el nuevo sistema de cárceles concesionadas, como, asimismo, si las exigencias de reinsersión y rehabilitación se están cumpliendo.



Luego, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Regional de Vialidad de la VIII Región, en relación con la necesidad de hacer un estudio de impacto vial respecto del acceso al parque industrial de Coronel y, particularmente, al conjunto de desarrollo inmobiliario que se está ejecutando en la Ruta 168 hacia esa Comuna.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Sabag, quien se refiere a la descontaminación total de aguas servidas del río Biobío y destaca las diversas obras que se realizaron para alcanzar ese objetivo.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo el Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 45ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 29 DE AGOSTO DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Alejandro Ferreiro Yazigi, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima segunda, especial y cuadragésima tercera, ordinaria, ambas de 14 de Agosto de 2.007, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA
Mensajes



Dos de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, retira la urgencia al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



-- Se tiene presente el retiro de la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, inicia un proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (Boletín N° 5.286-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda. 
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos (Boletín N° 2.696-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Con el segundo, informa que ha rechazado la totalidad de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07), a la vez  que comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que integren la referida Comisión Mixta.


Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, relativo al pago del saldo de P.M.G, del año 2002, respecto de los funcionarios del Servicio de las Regiones IV, VII y XII, que aún se encuentra pendiente.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido a la aplicación del Programa Puente, de Chile Solidario, en la comuna de La Reina.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense, están habilitados para desempeñarse en dicha Institución y si existe campo laboral que justifique la existencia de dicha carreras.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la VIII Región, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los problemas que la construcción del centro comercial “Mall Plaza Trébol” ha causado a un grupo de vecinos del Comité de Adelanto Santa María Oriente, ubicado en la comuna de Talcahuano.



Del señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido al “Concurso Interno de Promoción para Profesionales y Directivos de Carrera del Servicio de Salud de Antofagasta”.



De la señora Presidenta de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas, mediante el cual remite un informe de las actividades realizadas por dicha Comisión. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, sobre salida de menores desde Chile (Boletín Nº 4.594-07).



--Queda para Tabla.
Mociones



De los Honorables Senadores señores Vásquez, Escalona y Muñoz Barra, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.253, con el fin de establecer obligaciones a los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces en relación con las tierras indígenas (Boletín N° 5.287-07).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil, con el fin de regular la imprevisión en el cumplimiento de los contratos (Boletín N° 5.290-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300, con el objeto de reducir los plazos fijados a la Comisión Nacional o Regional del Medio Ambiente para que se pronuncien  en los casos que indica (Boletín N° 5.291-12).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Chadwick, Longueira, Orpis y Pérez Varela, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que en la Ley de Presupuestos del año 2008 se consideren los recursos necesarios para que ningún funcionario público tenga un sueldo inferior a $ 216.600 (Boletín N° S 1.007-12).



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Ávila, Flores, Gómez, Orpis y Núñez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que envíe a tramitación un proyecto de ley que incluya el pago de la asignación de zona, dentro del plan de retiro de los profesionales de la educación regidos por la ley N° 20.158 (Boletín N° S 1.008-12).



-- Pasan a la Comisión de Hacienda.

Permiso Constitucional



Del Honorable Senador Horvath, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 31 de agosto de presente año, en razón de que ha aceptado la invitación de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para ser parte de la delegación que viajará próximamente a Japón.



-- Se accede al permiso solicitado. 
- - - 


Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes asuntos:

Mensaje 



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos, respectivamente, en las siguientes materias:



1) Oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Sonia Araneda Briones, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín N° S 1.004-05 ).


2) Oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Carlos Kunsemüller Loebenfelder, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín S 1.005-05).



-- Quedan para tabla.

Permisos Constitucionales



Del Honorable Senador Ominami, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 31 de agosto de presente año.



Del Honorable Senador Vásquez, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 31 de agosto de presente año.



-- Se accede a los permisos solicitados. 
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien solicita que se abra un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modificación y modernización de la tipificación de los delitos que sancionan los juegos de azar e incrementos de sanciones en el Código Penal, correspondiente al Boletín Nº 3.935-07, hasta las 12 horas del día lunes 1 de octubre de 2.007.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dejar sin efecto el acuerdo adoptado por la Sala en la sesión del día de ayer en cuanto a requerir un nuevo primer informe a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones, correspondiente al Boletín N° 5.187-03.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Romero, Ávila, Gómez, Horvath, Arancibia. Allamand, Pizarro, Coloma, Novoa, Espina y Ominami.



Luego, el señor Presidente anuncia que la resolución de la petición del Honorable Senador señor Gazmuri quedará para ser resuelta en la próxima sesión ordinaria.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien efectúa algunos comentarios y expresa su preocupación en relación con la decisión adoptada por la Mesa en cuanto a cerrar las oficinas de las Corporación en la ciudad de Santiago con motivo del paro convocado por la Central Unitaria de Trabajadores y acerca de la agresión que sufrió el Honorable Senador señor Navarro durante la jornada y solicita al señor Presidente que requiera una investigación a Carabineros de Chile en relación con este último aspecto.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien expresa su agradecimiento por la preocupación expresada por el Comité Partido Demócrata Cristiano por la agresión que afectó al Honorable Senador señor Navarro, con motivo de las manifestaciones ocurridas en la ciudad de Santiago en dicha jornada de paro y por la solicitud de investigación requerida.



Seguidamente, el señor Presidente expone que la Mesa ha solicitado todos los antecedentes relativos a la situación acaecida con el Honorable Senador señor Navarro de manera de adoptar la resolución pertinente.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabras a los Honorables Senadores señores Núñez y Horvath, quienes solicitan que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a las Comisiones de Minería y Energía y de Vivienda y Urbanismo, respectivamente, conforme lo dispone el artículo 35 del Reglamento del Senado, a sesionar mientras lo hace la Corporación.



Se concede la autorización respecto de ambas solicitudes.



En relación con esta autorización, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica normas relativas al trabajo de los trabajadores dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades, con informe de la 

Comisión de Trabajo y Previsión Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al trabajo de los trabajadores dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 4.976-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió esta iniciativa, tanto en general cuanto en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión 41ª, ordinaria, del día 8 de Agosto recién pasado, dándole aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General indica que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la sala aprobar el proyecto despachado por la Cámara de Diputados, con la siguientes enmiendas:

Artículo 1°



Sustituir su encabezamiento por el que sigue:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:”.

Número 1



Reemplazarlo, por el siguiente:



“1. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 24, la frase “en los períodos inmediatamente anteriores a navidad, fiestas patrias u otras festividades”, por las siguientes: “durante nueve días anteriores a navidad, distribuidos dentro de los últimos quince días previos a esta festividad”.”.

Número 2



- Reemplazar su encabezamiento por el que sigue:



“2. Agréganse, en el artículo 24, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:”.



- Sustituir, en el inciso tercero, nuevo, propuesto para el artículo 24, la frase “entre el duodécimo y el segundo día anteriores a la Navidad” por “durante los nueve días en los que se extienda la jornada ordinaria”, y reemplazar la palabra “Tampoco”, con que se inicia su segunda oración, por la frase “Asimismo, bajo ninguna circunstancia,”.



- Incorporar como número 3, nuevo, el que sigue:



“3. Agrégase el siguiente artículo 35 ter, nuevo:



“Artículo 35 ter.- En cada año calendario que los días 18 y 19 de septiembre sean días martes y miércoles, respectivamente, o miércoles y jueves, respectivamente, será feriado el día lunes 17 o el día viernes 20 de dicho mes, según el caso.”.”.

Artículo 2°

Número 2



Sustituir la frase que figura entre comillas “los trabajadores que laboren en centro comerciales o mall.”, por la que sigue: “los trabajadores que laboran en centros comerciales o mall.”.

- - -



El señor Secretario General  señala que todas estas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Longueira.

- - -



En discusión general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Alvear y señores Letelier, Orpis, Longueira, Gazmuri, Ruiz-Esquide y Novoa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Secretario General indica que corresponde efectuar la discusión en particular de la iniciativa, respecto de la cual el Comité Partido Unión Demócrata Independiente solicitó discusión y votación separada del nuevo artículo 35 ter que se agrega al Código del Trabajo, que se consigna en el número 3) del artículo 1º del proyecto y del artículo transitorio de la iniciativa.



En seguida, el señor Presidente pone en discusión  el nuevo artículo 35 ter que se agrega al Código del Trabajo, que se consigna en el número 3) del artículo 1º del proyecto y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesta en votación la disposición mencionada, es aprobada por 26 votos a favor, 3 en contra y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan en contra, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Núñez y Orpis.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Novoa.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión el artículo 1º transitorio del proyecto y ningún señor Senador hace uso de la palabra. 



Puesta en votación la referida norma transitoria, es aprobada por 28 votos a favor y 3 en contra.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan en contra, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Núñez y Orpis.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:



1. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 24, la frase “en los períodos inmediatamente anteriores a navidad, fiestas patrias u otras festividades”, por las siguientes: “durante nueve días anteriores a navidad, distribuidos dentro de los últimos quince días previos a esta festividad”.



2. Agréganse, en el artículo 24, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:



“Con todo, los trabajadores a que se refiere el inciso primero, en ningún caso, trabajarán más allá de las 23 horas, durante los nueve días en los que se extienda la jornada ordinaria. Asimismo, bajo ninguna circunstancia, lo harán más allá de las 20 horas del día inmediatamente anterior a dicha festividad, como además el día inmediatamente anterior al 1 de enero de cada año.



Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 5 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción. Si el empleador tuviere contratado 50 o más trabajadores la multa aplicable ascenderá a 10 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción. Y cuando tuviere contratados 200 o más trabajadores la multa será de 20 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción.”.



3. Agrégase el siguiente artículo 35 ter, nuevo:



“Artículo 35 ter.- En cada año calendario que los días 18 y 19 de septiembre sean días martes y miércoles, respectivamente, o miércoles y jueves, respectivamente, será feriado el día lunes 17 o el día viernes 20 de dicho mes, según el caso.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2° de la ley N° 19.973:



1. Intercálase, entre la palabra “días” y el guarismo “18”, la expresión “1 de mayo,”.



2. Reemplázase la expresión “los trabajadores que laboran en centros comerciales o mall.” por las oraciones “los dependientes del comercio, con excepción de aquellos que se desempeñen en clubes, restaurantes, establecimientos de entretenimiento, tales como, cines, espectáculos en vivo, discotecas, pub, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados. Tampoco será aplicable a los dependientes de expendio de combustibles, farmacias de urgencia y de las farmacias que deban cumplir turnos fijados por la autoridad sanitaria.”.



3. Agrégase el siguiente inciso segundo:



“Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 5 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción. Si el empleador tuviere contratado 50 o más trabajadores la multa aplicable ascenderá a 10 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción. Y cuando tuviere contratados 200 o más trabajadores la multa será de 20 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción.”.



Artículo transitorio.- Declárase feriado el día lunes 17 de septiembre de 2007.”.

- - - 



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para discutir y votar de inmediato, sin debate, el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 5.112-07.


Así se acuerda
- - -

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con segundo informe de la 

Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado recientemente por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, correspondiente al Boletín Nº 5.112-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que el proyecto fue aprobado en general por la Sala en sesión 39ª, ordinaria, de 1 de Agosto recién pasado, y que la Comisión de Hacienda propone aprobar el texto del proyecto aprobado en general con las siguiente enmiendas:

Artículo 1°

Número 2)


Reemplazar en el inciso primero del artículo 4° que se sustituye por este numeral, la expresión “a contar de 1° de” por “a contar del 1° de”. 


Sustituir el inciso final del referido artículo 4°, por el siguiente:



“Los montos que se perciban por concepto del bono de modernización no servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Tendrán el carácter de tributables e imponibles para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentren afectos los incrementos por desempeño institucional y colectivo, se distribuirá su monto en los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.”. 

Número 3)



Reemplazar en el inciso quinto del artículo 4° bis, nuevo, contenido en este numeral, la palabra “siguiente” por el número “5°”. 



Sustituir en el primer inciso del artículo 4° ter, nuevo, que se agrega por este numeral, las expresiones “del 1° enero”, “inciso 3°” y “las metas desempeño colectivo” por “del 1° de enero”, “inciso tercero” y “las metas de desempeño colectivo”, respectivamente. 
- - - 



Incorporar un numeral 6) nuevo, del siguiente tenor:



"6) Incorpórase el siguiente artículo 5° ter, nuevo:



“Artículo 5° ter.- El personal que perciba el bono de modernización tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecto el bono de modernización, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre el valor de dicho bono, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 



a) 20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 



b) 25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 



c) 21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 



Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, tal bonificación será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto al referido bono, le corresponda efectuar al trabajador. Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.”.
- - - 

Disposiciones transitorias

Artículo primero



Reemplazar en su encabezamiento la frase “a los beneficios que procedan de acuerdo a lo establecido en los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531” por “al bono de gestión institucional establecido en la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia”. 

Letra b)



Sustituir en su letra b), las frases “el artículo 4º de la ley Nº 19.531”, “conforme a lo que dispone el inciso tercero de dicha norma” y “ubicados a continuación del tramo referido en el inciso tercero del artículo 4° de la ley Nº 19.531” por “la ley Nº 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia”,  “conforme a lo dispuesto en dichas normas” y “ubicados a continuación del 40% que tuvo derecho al bono de gestión institucional”, respectivamente.
Artículo tercero

Letra b)



Reemplazar en su letra b) la frase “en función del bono de gestión institucional a que se refieren los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531” por “en función del bono de gestión institucional a que se refiere la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia”. (Unanimidad 5-0).

Letra c)



Sustituir en su letra c) las frases “área de trabajo en que desempeña el funcionario” y “en función del bono de gestión institucional a que se refieren los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531” por “área de trabajo en que se desempeña el funcionario” y “en función del bono de gestión institucional a que se refiere la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia”, respectivamente. 
- - -



El señor Secretario General añade que todas las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda fueron aprobadas por la unanimidad de sus miembros por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, deben se votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.


Finalmente, hace presente que los artículos 4º bis y 4º ter, nuevos, y el artículo 5º contenidos en el artículo 1º, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispone el artículo 38 de la Carta Fundamental, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente, conforme lo acordado por la Sala hace un momento, somete a votación las enmiendas propuestas por la Comisión de Hacienda, las que son aprobadas por 24 señores Senadores, de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.531:



1) Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:



“Artículo 2° bis.- Establécese, a contar del 1° de abril de 2007, un bono de nivelación para los funcionarios de la Corte Suprema, pertenecientes a los grados I y II de la Escala del Personal Superior del Poder Judicial, equivalente a montos que les permitan alcanzar la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente de un Ministro de Estado. Las cantidades a pagar mensualmente por concepto de dicho bono se fijarán por decreto que dictará anualmente el Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda.



Los montos que se perciban por concepto del bono de nivelación no tendrán el carácter de imponibles ni servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración.”.



2) Sustitúyese el artículo 4°, por el siguiente:



“Artículo 4°.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2008, un bono de modernización para el personal perteneciente a los grados III al XI del escalafón del personal superior del Poder Judicial, a los escalafones de Consejeros Técnicos y de empleados del Poder Judicial, a la Academia Judicial y a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con los incrementos, modalidades y porcentajes que se indican en los artículos siguientes.



El bono de modernización contendrá los siguientes elementos:



a) Un componente base, de un 9%;



b) Un incremento por desempeño institucional, de hasta un 7%, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4º bis; y



c) Un incremento por desempeño colectivo, de hasta un 6%, según lo que expresa el artículo 4° ter.



El monto de este bono se determinará aplicando los porcentajes señalados precedentemente sobre la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional, en su caso, percibidas por cada funcionario a quien corresponda el beneficio, durante el período respectivo.



El componente base se pagará mensualmente. Los incrementos por desempeño institucional y colectivo se pagarán trimestralmente, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de dichos incrementos.



No tendrán derecho a percibir los incrementos a que se refieren los literales b) y c) precedentes, los funcionarios que sean calificados en lista condicional o deficiente, ni aquellos que, durante el año anterior al pago del mismo, no hayan prestado servicios efectivos en el Poder Judicial, en la Academia Judicial o en la Corporación Administrativa del Poder Judicial durante a lo menos seis meses, con la sola excepción de los períodos correspondientes a licencias médicas por accidentes del trabajo a que se refiere la ley N° 16.744, incluidos los descansos previstos en los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo.



No obstante, el personal a quien correspondan los incrementos por desempeño institucional y por desempeño colectivo que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a que estos incrementos se paguen en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.



Los montos que se perciban por concepto del bono de modernización no servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Tendrán el carácter de tributables e imponibles para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentren afectos los incrementos por desempeño institucional y colectivo, se distribuirá su monto en los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.”.



3) Agréganse los siguientes artículos 4° bis y 4° ter, nuevos:



“Artículo 4º bis.- El incremento por desempeño institucional se concederá en relación a la ejecución de metas anuales de eficiencia institucional. Su grado de cumplimiento será medido a través de indicadores de gestión u otros instrumentos de similar naturaleza.



Para efectos de la presente ley se entenderá por institución las unidades organizacionales del Poder Judicial a las cuales les puedan ser aplicables metas de eficiencia comunes, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial.



El cumplimiento de las metas de eficiencia institucional del año precedente, dará derecho a los funcionarios señalados en el artículo 4°, a un incremento del 7% de la suma de las remuneraciones indicadas en el inciso tercero del referido artículo, siempre que la institución haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales de eficiencia a que se haya comprometido. Si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%, el porcentaje de este incremento será de un 3,5%. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a incremento alguno.



Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo emanado del Ministerio de Justicia, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los criterios para determinar: las instituciones; los mecanismos de control y evaluación de las metas de eficiencia; la forma de medir y ponderar los distintos elementos o indicadores a considerar; la manera de determinar los distintos porcentajes de este incremento; los procedimientos y el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas de eficiencia a alcanzar; los mecanismos de participación del personal y de sus asociaciones gremiales, y toda otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de este beneficio. Para la dictación de este Reglamento, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la Comisión Resolutiva Interinstitucional.



La Comisión Resolutiva Interinstitucional a que se refiere el artículo 5°, determinará anualmente, sobre la base de las propuestas formuladas por cada institución a través de la Secretaría Técnica, las Metas de Eficiencia Institucional para cada una de ellas, las que especificarán metas de gestión y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios. Dichas metas deberán basarse en el programa marco que al efecto aprobará anualmente la Comisión Resolutiva Interinstitucional.



Una entidad evaluadora externa, contratada al efecto, de acuerdo a los procedimientos señalados en el artículo 5° bis, señalará el grado de cumplimiento de las metas de eficiencia institucional que cada institución haya efectivamente alcanzado anualmente.



Artículo 4º ter.- El incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 4°, será concedido a los funcionarios que se desempeñen en equipos, unidades o áreas de trabajo, en relación con el grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada uno de ellos, el que dará derecho a los funcionarios que lo integran, a contar del 1° de enero de 2008, a percibir un incremento del 6% de la suma de las remuneraciones indicadas en el inciso tercero del artículo 4°, cuando el nivel de cumplimiento de las metas de desempeño colectivo prefijadas, sea igual o superior al 90%, y de un 3 %, si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a incremento alguno.



Un Reglamento del Ministerio de Justicia suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de definir anualmente: los equipos, unidades o áreas de trabajo teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales; la distribución de los excedentes generados por las unidades que no hayan alcanzado el nivel de cumplimiento a que se refiere el inciso precedente entre los grupos, unidades o áreas que lo hayan sobrepasado; los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de desempeño por equipo, unidad o área; la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores que permitirán medir el cumplimiento de las metas; la manera de determinar los porcentajes de este incremento; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambien de unidades o áreas de trabajo; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales de desempeño colectivo; los mecanismos de participación del personal y sus asociaciones gremiales y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este beneficio. Para la dictación de este Reglamento, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la Comisión Resolutiva Interinstitucional.”.



4) Sustitúyese el artículo 5°, por el siguiente:



“Artículo 5°.- Habrá una Comisión Resolutiva Interinstitucional encargada de establecer anualmente, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación, las Metas de Eficiencia Institucional y las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo.



La Comisión estará conformada por un Ministro de la Corte Suprema, el Ministro de Justicia o el funcionario a quien éste designe, el Ministro de Hacienda o el funcionario a quien éste designe, y dos representantes de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial que, según su número de afiliados, posean mayor representatividad. Actuará como Secretaría Técnica de esta comisión el Director Administrativo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En el ejercicio de dicha función, el Director Administrativo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial recibirá y trasmitirá a la Comisión Resolutiva Interinstitucional la opinión técnica que, sobre materias de su competencia, formulen los representantes de las restantes asociaciones gremiales del Poder Judicial de carácter nacional.



La Comisión Resolutiva Interinstitucional tendrá, sin perjuicio de lo que establezcan los reglamentos precitados, las siguientes funciones:



a) Formular el Programa Marco conforme al cual las instituciones propondrán sus Metas de Eficiencia Institucional para el año siguiente especificando las metas de gestión y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios, así como el cumplimiento de los acuerdos y plazos que se desprendan de dicho proceso.


Las metas de eficiencia institucional definidas para el año siguiente deberán quedar refrendadas en un acuerdo anual que suscribirá con cada institución, el Ministro de Justicia y el Ministro de Hacienda conjuntamente con los restantes representantes de la Comisión Resolutiva Interinstitucional, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.



b) Definir las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo pertinentes y relevantes con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación para cada equipo, unidad o área de trabajo.



Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes del Poder Judicial, y ser consistentes con las metas comprometidas para el incremento por desempeño institucional a que se refiere el artículo 4° bis.



Las referidas metas quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un Acuerdo de Desempeño que suscribirá con cada institución, el Ministro de Justicia y el Ministro de Hacienda conjuntamente con los restantes representantes de la Comisión Resolutiva Interinstitucional, en el último trimestre de cada año.



c) Definir anualmente las instituciones y los criterios a considerar para definir los equipos, unidades o áreas de trabajo teniendo en consideración parámetros funcionales, orgánicos o territoriales, o la combinación de ellos.



Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas, el que será verificado por la entidad evaluadora externa a que se refiere el artículo siguiente.



d) Los acuerdos que adopte la Comisión en lo relativo a la formulación, evaluación y seguimiento de las Metas de Eficiencia Institucional y de las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo serán aprobados por las cuatro quintas partes de sus miembros en ejercicio. Éstos tendrán el carácter resolutivo y obligatorio y serán enviados a la Corte Suprema para que, al igual que los actos administrativos que sean necesarios para el cumplimiento de los literales precedentes, sean formalizados mediante auto acordado del Tribunal Pleno.



La Comisión Resolutiva Interinstitucional podrá ser convocada a sesionar por el Ministro de la Excelentísima Corte Suprema que la integre, el Ministro de Justicia, el Ministro de Hacienda y cualquiera de los Presidentes de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial que la integran, para tratar materias relacionadas con la aplicación de los incrementos por desempeño institucional y por desempeño colectivo a que se refieren los artículos 4° bis y 4° ter. Asimismo, durante las fases de formulación y evaluación de las metas de eficiencia, podrá ser convocada a petición de cualquiera de sus integrantes.”.



5) Incorpórase el siguiente artículo 5° bis, nuevo:



“Artículo 5° bis. Existirá una entidad evaluadora de origen externo que tendrá como función efectuar los procesos de evaluación de las Metas de Eficiencia Institucional y las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo, sobre la base de los informes relativos al grado de cumplimiento de las metas institucionales y de desempeño colectivo que elaboren los responsables de las instituciones y unidades o equipos de trabajo, respectivamente, los que se ponderarán de conformidad a los criterios metodológicos que determinen los reglamentos a que se refieren los artículo 4° bis y 4° ter precedentes.



Excepcionalmente, y para el evento que no existieren entidades oferentes para efectuar el proceso de evaluación, éste podrá desarrollarse por una persona natural designada conforme al procedimiento previsto en el inciso cuarto del presente artículo.



De dicha evaluación se podrá reclamar ante la Comisión Resolutiva Interinstitucional, y apelar ante la Corte Suprema en caso de rechazo de esta última, todo ello de conformidad al procedimiento que al efecto regulen los reglamentos a que se refieren los artículos 4° bis y 4° ter.



Dicha entidad evaluadora será seleccionada, previa licitación pública convocada por el Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, por la Comisión Resolutiva Interinstitucional. Para estos efectos se incorporarán los fondos respectivos en el presupuesto anual de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.”.



6) Incorpórase el siguiente artículo 5° ter, nuevo:



“Artículo 5° ter.- El personal que  perciba el bono de modernización tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecto el bono de modernización, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre el valor de dicho bono, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 



a) 20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 



b) 25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 



c) 21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 



Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, tal bonificación será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto al referido bono, le corresponda efectuar al trabajador. Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.”.


Artículo 2°.- El bono de modernización que se establece en el numeral 2) del artículo anterior, será incompatible con los bonos de desempeño individual y gestión institucional a que se refiere el inciso tercero del artículo 77 de la ley N° 19.640.

Disposiciones transitorias



Artículo primero.- Adicionalmente al bono de gestión institucional establecido en la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia, durante el año 2007, se concederá por única vez al personal señalado en el numeral 2) del artículo 1° de la presente ley:



a) Un bono mensual no imponible por desempeño equivalente a un 9% aplicado sobre la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional, cuando corresponda. El pago de este bono se realizará a contar del 1° de abril de 2007.


b) El bono de gestión institucional a que se refiere la ley Nº 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia, para el 10% del personal mejor calificado que no tuvo acceso al bono, conforme a lo dispuesto en dichas normas. Este bono se pagará igualmente, y por única vez, durante el año 2007, al personal perteneciente a los grados III y IV del escalafón del personal superior del Poder Judicial y a los empleados de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial que detenten esos mismos grados. Asimismo, se pagará al 100% mejor calificado del personal perteneciente a cada uno de los tribunales que, ubicados a continuación del 40% que tuvo derecho al bono de gestión institucional, completen hasta el 90% que dé mejor cumplimiento a las metas de gestión, que a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas, fijó la Corte Suprema para el año 2006.



Artículo segundo.- Otórgase un bono especial, por una sola vez, al personal señalado en el numeral 2) del artículo 1° de la presente ley, que estando en servicios al 1° de abril de 2007, también, lo esté a la fecha del pago de este bono. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará en una sola cuota, en el mes siguiente al de publicación de la presente ley.



El monto será de $70.000.- (setenta mil pesos) para todos los empleados señalados en el inciso anterior cuyas remuneraciones líquidas en el mes anterior al pago del beneficio sean superiores a $ 500.000 (quinientos mil pesos) y de $80.000.- (ochenta mil pesos) para aquellos cuyas remuneraciones líquidas en el mismo período sean iguales o inferiores a $ 500.000 (quinientos mil pesos).



Artículo tercero.- Durante el año 2008 el bono de modernización a que se refiere el numeral 2) del artículo 1º de esta ley, se pagará conforme a las siguientes reglas:



a) El componente base será equivalente al 9% de las remuneraciones que deben considerarse para determinarlo.



b) El incremento por desempeño institucional será del 3,5% de la base correspondiente siempre que la institución haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 75%. Este incremento se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que fueron aprobadas por la Corte Suprema para ser cumplidas el año 2007 en función del bono de gestión institucional a que se refiere la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia. Para estos efectos, mediante acuerdo de la Corte Suprema, se modificará la forma de medir y ponderar los distintos factores y los indicadores a considerar a fin de adecuarlos al nuevo diseño.



c) El incremento por desempeño colectivo será del 6% de la base correspondiente siempre que el equipo, unidad o área de trabajo en que se desempeña el funcionario haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales de desempeño fijadas para cada uno de ellos. Si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%, el porcentaje de este incremento será de un 3%. Este incremento se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que fueron aprobadas por la Corte Suprema para ser cumplidas el año 2007 en función del bono de gestión institucional a que se refiere la ley N° 19.531 y su reglamento, contenido en el D.S. N° 432, de 1998, de Justicia.



Artículo cuarto.- Los reglamentos a que se refiere el numeral 3) del artículo 1° de la presente ley, deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley.



Artículo quinto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2007 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03 Poder Judicial del Presupuesto del Sector Público vigente. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente suplementar los presupuestos de los Capítulos que conforman la Partida Poder Judicial, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica, con segundo informe 

de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica, con segundo informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 4.879-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en la sesión 25ª, ordinaria, de 13 de Junio del año en curso y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Hacienda, el que deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1°, 4° y 5° permanentes.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.



IV.- Indicaciones rechazadas: números 5 bis y 6 bis.



V.- Indicaciones retiradas: números 5 y 6.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 1 bis, 2, 2 bis, 3, 3 bis, 4, 4 bis, 7 bis, 8 bis, 9 bis, 10 bis, 11 bis y 12 bis.
- - -



El señor Secretario General indica que de acuerdo a lo señalado precedentemente, los artículos 1º, 4º y 5º no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, manteniendo el mismo texto aprobado en general, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



El señor Presidente declara aprobados dichas disposiciones.

- - -



El señor Secretario General agrega que de las constancias reglamentarias efectuadas por la Comisión de Hacienda, se concluye que ella  no efectuó ninguna enmienda a la iniciativa aprobada en general, puesto que rechazó dos indicaciones y declaró inadmisibles 14 y que otras dos indicaciones fueron retiradas.



En consecuencia, señala a la Sala, correspondería reglamentariamente aprobar este proyecto en los mismos términos en que se despachó en general, es decir, con el mismo texto que sancionó la Cámara de Diputados.

- - -



Luego, el señor Secretario General  señala que se ha renovado una indicación para suprimir la letra b) del artículo 6º, la que fue rechazada por la Comisión de Hacienda por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Escalona, Gómez, Bianchi y Ávila.



A continuación, el señor Presidente anuncia que la discusión en particular de esta iniciativa queda pendiente por haber llegado la hora de término del Orden del Día de esta sesión.

- - -



El señor Presidente hace presente a la Sala que los proyectos de acuerdo considerados en el Tiempo de Votaciones de esta sesión no podrán ser votados por no haber el número de Senadores requerido para poder adoptar acuerdos.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Longueira.



El señor Presidente, a continuación, deja constancia que en ese momento hay once senadores en la Sala.

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando información acera del actual estado en el cual se encuentran los deslizamientos de tierra en el sector de Amargos, comuna de Corral, provincia de Valdivia.



2) Al señor Director de Obras Portuarias del Ministerio de Obras Públicas, requiriendo información sobre las razones por las cuales se puso a la venta la draga Ernesto Pinto y los planes que se han dispuesto para su reemplazo.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Contralor Regional de la II Región, solicitando que informe acerca de la presentación efectuada por persona que indica, en relación con la existencia de supuestas irregularidades en el concurso público para proveer cargos de planta en el Gobierno Regional de Antofagasta.



2) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de María Elena, requiriendo información respecto de la licitación efectuada recientemente para capacitar a profesores de esa Comuna.



3) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de San Pedro de Atacama, en relación con los problemas de suministro eléctrico que afectan a la Comuna derivados de supuestas irregularidades que tendría la entidad encargada de su  implementación.



4) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, sobre la solicitud de donación de cuatro obstáculos portátiles y uno fijo para el estadio de Tocopilla.



5) Al señor Presidente Ejecutivo de la Corporación del Cobre, solicitando información acerca del cumplimiento del acuerdo marco suscrito con trabajadores subcontratados de esa empresa.



- Del Honorable Senador señor Coloma al señor Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad, requiriendo las respuesta de diversos planteamientos sobre el otorgamiento de subsidios por partes de dicho Fondo.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A la señora Ministra de Educación, solicitando que se de respuesta a un oficio anterior, en relación con diversos problemas de funcionamiento que afectan al Liceo María Aurora Guiñez Ramírez, de la comuna de Purén y que se implementen carreras técnicas por ese establecimiento educacional.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información acerca de la construcción de un nuevo puente o la instalación de uno mecano en el sector de Villa Las Araucarias, comuna de Angol y las fechas en que ello se ejecutaría y sobre el estado de avance del proyecto de construcción del Embalse Río Purén, en la Cordillera de Nahuelbuta, sector de Coyancahuin, de la comuna de Purén. 


3) A los señores Ministro de Obras Públicas, Director Regional de Vialidad  y Gerente General de la Ruta de La Araucanía Sociedad Concesionaria S.A., requiriendo la construcción de una pasarela a la altura del kilómetro 596 de la Ruta 5 Sur y de cuando se dará inicio y término a dichas obras.



4) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando información acerca del efecto que produce en el medio ambiente y en la salud de las personas, especialmente de quienes integran los grupos más vulnerables de la población, la instalación de antenas de telefonía móvil en la comuna de Collipulli, IX Región.



5) Al señor Fiscal de la comuna de Angol, requiriendo información sobre el número de denuncias por el delito de robo con fuerza en lugar habitado o destinado a la habitación que han ocurrido durante este año en el sector de Villa Cordillera, de esa Comuna.



6) Al señor Alcalde la Ilustre Municipalidad de Ercilla, solicitando que remita la nómina priorizada de los caminos públicos que se encuentran en mal estado en esa Comuna.



7) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Ercilla y a la señora Directora del Consultorio de esa ciudad, requiriendo información acerca de las necesidades de dotación de personal médico, técnico, de enfermería y paramédico, infraestructura, equipamiento y medicamentos del Consultorio de esa Comuna.



8) Al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la IX Región, solicitando la pavimentación del tramo comprendido entre las calles General Gana y Aníbal Pinto y la adopción de las medidas necesarias para evitar el rebalse del canal Chumay, de la comuna de Traiguén y la pavimentación de la calle Nahuelco y el mejoramiento del sistema de recolección de aguas lluvias del Villa El Fortín y Villa Nahuelco, en la comuna de Purén.



9) A la señora Directora de Fiscalización de Obras Públicas y al señor Gerente General de la empresa concesionaria “El Bosque”, solicitando la instalación de una luminaria y la reparación del pasamanos  en la pasarela ubicada en el sector “El Riego”, de la comuna de Collipulli.



- Del Honorable Senador señor Horvath.



1) A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitando que extienda la concesión de subsidios especiales al consumo eléctrico para quienes integran los sectores de menores ingresos de la XI y XII Regiones y la provincia de Palena.



2) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitando que disponga las medidas conducentes para esclarecer el asesinato del periodista chileno Alberto Palma, ocurrido recientemente en Paraguay, como así también, otorgar el apoyo a su familia en lo concerniente al traslado y repatriación de sus restos.


3) A los señores Director de Aeronáutica Civil y Director Nacional de Aeropuertos, solicitando que de las instrucciones necesarias para solucionar los problemas de abastecimiento de combustible que afecta en la actualidad al aeropuerto de la ciudad de Balmaceda, XI Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

___________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien efectúa diversos planteamientos en relación con la venta del Frigorífico Patagonia.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, el Comité Partido Demócrata Cristiano, el Comité Mixto Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente y el Comité Partido Unión Demócrata Independiente.

- - -


A continuación, el señor Secretario General  anuncia que el señor Presidente ha dispuesto que en la próxima sesión ordinaria del día martes 4 de septiembre, la Tabla de Fácil Despacho considere los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica, y los servicios de certificación de dichas firmas, con segundo informe de la Comisión de Economía. (Boletín Nº 3797-19). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto del presente año.


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Núñez, en primer trámite constitucional, que reconoce el genocidio ocurrido con las etnias Selk’nam (Onas) y Aónikenk (Tehuelches) y autoriza erigir dos memoriales en las comunas de Santiago y Porvenir, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. (Boletín Nº 5203-04).


3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo de Sistemas de Medición de Audiencia en Línea, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. (Boletín Nº 3543-15). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión del martes 14 de agosto en curso.


4.-Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que confiere carácter obligatorio al segundo nivel transicional de la educación parvularia, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. (Boletín Nº 3785-04). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión del martes 14 de agosto en curso.


5.-Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES, con informe de la Comisión de Salud. (Boletín Nº 4423-11).

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERFECCIONA EL SISTEMA PREVISIONAL

(4742-13)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones


Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante, “sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente título establece, el que será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez.


Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley, los conceptos que se indican a continuación tendrán los significados siguientes:


a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3°.


b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 16.

c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión autofinanciada de referencia del solicitante más las pensiones de sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980. Todos los montos serán expresados en moneda de curso legal.

d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.

e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga de dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima con aporte solidario.

f) Complemento solidario para determinar el aporte previsional solidario de vejez, es la cantidad que resulte de restar de la pensión básica solidaria de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.

g) Pensión autofinanciada de referencia o estimada para determinar la pensión base, es aquella que se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez  o invalidez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a dicha fecha. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. 


Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. De igual modo, se recalculará el complemento solidario y la pensión base cuando el beneficiario comience a percibir una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, y cuando procediere otorgar una pensión de sobrevivencia a un beneficiario de aquellos establecidos en el artículo 5° del citado cuerpo legal, que hubiese adquirido dicha calidad en forma posterior a la fecha del cálculo original.

h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario, a que se refiere el artículo 10.

i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo tercero del presente Título.

j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo quinto del presente Título.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez


Artículo 3°.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos siguientes:

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad.


b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 28.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos, contados desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y, en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.


Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior, se entenderá que componen el grupo familiar, el eventual beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de dieciocho años de edad y los hijos mayores de dicha edad pero menores de veinticuatro años siempre que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de su grupo familiar en los casos que determine el reglamento.


Se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de la solicitud para acceder a los beneficios de este título. 


Artículo 5°.- Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los nacionales deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones diplomáticas,  representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.

Asimismo, para las personas comprendidas en la definición de exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley N° 18.994, que hubiesen sido registradas como tales por la Oficina Nacional de Retorno, se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que permanecieron por esa causa en el extranjero. Para tal efecto, el Ministerio de Justicia extenderá la certificación correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la forma que determine el Reglamento.

Las excepciones establecidas en los incisos precedentes serán aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a los beneficios de este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres establecida en el Título III de esta ley.


No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, para el acceso a pensión básica solidaria de vejez, el lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos de residencia, establecido en dicha norma, se computará desde la fecha de nacimiento del peticionario, en el caso de chilenos que carezcan de recursos conforme lo establezca el Reglamento.

Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social, a partir del cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3°.


Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1 de julio de 2009, de $75.000. Se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.


Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el quince por ciento.


Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin que la variación del referido índice alcance el quince por ciento, ella se reajustará en el porcentaje de variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso este último reajuste sustituirá al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar, regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez


Artículo 9°.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de vejez, las personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario.


Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3°, respecto de las personas que registren veinte años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile. 


Artículo 10.- Para los beneficiarios señalados en el artículo anterior, cuya pensión base sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión final, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión final.


Artículo 11.- Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del aporte previsional solidario de vejez  se determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:


a) Si percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor del complemento solidario.


b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de vejez ascenderá al monto del complemento solidario corregido por un factor actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en norma de carácter general. El citado factor reducirá el monto del complemento solidario de vejez en razón de que en esta modalidad de pensión, la suma del aporte previsional solidario y de la o las pensiones que el beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, siempre deberá financiar al menos el valor de la pensión básica solidaria de vejez.

Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.


Artículo 12. Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder al aporte previsional solidario de vejez, deberán presentar la correspondiente solicitud a partir del cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3°. 


El aporte previsional solidario de vejez, se devengará a contar de la fecha de presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se encuentre pensionado por vejez de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar de la obtención de dicha pensión, si ésta la hubiere obtenido con posterioridad a la presentación de la referida solicitud, y en ambos casos se pagará mensualmente.

Artículo 13.- El valor de la pensión máxima con aporte solidario será, a contar del 1 de julio de 2012, de doscientos mil pesos y se reajustará en la forma dispuesta en el artículo 8°.

Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2°, respecto de las personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del decreto ley N° 3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, será calculada como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse conforme al mencionado artículo 68, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la fecha de dicha pensión. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión de vejez y se le sumarán, si correspondiere, el monto de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha, expresadas también en cuotas. En dicho saldo, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N° 3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las mujeres o 65 años en el de los hombres, el total del saldo anterior se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.


Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones otorgadas conforme a dicho decreto ley, de un monto inferior a la pensión básica solidaria de vejez, tendrán derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68 bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en las letras b) y c) del artículo 3°. Las personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta la misma fecha establecida en el inciso primero del artículo 23 y les serán aplicables los artículos 26 y 27.


Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cumplan los requisitos establecidos en el artículo 9°, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez.


Para los efectos del inciso anterior, la pensión autofinanciada de referencia para determinar el complemento solidario o la pensión final, se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del complemento solidario y de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. 

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez


Artículo 16.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez, las personas que sean declaradas inválidas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, siempre que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y cumplan con los requisitos siguientes:


a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta y cinco años.

b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo 3°.

c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cinco años continuos inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.


Artículo 17.- Se considerará inválida  la persona que se encuentre en la situación que define como tal el inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 3.500, de 1980. La declaración de invalidez corresponderá efectuarla a las Comisiones Médicas de Invalidez establecidas en el artículo 11 del mencionado decreto ley.


Artículo 18.- Para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez, se deberá presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social.


Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total o parcial, será de igual valor al de la pensión básica solidaria de vejez, se devengará desde la fecha de presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez


Artículo 20.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de invalidez, las personas inválidas señaladas en el artículo 17 que se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que no perciban pensiones de otros regímenes previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:


a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16.

b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de dicho sistema, sea de un monto inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Artículo 21.- El aporte previsional solidario de invalidez señalado en el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500, de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.


La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior, podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.


Artículo 22.- El beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades laborales, mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez en la forma que se indica a continuación:


a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte previsional solidario de invalidez, para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso laboral mensual igual o inferior a medio ingreso mínimo mensual. 


b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el beneficiario menos la mitad de un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho salario. Lo anterior, se aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral mensual superior a medio ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual.


Lo dispuesto en la letra anterior, no regirá durante los dos primeros años contados desde que la persona comience a percibir ingresos laborales, período en el que percibirá el cien por ciento del beneficio.  Durante el tercer año desde que la persona comenzó a percibir dichos ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción a la pensión solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, establecida en el inciso anterior. A contar del cuarto año desde que la persona comience a percibir esos ingresos laborales, se aplicará el cien por ciento de la reducción dispuesta en el inciso anterior.


Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez,  conforme a lo establecido en el inciso anterior.

Con todo, si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21, según corresponda, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento.


Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario harán variar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o de su aporte previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 


Para los efectos de este artículo, se entenderá por ingresos laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba el beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez.


Artículo 23.- El beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a las normas establecidas en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.


Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el pensionado de invalidez en virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2°. En este caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la pensión de invalidez considerando la edad, grupo familiar y el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha e incluirá, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones



Artículo 24. Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones, la supervigilancia y fiscalización del sistema solidario que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado sistema.


Artículo 25. Las personas que gocen de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser beneficiarias de esta prestación en relación con sus descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.


Artículo 26. Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos siguientes:


a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;

b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento; 


c) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes relativos al beneficio que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al respectivo requerimiento, el que deberá efectuarse personalmente al beneficiario o en la forma que determine el reglamento, o


d) Por obtención de residencia del beneficiario en país extranjero.


En el caso de los inválidos parciales el derecho a los beneficios del sistema solidario de invalidez se  extinguirá ante la negativa del beneficiario de someterse a las reevaluaciones indicadas por las Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17, para lograr su recuperabilidad.


El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al Instituto de Previsión Social, la pérdida de alguno de los requisitos necesarios para el goce de los beneficios.


El beneficiario deberá  informar al Instituto de Previsión Social cualquiera aumento considerable que experimenten sus ingresos de acuerdo a lo que determine el reglamento, a fin  que le sea aplicado el instrumento de focalización. En caso de incumplimiento de esta obligación, el Director del Instituto de Previsión Social podrá, fundadamente, sancionar al beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro de aquellos percibidos indebidamente.


Si el beneficiario no cobrare alguno de los beneficios del sistema solidario durante el periodo de seis meses continuos, el Instituto de Previsión Social suspenderá el pago correspondiente.

El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando deje de concurrir alguno de los requisitos legales establecidos para su otorgamiento o haya concurrido alguna causal de cese del beneficio.


Artículo 27. Todo aquel que percibiere indebidamente cualquiera de los beneficios del sistema solidario, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionado conforme al artículo 467 del Código Penal. Además deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

Al Director Nacional del Instituto de Previsión Social, le corresponderá ejercer las facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante, la información señalada en el inciso tercero del mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de Pensiones.



Artículo 28. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar los requisitos establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario; determinará los casos en que el peticionario podrá solicitar ante el Instituto de Previsión Social que reconsidere la composición de su grupo familiar, para lo cual podrá requerir que se excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4°, en función de factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario, residen o no en la misma vivienda; señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Instituto de Previsión Social para determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso per cápita del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los mismos para toda la población. Además, fijará los criterios para definir el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que utilizará el Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos establecidos en este título, y las demás normas necesarias para la aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias.


Artículo 29.-  A las personas pensionadas o imponentes de los regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, no les serán aplicables las disposiciones del sistema solidario, ni aun cuando además se encuentren afiliadas o afectas a otro régimen previsional.


Artículo 30.-  Las personas que carezcan de recursos y gocen de pensión básica solidaria de vejez  causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, sólo tendrá derecho a tal beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto, con el límite establecido en el inciso primero del artículo 6° del decreto con fuerza de ley citado en el inciso anterior, quedando el saldo hasta completar dicho límite a disposición del o la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.

El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que se refiere este artículo con cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto.  


Artículo 31.- Establécese un subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de edad. Este subsidio se otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la tuición y fiscalización de la observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se refiere el presente artículo, la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y aquellas establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 


Artículo 32.- Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del sistema solidario siempre que cumplan los requisitos establecidos en el presente Título, en lo que corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última fuere de un monto superior al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de las leyes señaladas en el inciso anterior.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, siempre que perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N° 3.500, de 1980. En estos casos al monto del complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho inciso.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero y se encuentren percibiendo pensiones de algún régimen previsional administrado por el Instituto de Normalización Previsional, podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio, deducidas las pensiones del inciso primero.


Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del artículo 9°.


Artículo 33.- Introdúcense en la ley N° 19.949, las modificaciones siguientes:


a) Reemplázase en el artículo 2° la oración: “a las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975,” por la frase “a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.

b) Suprímense en el inciso primero del artículo 7° las frases “y en el decreto ley N° 869, de 1975” y “y a la pensión asistencial”; reemplázanse en el mismo inciso las frases “contemplan dichos cuerpos legales” por “contempla dicho cuerpo legal” y ”dichos cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el texto, por “dicho cuerpo legal”; y reemplázase en el inciso segundo la frase “Estos beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.


c) Elimínase en el artículo 9° la expresión “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales".
Párrafo séptimo

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, en materia de beneficios garantizados por el Estado


Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1. Suprímese el inciso tercero del artículo 1°.


2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 11: 


a) Reemplázase en la segunda oración, del inciso duodécimo la frase: “pensión mínima a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión: “pensión mínima”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


3. Suprímese en el inciso cuarto del artículo 20 la expresión “en la determinación del derecho a garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el Título VII, ni”.


4. Suprímese  el inciso tercero del artículo 22.


5. Suprímense en los incisos primero y segundo del artículo 51 las oraciones siguientes: “y con la garantía estatal a que se refiere el Título VII, cuando corresponda”. 


6. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 62:


a) Reemplázase en el inciso segundo en la última oración la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima a que se refiere el inciso antes señalado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase: “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado, a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “ciento cincuenta  por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


7. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62 bis:


a) Reemplázase en la última oración del inciso primero la frase “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso segundo la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “valor de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


8. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 64:


a) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


9. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:


a) Reemplázase en el inciso cuarto la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso séptimo la frase: “ciento cincuenta  por ciento de una pensión mínima de vejez garantizada por el Estado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:

a) Reemplázanse en la segunda oración del inciso primero  la frase “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73, el afiliado”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez y siempre que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, éste”, y la expresión “la mínima”, por las palabras: “la pensión básica solidaria”.


b) Reemplázase en la tercera oración del inciso tercero la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 

11. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 68:


a) Reemplázase en la letra b) del inciso primero la oración: “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Elimínase el inciso cuarto.

12. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 82:

a) Sustitúyese en su inciso tercero la oración: “las pensiones mínimas a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente “la pensión básica solidaria de vejez”. 


b) Sustitúyese en su inciso quinto la palabra: “mínima”, por “básica solidaria de vejez”. 

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA EL SISTEMA DE PREVISIÓN SOCIAL
Párrafo primero

De los Organismos Públicos del  Sistema de Previsión Social


Artículo 35. Los órganos públicos que tendrán la principal responsabilidad del sistema de previsión social serán los siguientes:


a) El Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


b) La Subsecretaría de Previsión Social;


c) La Superintendencia de Pensiones; 


d) La Superintendencia de Seguridad Social;


e) El Instituto de Previsión Social, y


f) El Instituto de Seguridad Laboral.

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social


Artículo 36. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias laborales y de previsión social.


De acuerdo con el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, le corresponderá proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.


El Ministerio contará con dos Subsecretarías: una del Trabajo y otra de Previsión Social.


Artículo 37. La Subsecretaría de Previsión Social será el órgano de colaboración inmediata del Ministro del ramo y coordinará la acción de los servicios públicos del área correspondiente.


El Subsecretario de Previsión Social será el jefe superior de la Subsecretaría.


Artículo 38. La Subsecretaría de Previsión Social tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:

1. Asesorar al Ministro del Trabajo y Previsión Social en la elaboración de políticas y planes correspondientes al ámbito de la previsión social, como asimismo, en el análisis estratégico, planificación y coordinación de los planes y acciones de los servicios públicos del sector.

2. Estudiar y proponer al Ministro del Trabajo y Previsión Social las normas y reformas legales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.

3. Evaluar las políticas aplicables al sector conforme a las instrucciones del Ministro del ramo.

4. Efectuar y promover la elaboración de estudios e investigaciones, en el ámbito de la previsión social.

5. Asistir al Ministro en el ámbito de las relaciones internacionales en materia de previsión social y en la participación de Chile en organismos internacionales relativos al tema.

6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para sensibilizar, informar, educar y apoyar a la población en el conocimiento del sistema de previsión social, facilitándole el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.

7. Promover estrategias de incorporación de los trabajadores independientes al régimen de cotizaciones obligatorias establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.

8. Administrar el Fondo para la Educación Previsional.

9. Coordinar los órganos del sector en las estrategias de promoción, difusión y educación en el sistema de previsión social de acuerdo con las políticas definidas en la materia.

10. Asistir administrativamente a la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones.

11. Las demás funciones y atribuciones que contemplen otras leyes. 
Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones


Artículo 39.- Créase una Comisión de Usuarios por cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que estará integrada por dos representantes de los afiliados, uno de los empleadores, uno de los pensionados y un académico universitario que la presidirá. Asimismo, créase una Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por los presidentes de cada una de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.


Las Comisiones tendrán como función informar a la Superintendencia de Pensiones sobre las evaluaciones que efectúen sobre el funcionamiento del Sistema de Pensiones.

La Superintendencia de Pensiones otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de estas Comisiones.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de las Comisiones a que se refiere este artículo y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.

Artículo 40.- Las Comisiones de Usuarios a que se refiere este párrafo estarán especialmente facultadas para conocer y ser informadas por la Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones, la Administradora de Fondos de Pensiones respectiva y el Instituto de Previsión Social, según corresponda, de las siguientes materias:

a) Medidas, instrumentos y procedimientos destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley para las instituciones públicas y privadas del Sistema de Pensiones;


b) Cumplimiento por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones de la normativa sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones;


c) Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980;

d) Proceso de licitación para la administración de cuentas de capitalización individual, regulado en el Título XV del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y


e) Estrategias de educación y difusión que se implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los recursos del Fondo para la Educación Previsional.


A su vez, la Superintendencia de Pensiones deberá remitir anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada Administradora, respecto de los procesos de fiscalización realizados durante el año calendario anterior.

Artículo 41.- La Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones deberá emitir un informe anual que contenga los resultados y conclusiones de las observaciones al Sistema de Pensiones y las propuestas sobre la estrategia de educación y difusión de dicho sistema, que efectúen las Comisiones de Usuarios de cada una de las Administradoras. Dicho informe deberá ser remitido a la Cámara de Diputados y difundido conforme al procedimiento y modalidades que establezca el reglamento.
Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional

Artículo 42. Créase el Fondo para la Educación Previsional, administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 


El Comité de Selección estará integrado por el presidente  de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social y por un representante del Instituto de Previsión Social.


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Educación Previsional, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de funcionamiento del comité de selección y todas las que sean pertinentes.


A lo menos el sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.


Artículo 43.- El Fondo para la Educación Previsional estará constituido por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y


d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones


Artículo 44. Créase la Superintendencia de Pensiones, organismo público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá por esta ley y su estatuto orgánico y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría de Previsión Social.


La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos los efectos sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones creada por el decreto ley N°3.500, de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.

Artículo 45.- La Superintendencia tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Ejercer aquellas asignadas a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y en otras normas legales y reglamentarias vigentes.


2. Ejercer la supervigilancia y fiscalización del Sistema de Pensiones Solidarias que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado Sistema.


3. Fiscalizar al Instituto de Previsión Social respecto de los regímenes de prestaciones de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, que éste administre, con excepción de aquellas referidas a la ley N° 16.744.


4. Velar por el cumplimiento de la legislación en lo relativo al proceso de calificación de invalidez, tanto para los afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, a los imponentes de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social, como a los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.  


5. Coordinarse con las instituciones que sean competentes en materias de fiscalización de la declaración y pago de las cotizaciones previsionales del decreto ley N° 3.500, de 1980, especialmente con el objeto de evitar la morosidad previsional y fomentar el pago oportuno de las cotizaciones previsionales.


6. Dictar normas e impartir instrucciones de general aplicación para su aplicación y cumplimiento, en los ámbitos de su competencia.


7. Interpretar administrativamente en materias de su competencia las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas o entidades fiscalizadas.


8. Velar para que las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio, de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores y a la Contraloría General de la República.


9. Efectuar los estudios técnicos y actuariales necesarios para el desarrollo de las materias de su competencia.


10. Aplicar  sanciones en los casos y forma que establezcan las leyes.


11. Constituir y administrar el Registro de Asesores Previsionales.


12. Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la celebración y ejecución de convenios internacionales relativos a materias de previsión social, actuando como organismo de enlace de los mismos.


Artículo 46.- Traspásanse a la Superintendencia de Pensiones las funciones y atribuciones que ejerce la Superintendencia de Seguridad Social en relación con el Instituto de Normalización Previsional como administrador de los regímenes de prestaciones de las ex cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, con excepción de aquellas referidas a ley N° 16.744. Además, traspásanse las funciones señaladas en el inciso final del artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y en las leyes N°s. 19.123, 19.234, 19.582 y 19.992.


Artículo 47.- La dirección superior y la administración de la Superintendencia de Pensiones corresponderán al Superintendente de Pensiones, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 48. La Superintendencia de Pensiones podrá requerir datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones, tanto a personas naturales como a instituciones públicas o privadas. Además, podrá realizar el tratamiento de los datos personales con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia. 


Para estos efectos, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal de la Superintendencia de Pensiones deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores,  sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 49.- El personal de la Superintendencia de Pensiones se regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo 50.- El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral


Artículo 51.- Créase el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.  Tendrá por objeto especialmente la administración del sistema de pensiones solidarias y de los regímenes previsionales administrados actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.


El Instituto constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 52.- Traspásanse desde el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N°3.502, de 1980, al Instituto de Previsión Social todas sus funciones y atribuciones, con excepción de aquellas referidas a la ley N°16.744. 


El Instituto de Previsión Social, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le traspasan conforme al inciso anterior, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias, que en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Instituto de Normalización Previsional se entenderán efectuadas al Instituto de Previsión Social.


Artículo 53.- El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1. Administrar el sistema de pensiones solidarias, conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;


2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres establecidas en el Párrafo 1° del Título III; 


3. Administrar el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, establecido en el Párrafo 3° del Título III;


4. Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;


5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de sus funciones;


6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos contemplados en la ley N°16.744;


7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas, de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social, con el objeto que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar a éstas servicios tales como recepción, tramitación o participación en el proceso de tramitación de los beneficios que concedan; emisión de certificaciones; pago de beneficios; recepción y tramitación de solicitudes y recepción de reclamaciones. Los precios y modalidades de pago de los servicios que se presten serán fijados por decreto supremo conjunto emanado de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y


8. Efectuar publicaciones informativas dentro del ámbito de su competencia.


Artículo 54.- El Instituto de Previsión Social estará facultado para exigir tanto de los organismos públicos como privados, los datos personales y la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones y realizar el tratamiento de los mencionados datos, especialmente para el establecimiento de un Sistema de Información de Datos Previsionales.

El Instituto deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales y los organismos públicos y privados, los que estarán obligados a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto.


Para los efectos antes señalados, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal del Instituto deberá guardar la absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 55.- La dirección superior y la administración del Instituto de Previsión Social corresponderán a un Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Director, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 56.- El personal del Instituto de Previsión Social estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo de los funcionarios públicos.


Los funcionarios del Instituto de Previsión Social deberán respetar la confidencialidad de las informaciones a que tengan acceso. Asimismo, les estará absolutamente prohibido ofrecer u otorgar a los usuarios bajo ninguna circunstancia otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio, de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 57.- El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación internacional.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral


Artículo 58.- El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, con el objeto de otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en materias previsionales a los usuarios del sistema previsional, facilitando el ejercicio de los derechos que les correspondan. 


Artículo 59.- Los Centros de Atención Previsional Integral tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


1. Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiarios del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y remitirlas a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, participando en la transmisión y recepción de las comunicaciones y documentos que sean necesarios para la concesión de estos beneficios solicitados. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral podrán recibir de los afiliados al Sistema o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia, la selección de modalidad de pensión a que alude el inciso segundo del artículo 61 bis del citado decreto ley N° 3.500, de 1980, remitiéndola posteriormente a la Administradora que corresponda;


2. Acoger a tramitación las solicitudes de otorgamiento de los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social e informar de su otorgamiento, modificación o cese;


3. Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y del Sistema de Pensiones Solidarias establecido en el Título I de esta ley. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral estarán facultados para recibir y remitir a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, las reclamaciones que presenten los afiliados o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia;


4. Emitir certificaciones rela-cionadas con los regímenes que administra y los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social;


5. Prestar los servicios que el Instituto de Previsión Social convenga con las entidades o personas jurídicas y para los fines que señala el número 7 del artículo 53 de esta ley, y


6. Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.


La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general, regulará el ejercicio de las funciones y atribuciones antedichas.


Artículo 60.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, el Instituto de Previsión Social se encontrará facultado para participar a través de los Centros de Atención Previsional Integral, del Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión a que alude el artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, pudiendo transmitir en representación de los afiliados y beneficiarios del Sistema que consagra dicho cuerpo legal, las solicitudes de oferta a que alude la letra a) del inciso octavo de esta norma, como asimismo, para recibir las ofertas de rentas vitalicias de las Compañías de Seguros de Vida y los montos de retiro programado calculados por las Administradoras, en los términos indicados en la letra c) de dicho inciso. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general que regulará esta materia.


La incorporación del Instituto de Previsión Social al Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión se efectuará en los mismos términos a que aluden los incisos noveno, décimo, undécimo y décimo segundo del citado artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 61.- A contar de la fecha en que entre en funciones el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N° 3.502, de 1980, se denominará “Instituto de Seguridad Laboral”.  En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca, salvo en el ámbito de las funciones y atribuciones que se traspasan al Instituto de Previsión Social, de acuerdo al artículo 52.


Artículo 62.- Reemplázanse en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N° 19.404, las palabras “Superintendente de Seguridad Social” por “Superintendente de Pensiones”.


Artículo 63.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el artículo 27 después de la palabra “descentralizadas” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional,”.


b) Intercálase en el inciso primero del artículo 33 después de las palabras “Cajas de Previsión” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Normalización Previsional”.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres


Artículo 64.- La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en la letra  c) del artículo 3° de esta ley, y que sólo se encuentre afiliada al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de sobrevivencia en los términos que se establece en los artículos siguientes, tendrá derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del presente Párrafo. 


Artículo 65.- La bonificación consistirá en un aporte estatal equivalente al 10% de doce ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de nacimiento del hijo.


Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, se le aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará una tasa de rentabilidad equivalente a la rentabilidad real anual promedio de todos los Fondos Tipo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el total de ingresos de las Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de las comisiones a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con exclusión de la parte destinada al pago de la prima del contrato de seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.


Artículo 66.-  A la mujer afiliada al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, se le enterará la bonificación en la cuenta de capitalización individual en el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65 años de edad.


Respecto de la mujer que sea beneficiaria de pensión básica solidaria de vejez, el Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada de referencia, que se determinará según el procedimiento establecido en la letra g) del artículo 2°, considerando como su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.


En el caso de una mujer que perciba una pensión de sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que sea otorgada por el Instituto Normalización Previsional, sin ser adicionalmente afiliada a cualquier régimen previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada en el inciso precedente. En este caso, el monto resultante se sumará al aporte previsional solidario que le corresponda.


Artículo 67.- Para hacer efectiva la bonificación, las beneficiarias deberán solicitarla al Instituto de Previsión Social, entidad que determinará su monto, ya sea para integrarla en la cuenta de capitalización individual o para efectuar los cálculos antes dispuestos, según corresponda.  


Artículo 68.- En el caso de adopción,  sea simple o plena, tendrán derecho a la bonificación, tanto  las madres biológicas como las adoptivas.  Tratándose de adopción plena, cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto de Previsión Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la Dirección Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.


Artículo 69.- Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento del beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del presente Párrafo y sus disposiciones transitorias.

Párrafo segundo

Compensación económica en materia previsional en caso de nulidad o divorcio.


Artículo 70.-  Al considerar la situación en materia de beneficios previsionales a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, y ello origine total o parcialmente un menoscabo económico del que resulte una compensación, el juez, cualquiera haya sido el régimen patrimonial del matrimonio, podrá ordenar el traspaso de fondos desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley N° 3.500, de 1980, del cónyuge que deba compensar a la cuenta de capitalización del cónyuge compensado o de no existir ésta, a una cuenta de capitalización individual,  que se abra al efecto. 

Dicho traspaso, no podrá exceder del 50% de los recursos acumulados en la cuenta de capitalización individual del cónyuge que debe compensar, respecto de los fondos acumulados durante el matrimonio.


Artículo 71.- La Superintendencia de Pensiones deberá tener a disposición de los tribunales estudios técnicos generales que contribuyan a resolver con bases objetivas la situación previsional que involucre a cónyuges. De estimarlo necesario, el juez podrá requerir al citado organismo antecedentes específicos adicionales.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos aplicables en los traspasos de fondos, apertura de las cuentas de capitalización individual que se requirieran y demás aspectos administrativos que procedan.

Párrafo tercero
Subsidio previsional a los trabajadores jóvenes


Artículo 72.- Los empleadores tendrán derecho a un subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización previsional dispuesta en el inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, calculado sobre un ingreso mínimo, respecto de cada trabajador cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibirá en relación a las primeras veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas y se imputará a las cotizaciones que el empleador deba declarar y pagar por el respectivo trabajador.


Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un subsidio estatal del mismo monto, que se integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.


El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador se incremente en hasta dos ingresos mínimos desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio.


Artículo 73.- El beneficio establecido en el artículo anterior se dispondrá a requerimiento del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el Instituto de Previsión Social, organismo que determinará su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo.


La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y de los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este Párrafo.


El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo anterior, no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a la cuenta de capitalización individual del trabajador.


Artículo 74. La persona que percibiere indebidamente los subsidios de que trata este Párrafo, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionada conforme al artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.
Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia del decreto ley N°3.500, de 1980


Artículo 75.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el  decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Agrégase el siguiente artículo 4° bis nuevo:


“Artículo 4° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, las afiliadas mayores de sesenta y hasta sesenta y cinco años de edad no pensionadas, tendrán derecho a pensión de invalidez y al aporte adicional para las pensiones de sobrevivencia que generaren, conforme a lo establecido en el artículo 54, con cargo al seguro a que se refiere el artículo 59.”.


2. Intercálase en el inciso primero del artículo 5° a continuación de la palabra “madre”, la expresión “o el padre”.


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6°.- El o la cónyuge sobreviviente, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia, debe haber contraído matrimonio con el o la causante a lo menos con seis meses de anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.”.

4. Derógase el artículo 7°.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso primero las expresiones “Las madres” por “El padre o la madre” y la palabra “del” que se encuentra entre las palabras “matrimonial” y “causante" por “de la o el". 


b) Reemplázase la letra a) por la siguiente:

 “a) Ser solteros o viudos, y”.


6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i. Reemplázase la letra a), por la siguiente: 

“a) sesenta por ciento para el o la cónyuge;”.


ii. Reemplázase la letra b), por la siguiente: 

“b) cincuenta por ciento para el o la cónyuge, con hijos comunes que tengan derecho a pensión. Este porcentaje se elevará al sesenta por ciento, cuando dichos hijos dejen de tener derecho a pensión;”.


iii. Reemplázase en las letras c)  y d) la expresión “la madre” por “la madre o el  padre” y la expresión “el causante” por “el o la causante”. 


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Si dos o más personas  invocaren la calidad de cónyuge, de madre o de padre de hijo de filiación no matrimonial de la o el causante, a la fecha de fallecimiento de estos últimos, el porcentaje que le correspondiere a cada uno de ellos se dividirá por el número de cónyuges, de madres o de padres de hijos de filiación no matrimonial que hubiere, respectivamente, con derecho de acrecer entre ellos.”.


c) Intercálese en la última oración del inciso final a continuación de la palabra “madre” la expresión “o padre”.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES


Artículo 76.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1.- Suprímese en el inciso primero del artículo 2° la expresión: “los independientes”.


2.- Suprímense en el inciso segundo  del artículo 16, la frase “o además declara renta como trabajador independiente” y la expresión “y rentas”.


3.- Agrégase en el inciso primero del artículo 19, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: “Lo anterior, es sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 92.”.


4.- Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 54, la frase: “o si hubiere cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros, si se trata de un afiliado independiente” por “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 E, si se trata de un afiliado independiente afecto al artículo 89”.


5.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 89 la frase “ejerce una actividad mediante la cual obtiene un ingreso, podrá” por la siguiente “ejerza individualmente una actividad mediante la cual obtiene rentas del trabajo de las señaladas en el artículo siguiente, deberá”.


6.- Reemplázase el artículo 90 por el siguiente: 

“Artículo 90.- La renta imponible será anual y corresponderá al 80% del conjunto de rentas brutas gravadas por el artículo 42, N°2, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenida por el afiliado independiente en el año calendario anterior a la declaración de dicho impuesto, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, ni superior al producto de multiplicar 12 por el límite máximo imponible establecido en el inciso primero del artículo 16, para lo cual la unidad de fomento corresponderá a la del último día del mes de diciembre.


Si un trabajador percibe simultáneamente rentas del inciso anterior y remuneraciones de uno o más empleadores, todas las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del inciso anterior, se sumarán para los efectos de aplicar el límite máximo anual establecido en el inciso precedente, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia.


Los trabajadores independientes que no perciban rentas de las señaladas en el inciso primero podrán cotizar respecto de aquéllas conforme a lo establecido en el párrafo siguiente.

Se entenderá por “año calendario”, el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.”.


7.- Modifícase el artículo 92 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 92.- Los trabajadores afiliados en conformidad al artículo 89, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud las que se enterarán en el Fondo Nacional de Salud, cuando correspondan. Dichas cotizaciones se pagarán de acuerdo a lo establecido en los incisos cuarto y quinto del presente artículo y en el artículo 92 F.”.


b) Incorpórense los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 

“Los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, podrán efectuar mensualmente pagos provisionales de las cotizaciones señaladas en el Título III, las cuales deberán enterarse de acuerdo al inciso primero del artículo 19, y se imputarán a las cotizaciones de pensiones que estén obligados a pagar anualmente. En este caso, el trabajador podrá pagar la cotización de salud en la Administradora, quien la enterará en el Fondo Nacional de Salud.


El trabajador independiente a que se refiere el artículo 89, deberá pagar mensualmente las cotizaciones de salud que entere en el Fondo Nacional de Salud. La renta imponible mensual será la que el afiliado declare mensualmente al Fondo Nacional de Salud o a la Administradora en el caso del inciso anterior, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al equivalente a sesenta unidades de fomento. Sin perjuicio de lo anterior, cada año se practicará una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre las rentas imponibles que declaró mensualmente en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 determinada con los ingresos de dicho año calendario. En el caso que el trabajador independiente no hubiere realizado los pagos antes señalados o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren realizado cotizaciones de salud, estos pagos se efectuarán de acuerdo al artículo 92 F.


No obstante lo establecido en el artículo 148 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, para tener derecho a las prestaciones médicas que proporciona el Régimen de Prestaciones de Salud y a la atención en la modalidad de "libre elección", requerirán haber cotizado en el mes inmediatamente anterior a la fecha en que impetren el beneficio, o haber pagado a lo menos seis cotizaciones continuas o discontinuas en los últimos doce meses anteriores a la fecha en que se impetren los beneficios.”.


8.- Incorpórense los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 92:


“Artículo 92  A.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones, certificarán el monto total de pagos provisionales efectuados de acuerdo al inciso cuarto del artículo 92, por el trabajador independiente en el año calendario anterior y el monto de las cotizaciones declaradas y pagadas, y declaradas y no pagadas por el o los empleadores, si dicho trabajador percibe simultáneamente remuneraciones durante ese período.


A más tardar el último día del mes de febrero de cada año, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán remitir a los afiliados, el certificado señalado en el inciso anterior. Además, dentro de ese mismo plazo, dichas Administradoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos lo señalado en el inciso anterior. La Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general, regulará la forma de entregar la información a que se refiere este artículo.


Artículo 92 B.- En el mes de febrero de cada año, el Fondo Nacional de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos el monto de las cotizaciones de salud que hubiere pagado mensualmente el trabajador independiente de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 92, en el año calendario inmediatamente anterior a dicho mes. Además, la Superintendencia de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos, sobre la Institución de Salud Previsional a la que se encuentren afiliados los trabajadores independientes.


Artículo 92  C.- La comisión a que tendrán derecho las administradoras de fondos de pensiones por las cotizaciones previsionales obligatorias que en virtud del artículo 89 se paguen anualmente por los trabajadores independientes afiliados a ellas, corresponderá al porcentaje promedio de las comisiones que la administradora a la que pertenezca el afiliado hubiere cobrado en el ejercicio anterior al pago de dichas cotizaciones. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general para su aplicación.


Artículo 92 D.- El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto que debe pagar el afiliado independiente por concepto de las cotizaciones señaladas en el inciso primero del artículo 92. Lo anterior lo informará tanto a la Tesorería General de la República como a la administradora de fondos de pensiones en la cual se encuentre afiliado el trabajador. El reglamento establecerá la forma de determinar el cálculo de las cotizaciones obligatorias a que se encuentren afectos dichos afiliados, considerando los descuentos que procedan por las cotizaciones de pensiones y de salud enteradas en el Fondo Nacional de Salud que hubiere realizado el trabajador en su calidad de dependiente, como aquellos pagos que hubiere efectuado de conformidad a los incisos cuarto y quinto del artículo 92, todos en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que deba pagar sus cotizaciones como afiliado independiente y reajustados según determine este reglamento.


Artículo 92 E.- Para los efectos del seguro de invalidez y sobrevivencia, el trabajador independiente que hubiese efectuado sus cotizaciones obligatorias conforme al artículo siguiente, por una renta imponible anual de un monto igual o superior al equivalente a siete ingresos mínimos mensuales, tendrá una cobertura anual de ese seguro desde el día 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones hasta el día 30 de abril del año siguiente a dicho pago. En el caso que dicha renta imponible sea de un monto inferior al antes indicado, el independiente que cotice según esta modalidad, estará cubierto por el mencionado seguro en el número de meses que resulte de multiplicar 12 por la razón entre el número de cotizaciones equivalentes a ingresos mínimos mensuales y siete, contados desde el 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones. En todo caso, sea cual fuere el monto de la cotización enterada, el trabajador siempre estará cubierto en el mes de mayo del año en que efectúe el pago. Mediante una norma de carácter general la Superintendencia de Pensiones regulará la forma de realizar el mencionado cálculo. 


Artículo 92  F.- Las cotizaciones obligatorias señaladas en el inciso primero del artículo 92, se pagarán en primer lugar y con preeminencia a otro cobro, imputación o pago de cualquier naturaleza, con cargo a las cantidades retenidas en conformidad a lo establecido en los artículos 84 y 89 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para ello, el Servicio de Impuestos Internos, durante la primera quincena del mes de mayo, comunicará a la Tesorería General de la República la individualización de los afiliados independientes que deban pagar las cotizaciones del Título III y la destinada a financiar prestaciones de salud del Fondo Nacional de Salud y el monto a pagar por dichos conceptos. Además deberá informarle el nombre de la administradora del fondo de pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador. 


La Tesorería General de la República deberá enterar, con cargo a las cantidades retenidas mencionadas en el inciso anterior y hasta el monto en que dichos recursos alcancen para realizar el pago respectivo, la cotización obligatoria determinada por concepto de pensiones en el fondo de pensiones de la Administradora de Fondos de Pensiones en que se encuentre incorporado el trabajador independiente para ser imputados y registrados en su cuenta de capitalización individual a título de cotizaciones obligatorias. Por otra parte, dicha Tesorería enterará las cotizaciones de salud  en el Fondo Nacional de Salud.


Artículo 92  G.- Si las cantidades señaladas en el inciso primero del artículo anterior fueren de un monto inferior a las cotizaciones adeudadas, se pagarán en primer orden las destinadas a pensiones y subsistirá la obligación del trabajador independiente por el saldo insoluto, y a partir de ese momento se considerarán adeudadas para todos los efectos legales. 


Artículo 92  H.- A los trabajadores independientes del artículo 89 que adeuden cotizaciones previsionales, les serán aplicables los incisos décimo a vigésimo primero del artículo 19, en los mismos términos establecidos para los empleadores. No obstante, respecto del inciso décimo noveno de dicho artículo no recibirán aplicación los artículos 4°; 4°bis; 12; 14; 18; 19; 20 y 25 bis de la ley N° 17.322. Asimismo, en los juicios de cobranzas de deudas previsionales de dichos trabajadores, no podrán embargarse los bienes inmuebles de propiedad de ellos, sin perjuicio de los demás bienes que las leyes prohíban embargar.


Al trabajador independiente señalado en el artículo 89, que sea beneficiario del aporte previsional solidario de vejez y no se encontrare al día en el pago de sus cotizaciones de pensiones, se le calculará un aporte previsional solidario reducido, para lo cual se considerará una pensión máxima con aporte solidario reducida, equivalente a la mitad de la suma de la pensión básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario.


La reducción a que se refiere el inciso anterior, sólo se aplicará por un número determinado de meses, contados desde que el trabajador independiente cumpla 65 años de edad. Para determinar los meses afectos a reducción, se considerará el monto total de cotizaciones de pensiones adeudadas, al que se le aplicará un interés real del 4% anual, desde el mes siguiente al que comenzaron a adeudarse y hasta la fecha en que cumpla 65 años de edad; este monto, se multiplicará por el factor de ajuste utilizado para el cálculo del aporte previsional solidario de vejez sin reducción, y el resultado que se obtenga se dividirá por la diferencia entre el aporte previsional solidario de vejez sin reducción y con reducción. El resultado que se obtenga corresponderá al número de meses durante el cual se aplicará la reducción que establece el  inciso anterior. Con todo, si la cantidad que se obtuviere fuere superior a 60, se considerará esta última.


Artículo 92  I.- Los trabajadores independientes afiliados a algunas de las instituciones de previsión del régimen antigüo administradas por el Instituto de Normalización Previsional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile o en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional,  no estarán obligados a cotizar de acuerdo a las normas del presente Párrafo.”.


Artículo 77.- Los trabajadores independientes señalados en el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán beneficiarios del Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en las mismas condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 


Para determinar el valor de los beneficios que concede el sistema de prestaciones familiares señalado en el inciso anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio de la renta del trabajador independiente, devengada por el beneficiario en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se considerarán todos ellos.


Ante el Instituto de Previsión Social  se acreditarán las cargas familiares y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del inciso siguiente.


Los beneficios del Sistema de Prestaciones Familiares se pagarán anualmente y se descontarán del pago de las cotizaciones previsionales que le corresponda realizar al trabajador independiente.


Artículo 78.- Sólo para los efectos de acceder a las prestaciones de los regímenes de prestaciones adicionales, de crédito social y de prestaciones complementarias, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud de acuerdo al artículo 92 A, podrán afiliarse individualmente a una Caja de Compensación de Asignación Familiar, en cuyos estatutos se los considere como beneficiarios de los aludidos regímenes.


Para contribuir al financiamiento de las prestaciones a que se refiere el inciso precedente, cada Caja de Compensación establecerá un aporte de cargo de cada afiliado independiente, de carácter uniforme, cuyo monto podrá ser fijo o variable. Dicho aporte no podrá exceder del 2% de la renta imponible para pensiones.


Las Cajas de Compensación podrán suscribir convenios con asociaciones de trabajadores independientes u otras entidades relacionadas con éstos, para los efectos del otorgamiento de prestaciones complementarias, debiendo establecer la forma de su financiamiento.

TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 79.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Agrégase al final del inciso primero antes del punto aparte (.) la expresión: “afiliados voluntarios”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso sexto, la siguiente expresión “o decida afiliarse”. Asimismo, agrégase al final de este  inciso, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), la siguiente oración “En el caso de los afiliados nuevos, el empleador deberá enterar las cotizaciones en la Administradora que se determine de acuerdo a lo señalado en el Título XV.”.


2. Reemplázase en el actual inciso segundo del artículo 3° la expresión “no podrán pensionarse por invalidez” por “no podrán solicitar pensión de invalidez”. 


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Elimínase en el inciso segundo la palabra “primer”. A su vez, agrégase al final del inciso segundo a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Cuando se trate de un dictamen que declare una invalidez total, aquél tendrá el carácter de definitivo y único.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Transcurridos tres años desde la fecha a partir de la cual fue emitido un primer dictamen de invalidez parcial que originó el derecho a pensión, las Comisiones Médicas, a través de las Administradoras, deberán citar al afiliado para reevaluar su invalidez y emitir un segundo dictamen que ratifique o modifique el derecho a pensión de invalidez, o lo deje sin efecto, según sea el cumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a) o b) del inciso primero de este artículo. El afiliado inválido parcial que cumpliere la edad legal para pensionarse por vejez dentro del plazo de tres años, podrá solicitar a la Comisión Médica respectiva, por intermedio de la Administradora a que estuviera afiliado, que emita el segundo dictamen al cumplimiento de la edad legal. De no ejercer esta opción, el afiliado mantendrá su derecho al aporte adicional establecido en el artículo 53, si correspondiera, en caso de ser reevaluado con posterioridad a la fecha en que cumpliera dicha edad.”.


c) Intercálase en el inciso cuarto, al final de la segunda oración entre la expresión “pensión” y el punto seguido (.), la frase siguiente: “desde el cuarto mes”.


d) Intercálase en el inciso quinto entre las palabras “parciales” y “que” la expresión “mediante un segundo dictamen,”.  


e) Intercálase en la primera oración del inciso final entre las palabras “invalidez” y “generó”, la palabra “parcial”.


4. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el segundo párrafo de la letra b) la frase “al cumplir los 18 años de edad” por la frase  “adquirirla antes de los 24 años de edad”.


b) Reemplázase en el inciso final la oración “las edades máximas establecidas en la letra a) o b)  de este artículo, según corresponda” por la siguiente: “la edad máxima establecida en la letra b) de este artículo”.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como observador a las sesiones de las Comisiones Médicas Regionales, en que se analice su solicitud. Si no ejerciere dicha opción, la respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, para los fines antes indicados, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores que administrará y mantendrá la Superintendencia. Asimismo, las compañías de seguros a que se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones Regionales, para que asistan como observadores a las sesiones de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del respectivo acuerdo. La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.”.


b) Reemplázase la segunda oración del actual inciso segundo que ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 


"El Instituto de Previsión Social contribuirá al financiamiento de las Comisiones Médicas en la misma forma que las Administradoras respecto de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez. Para estos efectos, la Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos. El reglamento normará la organización, las funciones de las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados incluidos en el Registro Público, así como el régimen aplicable a éstos y a los médicos integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales serán trabajadores dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por ésta, a honorarios. Dicho reglamento dispondrá también las exigencias que deberán cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las facultades que tendrán para el cumplimiento de su cometido.”.


c) Suprímese el actual inciso tercero.


d) Reemplázase la segunda oración del inciso cuarto por la siguiente: “Los exámenes serán decretados por dicha Comisión y financiados por las Administradoras, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro; por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez; y por los propios interesados, exclusivamente.”. A su vez, reemplázase en la cuarta oración, la expresión “las Administradoras de Fondos de Pensiones” por “las entidades antes señaladas”.


e) Intercálase en el enunciado del inciso quinto entre las palabras “reclamables” y la preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga el reglamento,”. A su vez, reemplázase la frase “afiliado afectado, por la Administradora a la cual éste se encuentre incorporado” por la siguiente “solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y reemplázase la palabra “tercero” por “cuarto”.


f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 


“Los exámenes de especialidad o los análisis e informes que demande la reclamación de un dictamen emitido por la Comisión Médica Regional, deberán ser financiados por la Administradora, la Compañía de Seguros, el Instituto de Previsión Social y el solicitante afectado, en la forma que señala el inciso cuarto, si la reclamación proviene de este último. Si la reclamación  proviene de la compañía de seguros o del Instituto de Previsión Social, dichos exámenes, análisis e informes serán financiados exclusivamente por estas instituciones. Si se originaren gastos de traslado, éstos serán íntegramente de cargo de quien reclame, salvo que el traslado haya sido ordenado por la Comisión Médica Central, en cuyo caso tales gastos serán de cargo de la Administradora, la Compañía de Seguros o el Instituto de Previsión Social, según corresponda, aun cuando el reclamo haya sido interpuesto por el solicitante afectado.”.

g) Reemplázase al final del inciso séptimo la expresión “en que se encuentra afiliado” por la siguiente “, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; y por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro. Estos gastos serán financiados por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez.”.


h) Reemplázase en el inciso octavo la palabra “afiliado” por “solicitante afectado”.

i) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también a esta sesión, con derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de Pensiones cuando ésta lo requiera”.


j) Reemplázase en la primera oración del inciso duodécimo la expresión “octavo” por “noveno”.


6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que produjeron la invalidez”.


7. Reemplázase el epígrafe del Título III “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”, por el siguiente “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario, del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”.


8. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese su inciso primero por los siguientes:


“Artículo 16.- La remuneración y renta mensual tendrán un límite máximo imponible de sesenta Unidades de Fomento reajustadas considerando la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del precedente, respecto del año en que comenzará a aplicarse, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 90.


El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día hábil de cada año.


Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionada sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en UF y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación del inciso primero.”.


b) Agrégase en su actual inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “En todo caso, la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, deberá ser pagada por cada uno de los empleadores, de manera proporcional al monto que éstos paguen por concepto de remuneraciones imponibles al respectivo trabajador, sobre el total de dichas remuneraciones.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Todas las referencias sobre remuneración y renta mensual imponible máxima se entenderán ajustadas al monto que se determine en función del procedimiento indicado en éste artículo.”.


9. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo siguiente:


a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se encuentren percibiendo dicho subsidio.”.


b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y agrégase a continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y empleadores”.”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:

a) Agrégase en su inciso segundo a continuación de la palabra “trabajador” lo siguiente “y pagará las que sean de su cargo. Ambas cotizaciones se encontrarán afectas a lo dispuesto en el presente artículo”.


b) Intercálase a continuación del inciso segundo del artículo 19, los siguientes dos incisos nuevos, pasando los actuales incisos tercero al vigésimo primero a ser quinto al vigésimo tercero: 


“Cuando un empleador realice la declaración y el pago de cotizaciones a través de un medio electrónico, el plazo mencionado en el inciso primero se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.


Los afiliados voluntarios podrán enterar sus cotizaciones en forma mensual o mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, con un máximo de doce meses, aplicándose para efectos de la determinación del monto de las cotizaciones, del ingreso base y de los beneficios a que habrá lugar, las normas de los párrafos 1° y 2° del Título IX, en lo que corresponda. La Superintendencia regulará las materias relacionadas con el pago de estas cotizaciones mediante una norma de carácter general.”.

c) Agrégase al final del inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“En caso de no realizar esta declaración dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Administradora respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.”.


d) Agrégase a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:

“Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en este artículo, las Administradoras deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones previsionales, para efectos que aquel Servicio retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de la ley N° 17.322. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones impagas, la Administradora respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.

No obstante las sanciones establecidas en los incisos precedentes, los empleadores que no pagaren las cotizaciones establecidas en este Título, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.

Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en este Título, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

11. Intercálese, a continuación del artículo 20 E, el siguiente párrafo 3 nuevo: “3.- Del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo”, pasando el actual párrafo 3 ”De la Cuenta de Ahorro Voluntario” a ser párrafo 4.


12. Intercálanse, a continuación del artículo 20 E, los siguientes artículos 20 F a 20 O nuevos:


“Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es un contrato de ahorro suscrito entre un empleador, por sí y en representación de sus trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del artículo 98, con el objeto de incrementar los recursos previsionales de dichos trabajadores. 


El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus trabajadores la adhesión a uno o más contratos de ahorro previsional voluntario colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido serán convenidos entre el empleador y la Administradora o Institución Autorizada y deberán ser igualitarios para todos y cada uno de sus trabajadores, no pudiendo establecerse, bajo ninguna circunstancia, beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 


Los aportes del empleador deberán mantener la misma proporción en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador podrá establecer en los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus trabajadores. 


Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se les ofrezca adherir, no pudiendo proponer modificaciones a los mismos.


Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 


Una vez vigente un contrato, el empleador quedará obligado a efectuar los aportes que el respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, con las cuales celebró dicho contrato. Con todo, cesará la obligación del empleador si el trabajador manifiesta su voluntad de no continuar realizando su aporte.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el empleador podrá, en virtud de dichos contratos obligarse a efectuar su aporte aun cuando el trabajador no se obligue a ello. En tal caso, podrá establecerse en el contrato una diferenciación en las condiciones relativas al monto y disponibilidad de los aportes, en relación a las condiciones establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  


Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidios, cualquiera sea el número de días de reposo total o parcial establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se abstendrán de descontar suma alguna destinada a la cuenta de ahorro voluntario colectivo del trabajador. 


El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima en la Administradora o Institución Autorizada durante el cual el trabajador deberá mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente. 


El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el inciso anterior, podrá manifestar su voluntad de reanudar sus aportes de acuerdo al contrato de ahorro, siempre y cuando éste se encontrare vigente, para lo cual deberá comunicarlo de la misma forma al empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente, generando la respectiva obligación del empleador de reanudar sus aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 


Las controversias suscitadas entre el trabajador y su empleador con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.


Artículo 20 G.- Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los requisitos que deberán cumplir los contratos y los planes de ahorro previsional voluntario colectivo, así como los procedimientos necesarios para su correcto funcionamiento. 


Con el objeto que la oferta de un empleador de suscribir uno o más contratos tenga amplia cobertura y no discrimine arbitrariamente entre los distintos trabajadores, la referida norma de carácter general considerará al menos: 


a) El número o porcentaje mínimo de trabajadores, de un mismo empleador, que deban adherir a alguno de los contratos ofrecidos en relación al número total de aquellos;


b) El número máximo de meses de permanencia en la empresa que los contratos podrán establecer como requisito para que el trabajador adquiera la propiedad de los aportes efectuados por el empleador.


Artículo 20 H.- El empleador deducirá los aportes de los trabajadores de su remuneración, mensualmente o con la periodicidad que las partes acuerden. 


En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de enterar los aportes se aplicará lo dispuesto en el artículo 19. La Administradora o la Institución Autorizada deberá, en representación de los trabajadores comprendidos en el contrato de ahorro, seguir las acciones tendientes al cobro de tales aportes, sus reajustes e intereses, de conformidad al procedimiento previsto en el mencionado artículo. 


Los aportes que efectúen empleador y trabajador, se depositarán en una cuenta individual, que se abrirá en una Administradora de Fondos de Pensiones o en alguna de las  Instituciones Autorizadas, de acuerdo a lo especificado en el contrato. Dichas entidades deberán registrar separadamente en la cuenta de capitalización individual del trabajador los aportes efectuados por éste y por su empleador. 


Los recursos originados en los aportes efectuados por el trabajador serán siempre de su propiedad. Por su parte, los recursos originados en los aportes efectuados por el empleador serán de propiedad del trabajador una vez que se cumplan las condiciones establecidas en el contrato respectivo. De esta forma, si el contrato de ahorro establece un período mínimo de permanencia en la empresa, para que los aportes del empleador sean definitivamente de propiedad del trabajador, se requerirá que éste cumpla íntegramente dicho período o que se configure algunas de las causales establecidas expresamente en el contrato para ello. Con todo, si el contrato de trabajo terminase por la causal establecida en el artículo 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador pasarán a ser de propiedad del trabajador. Si el trabajador no adquiere la propiedad de los recursos originados en aportes efectuados por el empleador, éste deberá retirar dichos recursos, de acuerdo al procedimiento que determine una norma de carácter general que dictará la Superintendencia. 


A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.

Artículo 20 I.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones tendrán derecho a una retribución, establecida en los contratos sobre la base de comisiones, por la administración del ahorro previsional voluntario colectivo y por la transferencia de depósitos de este tipo de ahorro hacia otra Administradora o Instituciones Autorizadas. 


La comisión por la administración de los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo sólo podrá ser establecida como un porcentaje del saldo de este tipo de ahorro. 


La comisión por la transferencia de depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondos de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas, sólo podrá ser establecida como una suma fija por operación, que se descontará del depósito y deberá ser igual cualesquiera sean las entidades seleccionadas por el afiliado. 


No obstante lo anterior, no se podrán establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo originado en ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondo de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas. Asimismo, ninguna de estas últimas podrá establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo hacia otra Institución o hacia una Administradora de Fondos de Pensiones. 


Las comisiones por administración podrán ser acordadas libremente entre el empleador y las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, pudiendo establecerse comisiones diferenciadas entre distintos contratos. A su vez, en un mismo contrato, podrán establecerse comisiones diferenciadas según el número de trabajadores adscritos al plan. 


Artículo 20 J.- Los contratos que el empleador ofrezca a sus trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que podrán desempeñar la función de administración de los recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de sus trabajadores. Con todo, los contratos que ofrezca el empleador no podrán incluir una Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a él, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Las Administradoras de Fondos de Pensiones no podrán condicionar, bajo ninguna circunstancia, la suscripción de un contrato de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo a la afiliación o traspaso a esa Administradora de los trabajadores que adhieran al contrato. La infracción a lo dispuesto en el presente inciso, será sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Artículo 20 K.- Los depósitos por concepto de ahorro previsional voluntario colectivo podrán realizarse en cualquiera de los Fondos de Pensiones de una Administradora y en los planes de ahorro autorizados por las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda.


Dichas entidades no podrán invertir estos recursos en una suma que exceda del veinte por ciento de los recursos administrados por cada plan en instrumentos emitidos o garantizados por el empleador respectivo y sus personas relacionadas, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. 


Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario colectivo y del ahorro previsional voluntario a que se refiere el artículo 20, los trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:


a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los aportes no sea gravada con el impuesto único establecido en el número 3 de dicho artículo, o 


b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma prevista en el número 3 de dicho artículo.


En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario señalado en la letra a) anterior, la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al régimen tributario aplicable a la cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará en la forma prevista en dicho artículo.  En este mismo caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad. 

Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos aportes que efectúe por concepto de  cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, el monto total de los aportes que se realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá exceder de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.


Por su parte, los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. Los trabajadores no podrán acoger dichos aportes al beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados de los planes.


En caso que los recursos originados en aportes del empleador sean retirados por el trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 H, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 

Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 


Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador y del empleador para el ahorro previsional voluntario colectivo que se realicen de acuerdo a la alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario  a que se refiere dicha letra, por la parte que no exceda a seiscientas unidades de fomento anuales por cada trabajador.


Artículo 20 M.- En caso de término de la relación laboral, de término del contrato de ahorro respectivo o cuando así lo contemple dicho contrato, los trabajadores deberán traspasar el saldo que corresponda a un nuevo plan de ahorro previsional voluntario colectivo o a un plan de ahorro previsional voluntario administrado por una Institución Autorizada o una Administradora de Fondos de Pensiones. Los traspasos antes señalados no se considerarán retiros para todos los efectos legales. Asimismo, también podrán retirar total o parcialmente el saldo acumulado, en las condiciones que correspondan al régimen tributario seleccionado en el momento del aporte. 


Artículo 20 N.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Instituciones Autorizadas sólo podrán suscribir los contratos de ahorro previsional voluntario colectivo que den cumplimiento a las disposiciones establecidas en el presente título. La fiscalización de los planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo que ofrezca cada institución corresponderá a la Superintendencia respectiva.

Artículo 20 O.- El trabajador que se hubiere acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que destine todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo, a adelantar o incrementar su pensión, tendrá derecho, al momento de pensionarse, a la bonificación que se indica en este artículo. 

El monto de esta bonificación será el equivalente al quince por ciento de lo ahorrado por el trabajador por concepto de cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, que aquél destine a adelantar o incrementar su pensión. En todo caso, en cada año calendario, la bonificación no podrá ser superior a seis unidades tributarias mensuales correspondientes al valor de la unidad tributaria mensual vigente el 31 de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.

Con todo, la bonificación establecida en este artículo, procederá respecto de las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador para el ahorro previsional voluntario colectivo, efectuados durante el respectivo año calendario, que no superen en su conjunto la suma equivalente a diez veces el total de cotizaciones efectuadas por el trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.

El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto de la bonificación, informándolo a la Tesorería General de la República para que ésta proceda a efectuar el depósito a que se refiere el inciso siguiente. Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones remitirán al Servicio el monto total de las cotizaciones efectuadas por el trabajador, a que se refiere el inciso precedente.

La bonificación a que se refiere este artículo se depositará anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto, que se abrirá en la Administradora de Fondos de Pensiones o Institución Autorizada en la que se hubiese efectuado la correspondiente cotización voluntaria, depósito de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo. El monto depositado por concepto de bonificación estará sujeto a las mismas condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito en virtud del cual se originó.

Para cada retiro que afecte a los montos depositados que hayan sido objeto de la presente bonificación, la Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada de que se trate, girará desde la cuenta referida en el inciso precedente a la Tesorería General de la República un monto equivalente al 15% de aquel retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a dicho monto. 

La bonificación establecida en el presente artículo y la rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas.

Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento de la bonificación a que se refiere el presente artículo, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago, y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.".

13. Sustitúyese la primera oración del inciso cuarto del artículo 21 por la siguiente:


“Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario.”.


14. Sustitúyese el inciso primero del artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los afiliados podrán optar por traspasar todo o parte de los fondos de su cuenta de ahorro voluntario a la de capitalización individual, con el objeto de cumplir con los requisitos para pensionarse según las disposiciones de esta ley. Asimismo, los pensionados podrán utilizar todo o parte del saldo de la cuenta de ahorro voluntario para incrementar el monto de su pensión. Los traspasos antes señalados no se considerarán giro para los efectos del artículo 21.”.


15. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro voluntario sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenido en ellas.”.


b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez, sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones señaladas en este artículo”.


16. Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:


a) Agrégase en la tercera oración del inciso tercero a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Con todo, las prohibiciones de este inciso no se aplicarán respecto de aquella parte de los saldos que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


b) Agrégase en la primera oración del inciso cuarto, antes del punto seguido (.) que pasa a ser una coma (,), lo siguiente: “con excepción de aquel que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


c) Agrégase en la letra c) del inciso quinto a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”.


d) Agréganse a continuación del inciso final los siguientes incisos finales nuevos:


“Los contratos que celebren las Administradoras de Fondos de Pensiones para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán ceñirse a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En dicha norma se establecerá a lo menos, el contenido mínimo de los contratos, la regulación para la subcontratación con partes relacionadas y los requerimientos de resguardo de la información a que tenga acceso el prestador del servicio con ocasión del contrato. La mencionada norma comprenderá, al menos, la subcontratación con entidades públicas o privadas de los servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la Administradora para el trámite correspondiente, y la recepción y transmisión de la información a que se refieren las letras a) y c) del inciso octavo del artículo 61 bis de esta ley.

Las Administradoras siempre serán responsables de las funciones que subcontraten, debiendo ejercer permanentemente un control sobre ellas. Dichos servicios deberán cumplir con los mismos estándares de calidad exigidos a las Administradoras.


Los contratos que celebren las Administradoras para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán contemplar disposiciones por medio de las cuales el proveedor declare conocer la normativa que las regula, como asimismo, se comprometa a aplicarla permanentemente. Adicionalmente, deberán contener disposiciones que permitan a la Superintendencia ejercer sus facultades fiscalizadoras, en los términos establecidos en el N° 16 del artículo 94.”.


17. Agrégase al final del inciso séptimo del artículo 23 bis, antes del punto aparte, la siguiente frase: “y subcontratación de servicios en los términos de los incisos vigésimo tercero al vigésimo quinto del artículo 23”.


18. Elimínase en el inciso primero del artículo 28 la frase “de cargo de los afiliados”, y en la segunda oración de su inciso final la frase “el resultado de sumar a la comisión fija por depósito de cotizaciones,”.


19. Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso segundo las palabras “podrán” y “sujetos” por “podrá” y “sujeto”, respectivamente. A su vez, elimínase al final de la misma oración la siguiente frase: “y la transferencia del saldo de la cuenta desde otra Administradora”.


b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la primera oración por la siguiente: “La comisión por el depósito de las cotizaciones periódicas sólo podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles que dieron origen a dichas cotizaciones.”.


ii. Reeemplázase en la tercera oración la frase: “al aporte adicional establecido en el artículo 54” por la siguiente: “a la cobertura del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59”. A su vez, agregáse a continuación de la expresión “independientes” la frase: “y los afiliados voluntarios”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la siguiente frase: “la transferencia del saldo de la cuenta individual y”. A su vez, elimínase la oración: “, a una suma fija por operación, o a una combinación de ambos”.


d) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Con todo, cuando se trate de una rebaja en las comisiones dicho plazo se reducirá a treinta días.”.


20. Elimínase en la oración final del inciso tercero del artículo 31 la frase: “, considerando los ajustes por siniestralidad”.


21. Modifícase el artículo 34 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo la expresión “para cobertura de riesgo a que se refieren las letras k) y m)”, por la siguiente: “con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “k) y n)” por la siguiente: “j) y m)”.


22. Reemplázase en la segunda oración del inciso segundo del artículo 35, la frase “informado por la Superintendencia, el que” por lo siguiente: “determinado e informado por la Superintendencia, por sí o a través de otra entidad que contrate para estos efectos. Dicho valor”.


23. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que un Fondo cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, la Administradora será responsable de que la rentabilidad real anualizada del respectivo Fondo, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:


1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.


2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.


b) Elimínase el inciso final. 


24. Derógase el artículo 38.


25. Reemplázase el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Las Administradoras serán responsables por los perjuicios causados a los afiliados en sus cuentas de capitalización individual con ocasión del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado a aquéllas en el ejercicio de los derechos que le establece esta ley. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido una pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia podrá ordenar la restitución de dicha pérdida a la cuenta de capitalización individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de carácter general. En este último caso, la Administradora podrá reclamar en contra de tal determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.

26. Modifícase el artículo 42 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la oración: “y esa diferencia no pudiere ser cubierta con la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad,”. 


b) Elimínase en el inciso tercero la oración “de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad o”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la oración “de Reserva de Fluctuación de Rentabilidad y”. 


27. Elimínase en la tercera oración del inciso tercero del artículo 43 la expresión: “y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39”. A su vez, reemplázase la expresión “efectuarán” por “efectuará”.


28. Modifícase el artículo 44 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la letra “k)” por la letra “j)”.


b) Reemplázase en el inciso décimo la expresión “de cobertura de riesgo financiero” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “k) y n)”, por la siguiente: “j) y m)”.

29. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i. Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i) a la n) a ser letras h) a la m), respectivamente.


ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:


“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”


iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:


“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales; acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en los mercados internacionales y que cumplan a lo menos con las características que señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras, con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal nacional; y celebrar contratos de préstamos de activos; todo lo cual se efectuará en conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos antes señalados, podrán invertir en otros valores e instrumentos financieros, realizar operaciones y celebrar contratos de carácter financiero, que autorice la Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que establezca el Régimen de Inversión;”.


iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:


“k) Otros instrumentos de oferta pública, cuyos emisores sean fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;”


v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por normas de carácter general que dictará la Superintendencia;” por lo siguiente “en el inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente: 


“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a) a la m) del inciso segundo de este artículo. 

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital de la letra j) que estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo, e instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera por la Comisión Clasificadora de Riesgo.


Las acciones a que se refiere la letra g) podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando el emisor disponga de estados financieros auditados para los últimos tres años con resultados positivos al menos en los últimos dos; un apropiado nivel de cobertura de gastos financieros; una adecuada liquidez financiera y un determinado nivel de endeudamiento, todo ello en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. En el caso de acciones de bancos o de instituciones financieras o de empresas de leasing no se considerarán para estos efectos el nivel de cobertura de gastos financieros ni la liquidez financiera. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 


El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores y requisitos, según corresponda,  a que se refiere el inciso anterior. La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se establezcan en el Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que no cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más tardar los días diez de los meses de abril, junio, octubre y diciembre de cada año, pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.


Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), las clasificaciones de riesgo a que refiere el inciso quinto deberán ser elaboradas en conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.


Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el Banco Central de Chile las considere para efectos de la inversión de sus propios recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en un mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá ser efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045. 


Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren otorgado los clasificadores privados.


Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a la referida Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 


Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), podrán tener como objeto la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a los Fondos de Pensiones u otros fines distintos. Aquellas operaciones que tengan por objeto fines diversos de la cobertura del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el Fondo posea en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo, producto de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen de Inversión señalará los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo, dicho Régimen podrá condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados a la adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean los resguardos suficientes para su uso.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser décimo tercero, la expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez, sustitúyese la actual referencia a la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, la expresión “, k)”. A su vez, reemplázase la actual referencia a la letra “l)” por la letra “k)”.


e) Agrégase el siguiente inciso décimo quinto nuevo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:


“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 


f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes siete incisos nuevos, que pasarán a ser décimo octavo a vigésimo cuarto, respectivamente:


“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se indican en los números 1 al 4 siguientes, deberán ceñirse a los límites máximos de inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan para cada uno de ellos: 


1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo, respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.


2) El límite máximo para la inversión de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en el extranjero corresponderá al mayor valor que resulte entre el límite establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites fijados para cada Tipo de Fondo.


El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el Fondo Tipo E. 


Por inversión en el extranjero se entenderá la inversión que se efectúe en títulos extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5° de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los límites señalados.


3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras para cada tipo de Fondo no podrán ser inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A; 25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste, menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 


4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada Tipo de Fondo A, B, C y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 

El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j) y k), cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%, 20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente. Para efectos de este límite, no se considerarán las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo, cuando la cartera de inversiones de dichos fondos se encuentre constituida preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la cartera de los fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un mayor límite máximo en instrumentos representativos de capital, deberá tener un porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 


El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo. Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.


En todo caso, el Régimen de Inversión deberá establecer límites respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:


1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;


3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez;


5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión;


6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);


8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, los límites deberán ser fijados en función de los activos objetos involucrados, del valor de las operaciones y de la inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer límites a la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere el artículo 34, y 


9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las letras j) y m).


A su vez, el Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 


El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) se considerarán de baja liquidez. La liquidez de estos instrumentos será calculada trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el Régimen de Inversión,  previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo,  en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda.”.

g) En la primera oración del último inciso, reemplázanse la letra “l)” por la letra “k)” y la expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”. 


30. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la expresión “, directa o indirectamente,”.


b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los incisos segundo y tercero, respectivamente.


c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez, sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Las Administradoras que hayan invertido recursos de los Fondos de Pensiones en acciones de sociedades en que el Estado, directamente o por intermedio de sus empresas, instituciones descentralizadas, autónomas, municipales o a través de cualquiera persona jurídica, sea controlador en dichas sociedades, podrán ejercer el derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:


a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;


b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;


c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad y especialidad que la sociedad requiera;


d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y


e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la sociedad.


Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 y podrán ser solicitadas por alguna Administradora con cargo a ella.”.


e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su vez, intercálase entre el guarismo “45” y la coma (,) que le sucede, lo siguiente: “y títulos representativos de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así como para otros instrumentos definidos en el Régimen de Inversión, que incluyan comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y otros emisores”. 


ii) Sustitúyese en la cuarta oración la expresión “volúmenes de inversión, zona geográfica, tipo de empresa en las que inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión y régimen tributario que les sea aplicable”, por la siguiente: “total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que inviertan los emisores de los instrumentos antes señalados”. 


iii) Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con todo, las citadas comisiones máximas no podrán exceder al promedio de las comisiones cobradas para el tipo de instrumento que se trate según las características antes mencionadas.”.


f) Agréganse a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto, los siguientes dos incisos nuevos: 


“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente fundada y que procure reflejar valores de mercado, las comisiones máximas a ser pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45. Al efecto, se oirá previamente a las Administradoras. Si las comisiones pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación de tales comisiones se considerarán, al menos, las clases de activos, total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que se inviertan los recursos de los Fondos a través de una entidad extranjera. La referida resolución definirá también la forma y periodicidad de la devolución a los Fondos de Pensiones de las comisiones que se hubieren pagado a la entidad mandataria por sobre las máximas establecidas en conformidad a este inciso. Con todo, las citadas comisiones no podrán exceder al promedio de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior. 


La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones efectivamente pagadas a las entidades mandatarias. Asimismo, las Administradoras deberán publicar estas comisiones en la forma y con la periodicidad que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


31. Sustitúyese en la primera oración del inciso tercero del artículo 46, la frase “de cobertura de riesgo señaladas en la letra m)” por la siguiente “con instrumentos derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras inversiones que se realicen en mercados internacionales” por la siguiente: “que se realicen en mercados nacionales e internacionales”.

32. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del patrimonio de la empresa.”. 

d) Elimínase el actual inciso sexto.


e) Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso quinto, por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 


f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.


g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.


h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto.


i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de inversión. Cuando se suscriban cuotas de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo mutuo.”.


j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.


k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación o suscritas del respectivo fondo mutuo o de inversión.”.


l) Reemplázase el actual inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad emisora.”.


m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 


n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.


o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la emisión de bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 


p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.


q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la expresión “k)” por “h)”.


r) Intercálanse, a continuación del inciso décimo segundo nuevo, los siguientes cuatro incisos nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 


Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados de acuerdo a lo siguiente: 


1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos de deuda a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45;


2) Concentración de la propiedad accionaria y liquidez bursátil, para las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45;


3) Diversificación de la cartera de inversión, para las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45 y para los montos de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 


4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos de comercio de las letras e), f) e i) del inciso segundo del artículo 45; 


5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, y


6) Valor de los Fondos de Pensiones y monto del instrumento objeto de cobertura, para las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45.


El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones efectúen a través de los emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 45.


El Régimen de Inversión no podrá establecer límites mínimos para la inversión por emisor.”. 


s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”. Asimismo, agrégase a continuación de la palabra “ley” y antes del punto (.) que le sigue, la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A su vez, sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.


t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.


u) Sustitúyese en el actual inciso trigésimo segundo, que ha pasado a ser inciso vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k) y n)” por la expresión “j) y m)”.


v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a ser inciso vigésimo segundo, la expresión “vigesimoséptimo, vigesimoctavo y vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.


w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.


x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.


y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final: “Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros deberán proporcionar trimestralmente a la Superintendencia de Pensiones, según corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones.”.
- o -

33. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 


“Artículo 47 bis.- Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos directa o indirectamente en títulos emitidos o garantizados por la Administradora del Fondo respectivo, ni tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a esa Administradora.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

“El Régimen de Inversión regulará las inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos o garantizados por la sociedad con la que la Administradora hubiera contratado la administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones que administre, en títulos emitidos por la Administradora o por sus personas relacionadas.”.


34. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.


b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:


“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 


d) Elimínase el actual inciso octavo.


e) Reemplazáse en el actual inciso noveno la primera oración por la siguiente: “Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo.”.


f) Sustitúyese en la segunda oración del inciso décimo, la expresión “i) y k)” por lo siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la expresión “l) del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente: “contrapartes”. Por su parte, elimínase la expresión: “para ser contrapartes en estas operaciones”.

g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la expresión “j) del inciso segundo”.


h) 
Intercálase entre la segunda y tercera oraciones del inciso duodécimo, la siguiente frase: “Asimismo, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir, para efectos de fiscalización, directamente a las bolsas de valores, a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, información de transacciones efectuadas dentro y fuera de bolsa, de instrumentos susceptibles de ser adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan ser realizadas por ellos, aun cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna Administradora o cualquier persona con acceso a información a que se refiere este inciso.

35. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central de Chile podrá establecer, mediante norma de carácter general,” por la siguiente: “En el Régimen de Inversión se podrá establecer”. A su vez, reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas establecidas en los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en dicho Régimen”.


36. Incorpórase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran. Estas políticas deberán ser aprobadas por el directorio de la Administradora.


La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las materias mínimas que deberán contemplar las políticas de inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.


La Superintendencia podrá requerir a las Administradoras información adicional, que fundamente las políticas de inversión.


El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  


Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión cuyas funciones serán:


a) Diseñar las políticas de inversión de cada Fondo de Pensiones y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;


b) Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  


c) Revisar los objetivos, las políticas y procedimientos para la administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y


d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros, y evacuar un informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.


El Comité de Inversión deberá estar integrado al menos por tres Directores de la Administradora. 


El Comité de Inversión deberá dejar constancia en acta de todas sus discusiones y acuerdos.”.


37. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:


“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión de cada uno de ellos. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma como se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.


38. Suprímese en el inciso segundo del artículo 51 la expresión “y totales”. 


39. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 53:


a) Reemplázase al final de la primera oración del inciso primero, la expresión “el segundo dictamen de invalidez” por “el dictamen que declara definitiva la invalidez”.

b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “afiliado” y  el artículo “el”, la frase “las cotizaciones enteradas durante el período transitorio ni”.


40. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 54:


a) Reemplázase el enunciado del inciso primero por el siguiente:


“La Administradora será exclusivamente responsable y obligada al pago de las pensiones parciales originadas por el primer dictamen de invalidez, y a enterar el aporte adicional en la cuenta de capitalización individual de los afiliados declarados inválidos totales y de los afiliados no pensionados que fallezcan, en los siguientes casos:”.


b) Suprímese en la letra a) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”, y agrégase al final de esta letra, antes de la conjunción “y” la siguiente frase: “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 L si se trata de un afiliado voluntario,”.


c) Suprímese en la letra b) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”.


d) Intercálase en la primera oración del inciso segundo entre la expresión “invalidez” y la palabra “que”, la expresión “parcial”.


41. Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 55 la expresión “segundo dictamen de” por  “dictamen que declare definitiva la”.


42. Agrégase en el enunciado del artículo 56 a continuación de la palabra “invalidez” la palabra “parcial”.


43. Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “o se declare la invalidez mediante el primer dictamen”, por la siguiente: “, se declare la invalidez parcial mediante el primer dictamen o se declare la invalidez total”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Para aquellos trabajadores cuyo período de afiliación al Sistema fuere inferior a diez años y cuya muerte o invalidez se produjere por accidente, la suma de las remuneraciones imponibles y rentas declaradas se dividirá por el número de meses transcurridos desde la afiliación hasta el mes anterior al del siniestro.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero al séptimo a ser cuarto al octavo, respectivamente.


“Con todo, respecto de aquellos trabajadores cuya fecha de afiliación sea anterior al cumplimiento de los 24 años de edad y el siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años de edad, su ingreso base corresponderá al mayor valor entre el monto que resulte de aplicar los incisos primero o segundo de este artículo, según sea el caso, y el que resulte de considerar el período comprendido entre el mes de cumplimiento de los 24 años de edad y el mes anterior al del siniestro.”.


d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “o de declaración de la invalidez, según el primer dictamen”, por la siguiente: “, de declaración de la invalidez parcial mediante el primer dictamen o de declaración de la invalidez total, según corresponda”.


44. Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:



a) Modifícase el inciso primero de acuerdo a lo siguiente:


i. Sustitúyese en el enunciado la expresión: “la Administradora contratará” por la siguiente: “las Administradoras contratarán en conjunto,”.


ii. Agrégase en la letra a) a continuación de la palabra “inválido” la palabra “parciales”.


iii. Agrégase al final de la letra b) antes del punto y coma (;), la siguiente frase “y a los afiliados declarados inválidos totales”.


iv. Sustitúyese en las letras c) y d) la expresión “generen pensiones de sobrevivencia” por la palabra “fallezcan”.


b) Agrégase un nuevo inciso segundo, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto respectivamente:


“El Contrato de Seguro a que se refiere este artículo deberá convenirse sobre la base de una prima fija y única, calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado. En ningún caso dicho contrato podrá contener disposiciones referidas a ajustes de siniestralidad, participación por ingresos financieros y cualquier otra estipulación que modifique la prima fija y única antes mencionada.”.


c) Sustitúyese en la segunda oración del inciso tercero la expresión “la Compañía de Seguros” por la siguiente: “las Compañías de Seguros de Vida que se adjudicaron la licitación de acuerdo a lo que se establece en el artículo 59 bis”.


45. Agrégase el siguiente artículo 59 bis, a continuación del artículo 59:


“Artículo 59 bis.- El seguro a que se refiere el artículo anterior será adjudicado mediante una licitación pública. El proceso de licitación será efectuado por las Administradoras de Fondos de Pensiones, en conjunto, y se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que se sujetarán a lo dispuesto en la norma de carácter general que dicte la Superintendencia para tales efectos. 


Estarán facultadas para participar en la licitación del seguro, las Compañías de Seguros de Vida que se encuentren constituidas a la fecha de la licitación.


El seguro será adjudicado a la Compañía que presente la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía con el objeto de evitar una concentración excesiva del riesgo de invalidez y sobrevivencia. 


La norma de carácter general a que se refiere el inciso primero regulará la forma y procedimiento a que se sujetará el proceso de licitación, y las condiciones mínimas que contemplarán las Bases de Licitación. Dicha norma estipulará, a lo menos, lo siguiente:


a) Criterio de adjudicación de los contratos;


b) La forma de cálculo de la prima que será pagada a las Compañías adjudicatarias y de aquélla necesaria para financiar el seguro;


c) El procedimiento de conformación y el número de grupos de afiliados para ser licitados en un mismo proceso, los que deberán diferenciarse únicamente en razón del sexo de los afiliados;


d) El número máximo de grupos que una Compañía podrá adjudicarse conforme a lo dispuesto en el inciso precedente; 


e) La duración del período licitado, debiendo ser el mismo para todos los contratos suscritos en un mismo proceso y, en ningún caso, ser inferior a un año ni superior a tres años, y


f) La mínima clasificación de riesgo que deberán tener las Compañías que participen en la licitación. Por su parte, las Compañías cuya menor clasificación de riesgo sea igual o inferior a BB no podrán participar en las licitaciones.


La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, expresada como un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles, tendrá el carácter de uniforme para todos los afiliados al Sistema, independientemente de la prima establecida en los contratos que las Administradoras celebren con cada Compañía de Seguros, en el respectivo proceso de licitación. La forma de cálculo de esta cotización será establecida en la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero. El valor de dicha cotización no podrá ser superior a la máxima prima necesaria para financiar el seguro.


Las Administradoras deberán transferir la cotización destinada al financiamiento del seguro a las Compañías de Seguros adjudicatarias, en la forma que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


En caso de existir una diferencia, en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarlo, las Administradoras deberán enterar la diferencia en cada una de las cuentas de capitalización individual de aquellos afiliados respecto de los cuales se pagó una cotización superior a dicha prima, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


Los trabajadores que se incorporen al Sistema durante un período licitado serán asignados a los contratos vigentes en la misma forma en la cual se constituyeron los grupos de afiliados indicados en la letra c) del inciso cuarto. 


En caso de constitución de una nueva Administradora, ésta deberá adherir a los contratos de seguro vigentes, adquiriendo todos los derechos y obligaciones establecidos en aquéllos.”.


46. Modifícase el artículo 60 de la siguiente forma:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero entre las palabras “invalidez” y “mediante” la palabra “parcial”. A su vez, reemplázase en la segunda oración de este inciso la frase “hasta que el segundo dictamen quede ejecutoriado o  hasta que expire el período” por  la frase “hasta el mes en que quede ejecutoriado el segundo dictamen o en que se cumpla el plazo”.


b) Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “segundo” y “dictamen” cada vez que aparece en el texto, la expresión “o único”.


47. Reemplázase en la primera oración del inciso primero del artículo 61 la expresión “y los afiliados declarados inválidos”, por la siguiente: “los afiliados declarados inválidos totales y los afiliados declarados inválidos parciales”.


48. Modifícase el artículo 62 de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso segundo entre la primera y segunda oración, la siguiente oración nueva: “Las mencionadas normas deberán resguardar la naturaleza previsional de este seguro y permitir una adecuada comparación de las ofertas de pensión. En forma previa a la emisión de estas normas la Superintendencia de Valores y Seguros consultará la opinión de la Superintendencia de Pensiones.”. 


b) Intercálase al final de la primera oración del inciso final, entre la expresión “previsional voluntario” y la expresión “y depósitos convenidos”, lo siguiente “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.


49. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma que señale la Superintendencia de  Administradoras de Fondos de Pensiones,” por “calculada”. Asimismo, reemplázase la última oración de este inciso por la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.


50. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 65 la siguiente oración: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y renta vitalicia, según corresponda.”.

51. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero, entre la expresión “inválidos” y la palabra “que”, la expresión “parciales”.


b) Reemplázase la primera y segunda oración del inciso segundo por las siguientes:


“Tratándose de afiliados declarados inválidos parciales que no se encuentren en algunas de las situaciones señaladas en el artículo 54, tendrán derecho a percibir pensiones conforme al primer dictamen de invalidez bajo la modalidad de retiros programados, equivalentes al setenta por ciento de dicho retiro determinado en conformidad a lo señalado en el artículo 65. Esta pensión no estará afecta a las comisiones señaladas en el inciso segundo del artículo 29.”.


c) Agrégase en la oración final del inciso tercero a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente “Para el cálculo del saldo retenido no se considerarán las cotizaciones realizadas durante el período transitorio, a que se refiere el inciso tercero del artículo cuarto.”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Respecto del saldo retenido y para los efectos de la opción y asignación a un tipo de Fondo a que se refiere el artículo 23, el afiliado no será considerado pensionado.”.


52. Intercálase a continuación de la primera oración del inciso cuarto del artículo 66, la siguiente oración: 


“Cuando sólo existieran hijos no inválidos con derecho a pensión, el monto del retiro programado podrá ser como máximo el valor equivalente a dos veces la pensión de referencia del afiliado causante.”. 

53. Modifícase el artículo 67 de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “segundo” y “dictamen” la expresión “o único”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso final la expresión “total o”. A su vez, reemplázase la frase “las pensiones de referencia establecidas en las letras a) y c) del artículo 56, según corresponda.” por la siguiente “la pensión de referencia establecida en la letra b) del artículo 56.”.


54. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “originada por un segundo dictamen” y agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador estará exento de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “, el afiliado acogido a pensión de invalidez total originada por un primer dictamen y el afiliado declarado inválido” por la expresión “y aquel” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador deberá pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


55. Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 85:


“Aquellos afiliados pensionados bajo la modalidad de retiro programado o renta temporal que habiendo agotado el saldo de su cuenta de capitalización individual no tengan derecho al sistema de pensiones solidarias, podrán enterar la cotización a que alude el inciso primero, calculada sobre el monto de la pensión básica solidaria vigente que corresponda.”.


56. Agrégase al epígrafe del Título IX la expresión “y Voluntarios”.


57. Agregáse el número “1. De los afiliados independientes”, al Título IX.


58. Agrégase el siguiente párrafo nuevo a continuación del artículo 92:


“2. Del afiliado voluntario


Artículo 92  J.- Toda persona natural que no ejerza una actividad remunerada podrá  enterar cotizaciones previsionales en una cuenta de capitalización individual voluntaria de una Administradora, sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 90. Los recursos que se mantengan en dicha cuenta serán inembargables y los derechos y obligaciones respecto de ella se regirán por las normas establecidas en esta ley para la cuenta de capitalización individual a que se refiere el inciso primero del artículo 17, considerando además las disposiciones especiales que se establecen en este párrafo. 


La cotización adicional que se cobre por la administración de los recursos de esta cuenta se calculará sobre el equivalente al ingreso determinado en la forma que se establece en el artículo siguiente, sin perjuicio que la parte destinada al pago de la prima del seguro a que se refiere el artículo 59 deberá calcularse sobre la base de dicho ingreso considerando un límite máximo de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de esta ley.  


La afiliación al Sistema deberá efectuarse por los interesados mediante la suscripción de la correspondiente solicitud. Respecto a quienes ya se encuentren afiliados por haber sido trabajadores dependientes o independientes, la primera cotización como afiliados voluntarios determina la apertura y mantención por la Administradora de las cuentas de capitalización individual voluntarias. 


Las cuentas de capitalización individual obligatorias y las cuentas de capitalización individual voluntarias deberán mantenerse en una misma Administradora. 


Las cotizaciones que se enteren en la cuenta de un afiliado voluntario podrán ser efectuadas por éste o por otro en su nombre y no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El afiliado voluntario podrá elegir o ser asignado a los tipos de Fondos de acuerdo a lo establecido en el artículo 23, según corresponda.


Asimismo, los afiliados a que se refiere este párrafo tendrán la opción de efectuar ahorro voluntario de aquél establecido en el artículo 21 de esta ley.


Artículo 92 K.- Se considerará como ingreso imponible de los afiliados a que se refiere este párrafo, la cantidad de dinero que coticen mensualmente en la Administradora, descontado el monto correspondiente a comisiones, multiplicado por diez, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho ingreso no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, no aplicándoseles a su respecto el límite máximo imponible señalado en el artículo 16. 


No obstante lo anterior, cuando los afiliados efectúen cotizaciones mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 19, se considerará como renta imponible la que se derive de la cotización mensual que realicen estos afiliados. Esta cotización será la que determine la Administradora como resultado de dividir por doce el monto total cotizado descontado el monto correspondiente a la cotización adicional, de la forma que determine una norma de carácter general que emitirá la Superintendencia. En caso que el resultado de la operación señalada sea inferior a la cotización equivalente a un ingreso mínimo mensual, deberá ajustarse el número de cotizaciones de manera tal que en cada mes el monto de cotización sea al menos equivalente a aquella correspondiente a un ingreso mínimo.


Artículo 92 L.- Los afiliados voluntarios quedarán cubiertos por el riesgo de invalidez o muerte si hubieren cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros. Para efectos de la determinación del aporte adicional, el cálculo del ingreso base, establecido en el  artículo 57, se realizará considerando el límite máximo imponible  a que se refiere el artículo 16.


Para efectos de la cobertura del seguro a que se refiere el inciso anterior, cuando los afiliados voluntarios hubiesen realizado cotizaciones de la forma señalada en el inciso segundo del artículo 92 K, dichas cotizaciones se entenderán imputadas mensualmente, de acuerdo a los montos definidos en la citada norma, a partir del mes siguiente a su recepción en la Administradora.


Artículo 92 M.- Los trabajadores dependientes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado voluntario, podrán autorizar a sus respectivos empleadores para que les descuenten de sus remuneraciones, bajo las normas establecidas en este párrafo y en el artículo 58 del Código del Trabajo, las sumas que destinen a cotizaciones para la cuenta de capitalización individual voluntaria de su cónyuge, incluyendo la cotización adicional. El empleador enterará esta cotización en la Administradora en que se encuentre incorporado el afiliado voluntario o en la que se encuentre afiliado su trabajador dependiente, según lo que aquél determine. En el último caso, la Administradora deberá destinar los recursos pertenecientes al afiliado voluntario a la Administradora en que éste se encuentre incorporado, en la forma que la Superintendencia establezca mediante una norma de carácter general. Respecto de estas cotizaciones se aplicarán las mismas normas establecidas en el artículo 19 para los trabajadores dependientes. Con todo, cesará la referida obligación en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones del trabajador a través de una entidad pagadora de subsidios.


La Administradora tendrá derecho a cobrar comisión por transferencia de cotizaciones, en los mismos términos establecidos en el inciso final del artículo 20 C. 


Dicha cotización a nombre del cónyuge no dará derecho al trabajador dependiente a la exención tributaria a que se refiere el artículo 18 de esta ley. 


Artículo 92 N.- La Superintendencia regulará mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con las cotizaciones a que se refiere este párrafo. Dicha norma contendrá, a lo menos, los procedimientos para la determinación del porcentaje y el cobro de la cotización adicional y la imputación de las cotizaciones para los fines que corresponda.”.


59. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual número 4. por el siguiente: “Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”. 

b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del párrafo primero del número 8. lo siguiente: “Para estos efectos y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades administradoras antes mencionadas con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que se le imputan como constitutivos de infracción, a fin de que éstas, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la recepción del respectivo oficio, procedan a formular sus descargos y acompañen las probanzas en que fundamentan sus alegaciones.”.

c) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 


“10. Efectuar los estudios técnicos necesarios para el desarrollo y fortalecimiento del Sistema de Pensiones y para evaluar la calidad de las pensiones que obtienen los afiliados y beneficiarios del Sistema. Para efectuar los mencionados estudios, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus beneficiarios, que ésta le solicite.”.


d) Agrégase el siguiente número 16, nuevo:


“16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir el envío de información y documentación sustentatoria o bien tener acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.

e) Agrégase el siguiente número 17., nuevo:


“17. Supervisar administrativamente las Comisiones Médicas Regionales y Central e impartir las normas operativas que se requieran para calificar la invalidez. Asimismo, controlar que las Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan, pudiendo siempre determinar el número de Comisiones que debe funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su equipamiento y requerir a dichas Comisiones la información necesaria para su adecuada fiscalización.”.


f) Agrégase el siguiente número 18., nuevo:

"18. Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.


La designación del inspector delegado no podrá tener una duración superior a seis meses, renovable por una sola vez por un período máximo de seis meses, y deberá fundarse en alguna de las siguientes causales:


a) Infracciones o multas reiteradas.


b) Rebeldía para cumplir las normas y órdenes legalmente impartidas por la Superintendencia.


c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes en el directorio.


d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la gestión de los Fondos de Pensiones.


e) Presunciones fundadas de que se han violado las normas sobre conflictos de interés, operaciones con personas relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora o de las entidades de su grupo empresarial.


f) Solicitud de quiebra o cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones significativas.


g) Declaración de quiebra o liquidación forzosa de cualquier entidad del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.


h) Existencia de antecedentes fundados de que los Estados Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real situación financiera.


i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos de acuerdo a lo dispuesto en esta ley.


El inspector visará todas las operaciones de la Administradora y tendrá facultades para suspender cualquier acuerdo del directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que hagan temer por la seguridad de los Fondos de Pensiones o por la estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá hacerse acompañar por otros funcionarios de la Superintendencia, así como contratar consultorías privadas externas con cargo a la Administradora.


La Administradora afectada podrá reclamar contra la designación del inspector a que se refiere este número, conforme al procedimiento establecido en el Nº 8 de este artículo. La interposición de dicho recurso no suspenderá los efectos de dicha designación.".

60. Modifícase el artículo 98 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) Inversión indirecta: Aquella que realicen los Fondos de Pensiones en activos, a través de la tenencia de instrumentos del inciso segundo del artículo 45, conforme lo disponga el Régimen de Inversión.”.


b) Elimínanse las letras f), i) y j), pasando las actuales letras g) y h) a ser las letras f) y g), respectivamente, y las actuales letras k) a la p), a ser las letras h) a la n), respectivamente.


c) Agrégase la siguiente letra “ñ)” nueva:


“ñ) Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo: Son aquellas alternativas de ahorro e inversión autorizadas por las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, para efectos de lo dispuesto en el Título III de esta ley.”.


61. Agrégase a continuación del artículo 98, el siguiente artículo 98 bis nuevo: 


“Artículo 98 bis.- Las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros establecerán, mediante Resolución conjunta, los procedimientos de fiscalización respecto del sistema de consultas y ofertas de montos de pensión a que se refiere el artículo 61 bis, de los pagos de beneficios y pensiones reguladas por esta ley que efectúen las Compañías de Seguros de Vida, como asimismo del pago de las contingencias del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59.”.


62. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyense las letras a), b), c), d), e) y f) por las siguientes: 


“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k), todas del inciso segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;


b) Rechazar, de acuerdo a lo establecido en el artículo 105, las clasificaciones practicadas por clasificadoras de riesgo en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 


c) Establecer los procedimientos específicos de aprobación de cuotas de fondos de inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de capital de la letra j), de instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas del inciso segundo del artículo 45;


d) Establecer las equivalencias entre las clasificaciones de los títulos de deuda señalados en la letra j) del inciso segundo del artículo 45, realizadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el artículo 105, y


e) Establecer, no obstante lo señalado en la letra c) anterior, los procedimientos específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la letra j) del  inciso segundo del artículo 45, que se transen en los mercados formales nacionales.”. 


63. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese  en el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:


“a) Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones designado por el Superintendente de ésta;


b) Un funcionario de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras designado por el Superintendente de ésta;


c) Un funcionario de la Superintendencia de Valores y Seguros designado por el Superintendente de ésta, y”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su suplente.”.


64. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero y segundo.


b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázanse la letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”. A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo siguiente: “representativos de capital” y reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”. Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,”.


65. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Artículo 105.- Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:

1. Categoría AAA;

2. Categoría AA;

3. Categoría A;

4. Categoría BBB;

5. Categoría BB;

6. Categoría B;

7. Categoría C;

8. Categoría D, y

9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.


Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:

1. Nivel 1 (N 1);

2. Nivel 2 (N 2);

3. Nivel 3 (N 3);

4. Nivel 4 (N 4), y

5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.


b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Para ejercer la atribución a que se refiere la letra b) del artículo 99, la Comisión Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún hecho que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda impactar negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la categoría de riesgo del título.


Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de los miembros asistentes a la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco miembros.”.


c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.


d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá establecer factores adicionales adversos que pudieran modificar la clasificación final. Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte, reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.  


e) Elimínase el inciso octavo.


66. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero al séptimo inclusive.


b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes tres incisos nuevos:


“Artículo 106.- Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 


Los requisitos de aprobación considerarán una adecuada diversificación de las inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial. Adicionalmente, se considerará que al momento de la aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de inversión. La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por los respectivos emisores en la forma y oportunidad que determine la Comisión Clasificadora.


La especificación conceptual, la metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo publicarlos en el Diario Oficial.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la letra “j)”.


d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.


67. Derógase el artículo 107.


68. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.


b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.”. 


d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la expresión “su decisión respecto”. A su vez, elimínanse la segunda y tercera oración de este inciso.


69. Reemplázase la segunda oración del inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 


“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”.

70. Elimínanse en la primera oración del artículo 110 las expresiones: “, o la asignación de una categoría de riesgo en su caso,” y “y su correspondiente categoría de riesgo”.


71. Sustitúyese en el artículo 111, la oración “sean aprobadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título XI de esta ley” por la siguiente: “cumplan los requisitos establecidos en el inciso quinto del artículo 45”.


72. Elimínase el párrafo 3, del Título XII: “De las Sociedades Anónimas Inmobiliarias”.


73. Sustitúyese en el segundo inciso del artículo 138, la expresión “la celebración de los contratos de cobertura de riesgo financiero a que se refiere la letra m)” por la expresión “la realización de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


74. Agréganse en el artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Asimismo, la función de comercialización de los servicios prestados por la Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenezca la Administradora.  


En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Las dependencias de atención de público de las Administradoras no podrán ser compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.

Si una Administradora de Fondos de Pensiones entregare a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la base de datos de carácter personal de sus afiliados, las entidades involucradas serán solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.628.”.

75. Modifícase el inciso primero del artículo 154 de la siguiente manera:


a) Reemplázase al final de la letra g) la expresión “, y” por  punto y coma (;).


b) Reemplázase al final de la letra h) el punto final por “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra i) nueva:


“i) La realización de descuentos a los beneficios que paguen a sus afiliados o beneficiarios para fines distintos a los de seguridad social o los establecidos en esta ley y que sean producto de obligaciones que éstos hubiesen adquirido con alguna entidad del grupo empresarial al cual pertenece la Administradora.”.

76.- Elimínanse la segunda y tercera oraciones de la letra b) del inciso primero del artículo 156.

77. Agréganse los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a ser Título XVIII:

“TITULO XV

De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual


Artículo 160.- La Superintendencia efectuará, por sí o a través de la contratación de servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de las cuentas de capitalización individual de los afiliados a que se refieren los incisos cuarto y quinto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se refiere el artículo 161. En cada licitación se adjudicará el servicio a la entidad que, cumpliendo con los requisitos de este Título, ofrezca cobrar la menor comisión por depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 


Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo anterior, la Superintendencia  podrá abstenerse de licitar en un período determinado cuando existan antecedentes técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 


El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las respectivas bases de licitación y no podrá exceder los dieciocho  meses, contados desde la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.


Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se afilien al Sistema durante el período correspondiente a los doce meses siguientes, deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el término del período de permanencia señalado en el inciso anterior. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.


Los trabajadores que estén afiliados al Sistema antes del inicio de cada proceso de licitación y que deseen participar en él, deberán inscribirse en una nómina creada para tal efecto. La mencionada nómina será administrada por la Superintendencia y se mantendrá vigente sólo durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de inscripción en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La inscripción en la nómina mencionada constituye la manifestación de voluntad del afiliado de mantenerse o traspasarse a la Administradora adjudicataria, aceptando de esta forma la comisión por depósito de cotizaciones periódicas ofrecida. No obstante lo anterior, estos trabajadores podrán manifestar su voluntad de no ser traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya para efectos de prestar el servicio licitado, dentro del plazo de seis meses establecido en el inciso anterior o, una vez afiliados a aquélla, traspasarse libremente a otra Administradora. 


La inscripción en la nómina deberá efectuarse en las oficinas de la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social o en los Centros de Atención Previsional Integral o en otra entidad que mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar este servicio. La inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de otros medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La nómina constituirá instrumento público para todos los efectos legales.


Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos de Pensiones existentes y aquellas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún no estén constituidas como tales. Estas últimas deberán contar con el certificado provisional de autorización a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.046 y la aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir con los requisitos técnicos, económicos, financieros y jurídicos que le permitan constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán calificados previamente por la Superintendencia. 


Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social mediante decreto supremo. Dichas bases estarán a disposición de los interesados, previo pago de su valor, el que será determinado por la Superintendencia y será de beneficio fiscal. Las bases deberán contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;


b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;


c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;


d) Monto de la garantía de implementación;


e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;


f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;


g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 


h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;


i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;


j) Fecha de inicio de operaciones de las entidades adjudicatarias que no estén  constituidas como Administradoras al momento de la licitación;


k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales, y

l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.


Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya comunicado una modificación a aquélla, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del  artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.

La adjudicación del servicio se efectuará mediante resolución fundada de la Superintendencia. 


La adjudicataria de la licitación no podrá incrementar la comisión por depósito de cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde el primer día del mes siguiente de aquél en el cual se cumplan seis meses desde la fecha de adjudicación del servicio licitado. Esta comisión se hará extensiva a todos los afiliados de la Administradora durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme. Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar libremente el monto de su comisión por depósito de cotizaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, sin perjuicio de su derecho a participar en una nueva licitación. Asimismo, concluido el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, aquellos afiliados nuevos que se incorporaron a ésta en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, podrán traspasarse libremente a otra Administradora.


Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados al Sistema y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al respectivo proceso de licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de la cual se adjudicó la licitación. 


La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:


a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora en el plazo establecido para tales efectos.

b) No se efectuare o no se adjudicare la licitación por alguna de las causales establecidas en esta ley o en las bases de licitación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, para evitar una concentración excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá asignar, aleatoria y equitativamente, los afiliados nuevos a las Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. Los afiliados asignados siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora. Los afiliados que se hayan inscrito voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso quinto del artículo 160, no podrán ser asignados por la Superintendencia.


Artículo 165.- Los trabajadores que se hayan incorporado a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre patrimonio mínimo exigido;


b) Incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 37 respecto de  la rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;


c) Cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 


d) En proceso de liquidación;


e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de cotizaciones que la adjudicataria de la licitación;

f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período establecido en el inciso tercero del artículo 163, o


g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación y la fecha en que solicite el traspaso. En este caso, los trabajadores sólo podrán traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166.


A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del inciso precedente.


Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con la licitación establecida en este título. Dicha norma establecerá, a lo menos, el procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados, los requisitos que deberán cumplir las personas jurídicas que no estén constituidas como Administradoras a la fecha de la licitación para participar en ella y la asignación de los afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se materialice.

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones


Artículo 167.- Créase un Consejo Técnico de Inversiones, en adelante “Consejo”, de carácter permanente, cuyo objetivo será efectuar informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar el logro de una adecuada rentabilidad y seguridad para los Fondos. Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el  artículo 45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho régimen;


2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Pensiones contenidas en el Régimen de Inversión, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 


3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;


4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de Pensiones que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;


5) Entregar una memoria anual de carácter público al Presidente de la República, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al Senado, y


6) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 

Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:


a) Un miembro designado por el Presidente de la República. La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;

b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile. La designación deberá recaer en un profesional de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;

c) Un miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, y

d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.

Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o ser reelegidos, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 


Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.


En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras anteriores, integrará el Consejo, en calidad de suplente, la persona que haya sido nombrada para tales efectos por quien corresponda efectuar la designación de los miembros titulares, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos del miembro titular.  


Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan la calidad de suplente.


Serán causales de cesación de los miembros titulares y suplentes del Consejo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por quien los designó;


c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;


d) Sobreviniencia de algunas de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del cargo, y


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 


Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de esta función, en tanto no sea divulgada al público. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena. 


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.


Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por el miembro designado por el Presidente de la República, sesionará con la asistencia de a lo menos tres de sus integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.


El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 


El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo, el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 


Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico del Consejo y tendrá la calidad de Ministro de Fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.  


El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas y las normas relativas a las obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 


La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas que corresponda a sus integrantes.  


Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada, el Consejo deberá aplicar las normas y procedimientos que establezca sobre esta materia.

TITULO XVII

De la Asesoría Previsional

1. Del Objeto de la Asesoría Previsional.

Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 


Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas en el artículo 61 de esta ley, sus características y demás beneficios a que pudieren acceder según el caso, con una estimación de sus montos. 


Artículo 172.- Créase el Registro de Asesores Previsionales, que mantendrá la Superintendencia, en el cual deberán inscribirse las personas o entidades que desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal efecto, deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el presente Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 


2. De las Entidades de Asesoría Previsional y de los Asesores Previsionales.


Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán sociedades constituidas en Chile exclusivamente por personas naturales y tendrán por objeto único otorgar servicios de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema.


Sus socios, administradores, representantes legales y las personas que tengan a su cargo realizar las funciones de asesoría previsional, deberán reunir los requisitos y estarán sujetas a las obligaciones que se establecen en este Título.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales deberán acreditar ante la Superintendencia la contratación de una póliza de seguros para responder del correcto y cabal cumplimiento de todas las obligaciones emanadas de su actividad y, especialmente, de los perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que contraten sus servicios de asesoría previsional. En el caso que el Asesor Previsional esté constituido además como corredor de seguros de rentas vitalicias, se deducirá de esta garantía aquella que haya constituido en virtud de lo establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto no inferior a la suma más alta entre 500 unidades de fomento y el 30% del saldo promedio de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, con un máximo de 60.000 unidades de fomento.


Artículo 174.- Los socios, los administradores, los representantes legales de las Entidades de Asesoría Previsional y sus dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, así como los Asesores Previsionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia en Chile y cédula de identidad de extranjería al día;


b) Tener antecedentes comerciales intachables;


c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia de educación media o estudios equivalentes;


d) Acreditar ante la Superintendencia los conocimientos suficientes sobre materias previsionales.


El cumplimiento de los requisitos de las letras b) y d) anteriores deberán ser acreditados mediante la presentación del certificado o declaración respectiva, para el caso de la letra b), y de la aprobación del examen de conocimientos correspondiente, para el caso de la letra d), y con una periodicidad que no podrá ser inferior a un año para ambos casos, según se establezca en la norma de carácter general, que al efecto dicte la Superintendencia.


No podrán ser socios, administradores, dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional o Asesores Previsionales, las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones siguientes:


a) Los procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva;


b) Los fallidos no rehabilitados y quienes tengan prohibición de comerciar;


c) Las personas sancionadas con la cancelación o revocación de su inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, Valores y Seguros y Bancos e Instituciones Financieras, o los que hayan sido administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad en la forma que prescribe la ley;


d) Quienes tengan la calidad de controlador, a que se refiere el artículo 97 de la ley Nº 18.045, o de persona relacionada con éste, los directores, los gerentes, los apoderados o los dependientes de una Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros, o de las entidades que conforman su grupo empresarial, y


e) Quienes tengan la calidad de corredores y liquidadores de seguros, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, excepto aquellos corredores habilitados para la asesoría e intermediación de rentas vitalicias.


Artículo 175.- Respecto de las personas o entidades que hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad de asesoría previsional referidos en los artículos precedentes, la Superintendencia dictará una resolución que ordene su inscripción en el registro respectivo, conceda la autorización para funcionar y fije un plazo para iniciar sus actividades.


Será responsabilidad de las Entidades de Asesoría Previsional llevar un registro de los dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las facilidades que se requieran para efectuar el control que respecto de estas materias determine la Superintendencia.


Artículo 176.- Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales responderán hasta de la culpa leve en el cumplimiento de las funciones derivadas de las asesorías previsionales que otorguen a los afiliados o sus beneficiarios y estarán obligadas a indemnizar los perjuicios por el daño que ocasionen. Lo anterior, no obsta a las sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.


Por las Entidades de Asesoría Previsional responderán además, sus socios y administradores, civil, administrativa y penalmente, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción o incumplimiento.

Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales estarán sometidos a la supervigilancia, control y fiscalización de la Superintendencia, la que para ello estará investida de las facultades establecidas en esta ley.


Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría Previsional encargados de la prestación del servicio, quedarán sujetos al control y fiscalización de la Superintendencia, la que tendrá respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 177.- La cancelación en el Registro de Asesores Previsionales de una Entidad de Asesoría Previsional o de un Asesor Previsional, procederá:


a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave de ley, y


b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido en el artículo 173 de esta ley.


La declaración de infracción grave de ley corresponderá a la Superintendencia y deberá estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  


Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del inciso primero, la Superintendencia dictará una resolución fundada que ordene cancelar la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.


3.  De la contratación de la Asesoría Previsional.


Artículo 178.- Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la Entidad o el Asesor Previsional y el afiliado o sus beneficiarios, cuyas cláusulas mínimas serán establecidas mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia.  


La contratación de una asesoría previsional no importa, para el afiliado o beneficiario, la obligación de acoger la recomendación que le fuere proporcionada.


Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional con cargo a la cuenta de capitalización individual, a excepción de lo indicado en los incisos segundo y tercero de este artículo.


Los afiliados o beneficiarios de pensión, según corresponda, que cumplan los requisitos para pensionarse podrán, al momento de seleccionar modalidad de pensión, pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis por el saldo de dicha cuenta  destinado a pensión. 


Si efectuado el pago a que se refiere el inciso anterior, quedare un porcentaje remanente respecto de la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, los afiliados o beneficiarios de pensión que se encuentren pensionados por retiro programado y cambien de modalidad de pensión, podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar el porcentaje remanente por el saldo de dicha cuenta destinado a pensión al momento del cambio de modalidad. 


No obstante, lo señalado en el inciso final del artículo 61 bis, cuando se trate de un cambio de modalidad de pensión las compañías de seguros de vida no podrán pagar a sus dependientes, a los intermediarios, agentes de venta de renta vitalicia u otras personas que intervengan en la comercialización de éstas, una comisión por intermediación o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere el inciso anterior.


Las Administradoras y las compañías de seguros de vida no podrán efectuar pago alguno a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.


4.  Otras Disposiciones.


Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional, siendo aplicables en lo que corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25 de esta ley.


Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de este Título.


Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional, así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna circunstancia a los afiliados o sus beneficiarios otras prestaciones diferentes a las propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aun a título gratuito o de cualquier otro modo.”.

78. Intercálase en el inciso primero del artículo 12 transitorio a continuación de la expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,) la siguiente frase: “u obtuviere pensión de invalidez total conforme a un único dictamen”.

Párrafo segundo

Modificaciones  a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N°824, 1974


Artículo 80. Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N°824, de 1974:


1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el encabezado del artículo la expresión “o cotizaciones voluntarias de conformidad a lo establecido en el número 2”, por la siguiente: “cotizaciones voluntarias y ahorro previsional voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,);


b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización voluntaria”, por la siguiente: “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,);


c) Reemplázanse en el número 2, la expresión “y cotización voluntaria”, por “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,); y la expresión “y de las cotizaciones voluntarias”, por la siguiente: “de las cotizaciones voluntarias y del ahorro previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);


d) Reemplázase en el número 3, la expresión “o de cotizaciones voluntarias a que se refiere el número 2”, por “cotizaciones voluntarias o ahorro previsional voluntario colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).


e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al momento de incorporarse al sistema de ahorro a que se refiere este artículo, los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias o el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los números 2. y 3. del Título III del decreto ley Nº 3.500, de 1980, no se rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo, cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando estos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad.

Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su vez, cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que éstos generen, sean retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  En este último caso, la Administradora o Institución Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 de este artículo.”.


2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro previsional voluntario colectivo”.

3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos


Artículo 81.- Agréganse en el artículo 70 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Asimismo, podrán también los bancos constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo, a las normas establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de bancos constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

Párrafo cuarto

Modificaciones en la ley N° 17.322


Artículo 82.- Incorpórense a la ley N° 17.322, a continuación del artículo 22 c), los siguientes artículos 22 d) y 22 e) nuevos:

“Artículo 22 d). En caso que las cotizaciones no se enteren ni declaren en el plazo establecido en el inciso primero del artículo 22 de esta ley, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la institución de previsión o de seguridad social respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones de seguridad social de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones de seguridad social impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia respectiva. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.

Artículo 22 e). Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general dictada por la respectiva Superintendencia, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones de seguridad social, para efectos que la Tesorería retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de esta ley. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones de seguridad social impagas, la institución de previsión o de seguridad social respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la respectiva norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.

No obstante las sanciones establecidas en esta ley, los empleadores que no pagaren las cotizaciones de seguridad social, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones de seguridad social, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.
Párrafo quinto

Modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios


Artículo 83.- Modifícase el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.
Párrafo sexto

Modificaciones en la Ley de Seguros

Artículo 84.- Agréganse en el artículo 4° del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, Ley de Seguros, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:


“Las entidades aseguradoras podrán constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de compañía de seguros constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


La compañía de seguros matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.
TÍTULO VI

OTRAS NORMAS

Párrafo primero

De la responsabilidad de alcaldes y otras autoridades


Artículo 85.- El incumplimiento de la obligación de efectuar los aportes previsionales que correspondan a sumas descontadas con tal propósito a las remuneraciones de los funcionarios públicos, cuando sea aplicable lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la ley N° 17.322 o el inciso final del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, constituirá infracción grave al principio de probidad administrativa contemplado en el artículo 52 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Los alcaldes que cometan la infracción referida en el inciso precedente, incurrirán en la causal de cesación en el cargo prevista en el artículo 60, letra c), de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Igual sanción se aplicará a los concejales que cometieren dicha infracción con motivo del desempeño como alcaldes suplentes.


En los casos previstos en el inciso anterior, la Contraloría General de la República, de oficio o a petición de cualquier concejal, efectuará las investigaciones que procedan con el objeto de verificar las infracciones correspondientes. Cuando el Órgano Contralor concluya que hay mérito suficiente para hacer efectiva la responsabilidad del alcalde, informará de ello al Concejo para los efectos previstos en el artículo 60, inciso cuarto, de la ley N° 18.695.


Lo establecido en los incisos precedentes no obsta a la realización de sumarios administrativos destinados a hacer efectiva las responsabilidades de funcionarios municipales con motivo del incumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero de este artículo.

Párrafo segundo

Fija renta mínima imponible para trabajadores de casa particular


Artículo 86.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 151 del Código del Trabajo, la remuneración mínima imponible para efectos de seguridad social de los trabajadores de casa particular, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual para jornadas completas, o proporcional a la pactada, si ésta fuere inferior.

TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL


Artículo 87.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.128:


1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez, la pensión básica solidaria de invalidez, el aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez". 


2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.


b) Reemplázase, en el inciso quinto, la frase “mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pénsión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, exceptuando los reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos de conformidad a las normas que los rigen”.


3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 9°, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyense la letra “l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”.


Artículo 88.- Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”. A su vez, agrégase, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: "Para evaluar el financiamiento de los beneficios que se otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social y la Superintendencia de Pensiones proporcionarán a la Dirección los datos e informaciones necesarios para la realización de los estudios técnicos y actuariales que sean necesarios para tal efecto”.

Artículo 89.- Las expresiones pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, empleadas en los artículos 87 y 88 precedentes y en el decreto ley N° 3.500, de 1980, corresponden a las definidas en el artículo 2° de la presente ley.


La alusión efectuada por el artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, a los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, corresponde a aquellos trabajadores beneficiados por el subsidio establecido en el párrafo tercero del Título III de la presente ley.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones transitorias del Título I sobre el sistema de pensiones solidarias


Artículo primero.- Las disposiciones del Título I de la presente ley entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2008. No obstante, si la publicación de ésta, fuese posterior al 1 de enero de 2008, regirá a contar del día primero del séptimo mes siguiente a dicha publicación. 


Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se podrá utilizar como instrumento de focalización la Ficha de Protección Social.


Artículo segundo.- Deróganse desde la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de que este último mantiene su vigencia para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo 31.


Las personas que a la fecha señalada en el inciso anterior, sean beneficiarias de pensiones asistenciales otorgadas de conformidad al decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho,  a contar de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, a las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las referidas pensiones asistenciales. Lo anterior no se aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.


Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia del Título I, que hayan sido presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto ley, serán calificadas de acuerdo a lo establecido en el referido título.


Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley, el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 


A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido en el artículo 31, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión asistencial.


Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de esta ley corresponderán al Instituto de Previsión Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.


Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N° 18.141.


Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.


Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las mismas condiciones.

Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán acceder a las pensiones mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese cuerpo legal, vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán optar por el sistema de pensiones solidarias establecido en la presente ley, de conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una sola vez. 


Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el derecho de opción del inciso anterior en las mismas condiciones. En este caso, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión de acuerdo a dicho decreto ley, conforme lo que establezca la Superintendencia de Pensiones, en una norma de carácter general.


Artículo séptimo.- Las personas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.


El aporte solidario de vejez a que puedan acceder las personas que estén afectas a alguno de los regímenes de previsión administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los pensionados de los mismos, se regirá por las respectivas normas transitorias del presente título, siempre que tengan derecho a alguna pensión del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación, o pensión de viudez, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, o que obtengan dicha pensión o jubilación en el futuro de alguno de ellos, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez establecido en el Párrafo tercero del Título I de esta ley, cuando la pensión base sea de un monto inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario que señala el artículo 13 de la presente ley, y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° de esta ley.


El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 2°. Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de alguno de los regímenes previsionales señalados en el inciso anterior, incluidas las bonificaciones de las leyes N°s 19.403, 19.539 y 19.953, según corresponda.


Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, el aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 u 11, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto ley. Respecto de aquellos que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de obtención de dicha pensión de vejez, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en una norma de carácter general.


Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho al aporte previsional solidario de invalidez establecido en el Párrafo quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 


Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del título VII del decreto ley N° 3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. También accederán a esta garantía estatal de pensión mínima de sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a ella.


Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a $ 60.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de julio de 2008 la data inicial antes señalada será el día primero del mes siguiente al de dicha publicación.


A contar del 1 de julio de 2009  la pensión básica solidaria de vejez ascenderá a $75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con aporte solidario será de $75.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  45%.


A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de 2015, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  50%.


A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  55%.


A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  60%.


Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo dispuesto en el artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de 2012.


Artículo décimo tercero.- No obstante lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las modificaciones introducidas en las letras a) y b) del número 6., la letra b) del número 7., la letra b) del número 8., la letra b) del número 9. y la letra a) del número 11., todas del artículo 34 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.

Párrafo segundo

Disposiciones transitorias del Título II sobre institucionalidad


Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Subsecretaría de Previsión Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Subsecretaría de Previsión Social;


2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, de la Superintendencia de Seguridad Social y del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más Intendencias.


3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Instituto de Normalización Previsional.


4. Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Seguridad Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Seguridad Social.


5. Fijar la planta de personal del Instituto de Seguridad Laboral, ex Instituto de Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional.


6. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata entre las instituciones mencionadas en los números anteriores, conforme a lo señalado en el número siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el Instituto de Normalización Previsional a otras instituciones públicas, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


8. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará  las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


9. El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 


10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su conjunto, fijadas en la Ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto de  las instituciones afectas a fijación de plantas y encasillamiento del personal, sin perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.


11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará  la fecha de supresión de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino de sus recursos. 


12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.


Artículo décimo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo décimo sexto.- Los altos directivos públicos del Instituto de Normalización Previsional que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha institución y que sean traspasados al Instituto de Previsión Social, continuarán sometidos a la misma normativa que los rigen.


Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.


Artículo décimo octavo.- A contar de la fecha de publicación de la presente ley, el Instituto de Normalización Previsional ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan al Instituto de Previsión Social  hasta la fecha en que esta última institución entre en funciones. 

Del mismo modo, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan a la Superintendencia de Pensiones, hasta que esta última institución entre en funcionamiento, con excepción de aquellas que se  traspasen desde la Superintendencia de Seguridad Social, las que esta última continuará ejerciendo hasta dicha fecha.

Artículo décimo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el artículo 35, según corresponda, funciones actuales que en virtud de la presente ley pasan a desempeñar los órganos antes señalados y que no hayan sido mencionadas en los artículos de la misma.
Párrafo Tercero

Disposiciones transitorias del Título III, sobre normas sobre equidad de género y afiliados jóvenes


Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.


Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64, obtenga su pensión con posterioridad al 1 de julio de 2009, tendrá derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos permanentes del Párrafo primero del Título III.


A contar del 1 de julio de 2009, la bonificación por hijo para las madres será considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo señalado en el Título I de esta ley. 


Artículo vigésimo primero.- Las normas contenidas en el Párrafo 2° del Título III sólo serán aplicables en los juicios de nulidad o divorcio que se inicien con posterioridad a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el inciso segundo de esta misma disposición,  lo hará a partir del 1 de julio de 2011.


Artículo vigésimo tercero.- No les serán aplicables las disposiciones establecidas en el artículo 4 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, a las afiliadas mujeres que a la fecha de publicación de esta ley tengan más de sesenta años de edad. 

Párrafo Cuarto

Disposiciones transitorias del Título IV sobre la obligación de cotizar de los trabajadores independientes

Artículo vigésimo cuarto.- El Título IV de esta ley entrará en vigencia a contar del día 1 de enero del cuarto año siguiente, contado desde la fecha de publicación de la presente ley.  


Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia de los artículos señalados en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89  del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.


Para efectos del inciso anterior, la renta imponible será la establecida en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, multiplicada por 0,4; 0,7; y 1 para el primer, segundo y tercer año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero, respectivamente.


Desde el cuarto año de la entrada en vigencia de los artículos mencionados en el inciso primero, dichos trabajadores estarán obligados a efectuar las cotizaciones del Título III del decreto ley N°3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F.


La cotización del 7% para financiar prestaciones de salud se realizará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 76 de la presente ley, a contar del día 1 de enero del séptimo año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero. Con anterioridad a dicha fecha estas cotizaciones se realizarán de acuerdo a las normas vigentes a la época de publicación de la presente ley.

Párrafo Quinto

Disposiciones transitorias del Título V Reforma sobre beneficios, Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y competencia


Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.


La bonificación establecida en el artículo 20 O del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 12, del artículo 79 de esta ley, será aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo que se efectúen a contar de la vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso precedente.

Las normas que modifican el financiamiento de las Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, a que se refiere la letra b) del numeral 5 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I de esta ley, según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.
El Título XVI del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 77 del artículo 79, comenzará a regir el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley.


Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación. Asimismo, los afiliados que se encuentren percibiendo pensiones de invalidez conforme a un primer dictamen, continuarán rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de declaración de su invalidez.


Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.


Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 55 del artículo 79 del Título V de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán traspasar a su cuenta de capitalización individual, todo o parte de los fondos mantenidos en la cuenta de ahorro voluntario con el objeto de aumentar el monto de su pensión.


Artículo trigésimo.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980 y que den cumplimiento a los requisitos establecidos en el inciso tercero del artículo 23 de dicho decreto ley, modificado por el número 16 del artículo 79 de esta ley, podrán ejercer la opción en él señalada.


Artículo trigésimo primero.-  La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47 del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al mismo decreto ley. 


Artículo trigésimo segundo.-  Si a la fecha de entrada de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, existiere una Reserva de Fluctuación de Rentabilidad de propiedad de un Fondo de Pensiones, la Administradora respectiva deberá distribuir dicha reserva entre sus afiliados proporcionalmente al número de cuotas que éstos mantengan en sus cuentas individuales, enterando el monto correspondiente en las cuentas de aquéllos, en la forma y en los plazos que establezca una norma de carácter general que al efecto dictará la Superintendencia de Pensiones.


Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 168 del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 77 del artículo 79 del Título V de esta ley, la primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se efectuará por los períodos que a continuación se indica:


a) Dos años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones.


b) Tres años en el caso de los miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.


c) Cuatro años en el caso del miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile.


d) Cinco años en el caso del miembro designado por el Presidente de la República.

Artículo trigésimo cuarto.- Durante los dos primeros años a contar de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Administradora, sin perjuicio que la Superintendencia de Pensiones pueda establecer plazos para su enajenación.


Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el  número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser inferior al 30% ni superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de Pensiones. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.


Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%, 20% y 15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.


Artículo trigésimo sexto.- Dentro de un plazo de noventa días contado desde la fecha de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce en el decreto ley N°3.500, de 1980, las Administradoras deberán adecuar los contratos de prestación de servicios que estuvieran vigentes a lo dispuesto en el artículo 23 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 16 del artículo 79 del Título V de esta ley. 


Artículo trigésimo séptimo.- La primera licitación del seguro a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 45 del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980. 


Artículo trigésimo octavo.-  Las modificaciones que el número 8 del artículo 79 del Título V de esta ley introduce al artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, comenzarán a aplicarse a contar del 1 de enero del año siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- La obligación del empleador de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1 de julio de 2009.

En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, período durante el cual la cotización adicional del correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980.
Párrafo sexto

Disposición transitoria del Título VI otras normas


Artículo cuadragésimo.- La remu-neración mínima imponible fijada en el artículo 86, se aplicará a contar del día primero del mes en que se cumpla el tercer año contado desde la publicación de la presente ley. No obstante, desde el primer año, contado de igual forma, dicha remuneración será de un 83% de un ingreso mínimo mensual y durante el segundo, ésta será de un 92% del señalado ingreso.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre financiamiento fiscal


Artículo cuadragésimo primero.- Las modificaciones señaladas en los artículos 87 y 88, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo cuadragésimo segundo.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones fiscales derivadas de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.


Artículo cuadragésimo tercero.- Podrán efectuarse retiros al Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del artículo 6° de dicha ley.


Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos. 


Artículo transitorio final.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes de este cuerpo legal, podrán dictarse los reglamentos que dispone la presente ley, desde la fecha de publicación de la misma.”.
***

Me permito hacer presente a V.E. que  el artículo 44 -inciso tercero-; el artículo 45 -número 8-; los literales iii y iv de la  letra a), el nuevo inciso noveno propuesto mediante la letra b); el nuevo inciso noveno propuesto por la letra f) y la letra  g),  contenidos en el número 29; las letras a) y s) del número 32, el número 35 y el número 77 –sólo en lo que respecta a las letras a) y b) del artículo 168-, todos contemplados en el artículo 79; el artículo 85,  y los artículos  trigésimo tercero -letra d)- y trigésimo quinto transitorios, fueron aprobados tanto en general como en particular con el voto afirmativo de 108 Diputados de 116 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Asimismo, los artículos 1° a 32; 34; 64 a 70; 71 -inciso segundo-; 72 a 78; 79 -números 1 a 27-, 29 -letras c), d), y e)-; 30; 31; 32 -letras b) a r)-, -t) a y)-, 33, 34, y 36 a 75-; 82, y 86 y los artículos primero a décimo; vigésimo; vigésimo tercero; vigésimo cuarto -incisos segundo a quinto-; vigésimo sexto a trigésimo segundo; trigésimo cuarto; trigésimo sexto; trigésimo noveno -inciso segundo-, y cuadragésimo transitorios, fueron aprobados en general con el voto afirmativo de 109 Diputados y, en particular, con la misma votación, con excepción de los siguientes: artículo 3°, por 105 Diputados, el artículo 28 por 60 Diputados, el artículo 29 por 59 Diputados, el artículo 59 por 60 Diputados, el artículo 60, por 60 Diputados, el artículo 79: su número 1, por 60 Diputados, su número 8, letra b), por 59 Diputados, sus números 9, 18 y 19, letra b), por 61 Diputados, sus números 44 y 45 por 60 Diputados, en todos los casos de 116 Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 4, DE 2007, DE ECONOMÍA, QUE FIJÓ EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, EN LO RELATIVO A SEGURIDAD Y CONTINUIDAD DE SUMINISTRO ELÉCTRICO A CLIENTES REGULADOS Y LA SUFICIENCIA DE SISTEMAS ELÉCTRICOS

(5251-04)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.




A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman y sus Asesores, señora Natalia González y señor Andrés Romero.
- - -





Se deja constancia que la Comisión, unánimemente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, acordó introducir en el proyecto una enmienda de redacción, la que se consigna oportunamente.

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- 
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones:
Artículo único, números 1, 2, 3; número 4, en sus artículos 146° bis y quáter; y artículos 1°, 4°, 5° y 6° transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones:



N°s 2 y 5.

3.-
Indicaciones aprobadas


con modificaciones:



N° 1.

4.-
Indicaciones rechazadas:

N° 3.

5.-
Indicaciones retiradas:

N°s 4 y 6.

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles:



No hubo.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo único
N° 4)
Artículo 146° ter





El numeral 4) incorpora el siguiente artículo 146° ter:





“Articulo 146º ter.- La quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de electricidad se regirá por las siguientes reglas especiales y, en lo no previsto en ellas, por las contenidas en el Libro IV del Código de Comercio, intitulado “De las Quiebras”.





Inmediatamente después de presentada una solicitud de quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, dentro de las veinticuatro horas siguientes, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la quiebra compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Quiebras, respecto de las materias de su competencia.





De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución que declare la quiebra ordenará la continuación efectiva del giro del fallido, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación efectiva del giro del fallido y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuidad efectiva del giro. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación efectiva del giro permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema. Cuando la continuación efectiva del giro comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro, afectos a la seguridad de sus créditos.





El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes.  Por su parte, el síndico tendrá sobre dicha administración las facultades que indica el artículo 207º del Libro IV del Código de Comercio, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación efectiva del giro. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en el inciso final del artículo 116º del Libro IV del Código de Comercio.





El administrador provisional responderá de culpa levísima en el ejercicio de su cargo y se le aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades de los síndicos, en lo que corresponda. Asimismo, cesará en su cargo por declaración del tribunal, a solicitud de cualquier interesado, cuando sobreviniere alguna de las causales a las que se refieren los números 1 al 4 del artículo 17º o los numerales 1, 2 y 3 del artículo 24º, ambos del Libro IV del Código de Comercio, o cuando hubiese dejado de integrar el registro público al que se refiere este artículo, o por renuncia aceptada por el tribunal.





Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente a la Superintendencia de Quiebras y al Superintendente de Electricidad y Combustibles.





La administración provisional se extenderá por todo el período que fuere necesario para el perfeccionamiento de la enajenación a la que se refieren los incisos siguientes.





Los activos que han quedado comprendidos en la continuación efectiva del giro deberán enajenarse como unidad económica. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la sentencia que declare la quiebra cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 122 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberá ser acordado por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra y, en su caso, con el voto favorable del fallido, pudiendo el síndico formular oposición fundada de acuerdo a lo dispuesto en el Título IX del Libro IV del Código de Comercio.




En caso que los bienes se enajenen mediante el mecanismo previsto en el artículo 124 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, las bases se confeccionarán por la Superintendencia, en conjunto con la Comisión, las que incluirán los contenidos indicados en el artículo 125º del Libro IV del Código de Comercio, como asimismo, los contenidos aprobados por la junta de acreedores o por el tribunal, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, y podrán establecer condiciones especiales para resguardar la competencia entre los oferentes y la continuidad del servicio respectivo. Cualquier discrepancia u oposición respecto del mecanismo para llevar a cabo la enajenación como unidad económica o respecto de las bases o condiciones de dicha enajenación, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, consultando la mayor facilidad y el mejor resultado de la enajenación, como asimismo, la continuidad del servicio respectivo.





En caso que se hubiere acordado enajenar la unidad económica mediante el mecanismo establecido en el artículo 124° del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, y, pese a haberse ofrecido conforme a las bases no se presentaren interesados, se procederá a ofrecerla nuevamente, pudiendo en, tal caso, rebajarse el precio hasta los dos tercios del fijado en aquéllas. Con todo, si se introducen otras modificaciones a las bases en este segundo llamamiento, deberá procederse conforme lo dispone este artículo. Si en una segunda oportunidad tampoco hubiere interesados, continuará la realización de los bienes conforme a las normas pertinentes del Libro IV del Código de Comercio.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que la quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de quiebra, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la declaración de quiebra.”.





A este artículo, S. E. la Presidenta de la República, formuló las indicaciones N°s 1 y 2.





La indicación N° 1, para agregar, en el inciso segundo, a continuación de las expresiones “veinticuatro horas siguientes,”, la frase “de conformidad a lo dispuesto en inciso segundo del artículo 55º del Libro IV del Código de Comercio,”.





La abogada, señora González, explicó que esta indicación obedece a una duda planteada en el seno de la Comisión, y tiene como objetivo aclarar que se seguirán las reglas generales sobre notificaciones en caso de quiebras.





La Comisión aprobó la indicación N° 1, con la modificación formal de incluir el artículo “el” antes de la palabra “inciso”, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.




La indicación N° 2, para agregar, en el inciso tercero, a continuación de las expresiones “artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema” y antes del punto seguido con el que termina dicha oración, precedido de una coma (,), lo siguiente: “para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto”.





La abogada señora González expresó que esta modificación apunta al inventario del activo en la quiebra, de manera que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Nacional de Energía puedan especificar los bienes necesarios para la continuación efectiva del giro.





La indicación N° 2 fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.
Artículo 2° transitorio





El artículo 2° transitorio es del siguiente tenor:





“Artículo 2º transitorio.- En el evento que un contrato de suministro eléctrico suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo termine por sentencia que cause ejecutoria, la referida empresa generadora deberá continuar suministrando la energía objeto del contrato, en sus mismos términos, por el plazo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria. Esta obligación podrá cesar anticipadamente si dentro de dicho plazo se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato en virtud de la obligación de la distribuidora, desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria, de llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos.





La distribuidora afectada por la terminación de su contrato de suministro para abastecer a clientes regulados que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro dispuesto en los mencionados artículos, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.





Transcurrido el plazo de dieciocho meses previsto en el inciso primero de este artículo sin que se hubiere iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al cumplirse el plazo de dieciocho meses antes referido. Esta obligación permanecerá vigente mientras no se inicie la ejecución del nuevo contrato que resulte de la licitación de suministro.





El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.




Para los efectos previstos en este artículo y en el artículo 3º transitorio siguiente, se entenderá por energía firme la suma de la energía firme de las centrales propias y de bloques de energía firme cuyo suministro por parte de otras entidades generadoras que operen en sincronismo con el sistema haya sido asegurado mediante un contrato suscrito a precio libremente convenido. En el caso de las centrales hidroeléctricas, la energía firme es igual a la capacidad anual de producción de energía bajo condiciones de hidrología seca, habida consideración de las restricciones de riego que fueren aplicables. Se entiende por hidrología seca, el año de la estadística hidrológica definido como el de probabilidad de excedencia más próxima a 90%, para el sistema eléctrico en conjunto. En el caso de las demás centrales, la energía firme se calculará como la capacidad anual de producción de energía en condiciones de disponibilidad promedio de las unidades generadoras. Se entiende por disponibilidad promedio de energía de estas centrales, el máximo de la energía anual que, como promedio, pueden generar dichas centrales, considerando los períodos de mantenimiento y falla. Para estos efectos, se utilizarán los antecedentes históricos de que disponga el Centro de Despacho Económico de Carga y, en el caso de nuevas unidades, las estimaciones que esa entidad efectúe sobre la base de estudios propios y de los antecedentes técnicos que presente su propietario.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico, cuyos contratos terminen por sentencia que cause ejecutoria dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.”.





A este artículo fue presentada la indicación N° 3, de los Honorables Senadores señores Arancibia y Sabag, para reemplazar las expresiones “dieciocho meses”, todas las veces que aparece en dicho artículo, por las expresiones “doce meses”.





El Honorable Senador señor Vásquez indicó que no existe vicio de constitucionalidad porque la ley no se aplica directamente a un caso, sino que es una norma general. Agregó que las empresas generadoras deben asumir su obligación de suministrar energía, pues a ello se comprometieron, en su opinión, tienen un compromiso con el Estado de proveer al sistema eléctrico, que no pueden soslayar. Por ello, es partidario de rechazar la indicación.





Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica manifestó que no existe un criterio para perjudicar a una empresa determinada. Añadió que el único principio que ha primado es el de ayudar a superar la crisis que vivirá el país, dado el periodo de inestabilidad y ajuste que sufrirá el sector eléctrico los próximos tres años.





La Comisión rechazó la indicación N° 3 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica Vásquez y Zaldívar.




Además, S. E. la Presidenta de la República, formuló la indicación N° 4, para agregar, a en el inciso final, a continuación del punto a parte que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe fundado de la Comisión Nacional de Energía que considere las condiciones de oferta del mercado eléctrico, podrá prorrogar por una única vez y hasta por un año, los plazos señalados en este inciso.”.





El Ministro, señor Tokman, explicó que esta norma replica la contenida en el artículo 27 de la ley eléctrica, a fin de ampliar la vigencia de las normas transitorias de ser necesario, dado que el sector estará muy ajustado los próximos años.





El Honorable Senador señor Orpis, fue de parecer que las normas transitorias deben ser lo más breves posibles, y si se quieren prorrogar debe ser por ley.





La abogada, señora González, indicó que el plazo se acortó al año 2010, en que se prevé que entren en funcionamiento nuevas plantas, la norma es sólo para mayor seguridad.





El señor Ministro explicó que este es un periodo de mucha estrechez, y por eso se busca una mayor holgura en la administración, porque no se tiene certeza de la duración del periodo más crítico.





El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con el Honorable Senador señor Orpis, en cuanto a que si es necesario la Comisión está dispuesta a legislar con celeridad como se ha hecho hoy, pero no es conveniente renunciar a sus facultades legislativas sin necesidad.





Teniendo presente las consideraciones anteriores el Ministro, señor Tokman, retiró la indicación N° 4.

Artículo 3° transitorio





El artículo 3° transitorio dispone lo siguiente:





“Artículo 3º transitorio.- Declarada la quiebra de una empresa generadora que mantenga contratos de suministro eléctrico vigentes con una empresa distribuidora para abastecer a clientes regulados de un sistema eléctrico, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, incluida la empresa en quiebra, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al momento de declararse la quiebra de la empresa generadora antes referida.





Cada una de las empresas generadoras que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, contribuya a satisfacer el suministro de la distribuidora afectada, en la proporción destinada a clientes regulados, gozará, por esta sola contribución, de un crédito proveniente de la continuación efectiva del giro del fallido. El monto de este crédito corresponderá a la suma, debidamente actualizada, de: las diferencias positivas entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo de energía vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a los clientes regulados del sistema correspondiente, en la prorrata que le corresponda a cada generador. El señalado crédito deberá calcularse para todo el periodo que media entre la declaración de quiebra y lo primero que ocurra entre la enajenación de los activos como unidad económica; el inicio del suministro bajo un nuevo contrato resultante del proceso de licitación referido en este artículo; o el término de la obligación de suministro de energía a clientes regulados, contractual o legal, del fallido para con la distribuidora. La Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga respectivo determinará el monto a pagar a cada empresa generadora, de conformidad a lo anteriormente establecido.





Transcurrido el periodo señalado en el inciso anterior, sin que se hubiere iniciado un nuevo contrato de suministro a la distribuidora, el costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a asignar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.




La obligación del conjunto de empresas generadoras del sistema, consistente en satisfacer el suministro necesario para los clientes regulados a prorrata de su energía firme señalada en este artículo, permanecerá vigente mientras no se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato. Para estos efectos, desde la fecha de la declaración de quiebra de la empresa generadora, la distribuidora estará obligada a llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos. Para todos los efectos que correspondan, iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación antes mencionado, cesarán todas y cada una de las obligaciones que mantuviese vigentes la distribuidora, bajo el o los contratos de suministro eléctrico para abastecer a clientes regulados que se hubieren celebrado con la empresa generadora fallida.





La distribuidora que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro al que se refiere dicho artículo, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo señalado en el inciso anterior.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico que hayan sido contratados con una empresa generadora, cuya quiebra sea declarada dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.”.





A este artículo, S. E. la Presidenta de la República, presentó las indicaciones N°s 5 y 6.




La indicación N° 5, para suprimir, en el inciso segundo, la palabra “positivas” que se encuentra a continuación del vocablo “diferencias”.





Explicó el señor Ministro que si el costo marginal está por sobre el precio nudo, existirá una acreencia contra el fallido, pero si se encuentra por debajo no tendrá pérdidas, por lo tanto, es necesario corregirlo, pues, de lo contrario se obligaría a pagar a la generadora en quiebra.





La Comisión aprobó la indicación N° 5 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica Vásquez y Zaldívar.




Por último, la indicación N° 6, para agregar, en el inciso final, a continuación del punto a parte que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe fundado de la Comisión Nacional de Energía que considere las condiciones de oferta del mercado eléctrico, podrá prorrogar por una única vez y hasta por un año, los plazos señalados en este inciso.”.





Esta indicación N° 6 fue retirada por el señor Ministro, por las razones consideradas en la discusión de la indicación N° 4.
- - -

MODIFICACIONES





De conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único
N° 4

Artículo 146° ter




- Modificar el artículo 146° ter que se propone, en el siguiente sentido:





a) Agregar, en el inciso segundo, a continuación de las palabras “veinticuatro horas siguientes,”, la siguiente frase “de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55º del Libro IV del Código de Comercio,”. (Unanimidad 5x0)




b) Añadir, en el inciso tercero, a continuación de las expresiones “artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema” y antes del punto seguido con el que termina dicha oración, precedido de una coma (,), lo siguiente: “para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 3° transitorio




- Suprimir en el inciso segundo, la palabra “positivas” que se encuentra a continuación de la expresión “diferencias”. (Unanimidad 5x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Incorpóranse al decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:





1) Agrégase en el inciso primero del artículo 25º, a continuación de la palabra “Reconstrucción”, el siguiente texto: “con copia a la Superintendencia para que ésta ejerza sus atribuciones conforme a los artículos siguientes”; e intercálase, en el párrafo segundo de la letra d) de su inciso tercero, a continuación de la frase “regidas por el Código de Aguas”, el siguiente texto, precedido de una coma (,): “pudiendo solicitarse la concesión con los planos de las obras hidráulicas que se hubieren presentado a la Dirección General de Aguas para la autorización referida, pero el interesado deberá acreditar a la Superintendencia que se encuentra en trámite y que se adjuntará el plano autorizado antes de la emisión del informe a que se refiere el artículo 29º de esta ley”.





2) Intercálase, en el inciso primero del artículo 27º, a continuación del vocablo “Municipalidad”, las expresiones “certificación notarial”, precedida de una coma (,); y sustitúyese el inciso tercero por el siguiente nuevo: “Los afectados que hubieren formulado observaciones u oposiciones se reputarán notificados tácitamente para todos los efectos legales.”.





3) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 133º, precedido de una coma (,) y antes del punto aparte, lo siguiente: “tales como boletas de garantía otorgadas por la oferente o cualquier otra garantía otorgada por una o más empresas matrices de las que conforman el consorcio en su caso, entre otras, además del informe de clasificación de riesgo institucional que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.




4) Agréganse, a continuación del artículo 146°, los siguientes artículos 146° bis, 146° ter y 146º quáter, nuevos:





“Articulo 146º bis.- En todos los juicios que se inicien con el objeto de poner término a un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, la Superintendencia deberá hacerse parte en los mismos, con el objeto de aportar todos los antecedentes necesarios para resguardar las condiciones del suministro a los clientes regulados concernidos, correspondiéndole al juez disponer que la notificación al demandado sea coetánea a la de la Superintendencia.





Articulo 146º ter.- La quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de electricidad se regirá por las siguientes reglas especiales y, en lo no previsto en ellas, por las contenidas en el Libro IV del Código de Comercio, intitulado “De las Quiebras”.





Inmediatamente después de presentada una solicitud de quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, dentro de las veinticuatro horas siguientes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55º del Libro IV del Código de Comercio, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la quiebra compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Quiebras, respecto de las materias de su competencia.





De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución que declare la quiebra ordenará la continuación efectiva del giro del fallido, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación efectiva del giro del fallido y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuidad efectiva del giro. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación efectiva del giro permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema, para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto. Cuando la continuación efectiva del giro comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro, afectos a la seguridad de sus créditos.





El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes.  Por su parte, el síndico tendrá sobre dicha administración las facultades que indica el artículo 207º del Libro IV del Código de Comercio, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación efectiva del giro. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en el inciso final del artículo 116º del Libro IV del Código de Comercio.





El administrador provisional responderá de culpa levísima en el ejercicio de su cargo y se le aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades de los síndicos, en lo que corresponda. Asimismo, cesará en su cargo por declaración del tribunal, a solicitud de cualquier interesado, cuando sobreviniere alguna de las causales a las que se refieren los números 1 al 4 del artículo 17º o los numerales 1, 2 y 3 del artículo 24º, ambos del Libro IV del Código de Comercio, o cuando hubiese dejado de integrar el registro público al que se refiere este artículo, o por renuncia aceptada por el tribunal.





Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente a la Superintendencia de Quiebras y al Superintendente de Electricidad y Combustibles.





La administración provisional se extenderá por todo el período que fuere necesario para el perfeccionamiento de la enajenación a la que se refieren los incisos siguientes.





Los activos que han quedado comprendidos en la continuación efectiva del giro deberán enajenarse como unidad económica. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la sentencia que declare la quiebra cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 122 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberá ser acordado por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra y, en su caso, con el voto favorable del fallido, pudiendo el síndico formular oposición fundada de acuerdo a lo dispuesto en el Título IX del Libro IV del Código de Comercio.




En caso que los bienes se enajenen mediante el mecanismo previsto en el artículo 124 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, las bases se confeccionarán por la Superintendencia, en conjunto con la Comisión, las que incluirán los contenidos indicados en el artículo 125º del Libro IV del Código de Comercio, como asimismo, los contenidos aprobados por la junta de acreedores o por el tribunal, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, y podrán establecer condiciones especiales para resguardar la competencia entre los oferentes y la continuidad del servicio respectivo. Cualquier discrepancia u oposición respecto del mecanismo para llevar a cabo la enajenación como unidad económica o respecto de las bases o condiciones de dicha enajenación, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, consultando la mayor facilidad y el mejor resultado de la enajenación, como asimismo, la continuidad del servicio respectivo.





En caso que se hubiere acordado enajenar la unidad económica mediante el mecanismo establecido en el artículo 124° del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, y, pese a haberse ofrecido conforme a las bases no se presentaren interesados, se procederá a ofrecerla nuevamente, pudiendo en, tal caso, rebajarse el precio hasta los dos tercios del fijado en aquéllas. Con todo, si se introducen otras modificaciones a las bases en este segundo llamamiento, deberá procederse conforme lo dispone este artículo. Si en una segunda oportunidad tampoco hubiere interesados, continuará la realización de los bienes conforme a las normas pertinentes del Libro IV del Código de Comercio.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que la quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de quiebra, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la declaración de quiebra.





Artículo 146º quáter.- El retiro, modificación, desconexión, o el cese de operaciones sin que éste obedezca a fallas o a mantenimientos programados, de unidades del parque generador y de las instalaciones del sistema de transmisión, deberán comunicarse por escrito tanto al CDEC respectivo como a la Comisión, con la anticipación que determine el reglamento, la que en todo caso no será inferior a 24 meses en el caso de unidades generadoras y de 12 meses para las instalaciones del sistema de transmisión.





No obstante, en casos calificados, la Comisión podrá eximir a una empresa del cumplimiento de los plazos señalados en este artículo, previo informe de seguridad de la Dirección de Operación del o los CDEC afectados.





Las infracciones a este artículo se sancionarán como gravísimas por la Superintendencia de acuerdo a la Ley Nº 18.410.”.

Disposiciones transitorias





Artículo 1° transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 146º bis introducido a la Ley General de Servicios Eléctricos por el artículo único de la presente ley, se aplicará para aquellos juicios que se inicien a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.





Artículo 2º transitorio.- En el evento que un contrato de suministro eléctrico suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo termine por sentencia que cause ejecutoria, la referida empresa generadora deberá continuar suministrando la energía objeto del contrato, en sus mismos términos, por el plazo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria. Esta obligación podrá cesar anticipadamente si dentro de dicho plazo se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato en virtud de la obligación de la distribuidora, desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria, de llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos.





La distribuidora afectada por la terminación de su contrato de suministro para abastecer a clientes regulados que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro dispuesto en los mencionados artículos, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.





Transcurrido el plazo de dieciocho meses previsto en el inciso primero de este artículo sin que se hubiere iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al cumplirse el plazo de dieciocho meses antes referido. Esta obligación permanecerá vigente mientras no se inicie la ejecución del nuevo contrato que resulte de la licitación de suministro.





El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.




Para los efectos previstos en este artículo y en el artículo 3º transitorio siguiente, se entenderá por energía firme la suma de la energía firme de las centrales propias y de bloques de energía firme cuyo suministro por parte de otras entidades generadoras que operen en sincronismo con el sistema haya sido asegurado mediante un contrato suscrito a precio libremente convenido. En el caso de las centrales hidroeléctricas, la energía firme es igual a la capacidad anual de producción de energía bajo condiciones de hidrología seca, habida consideración de las restricciones de riego que fueren aplicables. Se entiende por hidrología seca, el año de la estadística hidrológica definido como el de probabilidad de excedencia más próxima a 90%, para el sistema eléctrico en conjunto. En el caso de las demás centrales, la energía firme se calculará como la capacidad anual de producción de energía en condiciones de disponibilidad promedio de las unidades generadoras. Se entiende por disponibilidad promedio de energía de estas centrales, el máximo de la energía anual que, como promedio, pueden generar dichas centrales, considerando los períodos de mantenimiento y falla. Para estos efectos, se utilizarán los antecedentes históricos de que disponga el Centro de Despacho Económico de Carga y, en el caso de nuevas unidades, las estimaciones que esa entidad efectúe sobre la base de estudios propios y de los antecedentes técnicos que presente su propietario.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico, cuyos contratos terminen por sentencia que cause ejecutoria dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.





Artículo 3º transitorio.- Declarada la quiebra de una empresa generadora que mantenga contratos de suministro eléctrico vigentes con una empresa distribuidora para abastecer a clientes regulados de un sistema eléctrico, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, incluida la empresa en quiebra, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al momento de declararse la quiebra de la empresa generadora antes referida.





Cada una de las empresas generadoras que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, contribuya a satisfacer el suministro de la distribuidora afectada, en la proporción destinada a clientes regulados, gozará, por esta sola contribución, de un crédito proveniente de la continuación efectiva del giro del fallido. El monto de este crédito corresponderá a la suma, debidamente actualizada, de: las diferencias entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo de energía vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a los clientes regulados del sistema correspondiente, en la prorrata que le corresponda a cada generador. El señalado crédito deberá calcularse para todo el periodo que media entre la declaración de quiebra y lo primero que ocurra entre la enajenación de los activos como unidad económica; el inicio del suministro bajo un nuevo contrato resultante del proceso de licitación referido en este artículo; o el término de la obligación de suministro de energía a clientes regulados, contractual o legal, del fallido para con la distribuidora. La Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga respectivo determinará el monto a pagar a cada empresa generadora, de conformidad a lo anteriormente establecido.





Transcurrido el periodo señalado en el inciso anterior, sin que se hubiere iniciado un nuevo contrato de suministro a la distribuidora, el costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a asignar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.




La obligación del conjunto de empresas generadoras del sistema, consistente en satisfacer el suministro necesario para los clientes regulados a prorrata de su energía firme señalada en este artículo, permanecerá vigente mientras no se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato. Para estos efectos, desde la fecha de la declaración de quiebra de la empresa generadora, la distribuidora estará obligada a llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos. Para todos los efectos que correspondan, iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación antes mencionado, cesarán todas y cada una de las obligaciones que mantuviese vigentes la distribuidora, bajo el o los contratos de suministro eléctrico para abastecer a clientes regulados que se hubieren celebrado con la empresa generadora fallida.





La distribuidora que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro al que se refiere dicho artículo, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo señalado en el inciso anterior.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico que hayan sido contratados con una empresa generadora, cuya quiebra sea declarada dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.





Artículo 4° transitorio.- La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación de las normas que esta ley introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos.





Artículo 5º transitorio.- En tanto las disposiciones reglamentarias correspondientes no entren en vigencia, los plazos a que se refiere el artículo 146 quáter que se introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos serán de 24 meses para unidades generadoras y de 12 meses para los sistemas de transmisión.





Artículo 6º transitorio.- La tramitación y aprobación de las concesiones y servidumbres necesarias para llevar a cabo los proyectos eléctricos a los que se refiere la Ley General de Servicios Eléctricos, podrán realizarse en forma paralela a la obtención de los permisos ambientales.





Con todo, el uso y aprovechamiento de las concesiones y servidumbres indicadas en el inciso anterior, quedarán condicionados a la aprobación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental, si así lo requiere la ley.





Lo dispuesto precedentemente regirá hasta el 31 de diciembre de 2012.”.

- - -





Acordado en sesión de fecha de 4 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), Jaime Orpis Bouchon, Baldo Prokurica Prokurica Guillermo Vásquez Úbeda y Adolfo Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2007.

(Fdo.):Julio Cámara Oyarzo,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS, BIANCHI, GÓMEZ Y VÁSQUEZ, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 2.564, DE 1979, SOBRE AVIACIÓN COMERCIAL, CON EL FIN DE PERMITIR A AERONAVES EXTRANJERAS EFECTUAR CABOTAJE EN EL ESPACIO AÉREO NACIONAL

(5178-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros el proyecto de ley enunciado en el rubro, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Gómez y Vásquez.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 10 de julio de 2007, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Economía y por la de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -



Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión estudió el proyecto en general y en particular a la vez.

- - -


A una o más sesiones asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:


De la Junta de Aeronáutica Civil, el Secretario General, señor Jorge Frei.

De Lan Airlines S.A., la Gerente de Desarrollo Corporativo, señora Raquel Galaza, y el Fiscal, señor José Miguel Bambach. 

De Aerolíneas del Sur, el Gerente Comercial, señor Kenneph Welch, y el abogado Rodrigo Marré. 

De Sky Airline, el abogado, señor Felipe Volante. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Jefa del Departamento de Servicios Legislativos y Documentales, señora Isabel Millán.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, modificar el decreto ley N° 2.564, de 22 de junio de 1979, con la finalidad de permitir que aerolíneas extranjeras puedan efectuar cabotaje en Chile, tanto de pasajeros como de carga.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

ANTECEDENTES DE DERECHO


- Decreto ley Nº 2.564, de 22 de junio de 1979, que dicta normas sobre aviación comercial, modifica los decretos con fuerza de ley Nºs. 221, de 1931, y 241, de 1960, y deroga los preceptos que señala.


- Decreto con fuerza de ley Nº 241, de 1960, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la aviación civil.

ANTECEDENTES DE HECHO


Los autores de la moción que da inicio al proyecto indican que el Código Aeronáutico, establecido mediante la ley N° 18.916, señala, en su artículo 97, que "El servicio de transporte aéreo nacional o cabotaje es el que se presta entre dos o más puntos del territorio de la república, aunque se vuele sobre territorio extranjero".


A su turno el decreto ley N° 2.564, que establece la ley sobre aviación comercial, dispone, en el inciso primero de su artículo 1º, que "Los servicios de transporte aéreo, sean de cabotaje o internacionales, y toda otra clase de servicios de aeronavegación comercial, podrán realizarse por empresas nacionales o extranjeras, siempre que cumplan con los requisitos de orden técnico y seguro que establezcan las autoridades nacionales.".


Por último, el artículo 2º del señalado decreto ley establece que "Se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior a las empresas de aeronavegación extranjeras siempre que en las rutas en que operen, los otros Estados otorguen condiciones similares para las empresas aéreas chilenas, cuando éstas lo soliciten.".


Agregan que, de los artículos anteriormente transcritos, puede concluirse enfáticamente que, en términos legales, la regulación que se ocupa de la aviación comercial, establece de manera absoluta el denominado “principio de la reciprocidad", toda vez que exige como requisito para que una aeronave extranjera pueda realizar cabotaje, es decir transporte de personas y carga dentro del territorio de la República, que las aeronaves chilenas puedan efectuarlo a su vez en el territorio del Estado de origen de la aeronave extranjera.


En términos prácticos, dicho artículo entrega el cabotaje exclusivamente a las aeronaves chilenas, de suerte tal que, salvo la excepción anotada anteriormente, existe un monopolio legal en favor de las compañías nacionales para tomar, transportar y dejar personas y carga dentro del territorio nacional, señalan.


La excepción a la que aluden, es decir aquella hipótesis en que se admite el cabotaje por parte de una aeronave extranjera, se produce cuando el Estado de cuyo origen es dicha aeronave, admite, a su turno, que las aeronaves de bandera nacional puedan efectuar transporte de personas y cargas dentro de su territorio.


En su entender, tal cosa constituye una situación extremadamente delicada que no es posible seguir manteniendo en el tiempo. En efecto, el cabotaje es un servicio esencial en la actualidad, especialmente considerando el avance de la tecnología, las economías de escala, y el acceso masivo a mercado de productos que antes estaba reservado a consumidores más exclusivos.


Estos hechos conllevan a que el traslado de personas y carga sea cada vez más frecuente, necesario, y que sus volúmenes de traslado sean además considerablemente superior al de hace 10 años.


Este aumento en el transporte de personas y carga hace necesario contar con una oferta que permita satisfacer dichas necesidades; sin embargo, la estructura que sobre el particular ofrece el mercado hoy en Chile es limitada, y lo es por cuanto la ley ha sido en extremo estricta, toda vez que entrega exclusivamente el cabotaje a las naves nacionales, y como consecuencia, y salvo la excepción anotada anteriormente, no es posible que naves extranjeras lo realicen.


Ahora bien, sin perjuicio de que es posible sostener y fundamentar una liberalización del cabotaje respecto de los mercados de transporte marítimo, terrestre y aéreo, el presente proyecto propone una apertura más acotada, pues restringe tal proposición sólo respecto del transporte aéreo de personas y carga.


En efecto, existen innumerables argumentos que permiten sostener y fundar el hecho de que la apertura del cabotaje a aeronaves extranjeras traería innumerables beneficios, y en caso alguno produciría pérdidas para el mercado chileno.


Indican que los fundamentos para promover el libre cabotaje en todo el país son los siguientes:

1.- Apertura del mercado.

La apertura económica es una tendencia que marcadamente ha sido adoptada en los últimos años por los países que liberalizan sus mercados, y que en la práctica se ha traducido en una buena experiencia, pues incrementa y facilita el acceso a productos y servicios, así como también fomenta la competencia, derivando además tal cosa en mejores y más baratos productos y servicios.


La experiencia ha demostrado que una apertura comercial promueve el uso de economías de escala, las cuales redundan en una reducción de los costos, mejora de la competencia, y consecuencialmente inciden en una rebaja de los precios de los productos y servicios.


Señalan que la apertura del mercado conlleva una serie de aspectos positivos, de los cuales destacan los siguientes:


a) Fomenta la competencia. 

Para promover la competencia sana y leal, es preciso erradicar, o al menos reducir en forma sustancial, las barreras de entrada al mercado. Una barrera de entrada demasiado importante es la prohibición de participar en el mismo a naves que porten una bandera diversa a la nacional. Tal cuestión constituye una discriminación que impide a empresas extranjeras la entrada al mercado como competidores de las empresas nacionales.


b) Atomización del mercado. 

Un efecto importante que produce la apertura del mercado es la atomización de la oferta. En términos prácticos, tal cosa significa que existen muchos oferentes, todos de porte relativamente similares, sin que ninguno de ellos pueda influir sustancialmente en los precios de los productos y los servicios que ofrecen. Desde luego, tal cosa se traduce en la reducción de posiciones dominantes de determinados actores del mercado, las cuales pudrían ser abusadas por los mismos.


c) Aprovechamiento de servicios ociosos. 

En la actualidad transitan por rutas aéreas nacionales, en prácticamente todos los aeropuertos del norte y del sur de Chile, aeronaves de bandera extranjera, las cuales cuentan con capacidad ociosa de bodega y asientos que perfectamente podría realizar este cabotaje, promoviendo así la competencia, y como consecuencia una baja en los precios y mejora del servicio.


2.- Beneficio a los consumidores.

La apertura del mercado promueve y fomenta la libre, sana y leal competencia. Pues bien, de una competencia que cumple con tales características no cabe más que esperar que la misma redunde en beneficio a los consumidores, quienes con ocasión de la existencia de más y mejores oferentes, el precio de equilibrio variaría a la baja, fortaleciendo de tal manera el acceso de la demanda a esta oferta.


3.- La reciprocidad en la apertura.

Sobre este aspecto hay quienes advierten cierta negatividad en la apertura unilateral del cabotaje, por cuanto existen países que se verían beneficiados por ella sin que en ellos las naves de bandera chilena pudieran, a su turno, realizar una actividad comercial de la misma naturaleza.


Sin embargo, pretender ver en la no reciprocidad una cuestión negativa, es afrontar desde un mal enfoque, por cuanto una apertura unilateral, sin perjuicio que podría afectar a las empresas nacionales que ofrecen tales servicios, las afectaría sólo en aquella parte del beneficio que ellas obtienen con ocasión del monopolio que legalmente se les ha otorgado, pues en la medida que sean competitivas con las extranjeras, y mantengan tal competitividad, no habría motivo para que las mismas se vieran afectadas mayormente.


Asimismo, y desde la otra cara de la moneda, esto es vista la situación desde la perspectiva del consumidor, éste se ve beneficiado, pues como se ha dicho, tendría acceso a una mejor y más económica oferta del servicio de transporte, las cual se daría con ocasión del fomento de la libre, leal y sana competencia entre oferentes.


Sin perjuicio de lo anterior, no hay que olvidarse de la diferencia de costos que podría existir favorablemente para las empresas extranjeras, los cuales principalmente se darían con ocasión de una mayor posibilidad de eludir las responsabilidades en que podría incurrir con ocasión de malos servicios.


Las empresas extranjeras prestarían además los mismos servicios que las nacionales, pero sin tener que correr con los gastos que éstas últimas tienen que afrontar con ocasión de las instalaciones que deben poseer en el país para proveer un servicio que las extranjeras sólo prestan esporádicamente sin incurrir en tales costos. 

Desde luego este proyecto contempla una medida de corrección para tal situación, fundado en la extensión de una garantía para responder de los eventuales perjuicios.


Asimismo no debe olvidarse que por tratarse de empresas extranjeras, para las mismas, al carecer de domicilio en el territorio de la República, sería extremadamente sencillo eludir sus responsabilidades. Para contrarrestar tal efecto, es que éste proyecto de ley contempla la exigencia de garantías que ofrezcan cierta liquidez de manera que permita hacer efectivo de una manera rápida y eficaz, las eventuales responsabilidades para tales empresas.


Por último, la moción tampoco descuida el aspecto tributario, tanto en el aspecto de la ley de la renta como en el de la ley del IVA. Para tales efectos, el proyecto contempla las medidas necesarias para propender al recaudo de tales impuestos.


Para cerrar este punto, indican que es preciso hacer presente que las demás experiencias de apertura unilateral han originado numerosos beneficios para el país, y solo en mucho menor medida ha habido sectores afectados. Señalan que la industria de transporte no es un sector sensible de nuestra economía.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

En la primera sesión en que la Comisión abordó este asunto asistieron, especialmente invitados, representantes de las principales empresas de transporte aéreo de cabotaje que operan en el país y el Secretario de la Junta Aeronáutica Civil.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el Asesor Legal de Sky Airlines, don Felipe Volante, quien señaló que el transporte aéreo, desde sus inicios, ha sorteado tiempos difíciles y turbulentos que han modificado el rumbo mismo de la humanidad, caracterizado, en décadas pasadas, por crisis políticas que devinieron en conflictos bélicos; en décadas más recientes, por períodos de recesión económica y derrumbes financieros, y, en los últimos años, por ataques terroristas que crearon miedos e incertidumbres en los usuarios del transporte aérea. Actualmente, estas amenazas aún cuando han sido mitigadas, siguen latentes y marcan decisivamente a la industria de la aeronáutica comercial, como un de los más riesgosos del planeta.


Sin embargo, la necesidad del ser humano por desplazarse a distintos puntos rápidamente, accediendo a lugares que de otro modo sencillamente sería imposible o extremadamente lento, constituyen el principal motor de desarrollo de la actividad aeronáutica.


Los Estados de todo el mundo, en distintas épocas, sea cual fuere su ideología política, han dotado de protección a esta actividad económica dado el carácter estratégico que se reconoce al transporte aéreo, no sólo por la nula o imperfecta sustitución que tiene de parte de los otros medios de transporte, sino que también por las altas inversiones en bienes de capital y tecnología.


De hecho, la regulación mundial distingue el tratamiento que se da al transporte doméstico o “cabotaje” del transporte internacional y la razón es el carácter estratégico de esta actividad y la necesidad de permitir la sustentabilidad y continuidad de la actividad aeronáutica nacional, que de no existir la dejaría enteramente entregada a entidades extranjeras.


La Ley sobre Aviación Comercial de nuestro país es una de la más abiertas del mundo y ha sido pionera en introducir el principio de “reciprocidad”, en cuya virtud se ha establecido la “igualdad de trato” para que las empresas extranjeras puedan operar en nuestro país con tal que las líneas aérea chilenas obtengan idéntica condición en su país de origen.


Este principio es eminentemente justo, especialmente para un país pequeño y lejano como el nuestro, pero con un enorme potencial turístico. En tal sentido, las disposiciones actuales de la ley van en el sentido correcto.


Sin embargo, el proyecto de ley actualmente en discusión destruirá la igualdad de trato que debe darse a las líneas aéreas chilenas, especialmente a aquéllas que sirven las rutas domésticas, como Sky Airline, permitiendo el cabotaje de líneas aéreas extranjeras, lo que, no necesariamente permitirá alcanzar los objetivos que pretende el proyecto. 


Luego indicó que la primera observación que merece el proyecto es formal y se refiere a la redacción del artículo 2° propuesto, en cuanto a que establece como eje central del cabotaje a las aeronaves “extranjeras”.


Sobre el particular, estimó conveniente señalar que la definición de aeronave se encuentra en el artículo 27 del Código Aeronáutico, en tanto que el carácter de aeronave chilena es una calidad que se adquiere mediante la inscripción o matrícula de ésta en el Registro Nacional de Aeronaves, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 32 del citado cuerpo legal.


No obstante, si bien regularmente las aeronaves que realizan cabotaje en nuestro país tienen nacionalidad o matrícula chilena, es posible sostener que jurídicamente las empresas aéreas chilenas podrían operar dentro del territorio nacional aeronaves con matrícula extranjera, tal como está recogido en la norma aeronáutica DAD 01 15 sobre “Procedimiento para autorizar operaciones de cabotaje o trabajos aéreos con aeronaves de matrícula extranjera tripulaos por dotación extranjera”.


En consecuencia, estima que el proyecto incurre en una imprecisión al poner como eje central del cabotaje a las aeronaves extranjeras, en circunstancias que debería hacer referencia a las empresas aéreas extranjeras propiamente tales, de modo de dejar claramente establecido que se aplica a compañías extranjeras y no a aeronaves de matrículas extranjera que pueden ser explotadas por empresas chilenas.


Respecto al fondo del proyecto, el representante de Sky Airline señaló que éste no permitirá alcanzar los objetivos que plantea, según los siguientes argumentos:


1) El ingreso de líneas aéreas extranjeras no necesariamente implicaría un aumento de la competencia, dado que, salvo el aeropuerto de la ciudad de Santiago, el resto de los aeropuertos del país tiene un número relativamente pequeño de pasajeros, lo que, sumado a la presencia de una empresa aérea local dominante, permiten sostener que no existen verdaderos incentivos para el ingreso de líneas aérea foráneas en nuestro país.  Por el contrario, es posible prever que su interés por el mercado nacional sería más bien por una temporada y dirigido a ciertos puntos turísticos.


2) En consonancia con lo señalado, indicó que ingreso de líneas extranjeras al transporte no necesariamente implicaría una atomización del mercado ya que probablemente servirían ciertos puntos nacionales y con oferta restringida.


3)  Respecto del aprovechamiento de servicios ociosos, como indica el proyecto, se crearía un beneficio para las líneas aérea extranjeras que no tendrían las empresas chilenas.


4) El beneficio a los consumidores que persigue el proyecto debe ser analizado cuidadosamente.  Por una parte, atendido que es posible prever que las líneas aéreas extranjeras que realizarán cabotaje lo harán exclusivamente a los puntos del país que le sean comercialmente más interesantes y por períodos acotados de tiempo, se puede afirmar que su inclusión en el mercado no necesariamente traerá aparejado un beneficio para los consumidores.  Desde otra perspectiva, el riego implícito que conlleva para las líneas aéreas nacionales la apertura unilateral de nuestros cielos, debido a la protección y subsidios que existen en algunos países extranjeros para sus línea aérea, permite sostener que una baja sostenida de precios podría terminar, a mediano o largo plazo, con las empresas aéreas nacionales, lo que, a la larga, podría dejar a merced de empresas extranjeras este servicio estratégico.


5) La apertura unilateral que plantea el proyecto no significa restar a las empresas nacionales aquella parte de los beneficios que obtienen gracias al monopolio legal que subyace al derecho que tienen a realizar cabotaje en los cielos chilenos.  Por un lado, el término “monopolio” que se emplea en la exposición de motivos del proyecto es completamente impropia, ya que la ley no establece un “monopolio”, sino que sólo una barrera a las compañías aéreas, en tanto que, la forma en que ha sido estructurado este proyecto de ley, se puede sostener que podría tener ciertos problemas de constitucionalidad, particularmente en lo referido al principio de igualdad ante la ley, ya que si el cabotaje está reservado a compañías aéreas constituidas según la ley chilena, la apertura de este bien nacional a líneas aéreas extranjeras que están sujetas a otro régimen jurídico para constituirse y funcionar, incluyendo la certificación ante su autoridad aeronáutica de origen, permite sostener que se vulneraría el principio de igualdad ante la ley de nuestro país.


6) La existencia de subsidios para las empresas aeronáuticas en varios países del mundo exigen que el poder legislativo, antes de la aprobación de un proyecto de ley que les permita realizar cabotaje, realice un profundo y acabado análisis de éstos, de modo de garantizar condiciones de competencia efectivas que permitan dar, a largo plazo, sustentabilidad a las compañías aérea nacionales.  La ausencia de este análisis podría destruir esta industria nacional.


En sus conclusiones, señaló que el proyecto no garantiza la obtención de los objetivos que persigue, ya que su redacción deja de manifiesto que no se han analizado los reales efectos que traería aparejado la apertura del cabotaje a las líneas aérea nacionales.


Mejorar la oferta del servicio de transporte aéreo en nuestro país es una labor que debe considerar medidas propicias para incentivar el establecimiento de más y mejores compañías aéreas chilenas, en vez de permitir el acceso de empresas extranjeras, concluyó.


Luego, el señor Presidente le ofreció la palabra a los representantes de la empresa Aerolíneas del Sur.


En primer lugar, intervino el Gerente Comercial, señor Kenneph Welch, quien señaló que el proyecto en estudio no sirve para alcanzar los objetivos que persigue.


Luego, indicó que su empresa comparte la idea según la cual es necesario otorgar la mayor cantidad de posibilidades para que el ciudadano común pueda acceder al transporte aéreo.


En relación a la idea matriz del proyecto de abrir unilateralmente el cabotaje a líneas aéreas extrajeras, eliminando el principio de reciprocidad consagrado actualmente en la legislación, indicó que, de traer consecuencias positivas para el mercado, éstas serían transitorias y de corta duración, toda vez que en el largo plazo la apertura unilateral de nuestros cielos se transformaría en un incentivo perverso, porque significaría una merma en los ingresos de las líneas aéreas nacional.  Añadió que, de aprobarse el proyecto, en el futuro sólo operarían en el mercado nacional líneas aéreas de otros países.


Relacionado con lo anteriormente planteado, indicó que actualmente los factores de ocupación de la capacidad de vuelo disponible por los agentes presentes en el mercado nacional está lejos del cien por ciento, reconociendo que los resultados operacionales de las distintas compañías aéreas varían durante el año.  Agregó que su empresa está haciendo un esfuerzo en incrementar su capacidad operativa, especialmente en meses de alta demanda, como lo son  septiembre y diciembre.


Finalizó su intervención señalando que, en su parecer, los objetivos del proyecto podrían alcanzarse otorgando incentivo a las empresas aéreas existentes.


Luego, hizo uso de la palabra el señor Rodrigo Marré, quien agregó que actualmente la demanda se satisface con la oferta, por lo que, para que una línea aérea extranjera esté interesada en iniciar operaciones de cabotaje entre distintos puntos de nuestro país, lo más probable es que esté interesada en hacerlo en temporada alta, la cual es la época del año en que la empresa que representa obtiene el mayor porcentaje de sus utilidades.  Por tanto, de verificarse tal hipótesis, tanto su empresa como las demás que operan en el mercado doméstico, verían una merma para su financiamiento.


Afirmó que, en su opinión, el mercado del cabotaje en Chile está suficientemente bien servido. Al respecto señaló, a modo de ejemplo, que hace tres años existía un verdadero monopolio de la línea aérea dominante en la ruta a Punta Arenas, pero que, sin embargo, Aerolíneas del Sur fue capaz de romper tal situación iniciando exitosamente operaciones hacia ese destino, y que, actualmente, incluso vuela también Sky Airlines.


Señaló que la apertura de los cielos nacionales en forma unilateral, y eliminando el requisito de reciprocidad, alteraría la situación actual y rompería el equilibrio que se observa en el mercado. Lo anteriormente señalado se vería agravado si tal situación se llegara a producir en temporada alta.


Actualmente la ley permite que capitales extranjeros formen una empresa aérea chilena, como ocurre en su propia empresa, con capitales extranjeros, ligada al Grupo Marsans, y es eso lo debe mantenerse, puntualizó.  Lo opuesto sería admitir el regreso de los capitales golondrinas, que permanecerían en Chile durante el tiempo que les sea favorable a sus intereses, es decir con motivaciones meramente especulativas, y que una vez logrado sus objetivos corporativos desaparecen del mercado.


Al finalizar su exposición, reiteró que, en opinión de Aerolíneas del Sur, la ley actual garantiza el desarrollo sustentable del mercado de cabotaje, lo cual terminaría eliminando el tantas veces señalado principio de reciprocidad.


Luego, la Comisión escuchó los planteamientos de los representantes de LAN Airlines, la Gerente de Desarrollo Corporativo, señora Raquel Galaza, y el Fiscal, señor José Miguel Bambach.

En primer lugar abordaron aspectos propios de la constitucionalidad del proyecto, indicando que el decreto ley N° 2.564, conocido como Ley de Cielos Abiertos, en su artículo 1°, inciso primero, permite  el cabotaje a aerolíneas extranjeras, y en su artículo 2°, inciso quinto, otorga a la Junta de Aeronáutica Civil la facultad de restringirlo o impedirlo por falta de reciprocidad. 


Al respecto, señalaron que, en su opinión, el proyecto en debate sería de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, tal como lo establece el artículo 65, numeral 2°, de la Constitución Política, por cuanto restringiría una facultad entregada por ley a un servicio público, esencial además para desarrollar sus funciones de negociación y control que le entrega la misma ley.


Asimismo, el proyecto entrega a la JAC funciones relativas a declaración y entero de impuestos y cualquier otro tributo. Más allá de no ser claro el proyecto en cuanto a qué tributos se trata, ciertamente que las funciones que encomienda a la JAC escapan de las que son las funciones esenciales de este organismo.


En consecuencia, el proyecto en cuestión propone dar a la JAC funciones que ésta actualmente no tiene, vulnerando lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, según el cual corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado, suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones.


Más allá que las nuevas funciones que se pretende entregar a la JAC, implicará necesariamente asignar a este organismo más personal y presupuesto, lo que también es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, es un hecho que este proyecto determina atribuciones de órganos del Estado, por lo que debería haber nacido de la iniciativa del Presidente de la República. 


Luego, indicaron que Chile está abierto a la operación de cualquier línea aérea extranjera.


Al respecto, señalaron que la mayoría de los países no sólo tienen reservado el cabotaje para las líneas aéreas nacionales, sino que, además, limitan la constitución y administración de las líneas aéreas nacionales, al establecer los siguientes requisitos:


1.
La mayoría de la propiedad debe pertenecer a personas naturales nacionales;

2.
El Directorio de la sociedad debe ser de nacionales, y


3.
La administración y gerencia debe ser de nacionales.

En Chile no existen limitaciones para que cualquier extranjero pueda constituir en nuestro país una línea aérea, con capital, directorio, gerentes y administradores 100% extranjeros. Además, dicha línea aérea, al ser constituida en Chile, será plenamente chilena, pudiendo ejercer todos los derechos, incluido el cabotaje, como cualquier línea aérea nacional, sin discriminación alguna.


Un ejemplo de lo anterior es la constitución de Aerolíneas del Sur, empresa 100% de capital extranjero. 

Del mismo modo, una compañía extranjera podría constituir una sociedad en Chile con un capital íntegramente extranjero, con gerentes extranjeros y, con la previa obtención del ATO respectivo, puede operar como cualquier compañía chilena, pudiendo realizar cabotaje ilimitadamente y ser designada como aerolínea chilena para efecto del transporte internacional.


Chile tiene una política de cielos abiertos que se ha reflejado en la firma de acuerdos totalmente abiertos, los cuales incluyen cabotaje con 6 países, a saber, Uruguay, Paraguay, Nueva Zelanda, Brunei, Singapur y Emiratos Árabes.  Cabe señalar que, a la fecha, ninguna línea aérea de los países antes mencionados ha hecho uso de derechos de cabotaje, a pesar de la cercanía de algunas de éstas.


Entonces, cabe preguntarse en qué afecta el hecho que se abra unilateralmente el cabotaje a las líneas aéreas extranjeras.  Las respuestas pueden ser dos: afecta en mucho, si las normativas de seguridad aérea, laborales, tributarias y otros controles, sean distintos a lo que las empresas chilenas tienen, o afecta en nada, si las normativas de seguridad aérea, laborales, tributarias y otros controles, son las mismas a las que deben regirse las empresas chilenas.


Adicionalmente a lo anterior, hay un aspecto formal que debe ser mencionado, señalaron. El proyecto confunde las “compañías aéreas extranjeras” con “aeronaves extranjeras”. La nacionalidad de una aeronave está dada por su matrícula. En Chile las únicas restricciones que existen para la operación de aeronaves extranjeras, es decir, matriculadas en el extranjero, es de carácter reglamentario, y tiene por objeto que la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) pueda realizar el adecuado control de la aeronavegabilidad de dichas aeronaves mientras operan en territorio nacional. Es importante tener en cuenta esta distinción, pues como ya se ha dicho, Chile está totalmente abierto tanto a las compañías extranjeras como a la utilización de aeronaves extranjeras.


Finalmente, debe notarse que el proyecto confunde las atribuciones de la JAC, como organismo político encargado de la dirección superior de la aviación civil de Chile, y la DGAC, como organismo técnico que se preocupa de la seguridad del transporte aéreo.


En otro aspecto, señalaron que el proyecto de ley genera una discriminación negativa a las empresas de aeronavegación chilenas. Ello, por cuanto las compañías chilenas deben cumplir las normativas de seguridad, laboral y tributaria vigente en Chile, y al permitir el cabotaje para las compañías extranjeras, éstas estarían exentas de cumplir dichas normativa y, por lo tanto, tendrían ventajas frente a las compañías locales.


Efectivamente, dado que Chile permite que cualquier extranjero o chileno cree un empresa chilena y a través de ésta realice cabotaje sin restricción alguna, la diferencia entre realizarlo como empresa chilena o directamente como empresa extranjera, como propone este proyecto de ley, es que tiene incentivos de hacerlo como compañía extranjera en lugar de hacerlo como empresa chilena, y esto estará ocurriendo sólo cuando producto de este proyecto se estén evitando algunos costos y o controles que tienen todas las empresas chilenas.  Por ende, si las empresas aéreas extranjeras estuviesen dispuestas a realizar cabotaje, sólo como empresa extranjera y no como chilena, querría decir que necesariamente están obteniendo una mejor condición que como empresa chilena, a las que estas últimas no pueden acceder, y,  por lo tanto, están siendo discriminadas negativamente.


Lo anterior afectará principalmente a aquellas empresas chilenas que tienen un porcentaje importante de su actividad y sus ingresos en el mercado doméstico de Chile. Señalaron que los mercados domésticos chilenos representan menos del 12% de los ingresos de LAN.


Luego destacaron que el proyecto afecta materias de seguridad Aeronáutica.

Al respecto, indicaron que el decreto con fuerza de ley N° 241 y el decreto ley N° 2564 entregan a la Dirección General de Aeronáutica Civil la obligación de establecer y controlar los requisitos técnicos y de seguridad de la aeronavegación comercial. Dentro de este contexto, la DGAC dicta periódicamente normativas que regulan tanto a las empresas chilenas,  las aeronaves de matrícula chilena, como a su personal técnico, y a las tripulaciones de mando y cabina que las atienden y operan.


La ley debe, por ende, aplicar a las líneas aéreas extranjeras que quieran hacer cabotaje, los requisitos de orden técnico y de seguridad que rigen a las líneas aéreas nacionales, velando que cumplan con las mismas certificaciones que aplican a las líneas aéreas chilenas tanto en lo que dice relación con la empresa, sus aeronaves, como su personal técnico y tripulaciones.


A continuación, indicaron que el proyecto no garantiza servicio aéreo permanente por parte de las empresas extranjeras. Los distintos países de la región presentan diferentes estacionalidades en el tráfico de pasajeros. Como está planteado, el proyecto permitiría que las empresas extranjeras, cuyos mercados domésticos están disponibles sólo para sus empresas nacionales, se beneficien unilateralmente, al poder complementar las estacionalidades de su país con la mayor demanda del mercado doméstico de Chile, sin que se garantice la regularidad de los vuelos en aquellos periodos en los cuales la demanda de su mercado protegido aumenta por estacionalidad y los mercados chilenos están en su periodo de baja demanda.


También destacaron que el proyecto debilita la posición negociadora que hoy posee la  Junta de Aeronáutica Civil. Iniciar una reunión de transporte aéreo concediendo gratuitamente el cabotaje,  significa otorgar una ventaja injustificada a las autoridades aeronáuticas de otros países en las negociaciones bilaterales. En efecto, la modificación legal propuesta irrumpe en una materia de exclusiva competencia de la Junta de Aeronáutica Civil cual es el asunto de los derechos de tráfico, y que se materializan en las denominadas Libertades del Aire.


Destacaron que el derecho a utilizar aeronaves extranjeras ya está permitido en Chile.

Sobre el punto señalado anteriormente, indicaron que el proyecto de ley permite que las aeronaves extranjeras realicen cabotaje bajo modalidades de arrendamiento, cosa que hoy está permitida por la DGAC chilena, que es la autoridad encargada de mantener altos estándares de seguridad en las operaciones aeronáuticas, estableciendo la normativa que permita la operación y el desarrollo del sector aeronáutico nacional, fiscalizando eficazmente el cumplimiento. 


Luego, si hoy está permitido que aeronaves extranjeras participen en el cabotaje nacional en la medida en que cumplan con los estándares exigidos por la autoridad chilena, este proyecto sólo afectaría la situación existente en la medida en que establezca condiciones más favorables a las aeronaves extranjeras que a las chilenas. 


Hicieron notar, además, que el proyecto establece que la JAC calificará la solvencia económica de las empresas.  Lo anterior no es atribución de la JAC, ni está capacitada para calificar solvencia económica de empresas, esto contradice el rol subsidiario que debe cumplir el Estado.


Señalaron que se debe tener presente que los tratados bilaterales vigentes que conceden cabotaje a empresas extranjeras  no exigen a éstas que demuestren solvencia económica y, en consecuencia, este proyecto está poniendo una limitación adicional al cabotaje en Chile por parte de las empresas de esos países, cuando el objetivo del proyecto es otro. 


Finalmente, indicaron que el mercado doméstico nacional ha presentado un desarrollo y crecimiento importante en los últimos meses. LAN ha desarrollado un nuevo modelo de negocios, al que ha llamado “la nueva forma de volar”, que incorpora una serie cambios en la forma de realizar los vuelos, los tiempos de escala, las formas de vender, los procesos de chequeos de pasajeros, los horarios ofrecidos y otros que redundan en una disminución de costos de producción, lo que permitió bajar las tarifas e incentivar la demanda incorporando a nuevos usuarios al transporte aéreo en Chile. 


Es así como se puso en marcha, entre octubre y diciembre del año pasado, planes pilotos en los mercados de Santiago- Punta Arenas, Santiago-Puerto Montt y Santiago-La Serena, produciendo caídas de precios en las tarifas más baratas las que se hicieron extensivas a todo el país en abril de este año. Los efectos en los tráficos domésticos de esta nueva forma de viajar se sintieron inmediatamente es así como los tráficos domésticos muestran crecimientos superiores al 22% y 26% en los meses de abril y mayo, respectivamente, para toda la industria, pasajeros domésticos 2007 versus 2006. Hicieron notar que los pasajeros domésticos no crecían en Chile a estas tasas desde antes de septiembre del año 2001, según la Junta de Aeronáutica Civil de Chile. Entre abril y junio de 2007, LAN muestra crecimientos en los pasajeros nacionales transportados superiores al 27% respecto a igual periodo del año anterior, siguiendo la tendencia de la industria incentivada por esta nueva forma de volar.


Por otra parte, señalaron que las tarifas de LAN han caído de forma importante. Es así como la tarifa media que hoy vende LAN en Chile por sus servicios domésticos es la más baja desde el año 2002.  Lo anterior a pesar de que en el mismo periodo el precio del petróleo ha experimentado alzas muy importantes. De hecho en julio del año 2002 el barril de petróleo tenía un precio de US$ 26,8 y en julio de este año el mismo barril alcanza un precio superior a US$ 70. A pesar de esta alza del costo de combustible, la disminución de las tarifas ha sido posible debido a que se ha establecido esta nueva forma de viajar que ha permitido bajar los costos y traspasar estos beneficios a los consumidores.


Señalaron que la tarifa media en pesos de LAN en los mercados domésticos de Chile en Junio de 2007 es un 22% más baja que la tarifa media en pesos del año pasado. Las caídas en las tarifas medias se han producido en todos los mercados. A modo de ejemplo, la tarifa media en pesos que LAN vendió en Chile en el mercado Santiago – Arica en junio de 2007 fue un 11% más baja que en igual mes del año pasado; en el mercado Santiago – Iquique, un 21%; más baja; en el mercado Santiago – La Serena un 14% más baja que en junio de 2006, en el mercado Santiago – Temuco, la tarifa fue un 26% más baja que en igual mes del 2006, y Santiago – Punta Arenas, un 17% menor.



A continuación el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Orpis le ofreció la palabra al señor Secretario de la Junta de Aeronáutica Civil, don Jorge Frei, quién planteó que la preocupación de los autores de la Moción, por contar con precios bajos en los pasajes aéreos y por promover la competencia entre los operadores es compartida por la Junta de Aeronáutica Civil.


Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, agregó que el problema debe ser analizado desde una perspectiva de Estado, y sobre la base de dos objetivos muy importantes como son la eficiencia del funcionamiento del mercado y la necesidad de lograr la mejor conectividad posible, tanto interna como externa. Al respecto, indicó que, en cumplimiento de su tarea y en uso de sus facultades, la Junta de Aeronáutica Civil ha disminuido las barreras de ingreso para nuevos operadores.


En relación al principio de reciprocidad, señaló que no es un principio absoluto, sino que un instrumento para poder negociar. Limitar el uso de la reciprocidad como herramienta afecta la capacidad de abrir el mercado doméstico en su conjunto.


Recordó que con ocasión de la discusión del proyecto que modifica el decreto ley N° 2.564, de 1979, sobre aviación comercial, boletín N° 3.316-15, la Comisión escuchó al señor Ronald Fischer, académico de la Universidad de Chile, y experto en materias aerocomerciales, quien expuso algunas de las conclusiones de su trabajo titulado Política Comercial Estratégica en el Mercado Aéreo Chileno, particularmente respecto a las tres alternativas posibles en la materia, a saber, apertura unilateral para el cabotaje aéreo a zonas extremas; apertura unilateral total del cabotaje aéreo, y mantener la situación actual, en la que se exige reciprocidad. 

La propuesta para modificar la ley sobre aviación comercial se basa en que el mercado aéreo interno no es suficientemente competitivo, y ello ameritaría aumentar la competencia facilitando la entrada de nuevas empresas de transporte aéreo.  La respuesta a esta pregunta no es obvia, pues las aerolíneas no entregan la información que permitiría evaluar el grado de competencia en el mercado, por lo que  sería interesante que las aerolíneas entregaran información que permitiera determinar el grado de competencia en el mercado. 


Recordó que, en aquélla ocasión, el señor Fischer concluyó que si la Junta de Aeronáutica Civil da garantías creíbles que tendrá resultados positivos en la apertura de mercados relevantes en un plazo razonable, es apropiado mantener la política de reciprocidad establecida en la ley actual, ya que los costos de no abrirse antes se verían compensados por los mayores beneficios de la apertura multilateral en comparación con la apertura unilateral.  Si los resultados de tales negociaciones no se vislumbran positivos o si no se pueden establecer mecanismos para evaluar el avance de la política de reciprocidad en un plazo determinado, podría ser preferible la apertura unilateral total.


Luego, el señor Frei señaló que, en su parecer, el principio de reciprocidad, en cuanto herramienta negociadora para mejorar la conectividad, debía tener una aplicación absoluta o relativa, según el caso, y de optar por una apertura, ésta debía hacerse gradualmente, caso por caso, región por región.  


En tal línea argumental, agregó que si se renuncia a la reciprocidad de un modo absoluto, el país pierde la oportunidad de negociar la apertura de nuevos mercado con otros Estados.  En la caso de Latinoamérica, indicó, tal situación debe ser analizada en su conjunto y siempre con la mirada puesta en mejorar la conectividad aérea de nuestro país.


Respecto a materias propias de la Dirección General de Aeronáutica Civil recalcó que la idea es homologar las normas técnicas operativas en Latinoamérica, en lo cual queda mucho trabajo por realizar porque, a diferencia de la postura de nuestro país, existen países con mercados importantes, como Argentina y Brasil, que son más conservadores en esta materia.  Sin embargo, destacó el acuerdo logrado con Uruguay, que permite que tanto líneas aéreas chilenas como uruguayas realicen vuelos dentro del otro país. Al contar con este convenio recíproco de cielos abiertos con Uruguay, que incluyen el cabotaje, la aerolínea uruguaya Pluna, que realiza vuelos entre Montevideo y Santiago, podría continuar sus vuelos llevando tráfico a otras ciudades de Chile, sin inconveniente alguno.


Finalmente, el señor Frei se refirió a aspectos formales del proyecto, indicando que, al proponer la sustitución completa del artículo 2° del decreto ley N° 2.564, de 1979, sobre aviación comercial, el proyecto suprime facultades que actualmente cuentan las autoridades aeronáutica e incluso el Presidente de la República, materias que la Constitución de la República reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, porque afecta funciones y atribuciones de servicios públicos, según lo prescrito en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65. 

En efecto, el señor Frei hizo notar, a modo de ejemplo, que el citado artículo 2° dispone que, en las rutas en que por disposición de otro Estado no exista libertad tarifaria, la Junta de Aeronáutica Civil tendrá facultad para fijar las tarifas, pudiendo para tal efecto realizar negociaciones con la autoridad aeronáutica de ese Estado. En caso de infracción a las tarifas fijadas por la Junta de Aeronáutica Civil, ésta podrá suspender uno o más vuelos del servicio correspondiente.


Añadió que, en los casos en que las tarifas no hayan sido fijadas por la Junta de Aeronáutica Civil, las empresas de aeronavegación comercial deberán registrar ante este Organismo las tarifas que aplicarán. El incumplimiento de esta obligación, así como de la establecida en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, podrá ser sancionado por la Junta de Aeronáutica Civil con la suspensión de uno o más vuelos de la empresa correspondiente.


También hizo notar que la Junta de Aeronáutica Civil, por resolución fundada, podrá terminar, suspender o limitar los servicios de cabotaje u otra clase de servicios de aeronavegación comercial, que se realicen exclusivamente dentro del territorio nacional por empresas o aeronaves extranjeras, si en su país de origen no se otorga o reconoce efectivamente el derecho a igual trato a las empresas o aeronaves chilenas. De la resolución anterior, el interesado podrá pedir reposición ante la misma Junta de Aeronáutica Civil, acompañando nuevos antecedentes.


Por último, hizo presente que el Presidente de la República podrá terminar, suspender o limitar la operación de cualquier empresa o aeronave en todos los casos en que la seguridad nacional lo requiera, mediante decreto que deberá ser suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y de Transportes y Telecomunicaciones.

Luego, el Honorable Senador señor García señaló que los representantes de las empresas aéreas invitados a la sesión habían dado buenos argumentos para fundamentar que el proyecto no lograría conseguir los objetivos que se plantea.


Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, y en atención a que uno de los problemas que el proyecto pretende abordar es el alto valor de los pasajes aéreos y los costos asociados a un viaje en avión, les consultó a los invitados cómo se podría disminuir tales precios, en especial los de las zonas extremas.  


En tal sentido, compartió con los asistentes que, en una sesión que la Comisión de Economía celebró hace dos años en la ciudad de Arica para abordar el tema del turismo, le llamó mucho la atención el clamor de la gente por rebajar el valor de los pasajes aéreos y, de este modo, mejorar la conectividad respecto del resto del país, especialmente con la ciudad de Santiago.


Asimismo, indicó que el Congreso Nacional debe hacer un esfuerzo por mejorar la integración de nuestro país y, de este modo, avanzar en la aspiración común de lograr que Chile ofrezca igualdad de oportunidades a sus habitantes, sin importar la región en la cual vivan.


Luego, y en respuesta a una consulta formulada por el Honorable Senador García, el señor Frei precisó que el derecho de embarque es aquél que se paga por el uso de las instalaciones, servicios y facilidades de los terminales aéreos. Los valores son los siguientes: 

-Vuelos Nacionales: aeródromo de primera categoría, $ 4.419 por pasajero; aeródromo de segunda categoría, $ 3.366 por pasajero, y aeródromo de tercera categoría están exentos. Sin perjuicio de lo anterior, los pasajeros que se embarquen con destino a un punto de hasta 270 kilómetros en línea recta del punto de salida, pagarán un derecho de $ 1.741.

-Vuelos Internacionales: Los pasajeros con destino a puntos situados a más de 500 kilómetros del aeropuerto de embarque pagarán US$ 30; y los pasajeros con destino a puntos hasta 500 kilómetros. del aeropuerto de embarque, pagarán el equivalente al derecho de embarque de primera categoría en vuelos nacionales.

Agregó que estos valores se reajustan cada año, por lo que su monto exacto es necesario consultarlo en las líneas aéreas, aeropuertos o en el Departamento de Tasas y Derechos Aeronáuticos de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Hizo notar que la tasa que cada pasajero debe pagar al realizar un viaje internacional desde o hacia Chile, considera dos dólares para el Fondo de la Lucha contra la Pobreza, en cumplimiento de un acuerdo suscrito el año 2004 para apoyar la labor de la ONU, y otros dos dólares para la promoción turística del país.

El otro aspecto que abordó el Honorable Senador señor García es el referido a la relación costo beneficio que importa para una determinada localidad la construcción y operación de un aeropuerto.  Al respecto señaló que, ante la existencia de un terminal aéreo, la municipalidad local debe incurrir en importantes gastos como la iluminación del lugar y de sus accesos, y la limpieza y la creación de áreas verdes, entre otros. Indicó que, en el caso de la Región que representa, se proyecta la construcción de un nuevo aeropuerto para la zona en Freire y se pregunta si ello realmente irá en beneficio de esa comuna.


Sobre lo planteado por el Honorable Senador señor García, la señora Galaza manifestó que, en su parecer y de acuerdo a sus conocimientos y experiencia, indudablemente la existencia de un aeropuerto conlleva muchos beneficios para la ciudad en cuya área está construido, porque genera nuevas fuentes de trabajo, especialmente de servicios, y posiciona al lugar en una categoría especial. Indicó que en Europa es común que las autoridades de una región ofrezcan facilidades para la construcción y operación de aeropuertos en su territorio, porque saben de los múltiples beneficios que éstos traen aparejados.


Luego, el Honorable Senador señor Pizarro señaló no estar de acuerdo con la Moción, toda vez que abandonar el principio de reciprocidad consagrado en la legislación sobre aviación comercial es una gran pérdida para el país. Agregó que no respaldará ningún proyecto que vaya en la línea de una apertura unilateral para las operaciones de cabotaje y que promueva la renuncia del principio de reciprocidad.


Sin perjuicio de lo anteriormente planteado, manifestó su preocupación tanto por el valor de los pasajes entre Santiago y las zonas extremas como por la posición dominante que tiene LAN en el mercado doméstico. Sostuvo que es una regla que mientras más cerrado es un mercado peor es el servicio.


Finalmente consultó a los presentes si la solución para los problemas existentes depende de la voluntad del operador dominante o si es posible explorar otras fórmulas que permitan disminuir el valor de los pasajes de los viajes en avión y mejorar el servicio, como podría ser, a modo de ejemplo, la existencia de algún tipo de subsidio.


Luego, el Honorable Senador señor Orpis indicó que siempre ha sido partidario de abrir unilateralmente el mercado aéreo dentro de Chile.


Agregó no estar de acuerdo con el hecho que el mercado aéreo doméstico esté “calzado”, en el sentido de que exista un equilibrio entre la oferta y la demanda. Indicó que lo que corresponde es que aumente la oferta, porque ello estimula la competencia y provoca una sucesión de otros efectos, como son mejores precios y mejor servicio, todo lo cual va en beneficio del consumidor.


Indicó que en la presentación de la moción siempre tuvo en vista la decisión que se adoptó en Chile años atrás cuando procedió a rebajar unilateralmente las tasas de internación para los productos importados.  Indicó que tal decisión fue acertada y benefició a los consumidores.  Igual objetivo es el que propone conseguir con este proyecto respecto del mercado aéreo nacional.


En sesión de 7 de agosto de 2007, el señor Presidente entregó a todos los integrantes de la Comisión copia de la presentación realizada por el señor Ministro de Economía, el día martes 31 de julio, a los Honorables Senadores señores García y Orpis, luego que la sesión citada para ese día fracasara, relativa a su posición respecto del proyecto, y, luego, recabó el acuerdo de la Comisión para considerar tal documento como elemento ilustrador del análisis del proyecto de ley y parte integrante del informe. 


La proposición del señor Presidente fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, Orpis, Pizarro y Vásquez.


En la referida presentación, el señor Ministro de Economía, don Alejandro Ferreiro, indicó que el punto de fondo en la materia en debate es si la autorización de cabotaje quedará entregada a una decisión de la Junta de Aeronáutica Civil, en nombre de la reciprocidad, o si esta es una cuestión que debe quedar definida en la ley, con lo cual se privaría a la Junta de la posibilidad de concederlo en caso de que exista reciprocidad de otro país.

Agregó que todavía no hay posición oficial del Gobierno en esta materia.  Aquí hay una posición que fluye desde los responsables de política pública del transporte aéreo.  Indicó que  se había reunido el día anterior con el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Cortázar, y que él está al tanto del tema e interesado en poder llegar a una definición política sobre este punto, pero que, por razones de tiempo, no ha sido posible definir aún esa posición. Recalcó que, por lo tanto, su opinión era una posición preliminar del Gobierno, pero particular del Ministerio de Economía.


Luego señaló que hay un conjunto de observaciones que serían superadas en la indicación que el Honorable Senador señor Orpis ha anunciado que presentaría.  Incluso, hay otros que sostienen que en la medida que el proyecto afecta funciones de un servicio público aborda una materia que es de iniciativa exclusiva presidencial.  Finalmente, esto quedará entregado a una definición global de Gobierno, porque, en el entendido que haya una visión finalmente favorable a un libre cabotaje, esta debería traducirse en una indicación que salve cualquier observación de constitucionalidad respecto de la iniciativa.  

Derechamente, y abordando el fondo del asunto, indicó que cabe preguntarse si es preferible el cabotaje libre, así definido por la ley, o que éste esté sujeto a la  eventual exigencia de reciprocidad por parte de la Junta de Aeronáutica Civil. 

Los argumentos de la JAC son analizados al interior del ejecutivo para definir una posición.  Por el momento la posición de la JAC es, fundamentalmente, que la exigencia de reciprocidad permitiría establecer una suerte de contraprestación con el país de origen de la empresa aérea que se opusiera para Chile, y lograr beneficios equivalentes o superiores al que se derivarían de la  simple apertura irrestricta del mercado. Lo importante es distinguir entre  los beneficios privados y sociales de aquéllo.  Es decir, cómo ponderar el beneficio que se podría obtener por la reciprocidad y cuánto vale la posibilidad de que una empresa local o chilena pudiese tener, por la vía de la reciprocidad, acceso a cabotaje en algún otro país de América Latina, por ejemplo.


Agregó que cabe preguntarse cuánto vale el tema en absoluto y cuánto vale en perspectiva social, porque no tenemos empresas nacionales que lo sean por definición y para siempre.  Mañana los paquetes accionarios controladores podrían cambiar de mano y, lo que hoy día es nacional, y nos hace sentir que hay una rentabilidad social derivada de la reciprocidad, puede eventualmente mañana diluirse. Por lo tanto, estamos ante un concepto dinámico, respecto del beneficio que significaría para empresas locales la apertura de mercados equivalentes  a otros países de la región.  

No obstante lo anteriormente señalado, y porque esto es más complejo de lo expuesto, el análisis ventajas y desventajas de tratados internacionales debe hacerse desde la perspectiva de qué le pasa a las empresas chilenas cuando acceden al mercado. Por lo tanto, esta es una consideración relevante para efectivamente medir el beneficio que esto puede significar.  Sin embargo, este beneficio u otro, y cualquiera sea el valor que se le asigne o la rentabilidad social que se de a un beneficio privado o apropiable para una empresa aérea, debe ser comparado con el beneficio social que para el mercado aéreo local significa una mayor desafiabilidad y disputabilidad del mismo.

Así, la apertura unilateral del libre cabotaje, que se consiga ya sea por la vía de las autorizaciones que da la JAC o, de prosperar este proyecto, por la vía de la ley, supone para el mercado aéreo local un conjunto de beneficios que consideramos relevantes, desde la perspectiva del Ministerio de Economía. Este mercado está fundamentalmente dominado por un operador.  Esos dominios tienen que ver con escalas necesarias para que ese operador, a su vez, sea necesariamente competitivo con mercados internacionales que, por tanto, no es reprochable en sí, pero, en algún sentido, la posibilidad de que esta empresa tenga la escala suficiente para ser competidor internacional supone, casi inevitablemente, un tamaño que lo hace dominante en el mercado local, en donde las frecuentes apariciones de otros actores desafiando al operador dominante han sido más bien de carácter marginal y han fracasado.


Consultado por el Honorable Senador señor Orpis sobre si, desde que se produce la fusión de LAN y LADECO, ha habido algún tipo de variación en el porcentaje de participación en el mercado que tiene la empresa nueva fusionada, o se ha mantenido dentro de los  mismos ordenes, es decir no ha habido grandes cambios, el señor Ministro de Economía, señor Ferreiro señaló que habría que ver la cifra especifica, en orden a que los grados de magnitud de la participación en el mercado que tienen las empresas dominantes han sido básicamente los mismos. Ha habido un cambio en la identidad del competidor que aspira a tener una cuota que nunca habrá sido superior al 30%, sumado todos los restantes operadores. Algunas veces ha habido mas de uno, otras veces sólo uno.  


Indicó, asimismo, que la fusión LAN LADECO fue aprobada en su oportunidad precisamente sobre la base del argumento que había mencionado previamente, es decir, que el beneficio social que significaba la posibilidad de conseguir una escala que permitiera competir con los mercados globales era superior respecto del costo que significaba el grado de concentración importante del mercado aéreo local, y que, respecto del  mercado aéreo local, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en todos sus consejos resolutivos, propuso establecer un conjunto de regulaciones para mitigar el riesgo y el abuso de posición dominante en el mercado local, incluido, entre ello, el establecimiento de un estricto plan de regulación tarifaría.  


Respecto al aspecto tarifario, es sabido que en las líneas aéreas hay muchos precios, y el cálculo para obtener una tarifa es realmente muy complejo. Básicamente el modelo apunta a que LAN no pueda cobrar en los segmentos sin competencia precios superiores a los que cobra el segmento en competencia, para lo cual se hacen analogías con tramos internacionales, en donde efectivamente hay competencia.  Se trata de replicar la tarifa competitiva en los mercados en donde la competencia no existe. Esto supone un largísimo y complejo análisis y cada cierto tiempo el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia analiza cada uno de los tramos y cada uno de los segmentos.  

Volviendo al análisis de la participación en el mercado, señaló que ésta no ha cambiado significativamente por parte de la empresa dominante en el mercado aéreo, no obstante lo cual esa posición objetiva de dominio se busca  mitigar a través de un conjunto de regulaciones que derivan de las exigencias que estableció el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en todos sus Consejos Resolutivos Antimonopolios, al momento de autorizar condicionadamente la fusión.


Agregó que, de este modo, se llega al fondo del valor social que el Ministerio de Economía ve en una iniciativa como esta. Señaló que vale mucho, pero que no estaba en condiciones de definir la posición final y definitiva, porque es de conversación más amplia en el Gobierno, que debe ser analizada junto con el argumento de la JAC respecto de sus facultades sobre la exigencia de reciprocidad para otorgar autorización a empresas extranjeras de realizar cabotaje en Chile.   

Reiteró el valor de hacer de este mercado aéreo un mercado más desafiable, lo que no significa que sea efectivamente desafiado. Explicó que, en el ámbito de la competencia, un mercado desafiable es aquél en que se genera una amenaza creíble ante la entrada de un competidor, y tiene casi los mismos efectos disciplinantes de la conducta de los operadores que un mercado efectivamente desafiado, porque el riesgo de entrada, es decir, la probabilidad de entrada de un tercer actor es mayor mientras mayor sea el eventual abuso de una posición dominante -no la posición sino el abuso- y, por tanto, disciplina el control del riesgo de abuso. Significa que la posibilidad de que un operador local tenga la escala suficiente para desafiar efectivamente al operador dominante. Como se sabe que en el caso de Chile esa posibilidad es baja, y esto no es teórico sino mas bien la constatación de una trayectoria de varios años, la posibilidad de hacer mas desafiable este mercado está exclusivamente circunscrita a la apertura a nuevos operadores de otra envergadura, eventualmente, o casi ciertamente, de otros países.  

En consecuencia, el Ministerio ve una ganancia social, dado que va a hacer más desafiable el mercado. Indicó que no es posible que ese mercado se torne más desafiable sobre la base de los operadores locales, y por lo tanto, desde la perspectiva de la libre competencia y de los consumidores, señaló que habría un beneficio importante a obtener en el caso de que el cabotaje se permita. 

Al respecto, indicó que hay mas dos maneras de permitir el cabotaje, una por la vía de un ejercicio de las facultades de la JAC, conducente a aquello y otra por ley.  Es cierto que la JAC cuenta con las facultades para hacerlo, y, por tanto, podría considerarse innecesario en la legislación, en la medida que la política proactiva de la JAC tienda a abrir esto, y eventualmente a renunciar a la facultad legal de condicionar el acceso a la reciprocidad.  La otra vía es que derechamente esta no es una materia que deba quedar entregada a un órgano de la administración del Estado, sino que la ley debe definir derechamente esta posición. Respecto de ello, hay un cierto consenso social más amplio, más categórico.


Concluyó señalando que la posición del Ministerio de Economía es la que ha planteado.  Reiteró que no es una posición definitiva de Gobierno, porque falta para la decisión final la ponderación efectiva del valor que tiene la reciprocidad; el manejo político de las relaciones internacionales que eso le puede significar al Estado de Chile, y la ponderación del beneficio social que Chile asigne para que una empresa pueda hacer cabotaje afuera.

Luego, el Honorable Senador señor Orpis presentó una indicación al proyecto tendiente a reemplazar su artículo único por el siguiente:


“Modifíquese el artículo 2° del decreto ley 2.564, que establece la Ley sobre Aviación Comercial, en el siguiente sentido:


“Artículo 2°.- Las empresas de aviación comercial extranjeras podrán participar en el cabotaje siempre y cuando éstas cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Se inscriban en el registro que al efecto lleve la Junta Nacional de Aeronáutica;

b) Establezca domicilio permanente en Chile;


c) Haya operado ininterrumpidamente durante a lo menos un año en el mercado del transporte de pasajeros nacional, y


c) Ofrezca garantía a satisfacción de la Junta de Aeronáutica.

El requisito señalado en la letra c) anterior no regirá durante el primer año de operación, y se entenderá cumplido a partir del segundo año, en la medida que al menos el 80% de la prestación de servicios ofrecidos al momento de inscribirse en el Registro se hayan efectivamente realizado durante el señalado primer año de operación.  La circunstancia anterior será certificada a solicitud de la interesada por la Junta.

La Junta podrá caducar el permiso para participar en el cabotaje de no cumplirse permanentemente con el requisito señalado en la letra c) anterior.

Las empresas de aeronavegación comercial deberán registrar ante este Organismo las tarifas que aplicarán.  El incumplimiento  de esta obligación podrá ser sancionado por la Junta de Aeronáutica Civil con la suspensión de uno o más vuelos de la empresa correspondiente.


El Presidente de la Republica, mediante decreto que deberá ser suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y de Transporte y Telecomunicaciones, podrá terminar, suspender o limitar la operación de cualquier empresa o aeronave en todos los casos en que la seguridad nacional lo requiera.”.”.

Cerrado el debate, la Comisión procedió a votar el proyecto en general, obteniendo el siguiente resultado: dos votos por la afirmativa, de los Honorables Senadores señores Orpis y Vásquez; dos votos por el rechazo, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Pizarro, y una abstención, del Honorable Senador señor Flores.


El Honorable Senador señor Pizarro fundamentó su rechazo a la idea de aprobar el proyecto indicando que así lo ha hecho también en otras oportunidades en que se discute la materia que aborda la moción, porque el proyecto elimina una de las pocas herramientas con que cuenta el país para los efectos de conseguir igualdad de condiciones en la competencia de cabotaje.


Agregó que ninguno de los proyectos de este tipo ayuda a los objetivos que persiguen los autores de la moción, que es bajar los costos de los pasajes, especialmente aquéllos hacia y desde las zonas extremas del país. Para lograr tal objetivo debería buscarse otro tipo de herramientas, como, por ejemplo, otorgar subsidios directos al pasajero, de manera que accedan a precios más bajos para los sectores más vulnerables y necesitados.


Insistió en que el proyecto eliminaría un instrumento mínimo de negociación, que le permite a los representantes del Gobierno de Chile ante una negociación tener una herramienta en que apoyarse, porque, de otra forma, no hay qué ni con qué negociar.  En esta línea, sostuvo que la aprobación de este proyecto importaría que las empresas aéreas extranjeras podrían iniciar sus operaciones en nuestro país cuando quieran.


Finalmente, señaló que el proyecto también dañaría a las empresas que actualmente están operando en el mercado aéreo nacional, tal como lo han manifestado, y que tal daño no sería tan importante respecto del operador dominante sino que el daño mayor afectaría a los pequeños, que tendrán un fuerte competencia en los tramos más rentables y durante los períodos más atractivos de operar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis fundó su voto favorable indicando que, al analizar la estructura actual del mercado aéreo, se observa que hay una empresa dominante, que es LAN Airlines, circunstancia que surge cuando se permite la fusión de la línea aérea LADECO con LAN. En aquel entonces, agregó, el fallo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia permitió la fusión con el objetivo de crear las condiciones para que en Chile se generase un operador importante para enfrentar a los grandes operadores en el mercado global.  Recordó que en ese fallo el Tribunal fijó una serie de condiciones para que la empresa fusionada que nacía, que era LAN, no pueda abusar de su posición dominante. 


Agregó que al observar la proyección en el mercado que ha tenido LAN desde el fallo del Tribunal hasta nuestros días, la posición dominante no sólo se ha mantenido sino que, en determinadas circunstancias, ha abusado de ella.  Tanto es así que ha sido sancionada en una serie de ocasiones por las instancias que corresponden.


Al pronunciarse respecto de este proyecto, indicó, es necesario valorar cuál es el beneficio para las empresas y cuál es el beneficio para el consumidor.  Su tesis es que el mejor beneficio para el consumidor es la competencia, lo que se consigue abriendo las barreras de entrada.  


Indicó que el objetivo de transformar la empresa LAN en una gran operador, tanto nacional como internacional, se cumplió, por lo que los objetivos del referido fallo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia han perdido vigencia con el tiempo. Lo que ha ocurrido en la práctica en todo este período es que la posición dominante del mayor operador se ha mantenido y que, en determinadas circunstancias, se ha abusado de ella, lo que termina afectando al consumidor.  


Señaló, asimismo, que el mejor camino es eliminar las barreras existentes en la ley sobre aviación comercial, con el propósito que operadores extranjeros operen las rutas nacionales, que es lo que más beneficiará al consumidor.


Agregó que en la indicación que presentó al proyecto, los operadores no abusarán de los períodos altos, porque exige como condición para operar en las rutas nacionales que las frecuencias deben mantenerse. De lo contrario, caduca la autorización de pleno derecho. También señaló que abrir unilateralmente el mercado aéreo nacional constituirá, por sí mismo, un freno al aumento de las tarifas. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel, al votar en contra del proyecto, señaló que en la zona sur del país los valores de los pasaje aéreos han disminuido.


En atención a que la abstención registrada en la votación determinó que el asunto quedara sin resolverse, y, de conformidad a lo establecido en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación.


Repetida la votación, se obtuvo idéntico resultado, es decir dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Orpis y Vásquez, dos en contra, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Pizarro, y una abstención, del Honorable Senador señor Flores. Por lo anteriormente expuesto y en cumplimiento de lo establecido en artículo 182 del Reglamento de la Corporación, se procedió a repetir la votación de inmediato.


Repetida nuevamente la votación, se produjo idéntico resultado, por lo que, en cumplimiento de la mencionada norma reglamentaria, está quedó para ser definida en la sesión siguiente que celebrara la Comisión.


En la sesión siguiente celebrada por la Comisión, el señor Presidente hizo presente que correspondía definir el resultado de las votaciones realizadas y, en consecuencia, puso en votación nuevamente el proyecto. 


--Puesto en votación, el proyecto fue rechazado por la mayoría de los miembros presentes, por dos votos en contra y un voto a favor.  Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Flores y Kuschel y a favor el Honorable Senador señor Orpis.

__________

Como consecuencia del acuerdo señalado, vuestra Comisión de Economía os propone rechazar el proyecto de ley en informe.
__________

Acordado en sesiones realizadas los días 17 de julio de 2007, y 7 y 28 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente) Fernando Flores Labra, José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda.


Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LETELIER, ESCALONA Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE SUPRIME EL CONCEPTO DE “EMPRESA” ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 3º DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

(5312-13)

Honorable Senado:

1. Antecedentes. Nuestra actual legislación laboral define en forma imperfecta el concepto de empresa, y además define el concepto de empleador
, el cual cumple, no obstante ser ambos conceptos semejantes, una función distinta a la de empresa En efecto, al definirse lo que es empleador se está tratando de establecer nítidamente el rol de una de las partes contratantes en el contrato de trabajo, tanto individual como colectivo. A diferencia de lo anteriormente señalado, el concepto de empresa establecerá un rol determinado dentro del ámbito social y no en el ámbito de puramente contractual.

El problema de determinar un nuevo concepto de empresa surge a raíz de que, en la actualidad existe un concepto limitado de empresa que atraviesa nuestro ordenamiento jurídico laboral, permitiendo que se eludan una serie de normas laborales tendientes a proteger a los trabajadores. En efecto, nuestro sistema laboral al contener un concepto limitado de empresa, permite que las sociedades que aportan el capital en la relación laboral se subdividan en distintas sociedades, o lisa y llanamente, se creen sociedades de papel, que hagan que la relación laboral que existe entre un trabajador y una empresa determinada desaparezca, por cuanto, es nuevamente contratado por otra empresa, no obstante, que estas empresas pertenecen a la misma o mismas personas. De esta forma, el empresariado busca eludir importantes normas laborales, como aquella establece la indemnización por años de servicios en el caso de término de la relación laboral por la causal "necesidades de la empresa".

Lo anteriormente expuesto, demuestra fehacientemente, que basta una disgregación de capital formando diferentes sociedades, para eludir una de las normas laborales que establece uno de los derechos laborales más trascendentales a favor de los trabajadores, desde el punto de vista económico, el cual es el pago de los años de servicios que se presten en forma ininterrumpida Sin perjuicio de lo señalado, este subterfugio legal permite que algunos empresarios mantengan deudas laborales impagas con sus trabajadores, eludiendo su cumplimiento, al transferir bienes desde una sociedad a otra, dejando una cantidad insuficiente en la sociedad que nominalmente tiene la obligación impaga.

2. Ideas Matrices.- El presente proyecto de ley tiene por objeto suprimir la insatisfactoria, definición contenida en el art. 3 del Código del Trabajo, de modo de dejar al juez la posibilidad dentro de los parámetros del principio de primacía de la realidad, unidad del ordenamiento jurídico y la finalidad intrínseca de la legislación laboral como protectora de los intereses de la parte jurídicamente más débil, a fin de determinar en que casos existe responsabilidad empresarial en la tutela de los derechos laborales.

Es por eso, que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer a este Honorable Senado el siguiente:
Proyecto de ley

Art. Único.- Suprímase el inciso tercero del artículo 3º del Código del Trabajo.

(Fdo.):JUAN PABLO LETELIER

Senador de la República
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, ESPINA, GARCÍA, PROKURICA Y ROMERO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO A FIN DE ESTABLECER UNA MULTA PARA EL CASO DE CONTRAVENCIÓN DE JORNADA LABORAL LEGAL O PACTADA

(5313-13)

Honorable Senado:

El Código del Trabajo establece un conjunto de reglas claras e identificables sobre la distribución de la jornada semanal y de la jornada diaria, siendo el elemento ordenador la salud ocupacional del trabajador y el lugar que la relación trabajo - familia debe tener en cualquier ordenamiento basado en principios de respeto a la persona del trabajador.
Sin embargo, es una realidad que no se puede desatender, el hecho de que más de la mitad de todas las denuncias en las inspecciones del trabajo y de las multas que este organismo cursa, versan sobre infracciones a las normas sobre jornada de trabajo, especialmente en lo que dice relación con la hora de término de la jornada, es decir el exceso de jornada diaria y semanal.
Frecuente es la denuncia de que el trabajador es obligado o inducido a marcar su retiro a una hora y posteriormente es conminado a según- prestando servicios, especialmente en el comercio bajo el expediente de que se debe atender a los clientes que aún se encuentran dentro del local. Ello, aún cuando dichas horas de exceso se paguen a través de un bono anexo a la remuneración. Adicionalmente, la hora de cierre no siempre implica la hora de descanso para el trabajador, ya que junto con atender a los últimos clientes rezagados, debe realizar inventarios, cuadrar cajas, ordenar mercaderías y otras funciones que, en definitiva, implican que su hora de salida se dilata por dos o tres horas más de lo pactado y legalmente permitido.
Por las razones expuestas, tenemos a bien presentar una iniciativa legal orientada a establecer un fuerte desincentivo a la infraccionalidad de las normas sobre jornada de trabajo, a través de un sistema de multas progresivo en relación a la cantidad de horas en que se infringe el término de la jornada ordinaria o extraordinaria pactada.
PROYECTO DE LEY
ARTÍCULO ÚNICO.- Para agregar los siguientes incisos finales al artículo 32 del Código del Trabajo:
"Las labores de inherentes al cierre diario del local o establecimiento de la empresa, como la atención de sus últimos clientes, inventarios, orden de mercaderías, herramientas o insumos u otras actividades de carácter similar, deberán ser desarrolladas según lo disponga el empleador, pero dentro de la jornada ordinaria o extraordinaria de trabajo según el caso, no pudiendo excederse por estas razones la jornada legal o pactada."
"Si se constatare que uno o más trabajadores han continuado prestando servicios después de la jornada legal o pactada, habiendo o no registrado su salida en conformidad al artículo siguiente, el empleador deberá pagar una multa a beneficio fiscal de 50 UTM por cada hora de exceso y fracción superior a media hora."

Valparaíso, 4 de septiembre de 2007-09-05

(Fdo.):ANDRÉS ALLAMAND

SENADOR
Alberto Espina Otero,                                              José García Ruminot,

Senador.                                                                      Senador

Baldo Prokurica Prokurica,                                     Sergio Romero Pizarro

  Senador                                                                  Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SABAG, BIANCHI, NÚÑEZ, ORPIS Y PÉREZ VARELA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES EN LO RELATIVO A REQUISITO DE EDUCACIÓN QUE SE EXIGE PARA POSTULAR AL CARGO DE ALCALDE

(5314-06)

Honorable Senado:




Últimamente, la opinión pública se ha informado de situaciones que afectan a diversas autoridades del Estado en relación con los requisitos de título o de estudios para acceder a cargos públicos, que delatan ocultamiento, falsedad o alteración del instrumento o de la forma de acreditar el cumplimiento de esos requisitos.



Particular gravedad adquieren estas irregularidades en el caso del cargo de alcalde, autoridad dotada de variadas atribuciones y facultades que requieren de un bagaje cultural mínimo para conducir el gobierno local.



La circunstancia anotada sirvió de fundamento a la ley N° 19.958, una de cuyas disposiciones modificó el inciso segundo del artículo 57 de la Ley Orgánica de Municipalidades exigiendo, para ser candidato a alcalde, haber cursado la enseñanza media o su equivalente.



Bien puede que la exigencia mencionada se satisfaga con la exhibición de certificados o documentos que acrediten una enseñanza media distinta de la real y efectiva, como sería la de cursar en un año dos o tres años lectivos u obtener certificados que reconozcan la licencia media para fines laborales, todo lo cual distorsiona la intención que persiguió el legislador al imponer la norma, esto es, que los candidatos, por la naturaleza de las funciones que están llamados a ejercer, tengan ese bagaje mínimo del que ya hemos hablado, y que resulta tras haber estudiado los contenidos de los programas de la educación media regular.



Es, por tanto, del todo procedente examinar la formación educativa de la autoridad local en función de las tareas que ha de cumplir frente a la comunidad, y una buena oportunidad para tal examen, en nuestra opinión, es la de un debate parlamentario que pondere las condiciones para acceder a estos cargos.



Proponemos, en consecuencia, abocarnos a revisar el status educacional del cargo de alcalde, innovándolo en el sentido de precisar que la condición requerida va más allá de lo que la práctica ha impuesto; esto es, la exigencia de una educación media formal, regularmente obtenida.



Con este propósito, la moción que fundamentamos contiene una primera disposición mediante la cual se incluye un nuevo inciso en el artículo 57 de la ley municipal, precepto que regula el acceso al cargo de alcalde y los requisitos que deben satisfacer los candidatos. La nueva proposición reafirma la exigencia de haber cursado el postulante la educación media y precisa qué debe entenderse por tal. Para ello, recurre a las normas de la ley de enseñanza que se refieren a la educación media regular y sus características en cuanto a duración, contenidos y formalidades, de modo que las actuales prácticas de aceptar como requisito cumplido para el cargo la mera exhibición de un certificado para fines laborales o la acreditación en tiempo reducido de los periodos lectivos, caerán en desuso.



De otro lado, y a la vista de situaciones graves que han ocurrido en el último tiempo, en que hemos presenciado afirmaciones a la postre falsas en lo que respecta a títulos profesionales o grados educativos, la moción considera como causal de cese en el cargo la remoción por impedimento grave fundada en la falsificación del certificado de licencia secundaria, en el evento de que el infractor no sea condenado a pena aflictiva. (En caso de que lo sea por esta infracción, opera la causal de pérdida de ciudadanía para el cese en el cargo). Ambas situaciones quedan cubiertas por una acción pública para sustanciar el procedimiento ante el tribunal electoral regional.



Proponemos, en virtud de las consideraciones precedentes, el siguiente proyecto de ley modificatorio de la legislación orgánica de municipalidades:
Proyecto de ley:



"Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está fijado en el D.F.L. N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006:



a) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 57:



"Se entiende por enseñanza media para los efectos de este artículo, la enseñanza formal regular a que se refieren los artículos 5°, 8°, inciso primero del artículo 14 y artículo 26 de la N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



b) Intercálase en el inciso tercero del artículo 60 entre las expresiones "el concejo," y "observándose", la siguiente oración "o el de la falsificación de la licencia de educación media sin que el infractor haya sido condenado a pena aflictiva, en que habrá acción pública para promover la remoción,".



Artículo transitorio.- La presente ley empezará a regir 60 días antes de la fecha de declaración de candidaturas a alcalde a que se refiere el inciso primero del artículo 107 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.".
(Fdo): Hosaín Sabag Castillo,

Senador.-

Carlos Bianchi Ojeda,                            Ricardo Núñez Muñoz,

      Senador.-                                           Senador.-

Jaime Orpis Bouchón,                           Víctor Pérez Varela,

    Senador.-                                             Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, ÁVILA, ESCALONA, GIRARDI, GAZMURI, NAVARRO, NÚÑEZ, OMINAMI, PIZARRO, RUIZ-ESQUIDE Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA ENVIAR A TRÁMITE LEGISLATIVO UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINE LA EXENCIÓN TRIBUTARIA QUE PERMITE A LAS EMPRESAS CONSTRUCTORAS RECUPERAR EL 65 POR CIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y DETERMINE QUE LOS RECURSOS RECAUDADOS POR DICHO CONCEPTO SE DESTINEN A CONCEDER UN SUBSIDIO A DEUDORES HABITACIONALES

(S 1011-12)

Honorable Senado:

1.— Que el gobierno de la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet se encuentra implementando un programa especial destinado a entregar una solución a la delicada situación que afecta a miles de familias que se encontraban atrasadas en sus dividendos por sus viviendas sociales, tanto con el SERVIU, SERVIU Banca o bancos privados.

2.— Que alrededor de 220 mil familias que se acogieron principalmente a los Programas Especiales de Viviendas para Trabajadores (PET), sistema leasing y otros, no podrán acceder a estos beneficios por lo cual se encuentran en grave riesgo de que sus viviendas sean rematadas. Esto a pesar de que un gran número de estos deudores se encuentran en situación de pobreza y marginalidad.

3.— Que el Estado chileno, principal impulsor de estos programas habitacionales, no puede eludir su responsabilidad, y señalar que este se trata de un problema entre particulares.

4.— Que la implementación de una solución demandaría al Estado una cantidad entre 150 y 200 millones de dólares.

5.— Que actualmente se encuentra vigente el Decreto Ley 910 de 1975 y el artículo 21 de la Ley Nº 18.630 que permite a las empresas constructoras obtener la recuperación del 65% del Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual pueden deducirlo de los pagos provisionales mensuales de tributo, y en el caso que resultare un remanente, imputarlo a otras obligaciones tributarias de retención o recargo, y, en último término, al impuesto a la renta.

6.— Que el Servicio de Impuestos Internos ha expresado que esta franquicia tiene un gran impacto financiero para el Fisco. Es así como el año 2002 esta menor recaudación alcanzó a los 169 millones de dólares; el 2003 a 182 millones de dólares; el 2004 a 191 millones de dólares y el 2005 a 290 millones de dólares. Según diversas estimaciones el fisco desde 1987 ha dejado de percibir alrededor de 3.000 millones de dólares.

7.— Que el objetivo perseguido cuando se elaboró esta norma, esto es fomentar el desarrollo de la construcción y principalmente de las viviendas sociales, y a través de esto, estimular el empleo, ha sido largamente superado. Es así como hoy la construcción es uno de los sectores más dinámicos de nuestra economía y el desempleo se mantiene en índices bajos.

8.— Se suma a lo anterior que su aplicación ha superado sus objetivos originales, debido a lo ambiguo de algunas de sus definiciones favoreciendo actualmente a aquellas empresas que construyen viviendas de lujo y alto costo.

Es así como una empresa que construye una casa de 500 UF recupera hoy alrededor de 45 UF ($ 848.646), mientras que si construye una vivienda de 10.000 UF, la exención alcanza a 645 UF ($ 12.163.926).

9.— Que hoy cumplidos los objetivos para los cuales se dictó esta norma, lo más justo es ponerle fin, de tal forma que el fisco recaude nuevos recursos, que pueda destinar a programas como es el entregar una solución a los deudores habitacionales (PET y otros) que hoy no se encuentran contemplados en los programas de repactación y solución definitiva de deudas habitacionales por parte del gobierno.

10.— Que por tratarse del ingreso de recursos frescos, no se encuentran contemplados en el Presupuesto de la Nación.

11.— Por lo anteriormente expuesto, los Senadores firmantes venimos en proponer el siguiente Proyecto de Acuerdo:

Proyecto de Acuerdo

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet, con el fin, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Hacienda señor Andrés Velasco para que envíe al Congreso Nacional un Proyecto de Ley tendiente a establecer:

a) La eliminación de la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado (IVA).

b) Que los recursos que obtenga el fisco por la implementación de esta medida, sean destinados a un subsidio para solucionar la situación que afecta a los deudores habitacionales de los programas PET, leasing y otros, que han quedado al margen de los beneficios de repactación de deudas que se encuentra desarrollando hoy en día nuestro gobierno.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.— Nelson Ávila Contreras, Senador.— Camilo Escalona Medina, Senador.— Guido Girardi Lavín, Senador.— Jaime Gazmuri Mujica, Senador.— Alejandro Navarro Brain, Senador.— Ricardo Núñez Muñoz, Senador.— Carlos Ominami Pascual, Senador.— Jorge Pizarro Soto, Senador.— Mariano Ruiz-Esquide, Senador.— Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.

� Artículo 3° inciso 1° letra a) Código del Trabajo: "Para todos los efectos legales se entiende por: a) empleador: la persona natural o jurídica que utiliza los servicios intelectuales o materiales de una o más personas en virtud de un contrato de trabajo".
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